
Dirección General de Política Pública de Derechos Humanos. 
 Dinamarca no. 84, primer piso, Col. Juárez Del. Cuauhtémoc. México, Distrito Federal.                                   

 
 

 
 

 

COMPILACIÓN DE 

TRATADOS 

INTERNACIONALES 
DE CARÁCTER GENERAL 

 

 
 

 

 

 

  



 

Dirección General de Política Pública de Derechos Humanos. 
Dinamarca no. 84, primer piso, Col. Juárez Del. Cuauhtémoc. México, Distrito Federal  

 

  

  

 
ÍNDICE 

 

Carta de la Organización de los Estados 

Americanos 

 

 ................. 3 

 

Carta de las Naciones Unidas  

 ................ 35 

 

Convención Americana sobre Derechos 

Humanos,  

 

Pacto de San José de Costa Rica  

 ................ 60 

Convención de Viena sobre el Derecho de 

los  

 

Tratados  

 ................ 87 

 

 

Convención sobre el Estatuto de los 

Apátridas  

 ............... 116 

 

Estatuto de la Corte Internacional de 

Justicia 

 ............... 128 

 

Pacto Internacional de Derechos Civiles 

y Políticos 

 ............... 142 

 

Pacto Internacional de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales 

 ............... 159 

 

Protocolo adicional a la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos en 

materia de Derechos Económicos, Sociales 

y Culturales Protocolo de San Salvador 

 

 

 ............... 169 

 

Protocolo Facultativo del Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos 

 

 ............... 177 

 

Segundo Protocolo Facultativo del Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y 

 

 

 



 

Dirección General de Política Pública de Derechos Humanos. 
Dinamarca no. 84, primer piso, Col. Juárez Del. Cuauhtémoc. México, Distrito Federal  

 

Políticos Destinado a Abolir la Pena de 

Muerte  

 

 ............... 182 

 

Convención sobre Extradición  

 

 ............... 185 

 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

Dirección General de Política Pública de Derechos Humanos. 
Dinamarca no. 84, primer piso, Col. Juárez Del. Cuauhtémoc. México, Distrito Federal  

 

CARTA DE LA ORGANIZACIÓN 

DE LOS ESTADOS 

AMERICANOS 
 

EN NOMBRE DE SUS PUEBLOS LOS ESTADOS REPRESENTADOS EN LA IX 

CONFERENCIA INTERNACIONAL AMERICANA, 

Convencidos de que la misión histórica de América es ofrecer al hombre 

una tierra de libertad y un ámbito favorable para el desarrollo de su 

personalidad y la realización de sus justas aspiraciones; 

Conscientes de que esa misión ha inspirado ya numerosos convenios y 

acuerdos cuya virtud esencial radica en el anhelo de convivir en paz y 

de propiciar, mediante su mutua comprensión y su respeto por la 

soberanía de cada uno, el mejoramiento de todos en la independencia, en 

la igualdad y en el derecho; 

Ciertos de que la democracia representativa es condición indispensable 

para la estabilidad, la paz y el desarrollo de la región; 

Seguros de que el sentido genuino de la solidaridad americana y de la 

buena vecindad no puede ser otro que el de consolidar en este 

Continente, dentro del marco de las instituciones democráticas, un 

régimen de libertad individual y de justicia social, fundado en el 

respeto de los derechos esenciales del hombre; 

Persuadidos de que el bienestar de todos ellos, así como su contribución 

al progreso y la civilización del mundo, habrá de requerir, cada día 

más, una intensa cooperación continental; 

Determinados a perseverar en la noble empresa que la Humanidad ha 

confiado a las Naciones Unidas, cuyos principios y propósitos reafirman 

solemnemente; 

Convencidos de que la organización jurídica es una condición necesaria 

para la seguridad y la paz, fundadas en el orden moral y en la justicia, 

y 

De acuerdo con la Resolución IX de la Conferencia sobre Problemas de la 

Guerra y de la Paz, reunida en la Ciudad de México, HAN CONVENIDO en 

suscribir la siguiente: 
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CARTA DE LA ORGANIZACION DE LOS ESTADOS AMERICANOS 

Primera Parte 

 

Capítulo I: NATURALEZA Y PROPOSITOS 

 

Artículo 1 

Los Estados americanos consagran en esta Carta la organización 

internacional que han desarrollado para lograr un orden de paz y de 

justicia, fomentar su solidaridad, robustecer su colaboración y defender 

su soberanía, su integridad territorial y su independencia. Dentro de 

las Naciones Unidas, la Organización de los Estados Americanos 

constituye un organismo regional. 

La Organización de los Estados Americanos no tiene más facultades que 

aquellas que expresamente le confiere la presente Carta, ninguna de 

cuyas disposiciones la autoriza a intervenir en asuntos de la 

jurisdicción interna de los Estados miembros. 

 

Artículo 2 

La Organización de los Estados Americanos, para realizar los principios 

en que se funda y cumplir sus obligaciones regionales de acuerdo con la 

Carta de las Naciones Unidas, establece los siguientes propósitos 

esenciales: 

a) Afianzar la paz y la seguridad del Continente; 

b) Promover y consolidar la democracia representativa dentro del respeto 

al principio de no intervención; 

c) Prevenir las posibles causas de dificultades y asegurar la solución 

pacífica de controversias que surjan entre los Estados miembros; 

d) Organizar la acción solidaria de éstos en caso de agresión; 

e) Procurar la solución de los problemas políticos, jurídicos y 

económicos que se susciten entre ellos; 

f) Promover, por medio de la acción cooperativa, su desarrollo 

económico, social y cultural; 

g) Erradicar la pobreza crítica, que constituye un obstáculo al pleno 

desarrollo democrático de los pueblos del hemisferio, y 

h) Alcanzar una efectiva limitación de armamentos convencionales que 

permita dedicar el mayor número de recursos al desarrollo económico y 

social de los Estados miembros. 

 

 

Capítulo II: PRINCIPIOS 

 

Artículo 3 

Los Estados americanos reafirman los siguientes principios: 
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a) El derecho internacional es norma de conducta de los Estados en sus 

relaciones recíprocas. 

b) El orden internacional está esencialmente constituido por el respeto 

a la personalidad, soberanía e independencia de los Estados y por el 

fiel cumplimiento de las obligaciones emanadas de los tratados y de 

otras fuentes del derecho internacional. 

c) La buena fe debe regir las relaciones de los Estados entre sí. 

d) La solidaridad de los Estados americanos y los altos fines que con 

ella se persiguen, requieren la organización política de los mismos 

sobre la base del ejercicio efectivo de la democracia representativa. 

e) Todo Estado tiene derecho a elegir, sin injerencias externas, su 

sistema político, económico y social, y a organizarse en la forma que 

más le convenga, y tiene el deber de no intervenir en los asuntos de 

otro Estado. Con sujeción a lo arriba dispuesto, los Estados americanos 

cooperarán ampliamente entre sí y con independencia de la naturaleza de 

sus sistemas políticos, económicos y sociales. 

f) La eliminación de la pobreza crítica es parte esencial de la 

promoción y consolidación de la democracia representativa y constituye 

responsabilidad común y compartida de los Estados americanos. 

g) Los Estados americanos condenan la guerra de agresión: la victoria no 

da derechos. 

h) La agresión a un Estado americano constituye una agresión a todos los 

demás Estados americanos. 

i) Las controversias de carácter internacional que surjan entre dos o 

más Estados americanos deben ser resueltas por medio de procedimientos 

pacíficos. 

j) La justicia y la seguridad sociales son bases de una paz duradera. 

k) La cooperación económica es esencial para el bienestar y la 

prosperidad comunes de los pueblos del Continente. 

l) Los Estados americanos proclaman los derechos fundamentales de la 

persona humana sin hacer distinción de raza, nacionalidad, credo o sexo. 

m) La unidad espiritual del Continente se basa en el respeto de la 

personalidad cultural de los países americanos y demanda su estrecha 

cooperación en las altas finalidades de la cultura humana. 

n) La educación de los pueblos debe orientarse hacia la justicia, la 

libertad y la paz. 

 

 

Capítulo III: MIEMBROS 

 

Artículo 4 

Son miembros de la Organización todos los Estados americanos que 

ratifiquen la presente Carta. 

 

Artículo 5 
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En la Organización tendrá su lugar toda nueva entidad política que nazca 

de la unión de varios de sus Estados miembros y que como tal ratifique 

esta Carta. El ingreso de la nueva entidad política en la Organización 

producirá, para cada uno de los Estados que la constituyen, la pérdida 

de la calidad de miembro de la Organización. 

 

Artículo 6 

Cualquier otro Estado americano independiente que quiera ser miembro de 

la Organización, deberá manifestarlo mediante nota dirigida al 

Secretario General, en la cual indique que está dispuesto a firmar y 

ratificar la Carta de la Organización así como a aceptar todas las 

obligaciones que entraña la condición de miembro, en especial las 

referentes a la seguridad colectiva, mencionadas expresamente en los 

artículos 28 y 29 de la Carta. 

 

Artículo 7 

La Asamblea General, previa recomendación del Consejo Permanente de la 

Organización, determinará si es procedente autorizar al Secretario 

General para que permita al Estado solicitante firmar la Carta y para 

que acepte el depósito del instrumento de ratificación correspondiente. 

Tanto la recomendación del Consejo Permanente, como la decisión de la 

Asamblea General, requerirán el voto afirmativo de los dos tercios de 

los Estados miembros. 

 

Artículo 8 

La condición de miembro de la Organización estará restringida a los 

Estados independientes del Continente que al 10 de diciembre de 1985 

fueran miembros de las Naciones Unidas y a los territorios no autónomos 

mencionados en el documento OEA/Ser.P, AG/doc.1939/85, del 5 de 

noviembre de 1985, cuando alcancen su independencia. 

 

Artículo 9 

Un miembro de la Organización cuyo gobierno democráticamente constituido 

sea derrocado por la fuerza podrá ser suspendido del ejercicio del 

derecho de participación en las sesiones de la Asamblea General, de la 

Reunión de Consulta, de los Consejos de la Organización y de las 

Conferencias Especializadas, así como de las comisiones, grupos de 

trabajo y demás cuerpos que se hayan creado. 

a) La facultad de suspensión solamente será ejercida cuando hayan sido 

infructuosas las gestiones diplomáticas que la Organización hubiera 

emprendido con el objeto de propiciar el restablecimiento de la 

democracia representativa en el Estado miembro afectado. 

b) La decisión sobre la suspensión deberá ser adoptada en un período 

extraordinario de sesiones de la Asamblea General, por el voto 

afirmativo de los dos tercios de los Estados miembros. 
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c) La suspensión entrará en vigor inmediatamente después de su 

aprobación por la Asamblea General. 

d) La Organización procurará, no obstante la medida de suspensión, 

emprender nuevas gestiones diplomáticas tendientes a coadyuvar al 

restablecimiento de la democracia representativa en el Estado miembro 

afectado. 

e) El miembro que hubiere sido objeto de suspensión deberá continuar 

observando el cumplimiento de sus obligaciones con la Organización. 

f) La Asamblea General podrá levantar la suspensión por decisión 

adoptada con la aprobación de dos tercios de los Estados miembros. 

g) Las atribuciones a que se refiere este artículo se ejercerán de 

conformidad con la presente Carta. 

 

 

Capítulo IV: DERECHOS Y DEBERES FUNDAMENTALES DE LOS ESTADOS 

 

Artículo 10 

Los Estados son jurídicamente iguales, disfrutan de iguales derechos e 

igual capacidad para ejercerlos, y tienen iguales deberes. Los derechos 

de cada uno no dependen del poder de que disponga para asegurar su 

ejercicio, sino del simple hecho de su existencia como persona de 

derecho internacional. 

 

Artículo 11 

Todo Estado americano tiene el deber de respetar los derechos de que 

disfrutan los demás Estados de acuerdo con el derecho internacional. 

 

Artículo 12 

Los derechos fundamentales de los Estados no son susceptibles de 

menoscabo en forma alguna. 

 

Artículo 13 

La existencia política del Estado es independiente de su reconocimiento 

por los demás Estados. Aun antes de ser reconocido, el Estado tiene el 

derecho de defender su integridad e independencia, proveer a su 

conservación y prosperidad y, por consiguiente, de organizarse como 

mejor lo entendiere, legislar sobre sus intereses, administrar sus 

servicios y determinar la jurisdicción y competencia de sus tribunales. 

El ejercicio de estos derechos no tiene otros límites que el ejercicio 

de los derechos de otros Estados conforme al derecho internacional. 

 

Artículo 14 

El reconocimiento implica que el Estado que lo otorga acepta la 

personalidad del nuevo Estado con todos los derechos y deberes que, para 

uno y otro, determina el derecho internacional. 
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Artículo 15 

El derecho que tiene el Estado de proteger y desarrollar su existencia 

no lo autoriza a ejecutar actos injustos contra otro Estado. 

 

Artículo 16 

La jurisdicción de los Estados en los límites del territorio nacional se 

ejerce igualmente sobre todos los habitantes, sean nacionales o 

extranjeros. 

 

Artículo 17 

Cada Estado tiene el derecho a desenvolver libre y espontáneamente su 

vida cultural, política y económica. En este libre desenvolvimiento el 

Estado respetará los derechos de la persona humana y los principios de 

la moral universal. 

 

Artículo 18 

El respeto y la fiel observancia de los tratados constituyen normas para 

el desarrollo de las relaciones pacíficas entre los Estados. Los 

tratados y acuerdos internacionales deben ser públicos. 

 

Artículo 19 

Ningún Estado o grupo de Estados tiene derecho de intervenir, directa o 

indirectamente, y sea cual fuere el motivo, en los asuntos internos o 

externos de cualquier otro. El principio anterior excluye no solamente 

la fuerza armada, sino también cualquier otra forma de injerencia o de 

tendencia atentatoria de la personalidad del Estado, de los elementos 

políticos, económicos y culturales que lo constituyen. 

 

Artículo 20 

Ningún Estado podrá aplicar o estimular medidas coercitivas de carácter 

económico y político para forzar la voluntad soberana de otro Estado y 

obtener de éste ventajas de cualquier naturaleza. 

 

Artículo 21 

El territorio de un Estado es inviolable; no puede ser objeto de 

ocupación militar ni de otras medidas de fuerza tomadas por otro Estado, 

directa o indirectamente, cualquiera que fuere el motivo, aun de manera 

temporal. No se reconocerán las adquisiciones territoriales o las 

ventajas especiales que se obtengan por la fuerza o por cualquier otro 

medio de coacción. 

 

Artículo 22 

Los Estados americanos se obligan en sus relaciones internacionales a no 

recurrir al uso de la fuerza, salvo el caso de legítima defensa, de 

conformidad con los tratados vigentes o en cumplimiento de dichos 

tratados. 
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Artículo 23 

Las medidas que, de acuerdo con los tratados vigentes, se adopten para 

el mantenimiento de la paz y la seguridad, no constituyen violación de 

los principios enunciados en los artículos 19 y 21. 

 

 

Capítulo V: SOLUCION PACIFICA DE CONTROVERSIAS 

 

Artículo 24 

Las controversias internacionales entre los Estados miembros deben ser 

sometidas a los procedimientos de solución pacífica señalados en esta 

Carta. 

Esta disposición no se interpretará en el sentido de menoscabar los 

derechos y obligaciones de los Estados miembros de acuerdo con los 

artículos 34 y 35 de la Carta de las Naciones Unidas. 

 

Artículo 25 

Son procedimientos pacíficos: la negociación directa, los buenos 

oficios, la mediación, la investigación y conciliación, el procedimiento 

judicial, el arbitraje y los que especialmente acuerden, en cualquier 

momento, las Partes. 

 

Artículo 26 

Cuando entre dos o más Estados americanos se suscite una controversia 

que, en opinión de uno de ellos, no pueda ser resuelta por los medios 

diplomáticos usuales, las Partes deberán convenir en cualquier otro 

procedimiento pacífico que les permita llegar a una solución. 

 

Artículo 27 

Un tratado especial establecerá los medios adecuados para resolver las 

controversias y determinará los procedimientos pertinentes a cada uno de 

los medios pacíficos, en forma de no dejar que controversia alguna entre 

los Estados americanos pueda quedar sin solución definitiva dentro de un 

plazo razonable. 

 

 

Capítulo VI: SEGURIDAD COLECTIVA 

 

Artículo 28 

Toda agresión de un Estado contra la integridad o la inviolabilidad del 

territorio o contra la soberanía o la independencia política de un 
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Estado americano, será considerada como un acto de agresión contra los 

demás Estados americanos. 

 

Artículo 29 

Si la inviolabilidad o la integridad del territorio o la soberanía o la 

independencia política de cualquier Estado americano fueren afectadas 

por un ataque armado o por una agresión que no sea ataque armado, o por 

un conflicto extracontinental o por un conflicto entre dos o más Estados 

americanos o por cualquier otro hecho o situación que pueda poner en 

peligro la paz de América, los Estados americanos en desarrollo de los 

principios de la solidaridad continental o de la legítima defensa 

colectiva, aplicarán las medidas y procedimientos establecidos en los 

tratados especiales, existentes en la materia. 

 

 

Capítulo VII: DESARROLLO INTEGRAL 

 

Artículo 30 

Los Estados miembros, inspirados en los principios de solidaridad y 

cooperación interamericanas, se comprometen a aunar esfuerzos para 

lograr que impere la justicia social internacional en sus relaciones y 

para que sus pueblos alcancen un desarrollo integral, condiciones 

indispensables para la paz y la seguridad. El desarrollo integral abarca 

los campos económico, social, educacional, cultural, científico y 

tecnológico, en los cuales deben obtenerse las metas que cada país 

defina para lograrlo. 

 

Artículo 31 

La cooperación interamericana para el desarrollo integral es 

responsabilidad común y solidaria de los Estados miembros en el marco de 

los principios democráticos y de las instituciones del sistema 

interamericano. Ella debe comprender los campos económico, social, 

educacional, cultural, científico y tecnológico, apoyar el logro de los 

objetivos nacionales de los Estados miembros y respetar las prioridades 

que se fije cada país en sus planes de desarrollo, sin ataduras ni 

condiciones de carácter político. 

 

Artículo 32 

La cooperación interamericana para el desarrollo integral debe ser 

continua y encauzarse preferentemente a través de organismos 

multilaterales, sin perjuicio de la cooperación bilateral convenida 

entre Estados miembros. 

Los Estados miembros contribuirán a la cooperación interamericana para 

el desarrollo integral de acuerdo con sus recursos y posibilidades, y de 

conformidad con sus leyes. 

 

http://www.oas.org/dil/esp/tratados_A-41_Carta_de_la_Organizacion_de_los_Estados_Americanos.htm#Artículo 101
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Artículo 33 

El desarrollo es responsabilidad primordial de cada país y debe 

constituir un proceso integral y continúo para la creación de un orden 

económico y social justo que permita y contribuya a la plena realización 

de la persona humana. 

 

Artículo 34 

Los Estados miembros convienen en que la igualdad de oportunidades, la 

eliminación de la pobreza crítica y la distribución equitativa de la 

riqueza y del ingreso, así como la plena participación de sus pueblos en 

las decisiones relativas a su propio desarrollo, son, entre otros, 

objetivos básicos del desarrollo integral. Para lograrlos, convienen 

asimismo en dedicar sus máximos esfuerzos a la consecución de las 

siguientes metas básicas: 

a) Incremento sustancial y auto sostenido del producto nacional per 

cápita; 

b) Distribución equitativa del ingreso nacional; 

c) Sistemas impositivos adecuados y equitativos; 

d) Modernización de la vida rural y reformas que conduzcan a regímenes 

equitativos y eficaces de tenencia de la tierra, mayor productividad 

agrícola, expansión del uso de la tierra, diversificación de la 

producción y mejores sistemas para la industrialización y 

comercialización de productos agrícolas, y fortalecimiento y ampliación 

de los medios para alcanzar estos fines; 

e) Industrialización acelerada y diversificada, especialmente de bienes 

de capital e intermedios; 

f) Estabilidad del nivel de precios internos en armonía con el 

desarrollo económico sostenido y el logro de la justicia social; 

g) Salarios justos, oportunidades de empleo y condiciones de trabajo 

aceptables para todos; 

h) Erradicación rápida del analfabetismo y ampliación, para todos de las 

oportunidades en el campo de la educación; 

i) Defensa del potencial humano mediante la extensión y aplicación de 

los modernos conocimientos de la ciencia médica; 

j) Nutrición adecuada, particularmente por  medio de la aceleración de 

los esfuerzos nacionales para incrementar la producción y disponibilidad 

de alimentos; 

k) Vivienda adecuada para todos los sectores de la población; 

l) Condiciones urbanas que hagan posible una vida sana, productiva y 

digna; 

m) Promoción de la iniciativa y la inversión privadas en armonía con la 

acción del sector público, y 

n) Expansión y diversificación de las exportaciones. 

 

Artículo 35 
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Los Estados miembros deben abstenerse de ejercer políticas, acciones o 

medidas que tengan serios efectos adversos sobre el desarrollo de otros 

Estados miembros. 

 

Artículo 36 

Las empresas transnacionales y la inversión privada extranjera están 

sometidas a la legislación y a la jurisdicción de los tribunales 

nacionales competentes de los países receptores y a los tratados y 

convenios internacionales en los cuales éstos sean Parte y, además, 

deben ajustarse a la política de desarrollo de los países receptores. 

 

Artículo 37 

Los Estados miembros convienen en buscar, colectivamente, solución a los 

problemas urgentes o graves que pudieren presentarse cuando el 

desarrollo o estabilidad económicos, de cualquier Estado miembro, se 

vieren seriamente afectados por situaciones que no pudieren ser 

resueltas por el esfuerzo de dicho Estado. 

 

Artículo 38 

Los Estados miembros difundirán entre sí los beneficios de la ciencia y 

de la tecnología, promoviendo, de acuerdo con los tratados vigentes y 

leyes nacionales, el intercambio y el aprovechamiento de los 

conocimientos científicos y técnicos. 

 

Artículo 39 

Los Estados miembros, reconociendo la estrecha interdependencia que hay 

entre el comercio exterior y el desarrollo económico y social, deben 

realizar esfuerzos, individuales y colectivos, con el fin de conseguir: 

a) Condiciones favorables de acceso a los mercados mundiales para los 

productos de los países en desarrollo de la región, especialmente por 

medio de la reducción o eliminación, por parte de los países 

importadores, de barreras arancelarias y no arancelarias que afectan las 

exportaciones de los Estados miembros de la Organización, salvo cuando 

dichas barreras se apliquen para diversificar la estructura económica, 

acelerar el desarrollo de los Estados miembros menos desarrollados e 

intensificar su proceso de integración económica, o cuando se relacionen 

con la seguridad nacional o las necesidades del equilibrio económico; 

b)La continuidad de su desarrollo económico y social mediante: 

i. Mejores condiciones para el comercio de productos básicos por medio 

de convenios internacionales, cuando fueren adecuados; procedimientos 

ordenados de comercialización que eviten la perturbación de los 

mercados, y otras medidas destinadas a promover la expansión de mercados 

y a obtener ingresos seguros para los productores, suministros adecuados 

y seguros para los consumidores, y precios estables que sean a la vez 

remunerativos para los productores y equitativos para los consumidores; 
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ii. Mejor cooperación internacional en el campo financiero y adopción de 

otros medios para aminorar los efectos adversos de las fluctuaciones 

acentuadas de los ingresos por concepto de exportaciones que 

experimenten los países exportadores de productos básicos; 

iii. Diversificación de las exportaciones y ampliación de las 

oportunidades para exportar productos manufacturados y 

semimanufacturados de países en desarrollo,  

iv. Condiciones favorables al incremento de los ingresos reales 

provenientes de las exportaciones de los Estados miembros, especialmente 

de los países en desarrollo de la región, y al aumento de su 

participación en el comercio internacional. 

 

Artículo 40 

Los Estados miembros reafirman el principio de que los países de mayor 

desarrollo económico, que en acuerdos internacionales de comercio 

efectúen concesiones en beneficio de los países de menor desarrollo 

económico en materia de reducción y eliminación de tarifas u otras 

barreras al comercio exterior, no deben solicitar de esos países 

concesiones recíprocas que sean incompatibles con su desarrollo 

económico y sus necesidades financieras y comerciales. 

 

Artículo 41 

Los Estados miembros, con el objeto de acelerar el desarrollo económico, 

la integración regional, la expansión y el mejoramiento de las 

condiciones de su comercio, promoverán la modernización y la 

coordinación de los transportes y de las comunicaciones en los países en 

desarrollo y entre los Estados miembros. 

 

Artículo 42 

Los Estados miembros reconocen que la integración de los países en 

desarrollo del Continente es uno de los objetivos del sistema 

interamericano y, por consiguiente, orientarán sus esfuerzos y tomarán 

las medidas necesarias para acelerar el proceso de integración, con 

miras al logro, en el más corto plazo, de un mercado común 

latinoamericano. 

 

Artículo 43 

Con el fin de fortalecer y acelerar la integración en todos sus 

aspectos, los Estados miembros se comprometen a dar adecuada prioridad a 

la preparación y ejecución de proyectos multinacionales y a su 

financiamiento, así como a estimular a las instituciones económicas y 

financieras del sistema interamericano para que continúen dando su más 

amplio respaldo a las instituciones y a los programas de integración 

regional. 

 

Artículo 44 
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Los Estados miembros convienen en que la cooperación técnica y 

financiera, tendiente a fomentar los procesos de integración económica 

regional, debe fundarse en el principio del desarrollo armónico, 

equilibrado y eficiente, asignando especial atención a los países de 

menor desarrollo relativo, de manera que constituya un factor decisivo 

que los habilite a promover, con sus propios esfuerzos, el mejor 

desarrollo de sus programas de infraestructura, nuevas líneas de 

producción y la diversificación de sus exportaciones. 

 

Artículo 45 

Los Estados miembros, convencidos de que el hombre sólo puede alcanzar 

la plena realización de sus aspiraciones dentro de un orden social 

justo, acompañado de desarrollo económico y verdadera paz, convienen en 

dedicar sus máximos esfuerzos a la aplicación de los siguientes 

principios y mecanismos: 

a) Todos los seres humanos, sin distinción de raza, sexo, nacionalidad, 

credo o condición social, tienen derecho al bienestar material y a su 

desarrollo espiritual, en condiciones de libertad, dignidad, igualdad de 

oportunidades y seguridad económica; 

b) El trabajo es un derecho y un deber social, otorga dignidad a quien 

lo realiza y debe prestarse en condiciones que, incluyendo un régimen de 

salarios justos, aseguren la vida, la salud y un nivel económico 

decoroso para el trabajador y su familia, tanto en sus años de trabajo 

como en su vejez, o cuando cualquier circunstancia lo prive de la 

posibilidad de trabajar; 

c) Los empleadores y los trabajadores, tanto rurales como urbanos, 

tienen el derecho de asociarse libremente para la defensa y promoción de 

sus intereses, incluyendo el derecho de negociación colectiva y el de 

huelga por parte de los trabajadores, el reconocimiento de la personería 

jurídica de las asociaciones y la protección de su libertad e 

independencia, todo de conformidad con la legislación respectiva; 

d) Justos y eficientes sistemas y procedimientos de consulta y 

colaboración entre los sectores de la producción, tomando en cuenta la 

protección de los intereses de toda la sociedad; 

e) El funcionamiento de los sistemas de administración pública, banca y 

crédito, empresa, distribución y ventas, en forma que, en armonía con el 

sector privado, responda a los requerimientos e intereses de la 

comunidad; 

f) La incorporación y creciente participación de los sectores marginales 

de la población, tanto del campo como de la ciudad, en la vida 

económica, social, cívica, cultural y política de la nación, a fin de 

lograr la plena integración de la comunidad nacional, el aceleramiento 

del proceso de movilidad social y la consolidación del régimen 

democrático. El estímulo a todo esfuerzo de promoción y cooperación 

populares que tenga por fin el desarrollo y progreso de la comunidad; 
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g) El reconocimiento de la importancia de la contribución de las 

organizaciones, tales como los sindicatos, las cooperativas y 

asociaciones culturales, profesionales, de negocios, vecinales y 

comunales, a la vida de la sociedad y al proceso de desarrollo; 

h) Desarrollo de una política eficiente de seguridad social,  

i) Disposiciones adecuadas para que todas las personas tengan la debida 

asistencia legal para hacer valer sus derechos. 

 

Artículo 46 

Los Estados miembros reconocen que, para facilitar el proceso de la 

integración regional latinoamericana, es necesario armonizar la 

legislación social de los países en desarrollo, especialmente en el 

campo laboral y de la seguridad social, a fin de que los derechos de los 

trabajadores sean igualmente protegidos, y convienen en realizar los 

máximos esfuerzos para alcanzar esta finalidad. 

 

Artículo 47 

Los Estados miembros darán importancia primordial, dentro de sus planes 

de desarrollo, al estímulo de la educación, la ciencia, la tecnología y 

la cultura orientadas hacia el mejoramiento integral de la persona 

humana y como fundamento de la democracia, la justicia social y el 

progreso. 

 

Artículo 48 

Los Estados miembros cooperarán entre sí para satisfacer sus necesidades 

educacionales, promover la investigación científica e impulsar el 

adelanto tecnológico para su desarrollo integral, y se considerarán 

individual y solidariamente comprometidos a preservar y enriquecer el 

patrimonio cultural de los pueblos americanos. 

 

Artículo 49 

Los Estados miembros llevarán a cabo los mayores esfuerzos para 

asegurar, de acuerdo con sus normas constitucionales, el ejercicio 

efectivo del derecho a la educación, sobre las siguientes bases: 

a) La educación primaria será obligatoria para la población en edad 

escolar, y se ofrecerá también a todas las otras personas que puedan 

beneficiarse de ella. Cuando la imparta el Estado, será gratuita; 

b) La educación media deberá extenderse progresivamente a la mayor parte 

posible de la población, con un criterio de promoción social. Se 

diversificará de manera que, sin perjuicio de la formación general de 

los educandos, satisfaga las necesidades del desarrollo de cada país, y 

c) La educación superior estará abierta a todos, siempre que, para 

mantener su alto nivel, se cumplan las normas reglamentarias o 

académicas correspondientes. 

 

Artículo 50 
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Los Estados miembros prestarán especial atención a la erradicación del 

analfabetismo; fortalecerán los sistemas de educación de adultos y 

habilitación para el trabajo; asegurarán el goce de los bienes de la 

cultura a la totalidad de la población, y promoverán el empleo de todos 

los medios de difusión para el cumplimiento de estos propósitos. 

 

Artículo 51 

Los Estados miembros fomentarán la ciencia y la tecnología mediante 

actividades de enseñanza, investigación y desarrollo tecnológico y 

programas de difusión y divulgación, estimularán las actividades en el 

campo de la tecnología con el propósito de adecuarla a las necesidades 

de su desarrollo integral, concertarán eficazmente su cooperación en 

estas materias, y ampliarán sustancialmente el intercambio de 

conocimientos, de acuerdo con los objetivos y leyes nacionales y los 

tratados vigentes. 

 

Artículo 52 

Los Estados miembros acuerdan promover, dentro del respeto debido a la 

personalidad de cada uno de ellos, el intercambio cultural como medio 

eficaz para consolidar la comprensión interamericana y reconocen que los 

programas de integración regional deben fortalecerse con una estrecha 

vinculación en los campos de la educación, la ciencia y la cultura. 

 

 

Segunda Parte 

 

 

Capítulo VIII: DE LOS ORGANOS 

 

Artículo 53 

La Organización de los Estados Americanos realiza sus fines por medio 

de: 

a) La Asamblea General; 

b) La Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores; 

c) Los Consejos; 

d) El Comité Jurídico Interamericano; 

e) La Comisión Interamericana de Derechos Humanos; 

f) La Secretaría General; 

g) Las Conferencias Especializadas, y 

h) Los Organismos Especializados. 

Se podrán establecer, además de los previstos en la Carta y de acuerdo 

con sus disposiciones, los órganos subsidiarios, organismos y las otras 

entidades que se estimen necesarios. 

 

 

Capítulo IX: LA ASAMBLEA GENERAL 
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Artículo 54 

La Asamblea General es el órgano supremo de la Organización de los 

Estados Americanos. Tiene como atribuciones principales, además de las 

otras que le señala la Carta, las siguientes: 

a) Decidir la acción y la política generales de la Organización, 

determinar la estructura y funciones de sus órganos y considerar 

cualquier asunto relativo a la convivencia de los Estados americanos; 

b) Dictar disposiciones para la coordinación de las actividades de los 

órganos, organismos y entidades de la Organización entre sí, y de estas 

actividades con las de las otras instituciones del sistema 

interamericano; 

c) Robustecer y armonizar la cooperación con las Naciones Unidas y sus 

organismos especializados; 

d) Propiciar la colaboración, especialmente en los campos económico, 

social y cultural, con otras organizaciones internacionales que persigan 

propósitos análogos a los de la Organización de los Estados Americanos; 

e) Aprobar el programa-presupuesto de la Organización y fijar las cuotas 

de los Estados miembros; 

f) Considerar los informes de la Reunión de Consulta de Ministros de 

Relaciones Exteriores y las observaciones y recomendaciones que, con 

respecto a los informes que deben presentar los demás órganos y 

entidades, le eleve el Consejo Permanente, de conformidad con lo 

establecido en el párrafo f) del artículo 91, así como los informes de 

cualquier órgano que la propia Asamblea General requiera; 

g) Adoptar las normas generales que deben regir el funcionamiento de la 

Secretaría General, y 

h) Aprobar su reglamento y, por dos tercios de los votos, su temario. 

La Asamblea General ejercerá sus atribuciones de acuerdo con lo 

dispuesto en la Carta y en otros tratados interamericanos. 

 

Artículo 55 

La Asamblea General establece las bases para fijar la cuota con que debe 

contribuir cada uno de los Gobiernos al sostenimiento de la 

Organización, tomando en cuenta la capacidad de pago de los respectivos 

países y la determinación de éstos de contribuir en forma equitativa. 

Para tomar decisiones en asuntos presupuestarios, se necesita la 

aprobación de los dos tercios de los Estados miembros. 

 

Artículo 56 

Todos los Estados miembros tienen derecho a hacerse representar en la 

Asamblea General. Cada Estado tiene derecho a un voto. 

 

Artículo 57 

La Asamblea General se reunirá anualmente en la época que determine el 

reglamento y en la sede seleccionada conforme al principio de rotación. 
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En cada período ordinario de sesiones se determinará, de acuerdo con el 

reglamento, la fecha y sede del siguiente período ordinario. 

Si por cualquier motivo la Asamblea General no pudiere celebrarse en la 

sede escogida, se reunirá en la Secretaría General, sin perjuicio de que 

si alguno de los Estados miembros ofreciere oportunamente sede en su 

territorio, el Consejo Permanente de la Organización pueda acordar que 

la Asamblea General se reúna en dicha sede. 

 

Artículo 58 

En circunstancias especiales y con la aprobación de los dos tercios de 

los Estados miembros, el Consejo Permanente convocará a un período 

extraordinario de sesiones de la Asamblea General. 

 

Artículo 59 

Las decisiones de la Asamblea General se adoptarán por el voto de la 

mayoría absoluta de los Estados miembros, salvo los casos en que se 

requiere el voto de los dos tercios, conforme a lo dispuesto en la 

Carta, y aquellos que llegare a determinar la Asamblea General, por la 

vía reglamentaria. 

 

Artículo 60 

Habrá una Comisión Preparatoria de la Asamblea General, compuesta por 

representantes de todos los Estados miembros, que tendrá las siguientes 

funciones: 

a) Formular el proyecto de temario de cada período de sesiones de la 

Asamblea General; 

b) Examinar el proyecto de programa-presupuesto y el de resolución sobre 

cuotas, y presentar a la Asamblea General un informe sobre los mismos, 

con las recomendaciones que estime pertinentes, y 

c) Las demás que le asigne la Asamblea General. 

El proyecto de temario y el informe serán transmitidos oportunamente a 

los Gobiernos de los Estados miembros. 

 

 

Capítulo X: LA REUNION DE CONSULTA DE MINISTROS DE 

RELACIONES EXTERIORES 

 

Artículo 61 

La Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores deberá 

celebrarse con el fin de considerar problemas de carácter urgente y de 

interés común para los Estados americanos, y para servir de Órgano de 

Consulta. 

 

Artículo 62 

Cualquier Estado miembro puede pedir que se convoque la Reunión 

de Consulta. La solicitud debe dirigirse al Consejo Permanente de 
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la Organización, el cual decidirá por mayoría absoluta de votos 

si es procedente la Reunión. 

 

Artículo 63 

El temario y el reglamento de la Reunión de Consulta serán preparados 

por el Consejo Permanente de la Organización y sometidos a la 

consideración de los Estados miembros. 

 

Artículo 64 

Si excepcionalmente el Ministro de Relaciones Exteriores de cualquier 

país no pudiere concurrir a la Reunión, se hará representar por un 

Delegado Especial. 

 

Artículo 65 

En caso de ataque armado al territorio de un Estado americano o dentro 

de la región de seguridad que delimita el tratado vigente, el Presidente 

del Consejo Permanente reunirá al Consejo sin demora para determinar la 

convocatoria de la Reunión de Consulta, sin perjuicio de lo dispuesto en 

el Tratado Interamericano de Asistencia Recíproca por lo que atañe a los 

Estados Partes en dicho instrumento. 

 

Artículo 66 

Se establece un Comité Consultivo de Defensa para asesorar al Órgano de 

Consulta en los problemas de colaboración militar que puedan suscitarse 

con motivo de la aplicación de los tratados especiales existentes en 

materia de seguridad colectiva. 

 

Artículo 67 

El Comité Consultivo de Defensa se integrará con las más altas 

autoridades militares de los Estados americanos que participen en la 

Reunión de Consulta. Excepcionalmente los Gobiernos podrán designar 

sustitutos. Cada Estado tendrá derecho a un voto. 

 

Artículo 68 

El Comité Consultivo de Defensa será convocado en los mismos términos 

que el Órgano de Consulta, cuando éste haya de tratar asuntos relativos 

a la defensa contra la agresión. 

 

Artículo 69 

Cuando la Asamblea General o la Reunión de Consulta o los Gobiernos, por 

mayoría de dos terceras partes de los Estados miembros, le encomienden 

estudios técnicos o informes sobre temas específicos, el Comité se 

reunirá también para ese fin. 

 

 

 



 

Dirección General de Política Pública de Derechos Humanos. 
Dinamarca no. 84, primer piso, Col. Juárez Del. Cuauhtémoc. México, Distrito Federal  

 

 

 

 

 

Capítulo XI: LOS CONSEJOS DE LA ORGANIZACION 

 

Disposiciones Comunes 

 

Artículo 70 

El Consejo Permanente de la Organización y el Consejo Interamericano 

para el Desarrollo Integral, dependen directamente de la Asamblea 

General y tienen la competencia que a cada uno de ellos asignan la Carta 

y otros instrumentos interamericanos, así como las funciones que les 

encomienden la Asamblea General y la Reunión de Consulta de Ministros de 

Relaciones Exteriores. 

 

Artículo 71 

Todos los Estados miembros tienen derecho a hacerse representar en cada 

uno de los consejos. Cada Estado tiene derecho a un voto. 

 

Artículo 72 

Dentro de los límites de la Carta y demás instrumentos interamericanos, 

los consejos podrán hacer recomendaciones en el ámbito de sus 

atribuciones. 

 

Artículo 73 

Los consejos, en asuntos de su respectiva competencia, podrán presentar 

estudios y propuestas a la Asamblea General, someterle proyectos de 

instrumentos internacionales y proposiciones referentes a la celebración 

de Conferencias Especializadas, a la creación, modificación, o supresión 

de organismos especializados y otras entidades interamericanas, así como 

sobre la coordinación de sus actividades. Igualmente los consejos podrán 

presentar estudios, propuestas y proyectos de instrumentos 

internacionales a las Conferencias Especializadas. 

 

Artículo 74 

Cada consejo, en casos urgentes, podrá convocar, en materias de su 

competencia, Conferencias Especializadas, previa consulta con los 

Estados miembros y sin tener que recurrir al procedimiento previsto en 

el artículo 122. 

 

Artículo 75 

Los consejos, en la medida de sus posibilidades y con la cooperación de 

la Secretaría General, prestarán a los Gobiernos los servicios 

especializados que éstos soliciten. 
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Artículo 76 

Cada consejo está facultado para requerir del otro, así como de los 

órganos subsidiarios y de los organismos que de ellos dependen, que le 

presten, en los campos de sus respectivas competencias, información y 

asesoramiento. Los consejos podrán igualmente solicitar los mismos 

servicios de las demás entidades del sistema interamericano. 

 

Artículo 77 

Con la aprobación previa de la Asamblea General, los consejos podrán 

crear los órganos subsidiarios y los organismos que consideren 

convenientes para el mejor ejercicio de sus funciones. Si la Asamblea 

General no estuviere reunida, dichos órganos y organismos podrán ser 

establecidos provisionalmente por el consejo respectivo. Al integrar 

estas entidades, los consejos observarán, en lo posible, los principios 

de rotación y de equitativa representación geográfica. 

 

Artículo 78 

Los consejos podrán celebrar reuniones en el territorio de cualquier 

Estado miembro, cuando así lo estimen conveniente y previa aquiescencia 

del respectivo Gobierno. 

 

Artículo 79 

Cada consejo redactará su estatuto, lo someterá a la aprobación de la 

Asamblea General y aprobará su reglamento y los de sus órganos 

subsidiarios, organismos y comisiones. 

 

 

Capítulo XII: EL CONSEJO PERMANENTE DE LA ORGANIZACIÓN 

 

Artículo 80 

El Consejo Permanente de la Organización se compone de un representante 

por cada Estado miembro, nombrado especialmente por el Gobierno 

respectivo con la categoría de embajador. Cada Gobierno podrá acreditar 

un representante interino, así como los representantes suplentes y 

asesores que juzgue conveniente. 

 

Artículo 81 

La presidencia del Consejo Permanente será ejercida sucesivamente por 

los representantes en el orden alfabético de los nombres en español de 

sus respectivos países y la vicepresidencia en idéntica forma, siguiendo 

el orden alfabético inverso. 

El presidente y el vicepresidente desempeñarán sus funciones por un 

período no mayor de seis meses, que será determinado por el estatuto. 

 

Artículo 82 



 

Dirección General de Política Pública de Derechos Humanos. 
Dinamarca no. 84, primer piso, Col. Juárez Del. Cuauhtémoc. México, Distrito Federal  

 

El Consejo Permanente conoce, dentro de los límites de la Carta y de los 

tratados y acuerdos interamericanos, de cualquier asunto que le 

encomienden la Asamblea General o la Reunión de Consulta de Ministros de 

Relaciones Exteriores. 

 

Artículo 83 

El Consejo Permanente actuará provisionalmente como Órgano de Consulta 

de conformidad con lo establecido en el tratado especial sobre la 

materia. 

 

Artículo 84 

El Consejo Permanente velará por el mantenimiento de las relaciones de 

amistad entre los Estados miembros y, con tal fin, les ayudará de una 

manera efectiva en la solución pacífica de sus controversias, de acuerdo 

con las disposiciones siguientes. 

 

Artículo 85 

Con arreglo a las disposiciones de la Carta, cualquier Parte en una 

controversia en la que no se encuentre en trámite ninguno de los 

procedimientos pacíficos previstos en la Carta, podrá recurrir al 

Consejo Permanente para obtener sus buenos oficios. El Consejo, de 

acuerdo con lo establecido en el artículo anterior, asistirá a las 

Partes y recomendará los procedimientos que considere adecuados para el 

arreglo pacífico de la controversia. 

 

Artículo 86 

El Consejo Permanente, en el ejercicio de sus funciones, con la anuencia 

de las Partes en la controversia, podrá establecer comisiones ad hoc. 

Las comisiones ad hoc tendrán la integración y el mandato que en cada 

caso acuerde el Consejo Permanente con el consentimiento de las Partes 

en la controversia. 

 

Artículo 87 

El Consejo Permanente podrá, asimismo, por el medio que estime 

conveniente, investigar los hechos relacionados con la controversia, 

inclusive en el territorio de cualquiera de las Partes, previo 

consentimiento del Gobierno respectivo. 

 

Artículo 88 

Si el procedimiento de solución pacífica de controversias recomendado 

por el Consejo Permanente, o sugerido por la respectiva comisión ad hoc 

dentro de los términos de su mandato, no fuere aceptado por alguna de 

las Partes, o cualquiera de éstas declarare que el procedimiento no ha 

resuelto la controversia, el Consejo Permanente informará a la Asamblea 

General, sin perjuicio de llevar a cabo gestiones para el avenimiento 

entre las Partes o para la reanudación de las relaciones entre ellas. 
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Artículo 89 

El Consejo Permanente, en el ejercicio de estas funciones, adoptará sus 

decisiones por el voto afirmativo de los dos tercios de sus miembros, 

excluidas las Partes, salvo aquellas decisiones cuya aprobación por 

simple mayoría autorice el reglamento. 

 

Artículo 90 

En el desempeño de sus funciones relativas al arreglo pacífico de 

controversias, el Consejo Permanente y la comisión ad hoc respectiva 

deberán observar las disposiciones de la Carta y los principios y normas 

de derecho internacional, así como tener en cuenta la existencia de los 

tratados vigentes entre las Partes. 

 

Artículo 91 

Corresponde también al Consejo Permanente: 

a) Ejecutar aquellas decisiones de la Asamblea General o de la Reunión 

de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores cuyo cumplimiento no 

haya sido encomendado a ninguna otra entidad; 

b) Velar por la observancia de las normas que regulan el funcionamiento 

de la Secretaría General y, cuando la Asamblea General no estuviere 

reunida, adoptar las disposiciones de índole reglamentaria que habiliten 

a la Secretaría General para cumplir sus funciones administrativas; 

c) Actuar como Comisión Preparatoria de la Asamblea General en las 

condiciones determinadas por el artículo 60 de la Carta, a menos que la 

Asamblea General lo decida en forma distinta; 

d) Preparar, a petición de los Estados miembros, y con la cooperación de 

los órganos apropiados de la Organización, proyectos de acuerdos para 

promover y facilitar la colaboración entre la Organización de los 

Estados Americanos y las Naciones Unidas o entre la Organización y otros 

organismos americanos de reconocida autoridad internacional. Estos 

proyectos serán sometidos a la aprobación de la Asamblea General; 

e) Formular recomendaciones a la Asamblea General sobre el 

funcionamiento de la Organización y la coordinación de sus órganos 

subsidiarios, organismos y comisiones; 

f) Considerar los informes del Consejo Interamericano para el Desarrollo 

Integral, del Comité Jurídico Interamericano, de la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos, de la Secretaría General, de los 

organismos y conferencias especializados y de los demás órganos y 

entidades, y presentar a la Asamblea General las observaciones y 

recomendaciones que estime del caso, y 

g) Ejercer las demás atribuciones que le señala la Carta. 

 

Artículo 92 

El Consejo Permanente y la Secretaría General tendrán la misma 

sede. 
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Capítulo XIII: EL CONSEJO INTERAMERICANO PARA EL DESARROLLO 

INTEGRAL 

 

Artículo 93 

El Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral se compone de un 

representante titular, a nivel ministerial o su equivalente, por cada 

Estado miembro, nombrado especialmente por el Gobierno respectivo. 

Conforme lo previsto en la Carta, el Consejo Interamericano para el 

Desarrollo Integral podrá crear los órganos subsidiarios y los 

organismos que considere convenientes para el mejor ejercicio de sus 

funciones. 

 

Artículo 94 

El Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral tiene como 

finalidad promover la cooperación entre los Estados americanos con el 

propósito de lograr su desarrollo integral, y en particular para 

contribuir a la eliminación de la pobreza crítica, de conformidad con 

las normas de la Carta y en especial las consignadas en el Capítulo VII 

de la misma, en los campos económico, social, educacional, cultural, 

científico y tecnológico. 

 

Artículo 95 

Para realizar sus diversos fines, particularmente en el área específica 

de la cooperación técnica, el Consejo Interamericano para el Desarrollo 

Integral deberá: 

a) Formular y recomendar a la Asamblea General el plan estratégico que 

articule las políticas, los programas y las medidas de acción en materia 

de cooperación para el desarrollo integral, en el marco de la política 

general y las prioridades definidas por la Asamblea General. 

b) Formular directrices para elaborar el programa-presupuesto de 

cooperación técnica, así como para las demás actividades del Consejo. 

c) Promover, coordinar y responsabilizar de la ejecución de programas y 

proyectos de desarrollo a los órganos subsidiarios y organismos 

correspondientes, con base en las prioridades determinadas por los 

Estados miembros, en áreas tales como: 

1) Desarrollo económico y social, incluyendo el comercio, el turismo, la 

integración y el medio ambiente; 

2) Mejoramiento y extensión de la educación a todos los niveles y la 

promoción de la investigación científica y tecnológica, a través de la 

cooperación técnica, así como el apoyo a las actividades del área 

cultural, y 
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3) Fortalecimiento de la conciencia cívica de los pueblos americanos, 

como uno de los fundamentos del ejercicio efectivo de la democracia y la 

observancia de los derechos y deberes de la persona humana. 

Para estos efectos se contará con el concurso de mecanismos de 

participación sectorial y de otros órganos subsidiarios y organismos 

previstos en la Carta y en otras disposiciones de la Asamblea General. 

d) Establecer relaciones de cooperación con los órganos correspondientes 

de las Naciones Unidas y con otras entidades nacionales e 

internacionales, especialmente en lo referente a la coordinación de los 

programas interamericanos de cooperación técnica. 

e) Evaluar periódicamente las actividades de cooperación para el 

desarrollo integral, en cuanto a su desempeño en la consecución de las 

políticas, los programas y proyectos, en términos de su impacto, 

eficacia, eficiencia, aplicación de recursos, y de la calidad, entre 

otros, de los servicios de cooperación técnica prestados, e informar a 

la Asamblea General. 

 

Artículo 96 

El Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral celebrará, por lo 

menos, una reunión cada año a nivel ministerial o su equivalente, y 

podrá convocar la celebración de reuniones al mismo nivel para los temas 

especializados o sectoriales que estime pertinentes, en áreas de su 

competencia. Se reunirá, además, cuando lo convoque la Asamblea General, 

la Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores o por 

propia iniciativa, o para los casos previstos en el Artículo 37 de la 

Carta. 

 

Artículo 97 

El Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral tendrá las 

Comisiones Especializadas No Permanentes que decida establecer y que se 

requieran para el mejor desempeño de sus funciones. Dichas comisiones 

tendrán la competencia, funcionarán y se integrarán conforme a lo que se 

establezca en el estatuto del Consejo. 

 

Artículo 98 

La ejecución y, en su caso, la coordinación de los proyectos aprobados 

se encargará a la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral, la 

cual informará sobre los resultados de ejecución de los mismos al 

Consejo. 

 

 

Capítulo XIV: EL COMITE JURIDICO INTERAMERICANO 

 

Artículo 99 

El Comité Jurídico Interamericano tiene como finalidad servir de cuerpo 

consultivo de la Organización en asuntos jurídicos; promover el 
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desarrollo progresivo y la codificación del derecho internacional, y 

estudiar los problemas jurídicos referentes a la integración de los 

países en desarrollo del Continente y la posibilidad de uniformar sus 

legislaciones en cuanto parezca conveniente. 

 

Artículo 100 

El Comité Jurídico Interamericano emprenderá los estudios y trabajos 

preparatorios que le encomienden la Asamblea General, la Reunión de 

Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores o los consejos de la 

Organización. Además, puede realizar, a iniciativa propia, los que 

considere conveniente, y sugerir la celebración de conferencias 

jurídicas especializadas. 

 

Artículo 101 

El Comité Jurídico Interamericano estará integrado por once juristas 

nacionales de los Estados miembros, elegidos por un período de cuatro 

años, de ternas presentadas por dichos Estados. La Asamblea General hará 

la elección mediante un régimen que tenga en cuenta la renovación 

parcial y procure, en lo posible, una equitativa representación 

geográfica. En el Comité no podrá haber más de un miembro de la misma 

nacionalidad. 

Las vacantes producidas por causas distintas de la expiración normal de 

los mandatos de los miembros del Comité, se llenarán por el Consejo 

Permanente de la Organización siguiendo los mismos criterios 

establecidos en el párrafo anterior. 

 

Artículo 102 

El Comité Jurídico Interamericano representa al conjunto de los Estados 

miembros de la Organización, y tiene la más amplia autonomía técnica. 

 

Artículo 103 

El Comité Jurídico Interamericano establecerá relaciones de cooperación 

con las universidades, institutos y otros centros docentes, así como con 

las comisiones y entidades nacionales e internacionales dedicadas al 

estudio, investigación, enseñanza o divulgación de los asuntos jurídicos 

de interés internacional. 

 

Artículo 104 

El Comité Jurídico Interamericano redactará su estatuto, el cual será 

sometido a la aprobación de la Asamblea General. 

El Comité adoptará su propio reglamento. 

 

Artículo 105 

El Comité Jurídico Interamericano tendrá su sede en la ciudad de Río de 

Janeiro, pero en casos especiales podrá celebrar reuniones en cualquier 
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otro lugar que oportunamente se designe, previa consulta con el Estado 

miembro correspondiente. 

 

 

Capítulo XV: LA COMISION INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 

 

Artículo 106 

Habrá una Comisión Interamericana de Derechos Humanos que tendrá, como 

función principal, la de promover la observancia y la defensa de los 

derechos humanos y de servir como órgano consultivo de la Organización 

en esta materia. 

Una convención interamericana sobre derechos humanos determinará la 

estructura, competencia y procedimiento de dicha Comisión, así como los 

de los otros órganos encargados de esa materia. 

 

 

Capítulo XVI: LA SECRETARIA GENERAL 

 

Artículo 107 

La Secretaría General es el órgano central y permanente de la 

Organización de los Estados Americanos. Ejercerá las funciones que le 

atribuyan la Carta, otros tratados y acuerdos interamericanos y la 

Asamblea General, y cumplirá los encargos que le encomienden la Asamblea 

General, la Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores y 

los consejos. 

 

Artículo 108 

El Secretario General de la Organización será elegido por la Asamblea 

General para un período de cinco años y no podrá ser reelegido más de 

una vez ni sucedido por una persona de la misma nacionalidad. En caso de 

que quedare vacante el cargo de Secretario General, el Secretario 

General Adjunto asumirá las funciones de aquél hasta que la Asamblea 

General elija un nuevo titular para un período completo. 

 

Artículo 109 

El Secretario General dirige la Secretaría General, tiene la 

representación legal de la misma y, sin perjuicio de lo establecido en 

el artículo 91, inciso b), es responsable ante la Asamblea General del 

cumplimiento adecuado de las obligaciones y funciones de la Secretaría 

General. 

 

Artículo 110 

El Secretario General, o su representante, podrán participar con voz 

pero sin voto en todas las reuniones de la Organización. 

El Secretario General podrá llevar a la atención de la Asamblea General 

o del Consejo Permanente cualquier asunto que, en su opinión, pudiese 
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afectar la paz y la seguridad del Continente o el desarrollo de los 

Estados miembros. 

Las atribuciones a que se refiere el párrafo anterior se ejercerán de 

conformidad con la presente Carta. 

 

Artículo 111 

En concordancia con la acción y la política decididas por la Asamblea 

General y con las resoluciones pertinentes de los Consejos, la 

Secretaría General promoverá las relaciones económicas, sociales, 

jurídicas, educativas, científicas y culturales entre todos los Estados 

miembros de la Organización, con especial énfasis en la cooperación para 

la eliminación de la pobreza crítica. 

 

Artículo 112 

La Secretaría General desempeña además las siguientes funciones: 

a) Transmitir ex oficio a los Estados miembros la convocatoria de la 

Asamblea General, de la Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones 

Exteriores, del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral y de 

las Conferencias Especializadas; 

b) Asesorar a los otros órganos, según corresponda, en la preparación de 

los temarios y reglamentos; 

c) Preparar el proyecto de programa-presupuesto de la Organización, 

sobre la base de los programas adoptados por los consejos, organismos y 

entidades cuyos gastos deban ser incluidos en el programa-presupuesto y, 

previa consulta con esos consejos o sus comisiones permanentes, 

someterlo a la Comisión Preparatoria de la Asamblea General y después a 

la Asamblea misma; 

d) Proporcionar a la Asamblea General y a los demás órganos servicios 

permanentes y adecuados de secretaría y cumplir sus mandatos y encargos. 

Dentro de sus posibilidades, atender a las otras reuniones de la 

Organización; 

e) Custodiar los documentos y archivos de las Conferencias 

Interamericanas, de la Asamblea General, de las Reuniones de Consulta de 

Ministros de Relaciones Exteriores, de los consejos y de las 

Conferencias Especializadas; 

f) Servir de depositaria de los tratados y acuerdos interamericanos, así 

como de los instrumentos de ratificación de los mismos; 

g) Presentar a la Asamblea General, en cada período ordinario de 

sesiones, un informe anual sobre las actividades y el estado financiero 

de la Organización, y 

h) Establecer relaciones de cooperación, de acuerdo con lo que resuelva 

la Asamblea General o los consejos, con los Organismos Especializados y 

otros organismos nacionales e internacionales. 

 

Artículo 113 

Corresponde al Secretario General: 
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a) Establecer las dependencias de la Secretaría General que sean 

necesarias para la realización de sus fines, y 

b) Determinar el número de funcionarios y empleados de la Secretaría 

General, nombrarlos, reglamentar sus atribuciones y deberes y fijar sus 

emolumentos. 

El Secretario General ejercerá estas atribuciones de acuerdo con las 

normas generales y las disposiciones presupuestarias que establezca la 

Asamblea General. 

Artículo 114 

El Secretario General Adjunto será elegido por la Asamblea General para 

un período de cinco años y no podrá ser reelegido más de una vez ni 

sucedido por una persona de la misma nacionalidad. En caso de que 

quedare vacante el cargo de Secretario General Adjunto, el Consejo 

Permanente elegirá un sustituto que ejercerá dicho cargo hasta que la 

Asamblea General elija un nuevo titular para un período completo. 

 

Artículo 115 

El Secretario General Adjunto es el Secretario del Consejo Permanente. 

Tiene el carácter de funcionario consultivo del Secretario General y 

actuará como delegado suyo en todo aquello que le encomendare. Durante 

la ausencia temporal o impedimento del Secretario General, desempeñará 

las funciones de éste. 

El Secretario General y el Secretario General Adjunto deberán ser de 

distinta nacionalidad. 

 

Artículo 116 

La Asamblea General, con el voto de los dos tercios de los Estados 

miembros, puede remover al Secretario General o al Secretario General 

Adjunto, o a ambos, cuando así lo exija el buen funcionamiento de la 

Organización. 

 

Artículo 117 

El Secretario General designará, con la aprobación del Consejo 

Interamericano para el Desarrollo Integral, un Secretario Ejecutivo para 

el Desarrollo Integral. 

 

Artículo 118 

En el cumplimiento de sus deberes, el Secretario General y el personal 

de la Secretaría no solicitarán ni recibirán instrucciones de ningún 

Gobierno ni de ninguna autoridad ajena a la Organización, y se 

abstendrán de actuar en forma alguna que sea incompatible con su 

condición de funcionarios internacionales responsables únicamente ante 

la Organización. 

 

Artículo 119 
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Los Estados miembros se comprometen a respetar la naturaleza 

exclusivamente internacional de las responsabilidades del Secretario 

General y del personal de la Secretaría General y a no tratar de influir 

sobre ellos en el desempeño de sus funciones. 

 

Artículo 120 

Para integrar el personal de la Secretaría General se tendrá en cuenta, 

en primer término, la eficiencia, competencia y probidad; pero se dará 

importancia, al propio tiempo, a la necesidad de que el personal sea 

escogido, en todas las jerarquías, con un criterio de representación 

geográfica tan amplio como sea posible. 

 

Artículo 121 

La sede de la Secretaría General es la ciudad de Washington, D.C. 

 

 

Capítulo XVII: LAS CONFERENCIAS ESPECIALIZADAS 

 

Artículo 122 

Las Conferencias Especializadas son reuniones intergubernamentales para 

tratar asuntos técnicos especiales o para desarrollar determinados 

aspectos de la cooperación interamericana, y se celebran cuando lo 

resuelva la Asamblea General o la Reunión de Consulta de Ministros de 

Relaciones Exteriores, por iniciativa propia o a instancia de alguno de 

los consejos u Organismos Especializados. 

 

Artículo 123 

El temario y el reglamento de las Conferencias Especializadas serán 

preparados por los consejos correspondientes o por los Organismos 

Especializados interesados, y sometidos a la consideración de los 

Gobiernos de los Estados miembros. 

 

 

Capítulo XVIII: LOS ORGANISMOS ESPECIALIZADOS 

 

Artículo 124 

Se consideran como Organismos Especializados Interamericanos, para los 

efectos de esta Carta, los organismos intergubernamentales establecidos 

por acuerdos multilaterales que tengan determinadas funciones en 

materias técnicas de interés común para los Estados americanos. 

 

Artículo 125 

La Secretaría General mantendrá un registro de los organismos que llenen 

las condiciones del artículo anterior, según la determinación de la 

Asamblea General, previo informe del respectivo consejo. 
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Artículo 126 

Los Organismos Especializados disfrutan de la más amplia autonomía 

técnica, pero deberán tener en cuenta las recomendaciones de la Asamblea 

General y de los consejos, de conformidad con las disposiciones de la 

Carta. 

 

Artículo 127 

Los Organismos Especializados enviarán a la Asamblea General informes 

anuales sobre el desarrollo de sus actividades y acerca de sus 

presupuestos y cuentas anuales. 

 

Artículo 128 

Las relaciones que deben existir entre los Organismos Especializados y 

la Organización serán determinadas mediante acuerdos celebrados entre 

cada Organismo y el Secretario General, con la autorización de la 

Asamblea General. 

 

Artículo 129 

Los Organismos Especializados deben establecer relaciones de cooperación 

con organismos mundiales de la misma índole, a fin de coordinar sus 

actividades. Al concertar acuerdos con organismos internacionales de 

carácter mundial, los Organismos Especializados Interamericanos deben 

mantener su identidad y posición como parte integrante de la 

Organización de los Estados Americanos, aun cuando desempeñen funciones 

regionales de los Organismos Internacionales. 

 

Artículo 130 

En la ubicación de los Organismos Especializados se tendrán en cuenta 

los intereses de todos los Estados miembros y la conveniencia de que las 

sedes de los mismos sean escogidas con un criterio de distribución 

geográfica tan equitativa como sea posible. 

 

 

Tercera Parte 

 

 

Capítulo XIX: NACIONES UNIDAS 

 

Artículo 131 

Ninguna de las estipulaciones de esta Carta se interpretará en el 

sentido de menoscabar los derechos y obligaciones de los Estados 

miembros de acuerdo con la Carta de las Naciones Unidas. 

 

 

Capítulo XX: DISPOSICIONES VARIAS 
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Artículo 132 

La asistencia a las reuniones de los órganos permanentes de la 

Organización de los Estados Americanos o a las conferencias y reuniones 

previstas en la Carta, o celebradas bajo los auspicios de la 

Organización, se verificará de acuerdo con el carácter multilateral de 

los órganos, conferencias y reuniones precitados y no depende de las 

relaciones bilaterales entre el Gobierno de cualquier Estado miembro y 

el Gobierno del país sede. 

 

Artículo 133 

La Organización de los Estados Americanos gozará en el territorio de 

cada uno de sus miembros de la capacidad jurídica, privilegios e 

inmunidades que sean necesarios para el ejercicio de sus funciones y la 

realización de sus propósitos. 

 

Artículo 134 

Los representantes de los Estados miembros en los órganos de la 

Organización, el personal de las representaciones, el Secretario General 

y el Secretario General Adjunto, gozarán de los privilegios e 

inmunidades correspondientes a sus cargos y necesarios para desempeñar 

con independencia sus funciones. 

 

Artículo 135 

La situación jurídica de los Organismos Especializados y los privilegios 

e inmunidades que deben otorgarse a ellos y a su personal, así como a 

los funcionarios de la Secretaría General, serán determinados en un 

acuerdo multilateral. Lo anterior no impide que se celebren acuerdos 

bilaterales cuando se estime necesario. 

 

Artículo 136 

La correspondencia de la Organización de los Estados Americanos, incluso 

impresos y paquetes, cuando lleve su sello de franquicia, circulará 

exenta de porte por los correos de los Estados miembros. 

 

Artículo 137 

La Organización de los Estados Americanos no admite restricción alguna 

por cuestión de raza, credo o sexo en la capacidad para desempeñar 

cargos en la Organización y participar en sus actividades. 

 

Artículo 138 

Los órganos competentes procurarán, dentro de las disposiciones de la 

presente Carta, una mayor colaboración de los países no miembros de la 

Organización en materia de cooperación para el desarrollo. 
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Capítulo XXI: RATIFICACION Y VIGENCIA 

 

Artículo 139 

La presente Carta queda abierta a la firma de los Estados americanos, y 

será ratificada de conformidad con sus respectivos procedimientos 

constitucionales. El instrumento original, cuyos textos en español, 

inglés, portugués y francés son igualmente auténticos, será depositado 

en la Secretaría General, la cual enviará copias certificadas a los 

Gobiernos para los fines de su ratificación. Los instrumentos de 

ratificación serán depositados en la Secretaría General y ésta 

notificará dicho depósito a los Gobiernos signatarios. 

 

Artículo 140 

La presente Carta entrará en vigor, entre los Estados que la ratifiquen, 

cuando los dos tercios de los Estados signatarios hayan depositado sus 

ratificaciones. En cuanto a los Estados restantes, entrará en vigor en 

el orden en que depositen sus ratificaciones. 

 

Artículo 141 

La presente Carta será registrada en la Secretaría de las Naciones 

Unidas por medio de la Secretaría General. 

 

Artículo 142 

Las reformas a la presente Carta sólo podrán ser adoptadas en una 

Asamblea General convocada para tal objeto. Las reformas entrarán en 

vigor en los mismos términos y según el procedimiento establecido en el 

artículo 140. 

 

Artículo 143 

Esta Carta regirá indefinidamente, pero podrá ser denunciada por 

cualquiera de los Estados miembros, mediante comunicación escrita a la 

Secretaría General, la cual comunicará en cada caso a los demás las 

notificaciones de denuncia que reciba. Transcurridos dos años a partir 

de la fecha en que la Secretaría General reciba una notificación de 

denuncia, la presente Carta cesará en sus efectos respecto del Estado 

denunciante, y éste quedará desligado de la Organización después de 

haber cumplido con las obligaciones emanadas de la presente Carta. 

 

 

Capítulo XXII: DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

 

Artículo 144 

El Comité Interamericano de la Alianza para el Progreso actuará como 

comisión ejecutiva permanente del Consejo Interamericano Económico y 

Social mientras esté en vigencia dicha Alianza. 
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Artículo 145 

Mientras no entre en vigor la convención interamericana sobre derechos 

humanos a que se refiere el capítulo XV, la actual Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos velará por la observancia de tales 

derechos. 

 

Artículo 146 

El Consejo Permanente no formulará ninguna recomendación ni la Asamblea 

General tomará decisión alguna sobre la solicitud de admisión presentada 

por una entidad política cuyo territorio esté sujeto, total o 

parcialmente y con anterioridad a la fecha del 18 de diciembre de 1964, 

fijada por la Primera Conferencia Interamericana Extraordinaria, a 

litigio o reclamación entre un país extra continental y uno o más 

Estados miembros de la Organización, mientras no se haya puesto fin a la 

controversia mediante procedimiento pacífico. El presente artículo 

regirá hasta el 10 de diciembre de 1990. 
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CARTA DE LAS NACIONES 

UNIDAS 
Nosotros los pueblos de las Naciones Unidas resueltos a preservar a las 

generaciones venideras del flagelo de la guerra que dos veces durante 

nuestra vida ha infligido a la Humanidad sufrimientos indecibles, a 

reafirmar la fe en los derechos fundamentales del hombre, en 1a dignidad 

y el valor de la persona humana, en la igualdad de derechos de hombres y 

mujeres y de las naciones grandes y pequeñas, a crear condiciones bajo 

las cuales puedan mantenerse la justicia y el respeto a las obligaciones 

emanadas de los tratados y de otras fuentes del derecho internacional, a 

promover el progreso social y a elevar el nivel de vida dentro de un 

concepto más amplio de la libertad, y con tales finalidades a practicar 

la tolerancia y a convivir en paz como buenos vecinos, a unir nuestras 

fuerzas para el mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales, a 

asegurar, mediante la aceptación de principios y la adopción de métodos, 

que no se usará; la fuerza armada sino en servicio del interés común, y a 

emplear un mecanismo internacional para promover el progreso económico y 

social de todas los pueblos, hemos decidido a unir nuestros esfuerzos 

para realizar estos designios Por lo tanto, nuestros respectivos 

Gobiernos, por medio de representantes reunidos en la ciudad de San 

Francisco que han exhibido sus plenos poderes, encontrados en buena y 

debida forma, han convenido en la presente Carta de las Naciones Unidas, 

y por este acto establecen una organización internacional que se 

denominará las Naciones Unidas. 

 

CAPÍTULO I: PROPOSITOS Y PRINCIPIOS 

 

Artículo 1 
Los Propósitos de las Naciones Unidas son: 

1. Mantener la paz y la seguridad internacionales, y con tal fin: tomar 

medidas colectivas eficaces para prevenir y eliminar amenazas a la paz, y 

para suprimir actos de agresión u otros quebrantamientos de la paz; y 

lograr por medios pacíficos, y de conformidad con los principios de la 

justicia y del derecho internacional, el ajuste o arreglo de 

controversias o situaciones internacionales susceptibles de conducir a 

quebrantamientos de la paz; 

2. Fomentar entre las naciones relaciones de amistad basadas en el 

respeto al principio de la igualdad de derechos y al de la libre 

determinación de los pueblos, y tomar otros medidas adecuadas para 

fortalecer la paz universal; 

3. Realizar la cooperación internacional en la solución de problemas 

internacionales de carácter económico, social, cultural o humanitario, y 

en el desarrollo y estímulo del respeto a los derechos humanos y a las 

libertades fundamentales de todos, sin hacer distinción por motivos de 

raza, sexo, idioma o religión; y 

4. Servir de centro que armonice los esfuerzos de las naciones por 

alcanzar estos propósitos comunes. 
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Artículo 2 
Para la realización de los Propósitos consignados en el Artículo 1, la 

Organización y sus Miembros procederán de acuerdo con los siguientes 

Principios: 

1. La Organización está basada en el principio de la igualdad soberana de 

todos sus Miembros. 

2. Los Miembros de la Organización, a fin de asegurarse los derechos y 

beneficios inherentes a su condición de tales, cumplirán de buena fe las 

obligaciones contraídas por ellos de conformidad con esta Carta. 

3. Los Miembros de la Organización arreglarán sus controversias 

internacionales por medios pacíficos de tal manera que no se pongan en 

peligro ni la paz y la seguridad internacional ni la justicia. 

4. Los Miembros de la Organización, en sus relaciones internacionales, se 

abstendrán de recurrir a la amenaza o al uso de la fuerza contra la 

integridad territorial o la independencia política de cualquier Estado, o 

en cualquier otra forma incompatible con los Propósitos de las Naciones 

Unidas. 

5. Los Miembros de la Organización prestaron a ésta toda clase de ayuda 

en cualquier acción que ejerza de conformidad con esta Carta, y se 

abstendrán de dar ayuda a Estado alguno contra el cual la Organización 

estuviere ejerciendo acción preventiva o coercitiva. 

6. La Organización hará que los Estados que no son Miembros de las 

Naciones Unidas se conduzcan de acuerdo con estos Principios en la medida 

que sea necesaria para mantener la paz y la seguridad internacionales. 

7. Ninguna disposición de esta Carta autorizará a las Naciones Unidas a 

intervenir en los asuntos que son esencialmente de la jurisdicción 

interna de los Estados, ni obligará; a los Miembros a someter dichos 

asuntos a procedimientos de arreglo conforme a la presente Carta; pero 

este principio no se opone a la aplicación de las medidas coercitivas 

prescritas en el Capítulo VII. 

 

 

CAPÍTULO II: MIEMBROS 

 

Artículo 3 
Son Miembros originarios de las Naciones Unidas los Estados que habiendo 

participado en la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Organización 

Internacional celebrada en San Francisco, o que habiendo firmado 

previamente la Declaración de las Naciones Unidas de 1 de enero de 1942, 

suscriban esta Carta y la ratifiquen de conformidad con el Artículo 110. 

 

Artículo 4 
1. Podrán ser Miembros de las Naciones Unidas todos los demás Estados 

amantes de la paz que acepten las obligaciones consignadas en esta Carta, 

y que, a juicio de la Organización, estén capacitados para cumplir dichas 

obligaciones y se hallen dispuestos a hacerlo. 

2. La admisión de tales Estados como Miembros de las Naciones Unidas se 

efectuará por decisión de la Asamblea General a recomendación del Consejo 

de Seguridad. 
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Artículo 5 
Todo Miembro de las Naciones Unidas que haya sido objeto de acción 

preventiva o coercitiva por parte del Consejo de Seguridad podrá ser 

suspendido por la Asamblea General, a recomendación del Consejo de 

Seguridad, del ejercicio de los derechos y privilegios inherentes a su 

calidad de Miembro. El ejercicio de tales derechos y privilegios podrá 

ser restituido por el Consejo de Seguridad. 

 

Artículo 6 
Todo Miembro de las Naciones Unidas que haya violado repetidamente los 

Principios contenidos en esta Carta podrá ser expulsado de la 

Organización por la Asamblea General a recomendación del Consejo de 

Seguridad. 

 

 

CAPÍTULO III: ORGANOS 

 

Artículo 7 
1. Se establecen como órganos principales de las Naciones Unidas: una 

Asamblea General, un Consejo de Seguridad, un Consejo Económico y Social, 

un Consejo de Administración Fiduciaria, una Corte Internacional de 

Justicia y una Secretaría. 
2. Se podrán establecer, de acuerdo con las disposiciones de la presente 

Carta, los órganos subsidiarios que se estimen necesarios. 

 

Artículo 8 

La Organización no establecerá restricciones en cuanto a la 

elegibilidad de hombres y mujeres para participar en condiciones 

de igualdad y en cualquier carácter en las funciones de sus 

órganos principales y subsidiarios. 

 

 

CAPÍTULO IV: LA ASAMBLEA GENERAL 

 

Composición 

 

Artículo 9 
1. La Asamblea General estará integrada por todos los Miembros de las 

Naciones Unidas. 

2. Ningún Miembro podrá tener más de cinco representantes en la Asamblea 

General. 

 

Funciones y Poderes 

 

Artículo 10 
La Asamblea General podrá discutir cualesquier asuntos o cuestiones 

dentro de los límites de esta Carta o que se refieran a los poderes y 

funciones de cualquiera de los órganos creados por esta Carta, y salvo lo 

dispuesto en el Artículo 12 podrá hacer recomendaciones sobre tales 
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asuntos o cuestiones a los Miembros de las Naciones Unidas o al Consejo 

de Seguridad o a éste y a aquéllos. 

 

Artículo 11 
l. La Asamblea General podrá considerar los principios generales de la 

cooperación en el mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales, 

incluso los principios que rigen el desarme y la regulación de los 

armamentos, y podrá también hacer recomendaciones respecto de tales 

principios a los Miembros o al Consejo de Seguridad o a éste y a 

aquéllos. 

2. La Asamblea General podrá discutir toda cuestión relativa al 

mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales que presente a su 

consideración cualquier Miembro de las Naciones Unidas o el Consejo de 

Seguridad, o que un Estado que no es Miembro de las Naciones Unidas 

presente de conformidad con el Artículo 35, párrafo 2, y salvo lo 

dispuesto en el Artículo 12, podrá hacer recomendaciones acerca de tales 

cuestiones al Estado o Estados interesados o al Consejo de Seguridad o a 

éste y a aquéllos. Toda cuestión de esta naturaleza con respecto a la 

cual se requiera acción será referida al Consejo de Seguridad por la 

Asamblea General antes o después de discutirla. 

3. La Asamblea General podrá llamar la atención del Consejo de Seguridad 

hacia situaciones susceptibles de poner en peligro la paz y la seguridad 

internacionales. 

4. Los poderes de la Asamblea General enumerados en este Artículo no 

limitarán el alcance general del Artículo 10. 

 

Artículo 12 
1. Mientras el Consejo de Seguridad esté desempeñando las funciones que 

le asigna esta Carta con respecto a una controversia o situación, la 

Asamblea General no hará recomendación alguna sobre tal controversia o 

situación, a no ser que lo solicite el Consejo de Seguridad. 
2. El Secretario General, con el consentimiento del Consejo de Seguridad, 

informará a la Asamblea General, en cada periodo de sesiones, sobre todo 

asunto relativo al mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales 

que estuviere tratando el Consejo de Seguridad, e informará asimismo a la 

Asamblea General, o a los Miembros de las Naciones Unidas si la Asamblea 

no estuviere reunida, tan pronto como el Consejo de Seguridad cese de 

tratar dichos asuntos. 

 

Artículo 13 
1. La Asamblea General promoverá estudios y hará recomendaciones para los 

fines siguientes: 

a. fomentar la cooperación internacional en el campo político e impulsar 

el desarrollo progresivo del derecho internacional y su codificación; 

b. fomentar la cooperación internacional en materias de carácter 

económico, social, cultural, educativo y sanitario y ayudar a hacer 

efectivos los derechos humanos y las libertades fundamentales de todos, 

sin hacer distinción por motivos de raza, sexo, idioma o religión. 

2. Los demás poderes, responsabilidades y funciones de la Asamblea 

General con relación a los asuntos que se mencionan en el inciso b del 

párrafo 1 precedente quedan enumerados en los Capítulos IX y X. 

 

Artículo 14 
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Salvo lo dispuesto en el Artículo 12, la Asamblea General podrá 

recomendar medidas para el arreglo pacífico de cualesquiera situaciones, 

sea cual fuere su origen, que a juicio de la Asamblea puedan perjudicar 

el bienestar general o las relaciones amistosas entre naciones, incluso 

las situaciones resultantes de una violación de las disposiciones de esta 

Carta que enuncian los Propósitos y Principios de las Naciones Unidas. 

 

Artículo 15 
1. La Asamblea General recibirá y considerará informes anuales y 

especiales del Consejo de Seguridad. Estos informes comprenderán una 

relación de las medidas que el Consejo de Seguridad haya decidido aplicar 

o haya aplicado para mantener la paz y la seguridad internacionales. 

2. La Asamblea General recibirá y considerará informes de los demás 

órganos de las Naciones Unidas. 

 

Artículo 16 
La Asamblea General desempeñará, con respecto al régimen internacional de 

administración fiduciaria, las funciones que se le atribuyen conforme a 

los Capítulos XII y XIII, incluso la aprobación de los acuerdos de 

administración fiduciaria de zonas no designadas como estratégicas. 

 

Artículo 17 
1. La Asamblea General examinará y aprobará el presupuesto de la 

Organización. 

2. Los miembros sufragarán los gastos de la Organización en la proporción 

que determine la Asamblea General. 

3. La Asamblea General considerará y aprobará los arreglos financieros y 

presupuestarios que se celebren con los organismos especializados de que 

trata el Artículo 57 y examinará los presupuestos administrativos de 

tales organismos especializados con el fin de hacer recomendaciones a los 

organismos correspondientes. 

 

Votación 

 

Artículo 18 
1. Cada Miembro de la Asamblea General tendrá un voto. 

2. Las decisiones de la Asamblea General en cuestiones importantes se 

tomarán por el voto de una mayoría de dos tercios de los miembros 

presentes y votantes. Estas cuestiones comprenderán: las recomendaciones 

relativas al mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales, la 

elección de los miembros no permanentes del Consejo de Seguridad, la 

elección de los miembros del Consejo Económico y Social, la elección de 

los miembros del Consejo de Administración Fiduciaria de conformidad con 

el inciso c, párrafo 1, del Artículo 86, la admisión de nuevos Miembros a 

las Naciones Unidas, la suspensión de los derechos y privilegios de los 

Miembros, la expulsión de Miembros, las cuestiones relativas al 

funcionamiento del régimen de administración fiduciaria y las cuestiones 

presupuestarias. 

3. Las decisiones sobre otras cuestiones, incluso la determinación de 

categorías adicionales de cuestiones que deban resolverse por mayoría de 

dos tercios, se tomarán por la mayoría de los miembros presentes y 

votantes. 
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Artículo 19 
El Miembro de las Naciones Unidas que esté en mora en el pago de sus 

cuotas financieras para los gastos de la Organización, no tendrá voto en 

la Asamblea General cuando la suma adeudada sea igual o superior al total 

de las cuotas adeudadas por los dos años anteriores completos. La 

Asamblea General podrá, sin embargo, permitir que dicho Miembro vote si 

llegare a la conclusión de que la mora se debe a circunstancias ajenas a 

la voluntad de dicho Miembro. 

 

Procedimiento 

 

Artículo 20 
Las Asamblea General se reunirá anualmente en sesiones ordinarias y, cada 

vez que las circunstancias lo exijan, en sesiones extraordinarias. El 

Secretario General convocará a sesiones extraordinarias a solicitud del 

Consejo de Seguridad o de la mayoría de los Miembros de las Naciones 

Unidas. 

 

Artículo 21 
La Asamblea General dictará su propio reglamento y elegirá su Presidente 

para cada periodo de sesiones. 

 

Artículo 22 
La Asamblea General podrá establecer los organismos subsidiarios que 

estime necesarios para el desempeño de sus funciones. 

 

 

CAPÍTULO V: EL CONSEJO DE SEGURIDAD 

 

Composición 

 

Artículo 23 
1. El Consejo de Seguridad se compondrá de quince miembros de las 

Naciones Unidas. La República de China, Francia, la Unión de las 

Repúblicas Socialistas Soviéticas, el Reino Unido de la Gran Bretaña e 

Irlanda del Norte y los Estados Unidos de América, serán miembros 

permanentes del Consejo de Seguridad. La Asamblea General elegirá otros 

diez Miembros de las Naciones Unidas que serán miembros no permanentes 

del Consejo de Seguridad, prestando especial atención, en primer término, 

a la contribución de los Miembros de las Naciones Unidas al mantenimiento 

de la paz y la seguridad internacionales y a los demás propósitos de la 

Organización, como también a una distribución geográfica equitativa. 

2. Los miembros no permanentes del Consejo de Seguridad serán elegidos 

por un periodo de dos años. En la primera elección de los miembros no 

permanentes que se celebre después de haberse aumentado de once a quince 

el número de miembros del Consejo de Seguridad, dos de los cuatro 

miembros nuevos serán elegidos por un periodo de un año. Los miembros 

salientes no serán reelegibles para el periodo subsiguiente. 

3. Cada miembro del Consejo de Seguridad tendrá un representante. 

 

Funciones y Poderes 
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Artículo 24 
1. A fin de asegurar acción rápida y eficaz por parte de las Naciones 

Unidas, sus Miembros confieren al Consejo de Seguridad la responsabilidad 

primordial de mantener la paz y la seguridad internacionales, y reconocen 

que el Consejo de Seguridad actúa a nombre de ellos al desempeñar las 

funciones que le impone aquella responsabilidad. 

2. En el desempeño de estas funciones, el Consejo de Seguridad procederá 

de acuerdo con los Propósitos y Principios de las Naciones Unidas. Los 

poderes otorgados al Consejo de Seguridad para el desempeño de dichas 

funciones quedan definidos en los Capítulos VI, VII, VIII y XII. 

3. El Consejo de Seguridad presentará a la Asamblea General para su 

consideración informes anuales y, cuando fuere necesario, informes 

especiales. 

 

Artículo 25 
Los Miembros de las Naciones Unidas convienen en aceptar y cumplir las 

decisiones del Consejo de Seguridad de acuerdo con esta Carta. 

 

Artículo 26 
A fin de promover el establecimiento y mantenimiento de la paz y la 

seguridad internacionales con la menor desviación posible de los recursos 

humanos y económicos del mundo hacia los armamentos, el Consejo de 

Seguridad tendrá a su cargo, con la ayuda del Comité de Estado Mayor a 

que se refiere e1 Artículo 47, la elaboración de planes que se someterán 

a los Miembros de las Naciones Unidas para el establecimiento de un 

sistema de regulación de los armamentos. 

 

Votación 

 

Artículo 27 
1. Cada miembro del Consejo de Seguridad tendrá un voto. 

2. Las decisiones del Consejo de Seguridad sobre cuestiones de 

procedimiento serán tomadas por el voto afirmativo de nueve miembros. 

3. Las decisiones del Consejo de Seguridad sobre todas las demás 

cuestiones serán tomadas por el voto afirmativo de nueve miembros, 

incluso los votos afirmativos de todos los miembros permanentes; pero en 

las decisiones tomadas en virtud del Capítulo VI y del párrafo 3 del 

Artículo 52, la parte en una controversia se abstendrá de votar. 

 

Procedimiento 

 

Articulo 28 
1. El Consejo de Seguridad será organizado de modo que pueda funcionar 

continuamente. Con tal fin, cada miembro del Consejo de Seguridad tendrá 

en todo momento su representante en la sede de la Organización. 

2. El Consejo de Seguridad celebrará reuniones periódicas en las cuales 

cada uno de sus miembros podrá, si lo desea, hacerse representar por un 

miembro de su Gobierno o por otro representante especialmente designado. 

3. El Consejo de Seguridad podrá celebrar reuniones en cualesquiera 

lugares, fuera de la sede de la Organización, que juzgue más apropiados 

para facilitar sus labores. 

 



 

Dirección General de Política Pública de Derechos Humanos. 
Dinamarca no. 84, primer piso, Col. Juárez Del. Cuauhtémoc. México, Distrito Federal  

 

Artículo 29 
El Consejo de Seguridad podrá establecer los organismos subsidiarios que 

estime necesarios para el desempeño de sus funciones. 

 

Artículo 30 
El Consejo de Seguridad dictará su propio reglamento, el cual establecerá 

el método de elegir su Presidente. 

 

Artículo 31 
Cualquier Miembro de las Naciones Unidas que no sea miembro del Consejo 

de Seguridad podrá participar sin derecho a voto en la discusión de toda 

cuestión llevada ante el Consejo de Seguridad cuando éste considere que 

los intereses de ese Miembro están afectados de manera especial. 

 

Artículo 32 
El Miembro de las Naciones Unidas que no tenga asiento en el Consejo de 

Seguridad o el Estado que no sea Miembro de las Naciones Unidas, si fuere 

parte en una controversia que esté considerando el Consejo de Seguridad, 

será invitado a participar sin derecho a voto en las discusiones 

relativas a dicha controversia. El Consejo de Seguridad establecerá las 

condiciones que estime justas para la participación de los Estados que no 

sean Miembros de las Naciones Unidas. 

 

 

CAPÍTULO VI: ARREGLO PACIFICO DE CONTROVERSIAS 

 

Artículo 33 
l. Las partes en una controversia cuya continuación sea susceptible de 

poner en peligro el mantenimiento de la paz y la seguridad 

internacionales tratarán de buscarle solución, ante todo, mediante la 

negociación, la investigación, la mediación, la conciliación, el 

arbitraje, el arreglo judicial, el recurso a organismos o acuerdos 

regionales u otros medios pacíficos de su elección. 

2. El Consejo de Seguridad, si lo estimare necesario, instará a las 

partes a que arreglen sus controversias por dichos medios. 

 

Artículo 34 
El Consejo de Seguridad podrá investigar toda controversia, o toda 

situación susceptible de conducir a fricción internacional o dar origen a 

una controversia, a fin de determinar si la prolongación de tal 

controversia o situación puede poner en peligro el mantenimiento de la 

paz y la seguridad internacionales. 

 

Artículo 35 
1. Todo Miembro de las Naciones Unidas podrá llevar cualquiera 

controversia, o cualquiera situación de la naturaleza expresada en el 

Artículo 34, a la atención del Consejo de Seguridad o de la Asamblea 

General. 

2. Un Estado que no es Miembro de las Naciones Unidas podrá llevar a la 

atención del Consejo de Seguridad o de la Asamblea General toda 

controversia en que sea parte, si acepta de antemano, en lo relativo a la 
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controversia, las obligaciones de arreglo pacífico establecidas en esta 

Carta. 

3. El procedimiento que siga la Asamblea General con respecto a asuntos 

que le sean presentados de acuerdo con este Artículo quedará sujeto a las 

disposiciones de los Artículos 11 y 12. 

 

Artículo 36 
1. El Consejo de Seguridad podrá, en cualquier estado en que se encuentre 

una controversia de la naturaleza de que trata el Artículo 33 o una 

situación de índole semejante, recomendar los procedimientos o métodos de 

ajuste que sean apropiados. 

2. El Consejo de Seguridad deberá tomar en consideración todo 

procedimiento que las partes hayan adoptado para el arreglo de la 

controversia. 

3. Al hacer recomendaciones de acuerdo con este Artículo, el Consejo de 

Seguridad deberá tomar también en consideración que las controversias de 

orden jurídico, por regla general, deben ser sometidas por las partes a 

la Corte Internacional de Justicia, de conformidad con las disposiciones 

del Estatuto de la Corte. 

 

Artículo 37 
1. Si las partes en una controversia de la naturaleza definida en el 

Artículo 33 no lograren arreglarla por los medios indicados en dicho 

Artículo, la someterán al Consejo de Seguridad. 

2. Si el Consejo de Seguridad estimare que la continuación de la 

controversia es realmente susceptible de poner en peligro el 

mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales, el Consejo 

decidirá si ha de proceder de conformidad con el Artículo 36 o si ha de 

recomendar los términos de arreglo que considere apropiados. 

 

Artículo 38 
Sin perjuicio de lo dispuesto en los Artículos 33 a 37, el Consejo de 

Seguridad podrá, si así lo solicitan todas las partes en una 

controversia, hacerles recomendaciones a efecto de que se llegue a un 

arreglo pacífico. 

 

 

CAPÍTULO VII: ACCION EN CASO DE AMENAZAS A LA PAZ, 

QUEBRANTAMIENTOS DE LA PAZ O ACTOS DE AGRESION 

 

Artículo 39 
El Consejo de Seguridad determinará la existencia de toda amenaza a la 

paz, quebrantamiento de la paz o acto de agresión y hará recomendaciones 

o decidirá qué medidas serán tomadas de conformidad con los Artículos 41 

y 42 para mantener o restablecer 1a paz y la seguridad internacionales. 

 

Artículo 40 
A fin de evitar que la situación se agrave, el Consejo de Seguridad, 

antes de hacer las recomendaciones o decidir las medidas de que trata el 

Artículo 39, podrá instar a las partes interesadas a que cumplan con las 

medidas provisionales que juzgue necesarias o aconsejables. Dichas 

medidas provisionales no perjudicarán los derechos, las reclamaciones o 
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la posición de las partes interesadas. El Consejo de Seguridad tomará 

debida nota del incumplimiento de dichas medidas provisionales. 

 

Artículo 41 
El Consejo de Seguridad podrá decidir qué medidas que no impliquen el uso 

de la fuerza armada han de emplearse para hacer efectivas sus decisiones, 

y podrá instar a los Miembros de las Naciones Unidas a que apliquen 

dichas medidas, que podrán comprender la interrupción total o parcial de 

las relaciones económicas y de las comunicaciones ferroviarias, 

marítimas, aéreas, postales, telegráficas, radioeléctricas, y otros 

medios de comunicación, así como la ruptura de relaciones diplomáticas. 

 

Artículo 42 
Si el Consejo de Seguridad estimare que las medidas de que trata el 

Artículo 41 pueden ser inadecuadas o han demostrado serlo, podrá ejercer, 

por medio de fuerzas aéreas, navales o terrestres, la acción que sea 

necesaria para mantener o restablecer la paz y la seguridad 

internacionales. Tal acción podrá comprender demostraciones, bloqueos y 

otras operaciones ejecutadas por fuerzas aéreas, navales o terrestres de 

Miembros de las Naciones Unidas. 

 

Artículo 43 
1. Todos los Miembros de las Naciones Unidas, con e1 fin de contribuir al 

mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales, se comprometen a 

poner a disposición del Consejo de Seguridad, cuando éste lo solicite, y 

de conformidad con un convenio especial o con convenios especiales, las 

fuerzas armadas, la ayuda y las facilidades, incluso el derecho de paso, 

que sean necesarias para el propósito de mantener la paz y la seguridad 

internacionales. 

2. Dicho convenio o convenios fijarán el número y clase de las fuerzas, 

su grado de preparación y su ubicación general, como también la 

naturaleza de las facilidades y de la ayuda que habrán de darse. 

3. El convenio o convenios serán negociados a iniciativa del Consejo de 

Seguridad tan pronto como sea posible; serán concertados entre el Consejo 

de Seguridad y Miembros individuales o entre el Consejo de Seguridad y 

grupos de Miembros, y estarán sujetos a ratificación por los Estados 

signatarios de acuerdo con sus respectivos procedimientos 

constitucionales. 

 

Artículo 44 
Cuando el Consejo de Seguridad haya decidido hacer uso de la fuerza, 

antes de requerir a un Miembro que no esté representado en él a que 

provea fuerzas armadas en cumplimiento de las obligaciones contraídas en 

virtud del Artículo 43, invitará a dicho Miembro, si éste así lo deseare, 

a participar en las decisiones del Consejo de Seguridad relativas al 

empleo de contingentes de fuerzas armadas de dicho Miembro. 

 

Artículo 45 
A fin de que la Organización pueda tomar medidas militares urgentes, sus 

Miembros mantendrán contingentes de fuerzas aéreas nacionales 

inmediatamente disponibles para la ejecución combinada de una acción 

coercitiva internacional. La potencia y el grado de preparación de estos 

contingentes y los planes para su acción combinada serán determinados, 
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dentro de los límites establecidos en el convenio o convenios especiales 

de que trata el Artículo 43, por el Consejo de Seguridad con la ayuda del 

Comité de Estado Mayor. 

 

Artículo 46 
Los planes para el empleo de la fuerza armada serán hechos por el Consejo 

de Seguridad con la ayuda del Comité de Estado Mayor. 

 

Artículo 47 
1. Se establecerá un Comité de Estado Mayor para asesorar y asistir al 

Consejo de Seguridad en todas las cuestiones relativas a las necesidades 

militares del Consejo para el mantenimiento de la paz y la seguridad 

internacionales, al empleo y comando de las fuerzas puestas a su 

disposición, a la regulación de los armamentos y al posible desarme. 

2. El Comité de Estado Mayor estará integrado por los Jefes de Estado 

Mayor de los miembros permanentes del Consejo de Seguridad o sus 

representantes. Todo Miembro de las Naciones Unidas que no éste 

permanentemente representado en el Comité será invitado por éste a 

asociarse a sus labores cuando el desempeño eficiente de las funciones 

del Comité requiera la participación de dicho Miembro. 

3. El Comité de Estado Mayor tendrá a su cargo, bajo la autoridad del 

Consejo de Seguridad, la dirección estratégica de todas las fuerzas 

armadas puestas a disposición del Consejo. Las cuestiones relativas al 

comando de dichas fuerzas serán resueltas posteriormente. 

4. El Comité de Estado Mayor, con autorización del Consejo de Seguridad y 

después de consultar con los organismos regionales apropiados, podrá 

establecer subcomités regionales. 

 

Artículo 48 
1. La acción requerida para llevar a cabo las decisiones del Consejo de 

Seguridad para el mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales 

será ejercida por todos los Miembros de las Naciones Unidas o por algunos 

de ellos, según lo determine el Consejo de Seguridad. 

2. Dichas decisiones serán llevadas a cabo por los Miembros de las 

Naciones Unidas directamente y mediante su acción en los organismos 

internacionales apropiados de que formen parte. 

 

Artículo 49 
Los Miembros de las Naciones Unidas deberán prestarse ayuda mutua para 

llevar a cabo las medidas dispuestas por el Consejo de Seguridad. 

 

Artículo 50 
Si el Consejo de Seguridad tomare medidas preventivas o coercitivas 

contra un Estado, cualquier otro Estado, sea o no Miembro de las Naciones 

Unidas, que confrontare problemas económicos especiales originados por la 

ejecución de dichas medidas, tendrá el derecho de consultar al Consejo de 

Seguridad acerca de la solución de esos problemas. 

 

Artículo 51 
Ninguna disposición de esta Carta menoscabará el derecho inmanente de 

legítima defensa, individual o colectiva, en caso de ataque armado contra 

un Miembro de las Naciones Unidas, hasta tanto que el Consejo de 

Seguridad haya tomado las medidas necesarias para mantener la paz y la 
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seguridad internacionales. Las medidas tomadas por los Miembros en 

ejercicio del derecho de legítima defensa serán comunicadas 

inmediatamente al Consejo de Seguridad, y no afectarán en manera alguna 

la autoridad y responsabilidad del Consejo conforme a la presente Carta 

para ejercer en cualquier momento la acción que estime necesaria con el 

fin de mantener o restablecer la paz y la seguridad internacionales. 

 

 

CAPÍTULO VIII: ACUERDOS REGIONALES 

 

Artículo 52 
1. Ninguna disposición de esta Carta se opone a la existencia de acuerdos 

u organismos regionales cuyo fin sea entender en los asuntos relativos al 

mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales y susceptibles de 

acción regional, siempre que dichos acuerdos u organismos, y sus 

actividades, sean compatibles con los Propósitos y Principios de las 

Naciones Unidas. 

2. Los Miembros de las Naciones Unidas que sean partes en dichos acuerdos 

o que constituyan dichos organismos, harán todos los esfuerzos posibles 

para lograr el arreglo pacífico de las controversias de carácter local 

por medio de tales acuerdos u organismos regionales antes de someterlas 

al Consejo de Seguridad. 

3. El Consejo de Seguridad promoverá el desarrollo del arreglo pacífico 

de las controversias de carácter local por medio de dichos acuerdos u 

organismos regionales, procediendo, bien a iniciativa de los Estados 

interesados, bien a instancia del Consejo de Seguridad. 

4. Este Artículo no afecta en manera a1guna la aplicación de los 

Artículos 34 y 35. 

 

Artículo 53 
1. El Consejo de Seguridad utilizará dichos acuerdos u organismos 

regionales, si a ello hubiere lugar, para aplicar medidas coercitivas 

bajo su autoridad. Sin embargo, no se aplicarán medidas coercitivas en 

virtud de acuerdos regionales o por organismos regionales sin 

autorización del Consejo de Seguridad, salvo que contra Estados enemigos, 

según se les define en el párrafo 2 de este Artículo, se tomen las 

medidas dispuestas en virtud del Artículo 107 o en acuerdos regionales 

dirigidos contra la renovación de una política de agresión de parte de 

dichos Estados, hasta tanto que a solicitud de los gobiernos interesados 

quede a cargo de la Organización la responsabi1idad de prevenir nuevas 

agresiones de parte de aquellos Estados. 

2. El término "Estados enemigos" empleado en el párrafo 1 de este 

Artículo se aplica a todo Estado que durante la segunda guerra mundial 

haya sido enemigo de cualquiera de los signatarios de esta Carta. 

 

Artículo 54 
Se deberá mantener en todo tiempo al Consejo de Seguridad plenamente 

informado de las actividades emprendidas o proyectadas de conformidad con 

acuerdos regionales o por organismos regionales con el propósito de 

mantener la paz y la seguridad internacionales. 
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CAPÍTULO IX: COOPERACION INTERNACIONAL ECONOMICA Y SOCIAL 

 

Artículo 55 
Con el propósito de crear las condiciones de estabilidad y bienestar 

necesarias para las relaciones pacíficas y amistosas entre las naciones, 

basadas en el respeto al principio de la igualdad de derechos y al de la 

libre determinación de los pueblos, la Organización promoverá: 

a. niveles de vida más elevados, trabajo permanente para todos, y 

condiciones de progreso y desarrollo económico y social; 

b. La solución de problemas internacionales de carácter económico, social 

y sanitario, y de otros problemas conexos; y la cooperación internacional 

en el orden cultural y educativo; y 

c. el respeto universal a los derechos humanos y a las libertades 

fundamentales de todos, sin hacer distinción por motivos de raza, sexo, 

idioma o religión, y la efectividad de tales derechos y libertades. 

 

Artículo 56 
Todos los Miembros se comprometen a tomar medidas conjunta o 

separadamente, en cooperación con la Organización, para la realización de 

los propósitos consignados en el Artículo 55. 

 

Artículo 57 
1. Los distintos organismos especializados establecidos por acuerdos 

intergubernamentales, que tengan amplias atribuciones internacionales 

definidas en sus estatutos, y relativas a materias de carácter económico, 

social, cultural, educativo, sanitario, y otras conexas, serán vinculados 

con la Organización de acuerdo con las disposiciones del Artículo 63. 

2. Tales organismos especializados así vinculados con la Organización se 

denominarán en adelante "los organismos especializados". 

 

Artículo 58 
La Organización hará recomendaciones con el objeto de coordinar las 

normas de acción y las actividades de los organismos especializados. 

 

Artículo 59 
La Organización iniciará, cuando hubiere lugar, negociaciones entre los 

Estados interesados para crear los nuevos organismos especializados que 

fueren necesarios para la realización de los propósitos enunciados en el 

Artículo 55. 

 

Artículo 60 
La responsabilidad por el desempeño de las funciones de la Organización 

señaladas en este Capítulo corresponderá a la Asamblea General y, bajo la 

autoridad de ésta, al Consejo Económico y Social, que dispondrá a este 

efecto de las facultades expresadas en el Capítulo X. 

 

 

CAPÍTULO X: EL CONSEJO ECONOMICO Y SOCIAL 

 

Composición 
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Artículo 61 
1. El Consejo Económico y Social estará integrado por cincuenta y cuatro 

Miembros de las Naciones Unidas elegidos por la Asamblea General. 

2. Salvo lo prescrito en el párrafo 3, dieciocho miembros del Consejo 

Económico y Social serán elegidos cada año por un periodo de tres años. 

Los miembros salientes serán reelegibles para el periodo subsiguiente. 

3. En la primera elección que se celebre después de haberse aumentado de 

veintisiete a cincuenta y cuatro el número de miembros del Consejo 

Económico y Social, además de los miembros que se elijan para sustituir a 

los nueve miembros cuyo mandato expire al final de ese año, se elegirán 

veintisiete miembros más. El mandato de nueve de estos veintisiete 

miembros adicionales así elegidos expirara al cabo de un año y el de 

otros nueve miembros una vez transcurridos dos años, conforme a las 

disposiciones que dicte la Asamblea General. 

4. Cada miembro del Consejo Económico y Social tendrá un representante. 

 

Funciones y Poderes 

 

Artículo 62 
1. El Consejo Económico y Social podrá hacer o iniciar estudios e 

informes con respecto a asuntos internacionales de curar económico, 

social, cultural, educativo y sanitario, y otros asuntos conexos, y hacer 

recomendaciones sobre tales asuntos a la Asamblea General, a los Miembros 

de las Naciones Unidas y a los organismos especializados integrados. 

2. El Consejo Económico y Social podrá hacer recomendaciones con el 

objeto de promover el respeto a los derechos humanos y a las libertades 

fundamentales de todos, y la efectividad de tales derechos y libertades. 

3. El Consejo Económico y Social podrá formular proyectos de convención 

con respecto a cuestiones de su competencia para someterlos a la Asamblea 

General. 

4. El Consejo Económico y Social podrá convocar, conforme a las reglas 

que prescriba la Organización, conferencias internacionales sobre asuntos 

de su competencia. 

 

Artículo 63 
1. El Consejo Económico y Social podrá concertar con cualquiera de los 

organismos especializados de que trata el Artículo 57, acuerdos por medio 

de los cuales se establezcan las condiciones en que dichos organismos 

habrán de vincularse con la Organización. Tales acuerdos estarán sujetos 

a la aprobación de la Asamblea General. 

2. El Consejo Económico y Social podrá coordinar las actividades de los 

organismos especializados mediante consultas con ellos y haciéndoles 

recomendaciones, como también mediante recomendaciones a la Asamblea 

General y a los Miembros de las Naciones Unidas. 

 

Artículo 64 
1. El Consejo Económico y Social podrá tomar las medidas apropiadas para 

obtener informes periódicos de los organismos especializados. También 

podrá hacer arreglos con los Miembros de las Naciones Unidas y con los 

organismos especializados para obtener informes con respecto a las 

medidas tomadas para hacer efectivas sus propias recomendaciones y las 

que haga la Asamblea General acerca de materias de la competencia del 

Consejo. 
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2. El Consejo Económico y Social podrá comunicar a la Asamblea General 

sus observaciones sobre dichos informes. 

 

Artículo 65 
1. El Consejo Económico y Social podrá suministrar información a1 Consejo 

de Seguridad y deberá darle la ayuda que éste le solicite. 

 

Artículo 66 
1. E1 Consejo Económico y Social desempeñará las funciones que caigan 

dentro de su competencia en relación con el cumplimiento de las 

recomendaciones de la Asamblea General. 

2. El Consejo Económico y Social podrá prestar, con aprobación de la 

Asamblea General, los servicios que le soliciten los Miembros de las 

Naciones Unidas y los organismos especializados. 

3. El Consejo Económico y Social desempeñará las demás funciones 

prescritas en otras partes de esta Carta o que le asignare la Asamblea 

General. 

 

Votación 

 

Artículo 67 
1. Cada miembro del Consejo Económico y Social tendrá un voto. 

2. Las decisiones del Consejo Económico y Social se tomarán por la 

mayoría de los miembros presentes y votantes. 

 

Procedimiento 

 

Artículo 68 
E1 Consejo Económico y Social establecerá comisiones de orden económico y 

social y para la promoción de los derechos humanos, así como las demás 

comisiones necesarias para el desempeño de sus funciones. 

 

Artículo 69 
El Consejo Económico y Social invitará a cualquier Miembro de las 

Naciones Unidas a participar, sin derecho a voto, en sus deliberaciones 

sobre cualquier asunto de particular interés para dicho Miembro. 

 

Artículo 70 
El Consejo Económico y Social podrá hacer arreglos para que 

representantes de los organismos especializados participen, sin derecho a 

voto, en sus deliberaciones y en las de las comisiones que establezca, y 

para que sus propios representantes participen en las deliberaciones de 

aquellos organismos. 

 

Artículo 71 
El Consejo Económico y Social podrá hacer arreglos adecuados para 

celebrar consultas con organizaciones no gubernamentales que se ocupen en 

asuntos de la competencia del Consejo. Podrán hacerse dichos arreglos con 

organizaciones internacionales y, si a ello hubiere lugar, con 

organizaciones nacionales, previa consulta con el respectivo Miembro de 

las Naciones Unidas. 
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Artículo 72 
1. El Consejo Económico y Social dictará su propio reglamento, el cual 

establecerá el método de elegir su Presidente. 

2. El Consejo Económico y Social se reunirá cuando sea necesario de 

acuerdo con su reglamento, el cual incluirá disposiciones para la 

convocación a sesiones cuando lo solicite una mayoría de sus miembros. 

 

 

CAPÍTULO XI: DECLARACION RELATIVA A TERRITORIOS NO AUTONOMOS 

 

Artículo 73 
Los Miembros de las Naciones Unidas que tengan o asuman la 

responsabilidad de administrar territorios cuyos pueblos no hayan 

alcanzado todavía la plenitud del gobierno propio, reconocen el principio 

de que los intereses de los habitantes de esos territorios están por 

encima de todo, aceptan como un encargo sagrado la obligación de promover 

en todo lo posible, dentro del sistema de paz y de seguridad 

internacionales establecido por esta Carta, el bienestar de los 

habitantes de esos territorios, y asimismo se obligan: 

a. Asegurar, con el debido respeto a la cultura de los pueblos 

respectivos, su adelanto político, económico, social y educativo, el 

justo tratamiento de dichos pueblos y su protección contra todo abuso; 

b. Desarrollar el gobierno propio, a tener debidamente en cuenta las 

aspiraciones políticas de los pueblos, y a ayudarlos en el 

desenvolvimiento progresivo de sus libres instituciones políticas, de 

acuerdo con las circunstancias especiales de cada territorio, de sus 

pueblos y de sus distintos grados de adelanto; 

c. Promover la paz y la seguridad internacionales; 

d. Promover medidas constructivas de desarrollo, estimular la 

investigación, y cooperar unos con otros y, cuando y donde fuere del 

caso, con organismos internacionales especializados, para conseguir la 

realización práctica de los propósitos de carácter social, económico y 

científico expresados en este Artículo; y 

e. Transmitir regularmente al Secretario General, a título informativo y 

dentro de los límites que la seguridad y consideraciones de orden 

constitucional requieran, la información estadística y de cualquier otra 

naturaleza técnica que verse sobre las condiciones económicas, sociales y 

educativas de los territorios por los cuales son respectivamente 

responsables, que no sean de los territorios a que se refieren los 

Capítulos XII y XIII de esta Carta. 

 

Artículo 74 
Los Miembros de las Naciones Unidas convienen igualmente en que su 

política con respecto a los territorios a que se refiere este Capítulo, 

no menos que con respecto a sus territorios metropolitanos, deberá 

fundarse en el principio general de la buena vecindad, teniendo 

debidamente en cuenta los intereses y el bienestar del resto del mundo en 

cuestiones de carácter social, económico y comercial. 

 

 

CAPÍTULO XII: REGIMEN INTERNACIONAL DE ADMINISTRACION 

FIDUCIARIA 
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Artículo 75 
La Organización establecerá bajo su autoridad un régimen internacional de 

administración fiduciaria para la administración y vigilancia de los 

territorios que puedan colocarse bajo dicho régimen en virtud de acuerdos 

especiales posteriores. A dichos territorios se les denominará 

"territorios fideicometidos." 

 

Artículo 76 
Los objetivos básicos del régimen de administración fiduciaria, de 

acuerdo con los Propósitos de las Naciones Unidas enunciados en el 

Artículo 1 de esta Carta, serán: 

a. Fomentar la paz y la seguridad internacionales; 

b. Promover el adelanto político, económico, social y educativo de los 

habitantes de los territorios fideicometidos, y su desarrollo progresivo 

hacia el gobierno propio o la independencia, teniéndose en cuenta las 

circunstancias particulares de cada territorio y de sus pueblos y los 

deseos libremente expresados de los pueblos interesados, y según se 

dispusiere en cada acuerdo sobre administración fiduciaria; 

c. Promover el respeto a los derechos humanos y a las libertades 

fundamentales de todos, sin hacer distinción por motivos de raza, sexo, 

idioma o religión, así como el reconocimiento de la interdependencia de 

los pueblos del mundo; y 

d. Asegurar tratamiento igual para todos los Miembros de las Naciones 

Unidas y sus nacionales en materias de carácter social, económico y 

comercial, así como tratamiento igual para dichos nacionales en la 

administración de la justicia, sin perjuicio de la realización de los 

objetivos arriba expuestos y con sujeción a las disposiciones del 

Artículo 80. 

 

Artículo 77 

1. El régimen de administración fiduciaria se aplicará a los 

territorios de las siguientes categorías que se colocaren bajo 

dicho régimen por medio de los correspondientes acuerdos: 

a. Territorios actualmente bajo mandato; 

b. Territorios que, como resultado de la segunda guerra mundial, 

fueren segregados de Estados enemigos, y 

c. Territorios voluntariamente colocados bajo este régimen por los 

Estados responsables de su administración. 

2. Será objeto de acuerdo posterior el determinar cuáles 

territorios de las categorías anteriormente mencionadas serán 

colocados bajo el régimen de administración fiduciaria y en qué 

condiciones. 

 

Artículo 78 
El régimen de administración fiduciaria no se aplicará a territorios que 

hayan adquirido la calidad de Miembros de las Naciones Unidas, cuyas 

relaciones entre sí se basarán en el respeto al principio de la igualdad 

soberana. 

 

Artículo 79 
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Los términos de la administración fiduciaria para cada territorio que 

haya de colocarse bajo el régimen expresado, y cualquier modificación o 

reforma, deberán ser acordados por los Estados directamente interesados, 

incluso la potencia mandataria en el caso de territorios bajo mandato de 

un Miembro de las Naciones Unidas, y serán aprobados según se dispone en 

los Artículos 83 y 85. 

 

Artículo 80 
1. Salvo lo que se conviniere en los acuerdos especiales sobre 

administración fiduciaria concertados de conformidad con los Artículos 

77, 79 y 81 y mediante los cuales se coloque cada territorio bajo el 

régimen de administración fiduciaria, y hasta tanto se coercieren tales 

acuerdos, ninguna disposición de este Capítulo será interpretada en el 

sentido de que modifica en manera alguna los derechos de cualesquiera 

Estados o pueblos, o los términos de los instrumentos internacionales 

vigentes en que sean partes Miembros de los Naciones Unidas. 

2. El párrafo 1 de este Artículo no será interpretado en el sentido de 

que da motivo para demorar o diferir la negociación y celebración de 

acuerdos para aplicar el régimen de administración fiduciaria a 

territorios bajo mandato y otros territorios, conforme al Artículo 77. 

 

Artículo 81 
El acuerdo sobre administración fiduciaria contendrá en cada caso las 

condiciones en que se administrará el territorio fideicometido, y 

designará la autoridad que ha de ejercer la administración. Dicha 

autoridad, que en lo sucesivo se denominará la "autoridad 

administradora", podrá ser uno o más Estados o la misma Organización. 

 

Artículo 82 
Podrán designarse en cualquier acuerdo sobre administración fiduciaria, 

una o varias zonas estratégicas que comprendan parte o la totalidad del 

territorio fideicometido a que se refiera el acuerdo, sin perjuicio de 

los acuerdos especiales celebrados con arreglo al Artículo 43. 

 

Artículo 83 
1. Todas las funciones de las Naciones Unidas relativas a zonas 

estratégicas, incluso la de aprobar los términos de los acuerdos sobre 

administración fiduciaria y de las modificaciones o reformas de los 

mismos, serán ejercidas por el Consejo de Seguridad. 

2. Los objetivos básicos enunciados en el Artículo 76 serán aplicables a 

la población de cada zona estratégica. 

3. Salvo las disposiciones de los acuerdos sobre administración 

fiduciaria y sin perjuicio de las exigencias de la seguridad, el Consejo 

de Seguridad aprovechará la ayuda del Consejo de Administración 

Fiduciaria para desempeñar, en las zonas estratégicas, aquellas funciones 

de la Organización relativas a materias políticas, económicas, sociales y 

educativas que correspondan al régimen de administración fiduciaria. 

 

Artículo 84 
La autoridad administradora tendrá el deber de velar por que el 

territorio fideicometido contribuya al mantenimiento de la paz y la 

seguridad internacionales. Con tal fin, la autoridad administradora podrá 

hacer uso de las fuerzas voluntarias, de las facilidades y de la ayuda 
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del citado territorio, a efecto de cumplir con las obligaciones por ella 

contraídas a este respecto ante el Consejo de Seguridad, como también 

para la defensa local y el mantenimiento de la ley y del orden dentro del 

territorio 

 

Artículo 85 
1. Las funciones de la Organización en lo que respecta a los acuerdos 

sobre administración fiduciaria relativos a todas las zonas no designadas 

como estratégicas, incluso la de aprobar los términos de los acuerdos y 

las modificaciones o reformas de los mismos serán ejercidas por la 

Asamblea General. 

2. El Consejo de Administración Fiduciaria, bajo la autoridad de la 

Asamblea General, ayudará a ésta en el desempeño de las funciones aquí 

enumeradas. 

 

 

CAPÍTULO XIII: EL CONSEJO DE ADMINISTRACIÓN FIDUCIARIA 

 

Composición 

 

Artículo 86 
1. El Consejo de Administración Fiduciaria estará integrado por los 

siguientes Miembros de las Naciones Unidas: 

a. Los Miembros que administren territorios fideicometidos; 

b. Los Miembros mencionados por su nombre en el Artículo 23 que no estén 

administrando territorios fideicometidos; y 

c. Tantos otros Miembros elegidos por periodos de tres años por la 

Asamblea General cuantos sean necesarios para asegurar que el número 

total de miembros del Consejo de Administración Fiduciaria se divida por 

igual entre los Miembros de las Naciones Unidas administradores de tales 

territorios y los no administradores. 

2. Cada miembro del Consejo de Administración Fiduciaria designará a una 

persona especialmente calificada para que lo represente en el Consejo. 

 

Funciones y Poderes 

 

Artículo 87 
En el desempeño de sus funciones, la Asamblea General y, bajo su 

autoridad, el Consejo de Administración Fiduciaria, podrán: 

a. Considerar informes que les haya rendido la autoridad administradora; 

b. Aceptar peticiones y examinarlas en consulta con la autoridad 

administradora; 

c. Disponer visitas periódicas a los territorios fideicometidos en fechas 

convenidas con la autoridad administradora; y 

d. Tomar estas y otras medidas de conformidad con los términos de los 

acuerdos sobre administración fiduciaria. 

 

Artículo 88 
El Consejo de Administración Fiduciaria formulará un cuestionario sobre 

el adelanto político, económico, social y educativo de los habitantes de 

cada territorio fideicometido; y la autoridad administradora de cada 
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territorio fideicometido dentro de la competencia de la Asamblea General, 

rendirá a ésta un informe anual sobre 1a base de dicho cuestionario. 

 

Votación 

 

Artículo 89 
1. Cada miembro del Consejo de Administración Fiduciaria tendrá un voto. 

2. Las decisiones del Consejo de Administración Fiduciaria serán tomadas 

por el voto de la mayoría de los miembros presentes y votantes. 

 

Procedimiento 

 

Artículo 90 
1. El Consejo de Administración Fiduciaria dictará su propio reglamento, 

el cual establecerá el método de elegir su Presidente. 

2. El Consejo de Administración Fiduciaria se reunirá cuando sea 

necesario, según su reglamento. Este contendrá disposiciones sobre 

convocación del Consejo a solicitud de la mayoría de sus miembros. 

 

Artículo 91 
El Consejo de Administración Fiduciaria, cuando lo estime conveniente, se 

valdrá de la ayuda del Consejo Económico y Social y de la de los 

organismos especializados con respecto a los asuntos de la respectiva 

competencia de los mismos. 

 

 

CAPÍTULO XIV: LA CORTE INTERNACIONAL DE JUSTICIA 

 

Artículo 92 
La Corte Internacional de Justicia será el órgano judicial principal de 

las Naciones Unidas; funcionará de conformidad con el Estatuto anexo, que 

está basado en el de la Corte Permanente de Justicia Internacional, y que 

forma parte integrante de esta Carta. 

 

Artículo 93 

1. Todos los Miembros de las Naciones Unidas son ipso 

facto partes en el Estatuto de la Corte Internacional de 

Justicia. 

2. Un Estado que no sea Miembro de las Naciones Unidas podrá 

llegar a ser parte en el Estatuto de la Corte Internacional 

de Justicia, de acuerdo con las condiciones que determine en 

cada caso la Asamblea General a recomendación del Consejo de 

Seguridad. 

 

Artículo 94 
1. Cada Miembro de las Naciones Unidas compromete a cumplir la decisión 

de la Corte Internacional de Justicia en todo litigio en que sea parte. 

2. Si una de las partes en un litigio dejare de cumplir las obligaciones 

que le imponga un fallo de la Corte, la otra parte podrá recurrir al 

Consejo de Seguridad, el cual podrá, si lo cree necesario, hacer 
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recomendaciones o dictar medidas con el objeto de que se lleve a efecto 

la ejecución del fallo. 

 

Artículo 95 
Ninguna de las disposiciones de esta Carta impedirá a los Miembros de las 

Naciones Unidas encomendar la solución de sus diferencias a otros 

tribunales en virtud de acuerdos ya existentes o que puedan concertarse 

en el futuro. 

 

Artículo 96 
1. La Asamblea General o el Consejo de Seguridad podrán solicitar de la 

Corte Internacional de Justicia que emita una opinión consultiva sobre 

cualquier cuestión jurídica. 

2. Los otros órganos de las Naciones Unidas y los organismos 

especializados que en cualquier momento sean autorizados para ello por la 

Asamblea General, podrán igualmente solicitar de la Corte opiniones 

consultivas sobre cuestiones jurídicas que surjan dentro de la esfera de 

sus actividades. 

 

 

CAPÍTULO XV: LA SECRETARIA 

 

Artículo 97 
La Secretaría se compondrá de un Secretario General y del personal que 

requiera la Organización. El Secretario General será nombrado por la 

Asamblea General a recomendación del Consejo de Seguridad. El Secretario 

General será el más alto funcionario administrativo de la Organización. 

 

Artículo 98 
El Secretario General actuará como tal en todas las sesiones de la 

Asamblea General, del Consejo de Seguridad, del Consejo Económico y 

Social y del Consejo de Administración Fiduciaria, y desempeñara las 

demás funciones que le encomienden dichos órganos. El Secretario General 

rendirá a la Asamblea General un informe anual sobre las actividades de 

la Organización. 

 

Artículo 99 
El Secretario General podrá llamar la atención del Consejo de Seguridad 

hacia cualquier asunto que en su opinión pueda poner en peligro el 

mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales. 

 

Artículo 100 
1. En el cumplimiento de sus deberes, el Secretario General y el personal 

de la Secretaría no solicitarán ni recibirán instrucciones de ningún 

gobierno ni de ninguna autoridad ajena a la Organización, y se abstendrán 

de actuar en forma alguna que sea incompatible con su condición de 

funcionarios internacionales responsables únicamente ante la 

Organización. 

2. Cada uno de los Miembros de las Naciones Unidas se compromete a 

respetar el carácter exclusivamente internacional de las funciones del 

Secretario General y del personal de la Secretaría, y a no tratar de 

influir sobre ellos en el desempeño de sus funciones. 
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Artículo 101 
1. El personal de la Secretaría será nombrado por el Secretario General 

de acuerdo con las reglas establecidas por la Asamblea General. 

2. Se asignará permanentemente personal adecuado al Consejo Económico y 

Social, al Consejo de Administración Fiduciaria y, según se requiera, a 

otros órganos de las Naciones Unidas. Este personal formará parte de la 

Secretaría. 

3. La consideración primordial que se tendrá en cuenta al nombrar el 

personal de la Secretaría y al determinar las condiciones del servicio, 

es la necesidad de asegurar el más alto grado de eficiencia, competencia 

e integridad. Se dará debida consideración también a la importancia de 

contratar el personal en forma de que haya la más amplia representación 

geográfica posible. 

 

 

CAPÍTULO XVI: DISPOSICIONES VARIAS 

 

Artículo 102 
1. Todo tratado y todo acuerdo internacional concertados por cualesquiera 

Miembros de las Naciones Unidas después de entrar en vigor esta Carta, 

serán registrados en la Secretaría y publicados por ésta a la mayor 

brevedad posible. 

2. Ninguna de las partes en un tratado o acuerdo internacional que no 

haya sido registrado conforme a las disposiciones del párrafo 1 de este 

Artículo, podrá invocar dicho tratado o acuerdo ante órgano alguno de las 

Naciones Unidas. 

 

Artículo 103 
En caso de conflicto entre las obligaciones contraídas por los Miembros 

de las Naciones Unidas en virtud de la presente Carta y sus obligaciones 

contraídas en virtud de cualquier otro convenio internacional, 

prevalecerán las obligaciones impuestas por la presente Carta.  

 

Articulo 104 
La Organización gozará, en el territorio de cada uno de sus Miembros, de 

la capacidad jurídica que sea necesaria para el ejercicio de sus 

funciones y la realización de sus propósitos. 

 

Artículo 105 
1. La Organización gozará, en el territorio de cada uno de sus Miembros, 

de los privilegios e inmunidades necesarios para la realización de sus 

propósitos. 

2. Los representantes de los Miembros de la Organización y los 

funcionarios de ésta, gozarán asimismo de los privilegios e inmunidades 

necesarios para desempeñar con independencia sus funciones en relación 

con la Organización. 

3. La Asamblea General podrá hacer recomendaciones con el objeto de 

determinar los pormenores de la aplicación de los párrafos 1 y 2 de este 

Artículo, o proponer convenciones a los Miembros de las Naciones Unidas 

con el mismo objeto. 
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CAPÍTULO XVII: ACUERDOS TRANSITORIOS SOBRE SEGURIDAD 

 

Artículo 106 
Mientras entran en vigor los convenios especiales previstos en el 

Artículo 43, que a juicio del Consejo de Seguridad lo capaciten para 

ejercer las atribuciones a que se refiere el Artículo 42, las partes en 

la Declaración de las Cuatro Potencias firmada en Moscú el 30 de octubre 

de 1943, y Francia, deberán, conforme a las disposiciones del párrafo 5 

de esa Declaración, celebrar consultas entre sí, y cuando a ello hubiere 

lugar, con otros miembros de la Organización, a fin de acordar en nombre 

de ésta la acción conjunta que fuere necesaria para mantener la paz y la 

seguridad internacionales. 

 

Artículo 107 
Ninguna de las disposiciones de esta Carta invalidará o impedirá 

cualquier acción ejercida o autorizada como resultado de la segunda 

guerra mundial con respecto a un Estado enemigo de cualquiera de los 

signatarios de esta Carta durante la citada guerra, por los gobiernos 

responsables de dicha acción. 

 

 

CAPÍTULO XVIII: REFORMAS 

 

Artículo 108 
Las reformas a la presente Carta entrarán en vigor para todos los 

Miembros de las Naciones Unidas cuando hayan sido adoptadas por el voto 

de las dos terceras partes de los miembros de la Asamblea General y 

ratificadas, de conformidad con sus respectivos procedimientos 

constitucionales, por las dos terceras partes de los Miembros de las 

Naciones Unidas, incluyendo a todos los miembros permanentes del Consejo 

de Seguridad. 

 

Artículo 109 
1. Se podrá celebrar una Conferencia General de los Miembros de las 

Naciones Unidas con el propósito de revisar esta Carta, en la fecha y 

lugar que se determinen por el voto de las dos terceras partes de los 

miembros de la Asamblea General y por el voto de cualesquiera nueve 

miembros del Consejo de Seguridad. Cada Miembro de las Naciones Unidas 

tendrá un voto en la Conferencia. 

2. Toda modificación de esta Carta recomendada por el voto de las dos 

terceras partes de la Conferencia entrará en vigor al ser ratificada de 

acuerdo con sus respectivos procedimientos constitucionales, por las dos 

terceras partes de los Miembros de las Naciones Unidas, incluyendo a 

todos los miembros permanentes del Consejo de Seguridad. 

3. Si no se hubiere celebrado tal Conferencia antes de la décima reunión 

anual de la Asamblea General después de entrar en vigor esta Carta, la 

proposición de convocar tal Conferencia será puesta en la agenda de dicha 

reunión de la Asamblea General, y la Conferencia será celebrada si así lo 

decidieren la mayoría de los miembros de la Asamblea General y siete 

miembros cualesquiera del Consejo de Seguridad. 
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CAPÍTULO XIX: RATIFICACION Y FIRMA 

 

Artículo 110 
1. La presente Carta será ratificada por los Estados signatarios de 

acuerdo con sus respectivos procedimientos constitucionales. 

2. Las ratificaciones serán entregadas para su depósito al Gobierno de 

los Estados Unidos de América, el cual notificará cada depósito a todos 

los Estados signatarios así como al Secretario General de la Organización 

cuando haya sido designado. 

3. La presente Carta entrará en vigor tan pronto como hayan sido 

depositadas las ratificaciones de la República de China, Francia, la 

Unión de las Repúblicas Socialistas Soviéticas, el Reino Unido de la Gran 

Bretaña e Irlanda del Norte y los Estados Unidos de América, y por la 

mayoría de los demás Estados signatarios. Acto seguido se dejará 

constancia de las ratificaciones depositadas en un protocolo que 

extenderá el Gobierno de los Estados Unidos de América, y del cual 

transmitirá copias a todos los Estados signatarios. 

4. Los Estados signatarios de esta Carta que la ratifiquen después que 

haya entrado en vigor adquirirán la calidad de miembros originarios de 

las Naciones Unidas en la fecha del depósito de sus respectivas 

ratificaciones. 

 

Artículo 111 
La presente Carta, cuyos textos en chino, francés, ruso, inglés y español 

son igualmente auténticos, será depositada en los archivos del Gobierno 

de los Estados Unidos de América. Dicho Gobierno enviará copias 

debidamente certificadas de la misma a los Gobiernos de los demás Estados 

signatarios. 

 

EN FE DE LO CUAL LOS Representantes de los Gobiernos de las Naciones 

Unidas han suscrito esta Carta. 

FIRMADA en la ciudad de San Francisco, a los veintiséis días del mes de 

junio de mil novecientos cuarenta y cinco. 
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CONVENCION AMERICANA 

SOBRE DERECHOS HUMANOS 

(PACTO DE SAN JOSÉ) 
 

PREÁMBULO 

Los Estados Americanos signatarios de la presente Convención, 

Reafirmando su propósito de consolidar en este Continente, dentro del 

cuadro de las instituciones democráticas, un régimen de libertad 

personal y de justicia social, fundado en el respeto de los derechos 

esenciales del hombre; 

Reconociendo que los derechos esenciales del hombre no nacen del hecho 

de ser nacional de determinado Estado, sino que tienen como fundamento 

los atributos de la persona humana, razón por la cual justifican una 

protección internacional, de naturaleza convencional coadyuvante o 

complementaria de la que ofrece el derecho interno de los Estados 

americanos; 

Considerando que estos principios han sido consagrados en la Carta de la 

Organización de los Estados Americanos, en la Declaración Americana de 

los Derechos y Deberes del Hombre y en la Declaración Universal de los 

Derechos Humanos que han sido reafirmados y desarrollados en otros 

instrumentos internacionales, tanto de ámbito universal como regional; 

Reiterando que, con arreglo a la Declaración Universal de los Derechos 

Humanos, sólo puede realizarse el ideal del ser humano libre, exento del 

temor y de la miseria, si se crean condiciones que permitan a cada 

persona gozar de sus derechos económicos, sociales y culturales, tanto 

como de sus derechos civiles y políticos, y 

Considerando que la Tercera Conferencia Interamericana Extraordinaria 

(Buenos Aires, 1967) aprobó la incorporación a la propia Carta de la 

Organización de normas más amplias sobre derechos económicos, sociales y 

educacionales y resolvió que una convención interamericana sobre 

derechos humanos determinara la estructura, competencia y procedimiento 

de los órganos encargados de esa materia, 

Han convenido en lo siguiente: 
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PARTE I - DEBERES DE LOS ESTADOS Y  DERECHOS PROTEGIDOS 

 

 

CAPITULO I - ENUMERACION DE DEBERES 

 

Artículo 1.  Obligación de Respetar los Derechos 

1. Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a respetar los 

derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y 

pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin 

discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, 

religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen 

nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra 

condición social. 

2. Para los efectos de esta Convención, persona es todo ser humano. 

 

Artículo 2. Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho 

Interno 

Si el ejercicio de los derechos y libertades mencionados en el artículo 

1 no estuviere ya garantizado por disposiciones legislativas o de otro 

carácter, los Estados Partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus 

procedimientos constitucionales y a las disposiciones de esta 

Convención, las medidas legislativas o de otro carácter que fueren 

necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades. 

 

 

CAPITULO II - DERECHOS CIVILES Y POLITICOS 

 

Artículo 3.  Derecho al Reconocimiento de la Personalidad 

Jurídica 

Toda persona tiene derecho al reconocimiento de su personalidad 

jurídica. 

 

Artículo 4.  Derecho a la Vida 

1. Toda persona tiene derecho a que se respete su vida.  Este derecho 

estará protegido por la ley y, en general, a partir del momento de la 

concepción.  Nadie puede ser privado de la vida arbitrariamente. 

2. En los países que no han abolido la pena de muerte, ésta sólo podrá 

imponerse por los delitos más graves, en cumplimiento de sentencia 

ejecutoriada de tribunal competente y de conformidad con una ley que 
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establezca tal pena, dictada con anterioridad a la comisión del 

delito.  Tampoco se extenderá su aplicación a delitos a los cuales no se 

la aplique actualmente. 

3. No se restablecerá la pena de muerte en los Estados que la han 

abolido. 

4. En ningún caso se puede aplicar la pena de muerte por delitos 

políticos ni comunes conexos con los políticos. 

5. No se impondrá la pena de muerte a personas que, en el momento de la 

comisión del delito, tuvieren menos de dieciocho años de edad o más de 

setenta, ni se le aplicará a las mujeres en estado de gravidez. 

6. Toda persona condenada a muerte tiene derecho a solicitar la 

amnistía, el indulto o la conmutación de la pena, los cuales podrán ser 

concedidos en todos los casos.  No se puede aplicar la pena de muerte 

mientras la solicitud esté pendiente de decisión ante autoridad 

competente. 

 

Artículo 5.  Derecho a la Integridad Personal 

1. Toda persona tiene derecho a que se respete su integridad física, 

psíquica y moral. 

2. Nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, 

inhumanos o degradantes.  Toda persona privada de libertad será tratada 

con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano. 

3. La pena no puede trascender de la persona del delincuente. 

4. Los procesados deben estar separados de los condenados, salvo en 

circunstancias excepcionales, y serán sometidos a un tratamiento 

adecuado a su condición de personas no condenadas. 

5. Cuando los menores puedan ser procesados, deben ser separados de los 

adultos y llevados ante tribunales especializados, con la mayor 

celeridad posible, para su tratamiento. 

6. Las penas privativas de la libertad tendrán como finalidad esencial 

la reforma y la readaptación social de los condenados. 

 

Artículo 6.  Prohibición de la Esclavitud  y Servidumbre 

1. Nadie puede ser sometido a esclavitud o servidumbre, y tanto éstas, 

como la trata de esclavos y la trata de mujeres están prohibidas en 

todas sus formas. 

2. Nadie debe ser constreñido a ejecutar un trabajo forzoso u 

obligatorio.  En los países donde ciertos delitos tengan señalada pena 

privativa de la libertad acompañada de trabajos forzosos, esta 

disposición no podrá ser interpretada en el sentido de que prohíbe el 
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cumplimiento de dicha pena impuesta por juez o tribunal competente.  El 

trabajo forzoso no debe afectar a la dignidad ni a la capacidad física e 

intelectual del recluido. 

3. No constituyen trabajo forzoso u obligatorio, para los efectos de 

este artículo: 

a. los trabajos o servicios que se exijan normalmente de una persona 

recluida en cumplimiento de una sentencia o resolución formal dictada 

por la autoridad judicial competente.  Tales trabajos o servicios 

deberán realizarse bajo la vigilancia y control de las autoridades 

públicas, y los individuos que los efectúen no serán puestos a 

disposición de particulares, compañías o personas jurídicas de carácter 

privado; 

b. El servicio militar y, en los países donde se admite exención por 

razones de conciencia, el servicio nacional que la ley establezca en 

lugar de aquél; 

c. El servicio impuesto en casos de peligro o calamidad que amenace la 

existencia o el bienestar de la comunidad, y 

d. El trabajo o servicio que forme parte de las obligaciones cívicas 

normales. 

 

Artículo 7.  Derecho a la Libertad Personal 

1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a las seguridades 

personales. 

2. Nadie puede ser privado de su libertad física, salvo por las causas y 

en las condiciones fijadas de antemano por las Constituciones Políticas 

de los Estados Partes o por las leyes dictadas conforme a ellas. 

3. Nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento arbitrarios. 

4. Toda persona detenida o retenida debe ser informada de las razones de 

su detención y notificada, sin demora, del cargo o cargos formulados 

contra ella. 

5. Toda persona detenida o retenida debe ser llevada, sin demora, ante 

un juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones 

judiciales y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o 

a ser puesta en libertad, sin perjuicio de que continúe el proceso. Su 

libertad podrá estar condicionada a garantías que aseguren su 

comparecencia en el juicio. 

6. Toda persona privada de libertad tiene derecho a recurrir ante un 

juez o tribunal competente, a fin de que éste decida, sin demora, sobre 

la legalidad de su arresto o detención y ordene su libertad si el 

arresto o la detención fueran ilegales.  En los Estados Partes cuyas 

leyes prevén que toda persona que se viera amenazada de ser privada de 
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su libertad tiene derecho a recurrir a un juez o tribunal competente a 

fin de que éste decida sobre la legalidad de tal amenaza, dicho recurso 

no puede ser restringido ni abolido.  Los recursos podrán interponerse 

por sí o por otra persona. 

7. Nadie será detenido por deudas.  Este principio no limita los 

mandatos de autoridad judicial competente dictados por incumplimientos 

de deberes alimentarios. 

 

Artículo 8.  Garantías Judiciales 

1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y 

dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, 

independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en 

la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o 

para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, 

laboral, fiscal o de cualquier otro carácter. 

2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su 

inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad.  Durante 

el proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las 

siguientes garantías mínimas: 

a) Derecho del inculpado de ser asistido gratuitamente por el traductor 

o intérprete, si no comprende o no habla el idioma del juzgado o 

tribunal; 

b) Comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación 

formulada; 

c) Concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados para la 

preparación de su defensa; 

d) Derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido 

por un defensor de su elección y de comunicarse libre y privadamente con 

su defensor; 

e) Derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado 

por el Estado, remunerado o no según la legislación interna, si el 

inculpado no se defendiere por sí mismo ni nombrare defensor dentro del 

plazo establecido por la ley; 

f) Derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el 

tribunal y de obtener la comparecencia, como testigos o peritos, de 

otras personas que puedan arrojar luz sobre los hechos; 

g) Derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse 

culpable, y 

h) Derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior. 

3. La confesión del inculpado solamente es válida si es hecha sin 

coacción de ninguna naturaleza. 
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4. El inculpado absuelto por una sentencia firme no podrá ser sometido a 

nuevo juicio por los mismos hechos. 

5. El proceso penal debe ser público, salvo en lo que sea necesario para 

preservar los intereses de la justicia. 

 

Artículo 9.  Principio de Legalidad y de Retroactividad 

Nadie puede ser condenado por acciones u omisiones que en el momento de 

cometerse no fueran delictivos según el derecho aplicable.  Tampoco se 

puede imponer pena más grave que la aplicable en el momento de la 

comisión del delito.  Si con posterioridad a la comisión del delito la 

ley dispone la imposición de una pena más leve, el delincuente se 

beneficiará de ello. 

 

Artículo 10.  Derecho a Indemnización 

Toda persona tiene derecho a ser indemnizada conforme a la ley en caso 

de haber sido condenada en sentencia firme por error judicial. 

 

Artículo 11.  Protección de la Honra y de la Dignidad 

1. Toda persona tiene derecho al respeto de su honra y al reconocimiento 

de su dignidad. 

2. Nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su 

vida privada, en la de su familia, en su domicilio o en su 

correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra o reputación. 

3. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas 

injerencias o esos ataques. 

 

Artículo 12.  Libertad de Conciencia y  de Religión 

1. Toda persona tiene derecho a la libertad de conciencia y de 

religión.  Este derecho implica la libertad de conservar su religión o 

sus creencias, o de cambiar de religión o de creencias, así como la 

libertad de profesar y divulgar su religión o sus creencias, individual 

o colectivamente, tanto en público como en privado. 

2. Nadie puede ser objeto de medidas restrictivas que puedan menoscabar 

la libertad de conservar su religión o sus creencias o de cambiar de 

religión o de creencias. 

3. La libertad de manifestar la propia religión y las propias creencias 

está sujeta únicamente a las limitaciones prescritas por la ley y que 

sean necesarias para proteger la seguridad, el orden, la salud o la 

moral públicos o los derechos o libertades de los demás. 
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4. Los padres, y en su caso los tutores, tienen derecho a que sus hijos 

o pupilos reciban la educación religiosa y moral que esté de acuerdo con 

sus propias convicciones. 

 

Artículo 13.  Libertad de Pensamiento y de Expresión 

1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de 

expresión.  Este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y 

difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de 

fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, 

o por cualquier otro procedimiento de su elección. 

2. El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no puede 

estar sujeto a previa censura sino a responsabilidades ulteriores, las 

que deben estar expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para 

asegurar: 

a)  El respeto a los derechos o a la reputación de los demás, o 

b)  La protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud 

o la moral públicas. 

3. No se puede restringir el derecho de expresión por vías o medios 

indirectos, tales como el abuso de controles oficiales o particulares de 

papel para periódicos, de frecuencias radioeléctricas, o de enseres y 

aparatos usados en la difusión de información o por cualesquiera otros 

medios encaminados a impedir la comunicación y la circulación de ideas y 

opiniones. 

4. Los espectáculos públicos pueden ser sometidos por la ley a censura 

previa con el exclusivo objeto de regular el acceso a ellos para la 

protección moral de la infancia y la adolescencia, sin perjuicio de lo 

establecido en el inciso 2. 

5. Estará prohibida por la ley toda propaganda en favor de la guerra y 

toda apología del odio nacional, racial o religioso que constituyan 

incitaciones a la violencia o cualquier otra acción ilegal similar 

contra cualquier persona o grupo de personas, por ningún motivo, 

inclusive los de raza, color, religión, idioma u origen nacional. 

 

Artículo 14.  Derecho de Rectificación o  Respuesta 

1. Toda persona afectada por informaciones inexactas o agraviantes 

emitidas en su perjuicio a través de medios de difusión legalmente 

reglamentada y que se dirijan al público en general, tiene derecho a 

efectuar por el mismo órgano de difusión su rectificación o respuesta en 

las condiciones que establezca la ley. 

2. En ningún caso la rectificación o la respuesta eximirán de las otras 

responsabilidades legales en que se hubiese incurrido. 
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3. Para la efectiva protección de la honra y la reputación, toda 

publicación o empresa periodística, cinematográfica, de radio o 

televisión tendrá una persona responsable que no esté protegida por 

inmunidades ni disponga de fuero especial. 

 

Artículo 15.  Derecho de Reunión 

Se reconoce el derecho de reunión pacífica y sin armas.  El ejercicio de 

tal derecho sólo puede estar sujeto a las restricciones previstas por la 

ley, que sean necesarias en una sociedad democrática, en interés de la 

seguridad nacional, de la seguridad o del orden públicos, o para 

proteger la salud o la moral públicas o los derechos o libertades de los 

demás. 

 

Artículo 16.  Libertad de Asociación 

1. Todas las personas tienen derecho a asociarse libremente con fines 

ideológicos, religiosos, políticos, económicos, laborales, sociales, 

culturales, deportivos o de cualquiera otra índole. 

2. El ejercicio de tal derecho sólo puede estar sujeto a las 

restricciones previstas por la ley que sean necesarias en una sociedad 

democrática, en interés de la seguridad nacional, de la seguridad o del 

orden públicos, o para proteger la salud o la moral públicas o los 

derechos y libertades de los demás. 

3. Lo dispuesto en este artículo no impide la imposición de 

restricciones legales, y aun la privación del ejercicio del derecho de 

asociación, a los miembros de las fuerzas armadas y de la policía. 

 

Artículo 17.  Protección a la Familia 

1. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y debe 

ser protegida por la sociedad y el Estado. 

2. Se reconoce el derecho del hombre y la mujer a contraer matrimonio y 

a fundar una familia si tienen la edad y las condiciones requeridas para 

ello por las leyes internas, en la medida en que éstas no afecten al 

principio de no discriminación establecido en esta Convención. 

3. El matrimonio no puede celebrarse sin el libre y pleno consentimiento 

de los contrayentes. 

4. Los Estados Partes deben tomar medidas apropiadas para asegurar la 

igualdad de derechos y la adecuada equivalencia de responsabilidades de 

los cónyuges en cuanto al matrimonio, durante el matrimonio y en caso de 

disolución del mismo.  En caso de disolución, se adoptarán disposiciones 

que aseguren la protección necesaria de los hijos, sobre la base única 

del interés y conveniencia de ellos. 
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5. La ley debe reconocer iguales derechos tanto a los hijos nacidos 

fuera de matrimonio como a los nacidos dentro del mismo. 

 

Artículo 18.  Derecho al Nombre 

Toda persona tiene derecho a un nombre propio y a los apellidos de sus 

padres o al de uno de ellos.  La ley reglamentará la forma de asegurar 

este derecho para todos, mediante nombres supuestos, si fuere necesario. 

 

Artículo 19.  Derechos del Niño 

Todo niño tiene derecho a las medidas de protección que su condición de 

menor requieren por parte de su familia, de la sociedad y del Estado. 

 

Artículo 20.  Derecho a la Nacionalidad 

1. Toda persona tiene derecho a una nacionalidad. 

2. Toda persona tiene derecho a la nacionalidad del Estado en cuyo 

territorio nació si no tiene derecho a otra. 

3. A nadie se privará arbitrariamente de su nacionalidad ni del derecho 

a cambiarla. 

 

Artículo 21.  Derecho a la Propiedad Privada 

1. Toda persona tiene derecho al uso y goce de sus bienes.  La ley puede 

subordinar tal uso y goce al interés social. 

2. Ninguna persona puede ser privada de sus bienes, excepto mediante el 

pago de indemnización justa, por razones de utilidad pública o de 

interés social y en los casos y según las formas establecidas por la 

ley. 

3. Tanto la usura como cualquier otra forma de explotación del hombre 

por el hombre, deben ser prohibidas por la ley. 

 

Artículo 22.  Derecho de Circulación y de Residencia 

1. Toda persona que se halle legalmente en el territorio de un Estado 

tiene derecho a circular por el mismo y, a residir en él con sujeción a 

las disposiciones legales. 

2. Toda persona tiene derecho a salir libremente de cualquier país, 

inclusive del propio. 

3. El ejercicio de los derechos anteriores no puede ser restringido sino 

en virtud de una ley, en la medida indispensable en una sociedad 

democrática, para prevenir infracciones penales o para proteger la 
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seguridad nacional, la seguridad o el orden públicos, la moral o la 

salud públicas o los derechos y libertades de los demás. 

4. El ejercicio de los derechos reconocidos en el inciso 1 puede 

asimismo ser restringido por la ley, en zonas determinadas, por razones 

de interés público. 

5. Nadie puede ser expulsado del territorio del Estado del cual es 

nacional, ni ser privado del derecho a ingresar en el mismo. 

6. El extranjero que se halle legalmente en el territorio de un Estado 

parte en la presente Convención, sólo podrá ser expulsado de él en 

cumplimiento de una decisión adoptada conforme a la ley. 

7. Toda persona tiene el derecho de buscar y recibir asilo en territorio 

extranjero en caso de persecución por delitos políticos o comunes 

conexos con los políticos y de acuerdo con la  

legislación de cada Estado y los convenios internacionales. 

8. En ningún caso el extranjero puede ser expulsado o devuelto a otro 

país, sea o no de origen, donde su derecho a la vida o a la libertad 

personal está en riesgo de violación a causa de raza, nacionalidad, 

religión, condición social o de sus opiniones políticas. 

9. Es prohibida la expulsión colectiva de extranjeros. 

 

Artículo 23.  Derechos Políticos 

1. Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y 

oportunidades: 

a) de participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o 

por medio de representantes libremente elegidos; 

b) de votar y ser elegidos en elecciones periódicas auténticas, 

realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto que 

garantice la libre expresión de la voluntad de los electores, y 

c) de tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las 

funciones públicas de su país. 

2. La ley puede reglamentar el ejercicio de los derechos y oportunidades 

a que se refiere el inciso anterior, exclusivamente por razones de edad, 

nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, capacidad civil o mental, 

o condena, por juez competente, en proceso penal. 

 

Artículo 24.  Igualdad ante la Ley 

Todas las personas son iguales ante la ley.  En consecuencia, tienen 

derecho, sin discriminación, a igual protección de la ley. 

 

Artículo 25.  Protección Judicial 
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1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a 

cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales 

competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos 

fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente 

Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que 

actúen en ejercicio de sus funciones oficiales. 

2. Los Estados Partes se comprometen: 

a) Garantizar que la autoridad competente prevista por el sistema legal 

del Estado decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga 

tal recurso; 

b) Desarrollar las posibilidades de recurso judicial, y 

c) Garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda 

decisión en que se haya estimado procedente el recurso. 

 

 

CAPITULO III: DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES 

 

Artículo 26.  Desarrollo Progresivo 

Los Estados Partes se comprometen a adoptar providencias, tanto a nivel 

interno como mediante la cooperación internacional, especialmente 

económica y técnica, para lograr progresivamente la plena efectividad de 

los derechos que se derivan de las normas económicas, sociales y sobre 

educación, ciencia y cultura, contenidas en la Carta de la Organización 

de los Estados Americanos, reformada por el Protocolo de Buenos Aires, 

en la medida de los recursos disponibles, por vía legislativa u otros 

medios apropiados. 

 

 

CAPITULO IV: SUSPENSION DE GARANTIAS, INTERPRETACION Y 

APLICACION 

 

Artículo 27.  Suspensión de Garantías 

1. En caso de guerra, de peligro público o de otra emergencia que 

amenace la independencia o seguridad del Estado parte, éste podrá 

adoptar disposiciones que, en la medida y por el tiempo estrictamente 

limitados a las exigencias de la situación, suspendan las obligaciones 

contraídas en virtud de esta Convención, siempre que tales disposiciones 

no sean incompatibles con las demás obligaciones que les impone el 

derecho internacional y no entrañen discriminación alguna fundada en 

motivos de raza, color, sexo, idioma, religión u origen social. 
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2. La disposición precedente no autoriza la suspensión de los derechos 

determinados en los siguientes artículos: 3 (Derecho al Reconocimiento 

de la Personalidad Jurídica); 4 (Derecho a la Vida); 5 (Derecho a la 

Integridad Personal); 6 (Prohibición de la Esclavitud y Servidumbre); 9 

(Principio de Legalidad y de Retroactividad); 12 (Libertad de Conciencia 

y de Religión); 17 (Protección a la Familia); 18 (Derecho al Nombre); 19 

(Derechos del Niño); 20 (Derecho a la Nacionalidad), y 23 (Derechos 

Políticos), ni de las garantías judiciales indispensables para la 

protección de tales derechos. 

3. Todo Estado parte que haga uso del derecho de suspensión deberá 

informar inmediatamente a los demás Estados Partes en la presente 

Convención, por conducto del Secretario General de la Organización de 

los Estados Americanos, de las disposiciones cuya aplicación haya 

suspendido, de los motivos que hayan suscitado la suspensión y de la 

fecha en que haya dado por terminada tal suspensión. 

 

Artículo 28.  Cláusula Federal 

1. Cuando se trate de un Estado parte constituido como Estado Federal, 

el gobierno nacional de dicho Estado parte cumplirá todas las 

disposiciones de la presente Convención relacionadas con las materias 

sobre las que ejerce jurisdicción legislativa y judicial. 

2. Con respecto a las disposiciones relativas a las materias que 

corresponden a la jurisdicción de las entidades componentes de la 

federación, el gobierno nacional debe tomar de inmediato las medidas 

pertinentes, conforme a su constitución y sus leyes, a fin de que las 

autoridades competentes de dichas entidades puedan adoptar las 

disposiciones del caso para el cumplimiento de esta Convención. 

3. Cuando dos o más Estados Partes acuerden integrar entre sí una 

federación u otra clase de asociación, cuidarán de que el pacto 

comunitario correspondiente contenga las disposiciones necesarias para 

que continúen haciéndose efectivas en el nuevo Estado así organizado, 

las normas de la presente Convención. 

 

Artículo 29.  Normas de Interpretación 

Ninguna disposición de la presente Convención puede ser interpretada en 

el sentido de: 

a) Permitir a alguno de los Estados Partes, grupo o persona, suprimir el 

goce y ejercicio de los derechos y libertades reconocidos en la 

Convención o limitarlos en mayor medida que la prevista en ella; 

b) Limitar el goce y ejercicio de cualquier derecho o libertad que pueda 

estar reconocido de acuerdo con las leyes de cualquiera de los Estados 
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Partes o de acuerdo con otra convención en que sea parte uno de dichos 

Estados; 

c) Excluir otros derechos y garantías que son inherentes al ser humano o 

que se derivan de la forma democrática representativa de gobierno, y 

d) Excluir o limitar el efecto que puedan producir la Declaración 

Americana de Derechos y Deberes del Hombre y otros actos internacionales 

de la misma naturaleza. 

 

Artículo 30.  Alcance de las Restricciones 

Las restricciones permitidas, de acuerdo con esta Convención, al goce y 

ejercicio de los derechos y libertades reconocidas en la misma, no 

pueden ser aplicadas sino conforme a leyes que se dictaren por razones 

de interés general y con el propósito para el cual han sido 

establecidas. 

 

Artículo 31.  Reconocimiento de Otros Derechos 

Podrán ser incluidos en el régimen de protección de esta Convención 

otros derechos y libertades que sean reconocidos de acuerdo con los 

procedimientos establecidos en los artículos 76 y 77. 

 

 

CAPITULO V: DEBERES DE LAS PERSONAS  

 

Artículo 32.  Correlación entre Deberes  y Derechos 

1. Toda persona tiene deberes para con la familia, la comunidad y la 

humanidad. 

2. Los derechos de cada persona están limitados por los derechos de los 

demás, por la seguridad de todos y por las justas exigencias del bien 

común, en una sociedad democrática.  

 

 

PARTE II - MEDIOS DE LA PROTECCION 

 

 

CAPITULO VI: DE LOS ORGANOS COMPETENTES 

 

Artículo 33. 
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Son competentes para conocer de los asuntos relacionados con el 

cumplimiento de los  

compromisos contraídos por los Estados Partes en esta Convención: 

a) La Comisión Interamericana de Derechos Humanos, llamada en adelante 

la Comisión, y 

b) La Corte Interamericana de Derechos Humanos, llamada en adelante la 

Corte. 

 

 

CAPITULO VII: LA COMISION INTERAMERICANA  DE DERECHOS 

HUMANOS 

 

Sección 1.  Organización 

 

Artículo 34 

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos se compondrá de siete 

miembros, que deberán ser personas de alta autoridad moral y reconocida 

versación en materia de derechos humanos. 

 

Artículo 35 

La Comisión representa a todos los miembros que integran la Organización 

de los Estados Americanos. 

 

Artículo 36 

1. Los  Miembros de la Comisión serán elegidos a título personal por la 

Asamblea General de la Organización de una lista de candidatos 

propuestos por los gobiernos de los Estados miembros. 

2. Cada uno de dichos gobiernos puede proponer hasta tres candidatos, 

nacionales del Estado que los proponga o de cualquier otro Estado 

miembro de la Organización de los Estados Americanos.  Cuando se 

proponga una terna, por lo menos uno de los candidatos deberá ser 

nacional de un Estado distinto del proponente. 

 

Artículo 37 

1. Los miembros de la Comisión serán elegidos por cuatro 

años y sólo podrán ser reelegidos una vez, pero el mandato 

de tres de los miembros designados en la primera elección 

expirará al cabo de dos años.  Inmediatamente después de 
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dicha elección se determinarán por sorteo en la Asamblea 

General los nombres de estos tres miembros. 

2. No puede formar parte de la Comisión más de un nacional 

de un mismo Estado. 

 

Artículo 38 

Las vacantes que ocurrieren en la Comisión, que no se deban a expiración 

normal del mandato, se llenarán por el Consejo Permanente de la 

Organización de acuerdo con lo que disponga el Estatuto de la Comisión. 

 

Artículo 39 

La Comisión preparará su Estatuto, lo someterá a la aprobación de la 

Asamblea General, y dictará su propio Reglamento. 

 

Artículo 40 

Los servicios de Secretaría de la Comisión deben ser desempeñados por la 

unidad funcional especializada que forma parte de la Secretaría General 

de la Organización y debe disponer de los recursos necesarios para 

cumplir las tareas que le sean encomendadas por la Comisión. 

 

 

Sección 2.  Funciones 

 

Artículo 41 

La Comisión tiene la función principal de promover la observancia y la 

defensa de los derechos humanos, y en el ejercicio de su mandato tiene 

las siguientes funciones y atribuciones: 

a) Estimular la conciencia de los derechos humanos en los pueblos de 

América; 

b) Formular recomendaciones, cuando lo estime conveniente, a los 

gobiernos de los Estados miembros para que adopten medidas progresivas 

en favor de los derechos humanos dentro del marco de sus leyes internas 

y sus preceptos constitucionales, al igual que disposiciones apropiadas 

para fomentar el debido respeto a esos derechos; 

c) Preparar los estudios e informes que considere convenientes para el 

desempeño de sus funciones; 

d) Solicitar de los gobiernos de los Estados miembros que le 

proporcionen informes sobre las medidas que adopten en materia de 

derechos humanos; 
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e) Atender las consultas que, por medio de la Secretaría General de la 

Organización de los Estados Americanos, le formulen los Estados miembros 

en cuestiones relacionadas con los derechos humanos y, dentro de sus 

posibilidades, les prestará el asesoramiento que éstos le soliciten; 

f) Actuar respecto de las peticiones y otras comunicaciones en ejercicio 

de su autoridad de conformidad con lo dispuesto en los artículos 44 al 

51 de esta Convención, y 

g) Rendir un informe anual a la Asamblea General de la Organización de 

los Estados Americanos. 

 

Artículo 42 

Los Estados Partes deben remitir a la Comisión copia de los informes y 

estudios que en sus respectivos campos someten anualmente a las 

Comisiones Ejecutivas del Consejo Interamericano Económico y Social y 

del Consejo Interamericano para la Educación, la Ciencia y la Cultura, a 

fin de que aquella vele porque se promuevan los derechos derivados de 

las normas económicas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura, 

contenidas en la Carta de la Organización de los Estados Americanos, 

reformada por el Protocolo de Buenos Aires. 

 

Artículo 43 

Los Estados Partes se obligan a proporcionar a la Comisión las 

informaciones que ésta les solicite sobre la manera en que su derecho 

interno asegura la aplicación efectiva de cualesquiera disposiciones de 

esta Convención. 

 

 

Sección 3.  Competencia 

Artículo 44 

Cualquier persona o grupo de personas, o entidad no gubernamental 

legalmente reconocida en uno o más Estados miembros de la Organización, 

puede presentar a la Comisión peticiones que contengan denuncias o 

quejas de violación de esta Convención por un Estado parte. 

 

Artículo 45 

1. Todo Estado parte puede, en el momento del depósito de su instrumento 

de ratificación o adhesión de esta Convención, o en cualquier momento 

posterior, declarar que reconoce la competencia de la Comisión para 

recibir y examinar las comunicaciones en que un Estado parte alegue que 

otro Estado parte ha incurrido en violaciones de los derechos humanos 

establecidos en esta Convención. 
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2. Las comunicaciones hechas en virtud del presente artículo sólo se 

pueden admitir y examinar si son presentadas por un Estado parte que 

haya hecho una declaración por la cual reconozca la referida competencia 

de la Comisión.  La Comisión no admitirá ninguna comunicación contra un 

Estado parte que no haya hecho tal declaración. 

3. Las declaraciones sobre reconocimiento de competencia pueden hacerse 

para que ésta rija por tiempo indefinido, por un período determinado o 

para casos específicos. 

4. Las declaraciones se depositarán en la Secretaría General de la 

Organización de los Estados Americanos, la que transmitirá copia de las 

mismas a los Estados miembros de dicha Organización. 

 

Artículo 46 

1. Para que una petición o comunicación presentada conforme a los 

artículos 44 o 45 sea admitida por la Comisión, se requerirá: 

a) Que se hayan interpuesto y agotado los recursos de jurisdicción 

interna, conforme a los principios del Derecho Internacional 

generalmente reconocidos; 

b) Que sea presentada dentro del plazo de seis meses, a partir de la 

fecha en que el presunto lesionado en sus derechos haya sido notificado 

de la decisión definitiva; 

c) Que la materia de la petición o comunicación no esté pendiente de 

otro procedimiento de arreglo internacional, y 

d) Que en el caso del artículo 44 la petición contenga el nombre, la 

nacionalidad, la profesión, el domicilio y la firma de la persona o 

personas o del representante legal de la entidad que somete la petición. 

2. Las disposiciones de los incisos 1.a. y 1.b. del presente artículo no 

se aplicarán cuando: 

a) No exista en la legislación interna del Estado de que se trata el 

debido proceso legal para la protección del derecho o derechos que se 

alega han sido violados; 

b) No se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso 

a los recursos de la jurisdicción interna, o haya sido impedido de 

agotarlos, y 

c) haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados 

recursos. 

 

Artículo 47 

La Comisión declarará inadmisible toda petición o comunicación 

presentada de acuerdo con los artículos 44 ó 45 cuando: 
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a) Falte alguno de los requisitos indicados en el artículo 46; 

b) No exponga hechos que caractericen una violación de los derechos 

garantizados por esta Convención; 

c) Resulte de la exposición del propio peticionario o del Estado 

manifiestamente infundada la petición o comunicación o sea evidente su 

total improcedencia, y 

d) Sea sustancialmente la reproducción de petición o comunicación 

anterior ya examinada por la Comisión u otro organismo internacional. 

 

 

Sección 4.  Procedimiento 

 

Artículo 48 

1. La Comisión, al recibir una petición o comunicación en la que se 

alegue la violación de cualquiera de los derechos que consagra esta 

Convención, procederá en los siguientes términos: 

a) Si reconoce la admisibilidad de la petición o comunicación solicitará 

informaciones al Gobierno del Estado al cual pertenezca la autoridad 

señalada como responsable de la violación alegada, transcribiendo las 

partes pertinentes de la petición o comunicación.  Dichas informaciones 

deben ser enviadas dentro de un plazo razonable, fijado por la Comisión 

al considerar las circunstancias de cada caso; 

b) Recibidas las informaciones o transcurrido el plazo fijado sin que 

sean recibidas, verificará si existen o subsisten los motivos de la 

petición o comunicación.  De no existir o subsistir, mandará archivar el 

expediente; 

c) Podrá también declarar la inadmisibilidad o la improcedencia de la 

petición o comunicación, sobre la base de una información o prueba 

sobrevinientes; 

d) Si el expediente no se ha archivado y con el fin de comprobar los 

hechos, la Comisión realizará, con conocimiento de las partes, un examen 

del asunto planteado en la petición o comunicación.  Si fuere necesario 

y conveniente, la Comisión realizará una investigación para cuyo eficaz 

cumplimiento solicitará, y los Estados interesados le proporcionarán, 

todas las facilidades necesarias; 

e) Podrá pedir a los Estados interesados cualquier información 

pertinente y recibirá, si así se le solicita, las exposiciones verbales 

o escritas que presenten los interesados; 

f) Se pondrá a disposición de las partes interesadas, a fin de llegar a 

una solución amistosa del asunto fundada en el respeto a los derechos 

humanos reconocidos en esta Convención. 
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2. Sin embargo, en casos graves y urgentes, puede realizarse una 

investigación previo consentimiento del Estado en cuyo territorio se 

alegue haberse cometido la violación, tan sólo con la presentación de 

una petición o comunicación que reúna todos los requisitos formales de 

admisibilidad. 

 

Artículo 49 

Si se ha llegado a una solución amistosa con arreglo a las disposiciones 

del inciso 1.f. del artículo 48 la Comisión redactará un informe que 

será transmitido al peticionario y a los Estados Partes en esta 

Convención y comunicado después, para su publicación, al Secretario 

General de la Organización de los Estados Americanos.  Este informe 

contendrá una breve exposición de los hechos y de la solución 

lograda.  Si cualquiera de las partes en el caso lo solicitan, se les 

suministrará la más amplia información posible. 

 

Artículo 50 

1. De no llegarse a una solución, y dentro del plazo que fije el 

Estatuto de la Comisión, ésta redactará un informe en el que expondrá 

los hechos y sus conclusiones.  Si el informe no representa, en todo o 

en parte, la opinión unánime de los miembros de la Comisión, cualquiera 

de ellos podrá agregar a dicho informe su opinión por separado.  También 

se agregarán al informe las exposiciones verbales o escritas que hayan 

hecho los interesados en virtud del inciso 1.e. del artículo 48. 

2. El informe será transmitido a los Estados interesados, quienes no 

estarán facultados para publicarlo. 

3. Al transmitir el informe, la Comisión puede formular las 

proposiciones y recomendaciones que juzgue adecuadas. 

Artículo 51 

1. Si en el plazo de tres meses, a partir de la remisión a los Estados 

interesados del informe de la Comisión, el asunto no ha sido solucionado 

o sometido a la decisión de la Corte por la Comisión o por el Estado 

interesado, aceptando su competencia, la Comisión podrá emitir, por 

mayoría absoluta de votos de sus miembros, su opinión y conclusiones 

sobre la cuestión sometida a su consideración. 

2. La Comisión hará las recomendaciones pertinentes y fijará un plazo 

dentro del cual el Estado debe tomar las medidas que le competan para 

remediar la situación examinada. 

3. Transcurrido el período fijado, la Comisión decidirá, por la mayoría 

absoluta de votos de sus miembros, si el Estado ha tomado o no medidas 

adecuadas y si publica o no su informe. 
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CAPITULO VIII: LA CORTE INTERAMERICANA  DE DERECHOS HUMANOS 

 

Sección 1.  Organización 

 

Artículo 52 

1. La Corte se compondrá de siete jueces, nacionales de los Estados 

miembros de la Organización, elegidos a título personal entre juristas 

de la más alta autoridad moral, de reconocida competencia en materia de 

derechos humanos, que reúnan las condiciones requeridas para el 

ejercicio de las más elevadas funciones judiciales conforme a la ley del 

país del cual sean nacionales o del Estado que los proponga como 

candidatos. 

2. No debe haber dos jueces de la misma nacionalidad. 

 

Artículo 53 

1. Los jueces de la Corte serán elegidos, en votación secreta y por 

mayoría absoluta de votos de los Estados Partes en la Convención, en la 

Asamblea General de la Organización, de una lista de candidatos 

propuestos por esos mismos Estados. 

2. Cada uno de los Estados Partes puede proponer hasta tres candidatos, 

nacionales del Estado que los propone o de cualquier otro Estado miembro 

de la Organización de los Estados Americanos.  Cuando se proponga una 

terna, por lo menos uno de los candidatos deberá ser nacional de un 

Estado distinto del proponente. 

Artículo 54 

1. Los jueces de la Corte serán elegidos para un período de seis años y 

sólo podrán ser reelegidos una vez.  El mandato de tres de los jueces 

designados en la primera elección, expirará al cabo de tres 

años.  Inmediatamente después de dicha elección, se determinarán por 

sorteo en la Asamblea General los nombres de estos tres jueces. 

2. El juez elegido para reemplazar a otro cuyo mandato no ha expirado, 

completará el período de éste. 

3. Los jueces permanecerán en funciones hasta el término de su 

mandato.  Sin embargo, seguirán conociendo de los casos a que ya se 

hubieran abocado y que se encuentren en estado de sentencia, a cuyos 

efectos no serán sustituidos por los nuevos jueces elegidos. 

 

Artículo 55 
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1. El juez que sea nacional de alguno de los Estados Partes en el caso 

sometido a la Corte, conservará su derecho a conocer del mismo. 

2. Si uno de los jueces llamados a conocer del caso fuere de la 

nacionalidad de uno de los Estados Partes, otro Estado parte en el caso 

podrá designar a una persona de su elección para que integre la Corte en 

calidad de juez ad hoc. 

3. Si entre los jueces llamados a conocer del caso ninguno fuere de la 

nacionalidad de los Estados Partes, cada uno de éstos podrá designar un 

juez ad hoc. 

4. El juez ad hoc debe reunir las calidades señaladas en el artículo 52. 

5. Si varios Estados Partes en la Convención tuvieren un mismo interés 

en el caso, se considerarán como una sola parte para los fines de las 

disposiciones precedentes.  En caso de duda, la Corte decidirá. 

 

Artículo 56 

El quórum para las deliberaciones de la Corte es de cinco jueces. 

 

Artículo 57 

La Comisión comparecerá en todos los casos ante la Corte. 

 

Artículo 58 

1. La Corte tendrá su sede en el lugar que determinen, en la Asamblea 

General de la Organización, los Estados Partes en la Convención, pero 

podrá celebrar reuniones en el territorio de cualquier Estado miembro de 

la Organización de los Estados Americanos en que lo considere 

conveniente por mayoría de sus miembros y previa aquiescencia del Estado 

respectivo.  Los Estados Partes en la Convención pueden, en la Asamblea 

General por dos tercios de sus votos, cambiar la sede de la Corte. 

2. La Corte designará a su Secretario. 

3. El Secretario residirá en la sede de la Corte y deberá asistir a las 

reuniones que ella celebre fuera de la misma. 

 

Artículo 59 

La Secretaría de la Corte será establecida por ésta y funcionará bajo la 

dirección del Secretario de la Corte, de acuerdo con las normas 

administrativas de la Secretaría General de la Organización en todo lo 

que no sea incompatible con la independencia de la Corte.  Sus 

funcionarios serán nombrados por el Secretario General de la 

Organización, en consulta con el Secretario de la Corte. 
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Artículo 60 

La Corte preparará su Estatuto y lo someterá a la aprobación de la 

Asamblea General, y dictará su Reglamento. 

Sección 2.  Competencia y Funciones 

 

Artículo 61 

1. Sólo los Estados Partes y la Comisión tienen derecho a someter un 

caso a la decisión de la Corte. 

2. Para que la Corte pueda conocer de cualquier caso, es necesario que 

sean agotados los procedimientos previstos en los artículos 48 a 50. 

 

Artículo 62 

1. Todo Estado parte puede, en el momento del depósito de su instrumento 

de ratificación o adhesión de esta Convención, o en cualquier momento 

posterior, declarar que reconoce como obligatoria de pleno derecho y sin 

convención especial, la competencia de la Corte sobre todos los casos 

relativos a la interpretación o aplicación de esta Convención. 

2. La declaración puede ser hecha incondicionalmente, o bajo condición 

de reciprocidad, por un plazo determinado o para casos 

específicos.  Deberá ser presentada al Secretario General de la 

Organización, quien transmitirá copias de la misma a los otros Estados 

miembros de la Organización y al Secretario de la Corte. 

3. La Corte tiene competencia para conocer de cualquier caso relativo a 

la interpretación y aplicación de las disposiciones de esta Convención 

que le sea sometido, siempre que los Estados Partes en el caso hayan 

reconocido o reconozcan dicha competencia, ora por declaración especial, 

como se indica en los incisos anteriores, ora por convención especial. 

 

Artículo 63 

1. Cuando decida que hubo violación de un derecho o libertad protegidos 

en esta Convención, la Corte dispondrá que se garantice al lesionado en 

el goce de su derecho o libertad conculcados.  Dispondrá asimismo, si 

ello fuera procedente, que se reparen las consecuencias de la medida o 

situación que ha configurado la vulneración de esos derechos y el pago 

de una justa indemnización a la parte lesionada. 

2. En casos de extrema gravedad y urgencia, y cuando se haga necesario 

evitar daños irreparables a las personas, la Corte, en los asuntos que 

esté conociendo, podrá tomar las medidas provisionales que considere 
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pertinentes.  Si se tratare de asuntos que aún no estén sometidos a su 

conocimiento, podrá actuar a solicitud de la Comisión. 

 

Artículo 64 

1. Los Estados miembros de la Organización podrán consultar a la Corte 

acerca de la interpretación de esta Convención o de otros tratados 

concernientes a la protección de los derechos humanos en los Estados 

americanos.  Asimismo, podrán consultarla, en lo que les compete, los 

órganos enumerados en el capítulo X de la Carta de la Organización de 

los Estados Americanos, reformada por el Protocolo de Buenos Aires. 

2. La Corte, a solicitud de un Estado miembro de la Organización, podrá 

darle opiniones acerca de la compatibilidad entre cualquiera de sus 

leyes internas y los mencionados instrumentos internacionales. 

 

Artículo 65 

La Corte someterá a la consideración de la Asamblea General de la 

Organización en cada período ordinario de sesiones un informe sobre su 

labor en el año anterior.  De manera especial y con las recomendaciones 

pertinentes, señalará los casos en que un Estado no haya dado 

cumplimiento a sus fallos. 

 

 

Sección 3.  Procedimiento 

 

Artículo 66 

1. El fallo de la Corte será motivado. 

2. Si el fallo no expresare en todo o en parte la opinión unánime de los 

jueces, cualquiera de éstos tendrá derecho a que se agregue al fallo su 

opinión disidente o individual. 

 

Artículo 67 

El fallo de la Corte será definitivo e inapelable.  En caso de 

desacuerdo sobre el sentido o alcance del fallo, la Corte lo 

interpretará a solicitud de cualquiera de las partes, siempre que dicha 

solicitud se presente dentro de los noventa días a partir de la fecha de 

la notificación del fallo. 

 

Artículo 68 
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1. Los Estados Partes en la Convención se comprometen a cumplir la 

decisión de la Corte en todo caso en que sean partes. 

2. La parte del fallo que disponga indemnización compensatoria se podrá 

ejecutar en el respectivo país por el procedimiento interno vigente para 

la ejecución de sentencias contra el Estado. 

 

Artículo 69 

El fallo de la Corte será notificado a las partes en el caso y 

transmitido a los Estados partes en la Convención. 

 

 

CAPITULO IX: DISPOSICIONES COMUNES 

 

Artículo 70 

1. Los jueces de la Corte y los miembros de la Comisión gozan, desde el 

momento de su elección y mientras dure su mandato, de las inmunidades 

reconocidas a los agentes diplomáticos por el derecho 

internacional.  Durante el ejercicio de sus cargos gozan, además, de los 

privilegios diplomáticos necesarios para el desempeño de sus funciones. 

2. No podrá exigirse responsabilidad en ningún tiempo a los jueces de la 

Corte ni a los miembros de la Comisión por votos y opiniones emitidos en 

el ejercicio de sus funciones. 

 

Artículo 71 

Son incompatibles los cargos de juez de la Corte o miembros de la 

Comisión con otras actividades que pudieren afectar su independencia o 

imparcialidad conforme a lo que se determine en los respectivos 

Estatutos. 

 

Artículo 72 

Los jueces de la Corte y los miembros de la Comisión percibirán 

emolumentos y gastos de viaje en la forma y condiciones que determinen 

sus Estatutos, teniendo en cuenta la importancia e independencia de sus 

funciones.  Tales emolumentos y gastos de viaje será fijados en el 

programa-presupuesto de la Organización de los Estados Americanos, el 

que debe incluir, además, los gastos de la Corte y de su Secretaría.  A 

estos efectos, la Corte elaborará su propio proyecto de presupuesto y lo 

someterá a la aprobación de la Asamblea General, por conducto de la 

Secretaría General.  Esta última no podrá introducirle modificaciones. 
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Artículo 73 

Solamente a solicitud de la Comisión o de la Corte, según el caso, 

corresponde a la Asamblea General de la Organización resolver sobre las 

sanciones aplicables a los miembros de la Comisión o jueces de la Corte 

que hubiesen incurrido en las causales previstas en los respectivos 

Estatutos.  Para dictar una resolución se requerirá una mayoría de los 

dos tercios de los votos de los Estados miembros de la Organización en 

el caso de los miembros de la Comisión y, además, de los dos tercios de 

los votos de los Estados Partes en la Convención, si se tratare de 

jueces de la Corte. 

 

 

PARTE III - DISPOSICIONES GENERALES Y TRANSITORIAS 

 

CAPITULO X: FIRMA, RATIFICACION, RESERVA,  ENMIENDA, 

PROTOCOLO Y DENUNCIA 

 

Artículo 74 

1. Esta Convención queda abierta a la firma y a la ratificación o 

adhesión de todo Estado miembro de la Organización de los Estados 

Americanos. 

2. La ratificación de esta Convención o la adhesión a la misma se 

efectuará mediante el depósito de un instrumento de ratificación o de 

adhesión en la Secretaría General de la Organización de los Estados 

Americanos.  Tan pronto como once Estados hayan depositado sus 

respectivos instrumentos de ratificación o de adhesión, la Convención 

entrará en vigor.  Respecto a todo otro Estado que la ratifique o 

adhiera a ella ulteriormente, la Convención entrará en vigor en la fecha 

del depósito de su instrumento de ratificación o de adhesión. 

3. El Secretario General informará a todos los Estados miembros de la 

Organización de la entrada en vigor de la Convención. 

 

Artículo 75 

Esta Convención sólo puede ser objeto de reservas conforme a las 

disposiciones de la Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados, 

suscrita el 23 de mayo de 1969. 

 

Artículo 76 

1. Cualquier Estado parte directamente y la Comisión o la Corte por 

conducto del Secretario General, pueden someter a la Asamblea General, 
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para lo que estime conveniente, una propuesta de enmienda a esta 

Convención. 

2. Las enmiendas entrarán en vigor para los Estados ratificantes de las 

mismas en la fecha en que se haya depositado el respectivo instrumento 

de ratificación que corresponda al número de los dos tercios de los 

Estados Partes en esta Convención.  En cuanto al resto de los Estados 

Partes, entrarán en vigor en la fecha en que depositen sus respectivos 

instrumentos de ratificación. 

 

Artículo 77 

1. De acuerdo con la facultad establecida en el artículo 31, cualquier 

Estado parte y la Comisión podrán someter a la consideración de los 

Estados Partes reunidos con ocasión de la Asamblea General, proyectos de 

protocolos adicionales a esta Convención, con la finalidad de incluir 

progresivamente en el régimen de protección de la misma otros derechos y 

libertades. 

2. Cada protocolo debe fijar las modalidades de su entrada en vigor, y 

se aplicará sólo entre los Estados Partes en el mismo. 

 

Artículo 78 

1. Los Estados Partes podrán denunciar esta Convención después de la 

expiración de un plazo de cinco años a partir de la fecha de entrada en 

vigor de la misma y mediante un preaviso de un año, notificando al 

Secretario General de la Organización, quien debe informar a las otras 

partes. 

2. Dicha denuncia no tendrá por efecto desligar al Estado parte 

interesado de las obligaciones contenidas en esta Convención en lo que 

concierne a todo hecho que, pudiendo constituir una violación de esas 

obligaciones, haya sido cumplido por él anteriormente a la fecha en la 

cual la denuncia produce efecto. 

 

 

CAPITULO XI: DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

 

Sección 1.  Comisión Interamericana de Derechos Humanos 

 

Artículo 79 

Al entrar en vigor esta Convención, el Secretario General pedirá por 

escrito a cada Estado Miembro de la Organización que presente, dentro de 

un plazo de noventa días, sus candidatos para miembros de la Comisión 
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Interamericana de Derechos Humanos.  El Secretario General preparará una 

lista por orden alfabético de los candidatos presentados y la comunicará 

a los Estados miembros de la Organización al menos treinta días antes de 

la próxima Asamblea General. 

 

Artículo 80 

La elección de miembros de la Comisión se hará de entre los candidatos 

que figuren en la lista a que se refiere el artículo 79, por votación 

secreta de la Asamblea General y se declararán elegidos los candidatos 

que obtengan mayor número de votos y la mayoría absoluta de los votos de 

los representantes de los Estados miembros.  Si para elegir a todos los 

miembros de la Comisión resultare necesario efectuar varias votaciones, 

se eliminará sucesivamente, en la forma que determine la Asamblea 

General, a los candidatos que reciban menor número de votos. 

 

 

Sección 2.  Corte Interamericana de Derechos Humanos 

 

Artículo 81 

Al entrar en vigor esta Convención, el Secretario General pedirá por 

escrito a cada Estado parte que presente, dentro de un plazo de noventa 

días, sus candidatos para jueces de la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos.  El Secretario General preparará una lista por orden alfabético 

de los candidatos presentados y la comunicará a los Estados Partes por 

lo menos treinta días antes de la próxima Asamblea General. 

 

Artículo 82 

La elección de jueces de la Corte se hará de entre los candidatos que 

figuren en la lista a que se refiere el artículo 81, por votación 

secreta de los Estados Partes en la Asamblea General y se declararán 

elegidos los candidatos que obtengan mayor número de votos y la mayoría 

absoluta de los votos de los representantes de los Estados Partes.  Si 

para elegir a todos los jueces de la Corte resultare necesario efectuar 

varias votaciones, se eliminarán sucesivamente, en la forma que  

determinen los Estados Partes, a los candidatos que reciban menor número 

de votos. 

 

EN FE DE LO CUAL, los Plenipotenciarios infrascritos, cuyos plenos 

poderes fueron hallados de buena y debida forma, firman esta Convención, 

que se llamará "PACTO DE SAN JOSE DE COSTA RICA", en la ciudad de San 

José, Costa Rica, el veintidós de noviembre de mil novecientos sesenta y 

nueve. 
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CONVENCIÓN DE VIENA SOBRE EL 

DERECHO DE LOS TRATADOS 
 

Los Estados Partes en la presente Convención.  

 

Considerando la función fundamental de los tratados en la historia de las 

relaciones internacionales.  

 

Reconocimiento la importancia cada vez mayor de los tratados como fuentes 

del derecho internacional y como medio de desarrollar la cooperación 

pacífica entre las naciones, sean cuales fueren sus regímenes 

constitucionales y sociales.  

 

Advirtiendo que los principios del libre consentimiento y de la buena fe 

y la norma pacta sunt servanda están universalmente reconocidos.  

 

Afirmando quien las controversias relativas a los tratados, al igual que 

las demás controversias internacionales, deben resolverse por medios 

pacíficos y de conformidad con los principios de la justicia y del 

derecho internacional.  

 

Recordando la resolución de los pueblos de Naciones Unidas de crear 

condiciones bajo las cuales puedan mantener la justicia y el respeto a 

las obligaciones demandadas de los tratados.  

 

Tendiendo Presentes los principios de derecho internacional incorporados 

en la Carta de las Naciones Unidas, tales como los principios de la 

igualdad de derecho y de la libre determinación de los pueblos, de la 

igualdad soberana y la independencia de todos los Estados, de la no 

injerencia en los asuntos internos de los Estados, de la prohibición de 

la amenaza o el uso de la fuerza y del respeto universal a los derechos 

humanos y a las libertades fundamentales de todos y la efectividad de 

tales derechos y libertades.  

 

Convencidos de que la codificación y el desarrollo progresivo del derecho 

de los tratados logrados en la presente Convención contribuirán a la 

consecución de los propósitos de las Naciones Unidas enunciando en la 

carta, que consisten en mantener la paz y la seguridad internacionales, 

fomentar entre las naciones las relaciones de amistad y realizar la 

cooperación internacional.  
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Afirmando que las normas de derecho internacional consuetudinario 

continuarán rigiendo las cuestiones no reguladas en las disposiciones de 

la presentes Convención.  

Han convenido lo siguiente:  

 

 

PARTE I. INTRODUCCION 

 

ARTICULO 1. Alcance de la presente Convención  

La presente Convención se aplica a los tratados entre Estados  

 

ARTICULO 2. Términos Empleados  

1.- Para los efectos de la presente Convención.  

a) Se entiende por "tratado" un acuerdo internacional celebrado por 

escrito entre Estados y regido por el derecho internacional, ya conste en 

un instrumento único o en dos o más instrumentos conexos y cualquiera que 

sea su denominación particular;  

b) Se entiende por "ratificación", "aceptación", "aprobación" y 

adhesión", según el caso, el acto internacional así denominado por el 

cuál un Estado hace constar en el ámbito internacional su consentimiento 

en obligarse por un tratado;  

c) Se entiende por "plenos poderes" un documento que emana de la 

autoridad competente de un Estado y por el que se designa a una o varias 

personas para representar al Estado en la negociación, la adopción o la 

autenticación del texto de un tratado, o para ejecutar cualquier otro 

acto con respecto a un tratado;  

d) Se entiende por "reserva" una declaración unilateral, cualquiera que 

sea su enunciado o denominación, hecha por un Estado al firmar, 

ratificar, aceptar o aprobar un tratado o al adherirse a él, con objeto 

de excluir o modificar los efectos jurídicos de ciertas disposiciones del 

tratado en su aplicación a ese Estado.  

e) Se entiende por "Estado negociador" un Estado que ha participado en la 

elaboración y adopción del texto del tratado.  

f) Se entiende por "Estado contratante" un Estado que ha consentido en 

obligarse por el tratado, haya o no entrado en vigor el tratado;  

g) Se entiende por "parte" un Estado que ha consentido en obligarse por 

el tratado y con respecto al cual el tratado está en vigor.  

h) Se entiende por "tercer Estado" un Estado que no es parte en el 

tratado:  

i). Se entiende por "organización internacional" una organización 

intergubernamental.  

2. Las disposiciones del párrafo 1 sobre los términos empleados en la 

presente Convención se entenderán sin perjuicio del empleo de esos 

términos o del sentido que se les pueda dar en el derecho interno de 

cualquier Estado.  
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ARTICULO 3. Acuerdos Internacionales comprendidos en ámbito 

de la presente Convención.  

El hecho de que la presente convención no se aplique no a los acuerdos 

internacionales celebrados entre Estados y otros sujetos de derecho 

internacional o entre esos sujetos de derecho internacional, ni a los 

acuerdos internacionales no celebrados por escrito, no afectará:  

a) Al valor jurídico de tales acuerdos  

b) A la aplicación a los mismos de cualquiera de las normas enunciadas en 

la presente Convención a que estuvieron sometidos en virtud del derecho 

internacional independientemente de esta Convención. 

c) A la aplicación de la Convención a las relaciones a los Estados entre 

sí en virtud de acuerdos internacionales en los que fueren asimismo 

partes otros sujetos de derecho internacional.  

 

ARTICULO 4. Irretroactividad de la presente Convención.  

Sin perjuicios de la aplicación de cualesquiera normas enunciadas en la 

presente Convocación a las que los tratados estén sometidos en virtud del 

derecho internacional independientemente de la Convención, ésta solo se 

aplicará a los tratados que sean celebrados por Estados después de la 

entrada en vigor de la presente Convención con respecto a tales Estados.  

 

ARTICULO 5. Tratados constitutivos de organizaciones 

internacionales y tratados adoptados en el ámbito de una 

organización internacional.  

La presente Convención se aplicará a todo tratado que sea un instrumento 

consultivo de una organización internacional y a todo tratado adoptado en 

el ámbito de una organización internacional, sin perjuicio de cualquier 

norma pertinente de la organización.  

 

 

PARTE II. CELEBRACION Y ENTRADA EN VIGOR DE LOS TRATADOS 

 

SECCION 1: CELEBRACION DE LOS TRATADOS 

 

ARTICULO 6.  

Capacidad de los Estados para celebrar tratados.  

 

ARTICULO 7.  

Plenos Poderes  

1. Para la adopción o la autenticación del texto de un tratado, o para 

manifestar el consentimiento del Estado en obligarse por un tratado, se 

considerará que una persona representa a un Estado:  
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a) Si presenta los adecuados plenos poderes: o  

b) Si se deduce de la práctica seguida por los Estados interesados, o de 

otras circunstancias, que la intención de esos Estados ha sido considerar 

a esa persona representante del Estado para esos efectos y prescindir de 

la presentación de plenos poderes.  

2.- En virtud de sus funciones, y sin tener que presentar plenos poderes, 

se considerará que representan a su Estado:  

a) Los Jefes de Estado, jefes de gobierno y ministros de relaciones 

exteriores, para la ejecución de todos los actos relativos a la 

celebración de un tratado;  

b) Los jefes de misión diplomática, para la adopción del texto de un 

tratado entre el Estado acreditante y el Estado ante el cual se 

encuentran acreditados;  

c) Los representantes acreditados por los Estados ante un conferencia 

internacional o ante una organización internacional o uno de sus órganos, 

para la adopción del texto de un tratado en tal conferencia.  

 

ARTICULO 8. Confirmación ulterior de un acto ejecutado sin 

autorización.  

Un acto relativo a la celebración de un tratado ejecutado por una persona 

que, conforme al artículo 7, no puede considerarse autorizada para 

representar con tal fin a un Estado, no surtirá efectos jurídicos a menos 

que sea ulteriormente confirmado por ese Estado.  

 

ARTICULO 9. Adopción del texto.  

1.- La adopción del texto de un tratado se efectuará por consentimiento 

de todos los Estados participantes en su elaboración, salvo lo dispuesto 

en el párrafo 2.  

2.- La adopción del texto de un tratado en una conferencia internacional 

se efectuará por mayoría de dos tercios de los Estados presentes y 

votantes a menos que esos Estados decidan por igual mayoría aplicar una 

regla diferente.  

 

ARTICULO 10. Autenticación del texto  

El texto de un tratado quedará establecido como auténtico y definitivo:  

a) Mediante el procedimiento que se prescriba en él o que convengan los 

Estados que hayan participado en su elaboración; o  

b) A falta de tal procedimiento, mediante la firma, la firma ad 

referéndum o la rúbrica puesta por los representantes de esos Estados en 

el texto del tratado o en el acta final de la conferencia en la que 

figure el texto.  

 

ARTICULO 11. Formas de manifestación del consentimiento en 

obligarse por un tratado  
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El consentimiento de un Estado en obligarse por un tratado podrá 

manifestarse mediante la firma, el canje de instrumentos que constituyan 

un tratado, la ratificación la aceptación, la aprobación o la adhesión o 

en cualquier otra forma que se hubiere convenido.  

 

ARTICULO 12  

Consentimiento en obligarse por un tratado manifestado 

mediante la firma.  

1.- El consentimiento de un Estado en obligarse por un tratado se 

manifestará mediante la firma de su representante:  

a) Cuando el tratado disponga que la firma tendrá ese efecto;  

b) Cuando conste de otro modo que los Estados negociadores han convenido 

que la firma tenga ese efecto;  

c) Cuando la intención del Estado de dar ese efecto a la firma se 

desprenda de los plenos poderes de su representante o se haya manifestado 

durante la negociación.  

2. Para los efectos del párrafo I:  

a) la rúbrica de un texto equivaldrá a la firma del tratado cuando conste 

que los Estados negociadores así lo han convenido: 

b) la firma ad referéndum de un tratado por un representante equivaldrá a 

la firma definitiva del tratado si su Estado la confirma.  

 

ARTICULO 13. Consentimiento en obligarse por un tratado 

manifestado mediante este canje:  

a) cuando los instrumentos dispongan que su canje tendrá ese efecto; o  

b) cuando conste de otro modo que esos Estados han convenido que el canje 

de los instrumentos tenga ese efecto.  

 

ARTICULO 14. Consentimiento en obligarse por un tratado 

manifestando mediante la ratificación, la aceptación o la 

aprobación.  

1. El consentimiento de un Estado en obligarse por un tratado se 

manifestará mediante la ratificación:  

a) cuando el tratado disponga que tal consentimiento debe manifestarse 

mediante la ratificación;  

b) cuando conste de otro modo que los Estados negociadores han convenido 

que se exija la ratificación; o  

c) cuando el representante del Estado haya firmado el tratado a reserva 

de ratificación; o  

d) cuando la intención del Estado de firmar el tratado a reserva de 

ratificación se desprenda de los plenos poderes de su representante o se 

haya manifestado durante la negociación.  
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2. El consentimiento de un Estado en obligarse por un tratado se 

manifestará mediante la aceptación o la aprobación en condiciones 

semejantes a las que rigen para la ratificación.  

 

ARTICULO 15. Consentimiento en obligarse por un tratado 

manifestando mediante la adhesión.  

El consentimiento de un Estado en Obligarse por un tratado se manifestará 

mediante la adhesión:  

a) cuando el tratado disponga que ese Estado puede manifestarse tal 

consentimiento mediante la adhesión;  

b) cuando conste de otro modo que los Estados Negociadores han convenido 

que ese Estado pude manifestarse tal consentimiento mediante la adhesión; 

o  

c) cuando todas las partes hayan convenido ulteriormente que ese Estado 

puede manifestar tal consentimiento mediante la adhesión.  

 

ARTICULO 16. Canje o depósito de los instrumentos de 

ratificación, aceptación, aprobación o adhesión. 

Salvo que el tratado disponga otra cosa, los instrumentos de 

ratificación, aceptación, aprobación o adhesión harán constar el 

consentimiento de un Estado en obligarse por un tratado al efectuarse:  

a) su canje entre los Estados contratantes;  

b) su depósito en poder del depositario; o  

c) su notificación a los Estados contratantes o al depositario, si así se 

ha convenido.  

 

ARTICULO 17. Consentimiento en obligarse respecto de parte 

de un tratado y opción entre disposiciones diferentes.  

1. Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 19 a 23, el 

consentimiento de un Estado en obligarse respecto de parte de un tratado 

solo surtirá efecto su el tratado lo permite o los demás Estados 

contratantes convivieron con ello.  

2. El consentimiento de un Estado en obligarse por un tratado que permita 

uno opción entre disposiciones diferentes sólo surtirá efecto si se 

indica claramente a que disposiciones se refiere el consentimiento.  

 

ARTICULO 18. Obligación de no frustrar el objeto y el fin de 

un tratado antes de su entrada en vigor  

Un estado deberá abstenerse de actos en virtud de los cuales se frustren 

el objeto y el fin de un tratado:  

a) si ha firmado el tratado o a canjeado instrumentos que constituyen el 

tratado a reserva de ratificación, aceptación o aprobación, mientras no 

haya manifestado su intención de no llegar a ser parte en el tratado; o  
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b) si ha manifestado su conocimiento en obligaciones por el tratado, 

durante el periodo que preceda a la entrada en vigor del mismo y siempre 

que ésta no se retarde indebidamente.  

 

 

SECCION 2: RESERVAS 

 

ARTICULO 19. Formulación de reservas  

 

Un Estado podrá formular una reserva en el momento de firmar, radicar, 

aceptar o aprobar un tratado o de adherirse al mismo, a menos;  

a) que la reserva este prohibida por el tratado:  

b) que el tratado disponga que únicamente pueden hacerse determinadas 

reservas, entre las cuales no figure la reserva de que se trate; o  

c) que en los casos no previstos en los apartados a) y b), la reserva sea 

incompatible con el objeto y el fin del tratado.  

 

ARTICULO 20. Aceptación de las reservas y objeción a las 

reservas  

1. Una reserva expresamente autorizada por el tratado no exigirá la 

aceptación ulterior de los demás Estados contratantes, a menos que el 

tratado así lo disponga. 

2. Cuando del número reducido de Estados negociadores y del objeto y del 

fin del tratado se desprenda que la aplicación del tratado en su 

integridad entre todas las partes en condición esencial del 

consentimiento de cada una de ellas en obligarse por el tratado, una 

reserva exigirá la aceptación de todas las partes.  

3. Cuando el tratado sea un instrumento constitutivo de una organización 

internacional y a menos que en él se disponga otra cosa, una reserva 

exigirá la aceptación del órgano competente de esa organización.  

4.- En los casos no previstos en los párrafos precedentes y a menos que 

el tratado disponga otra cosa:  

a) la aceptación de una reserva por otro Estado contratante constituirá 

al Estado autor de la reserva en parte en el tratado en relación con ese 

Estado si el tratado ya está en vigor o cuando entre en vigor para esos 

Estados:  

b) la objeción hecha por otro Estado contratante una reserva no impedirá 

la entrada en vigor del tratado entre el Estado que haya hecho la 

objeción y el Estado autor de la reserva, a menos que el Estado autor de 

la objeción manifieste inequívocamente la intención contraria;  

c) un acto por el que un Estado manifieste su conocimiento en obligarse 

por un tratado y que contenga una reserva surtirá efecto en cuanto acepte 

la reserva al menos otro Estado contratante.  

5. Para los efectos de los párrafos 2 y 4, y a menos que el tratado 

disponga otra cosa, se considerará que una reserva ha sido aceptada por 
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un Estado cuando éste no ha formulado ninguna objeción a la reserva de 

los doce meses siguientes a la fecha en que haya manifestado su 

conocimiento en obligarse por el tratado si esta última es posterior.  

 

ARTICULO 21. Efectos jurídicos de las reservas y de las 

objeciones a las reservas  

1. Una reserva que sea efectiva con respecto a otra parte en el tratado 

de conformidad con los artículos 19, 20 y 23:  

a) modificará con respecto al Estado autor de la reserva en sus 

relaciones con esa otra parte las disposiciones del tratado a que se 

refiera la reserva en la medida determinada por la misma; y  

b) modificará, en la misma medida, esas disposiciones en lo que respecta 

a esa otra parte en el tratado en sus relaciones en o que respecta a esa 

otra parte en el Tratado en sus relaciones con el Estado autor de la 

reserva.  

2. La reserva no modificará las disposiciones del tratado en lo que 

respecta a las otras partes en el tratado con sus relaciones inter se.  

3. Cuando un Estado que se haya hecho una objeción a una reserva no se 

oponga a la entrada en vigor, del tratado entre él y el Estado autor de 

la reserva, las disposiciones a que se refiere ésta no se aplicarán entre 

los dos Estados en la medida determinada por la reserva.  

 

ARTICULO 22. Retiro de las reservas y de las objeciones a 

las reservas  

1. Salvo que el tratado disponga otra cosa, una reserva podrá ser 

retirada en cualquier momento y no se exigirá para su retiro el 

consentimiento del Estado que la haya aceptado.  

2. Salvo que el tratado disponga otra cosa, una objeción a una reserva 

podrá ser retirada en cualquier momento.  

3. Salvo que el tratado disponga o se haya convenido otra cosa:  

a) el retiro de una reserva sólo surtirá efecto respecto de otro Estado 

contratante cuando ese Estado haya recibido la notificación:  

b) el retiro de una objeción a una reserva sólo surtirá efecto cuando su 

notificación haya sido recibida por el Estado autor de la reserva.  

 

ARTICULO 23. Procedimientos relativos a las reservas  

1. La reserva, la aceptación expresa de una reserva y la objeción a una 

reserva habrán de formularse por escrito y comunicarse a los Estados 

contratantes y a los demás Estados facultados para llegar a ser partes en 

el tratado.  

2. La reserva que se formule en el momento de la firma de un tratado que 

haya de ser objeto de ratificación, aceptación o aprobación, habrá de ser 

confirmada formalmente por el Estado autor de la reserva al manifestar su 

conocimiento en obligarse por el tratado. En tal caso se considerará que 

la reserva ha sido hecha en la fecha de su confirmación.  
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3. La aceptación expresa de una reserva o la objeción hecha a una 

reserva, anteriores a la confirmación de la misma, no tendrá que ser a su 

vez confirmadas.  

4. El retiro de una reserva o de una objeción a una reserva habrá de 

formularse por escrito.  

 

 

SECCION 3: ENTRADA EN VIGOR Y APLICACION PROVISIONAL DE LOS  

TRATADOS 

 

ARTICULO 24. Entrada en vigor  
1. Un tratado entrará en vigor de la manera y en la fecha que en él se 

disponga o que acuerden los Estados negociadores.  

2. A falta de tal disposición o acuerdo, el tratado entrará en vigor tan 

pronto como haya constancia del consentimiento de todos los Estados 

negociadores en obligarse por el tratado.  

3. Cuando el consentimiento de un Estado en obligarse por un tratado se 

haga constar en una flecha posterior a la de la entrada en vigor de dicho 

tratado, esta entrará en vigor con relación a ese Estado en dicha fecha, 

a menos que el tratado disponga otra cosa.  

4. Las disposiciones de un tratado que regulen la autenticación de su 

texto, la constancia del consentimiento de los Estados en obligarse por 

el tratado, la manera o la fecha de su entrada en vigor, las reservas, 

las funciones del depositario y otras cuestiones que se susciten 

necesariamente antes de la entrada en vigor del tratado se aplicarán 

desde el momento de la adopción de su texto.  

 

ARTICULO 25. Aplicación provisional.  

1. Un tratado o una parte de él se aplicará provisionalmente antes de su 

entrada en vigor:  

a) Si el propio tratado así lo dispone: o  

b) Si los Estados negociadores han convenido en ello de otro modo.  

2. La aplicación provisional de un tratado o de una parte de él respecto 

de un Estado terminará si este notifica los Estados entre los cuales el 

tratado se aplica provisionalmente su intención de no llegar a ser parte 

del mismo, a menos que el tratado disponga a los Estados negociadores 

hayan convenido otra cosa al respecto.  

 

 

PARTE III. OBSERVANCIA. APLICACION E INTERPRETACION DE LOS 

TRATADOS 

 

SECCION 1: OBSERVANCIA DE LOS TRATADOS 
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ARTICULO 26. Pacta sunt servanda  

Todo tratado en vigor obliga a las partes y debe ser cumplido por ellas 

de buena fe.  

 

ARTICULO 27. El derecho interno y la observancia de los 

tratados  

Una parte no podrá invocar las disposiciones de su derecho interno como 

justificación del incumplimiento de un tratado. Esta norma se entenderá 

sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 46.  

 

 

SECCION 2: APLICACION DE LOS TRATADOS 

 

ARTICULO 28. Irretroactividad de los tratados  

Las disposiciones de un tratado no obligarán a una parte respecto de 

ningún acto o hecho que haya tenido lugar con anterioridad a la fecha de 

entrada en vigor del tratado para esa parte ni de ninguna situación que 

en esa fecha haya dejado de existir, salvo que un intención diferente se 

desprenda del tratado o conste de otro modo.  

 

ARTICULO 29. Ámbito Territorial de los tratados  

Un tratado será obligatorio para cada una de las partes por lo que 

respecta a la totalidad de su territorio, salvo que una intención 

diferente se desprenda de él o conste de otro modo.  

 

ARTICULO 30. Aplicación de tratados sucesivos concernientes 

a la misma materia.  

1. Sin perjuicio de lo dispuesto en el Artículo 103 de la Carta de las 

Naciones Unidas, los derechos y las obligaciones de los Estados partes en 

tratados sucesivos concernientes a la misma materia se determinarán 

conforme a los párrafos siguientes.  

2. Cuando un tratado especifique que está subordinado a un tratado 

anterior o posterior o que no debe ser considerado incompatible con ese 

otro tratado, prevalecerán las disposiciones de este último.  

3. Cuando todas las partes en el tratado anterior sean también partes en 

el tratado posterior pero el tratado anterior no quede terminado no su 

aplicación suspendida conforme al artículo 59, el tratado anterior se 

aplicará únicamente en la medida en que sus disposiciones sean 

compatibles con las del tratado posterior.  

4. Cuando las partes en el tratado anterior no sean todas ellas partes en 

el tratado posterior:  

a) En las relaciones entre los Estados partes en ambos tratados, se 

aplicará la norma enunciada en el párrafo 3;  
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b) En las relaciones entre los Estados partes en ambos tratados y un 

Estado que solo lo sea en uno de ellos, los derechos y obligaciones 

recíprocos se regirán por el tratado en el que los dos Estados sean 

partes.  

5. El párrafo 4 se aplicará sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 

41 y no prejuzgará ninguna cuestión de terminación o suspensión de la 

aplicación de un tratado conforme al artículo 60 ni ninguna cuestión de 

responsabilidad en que pueda incurrir un Estado por la celebración o 

aplicación de un tratado cuyas disposiciones sean incompatibles con las 

obligaciones contraídas con respecto a otro Estado en virtud de otro 

tratado.  

 

 

SECCION 3: INTERPRETACION DE LOS TRATADOS 

 

ARTICULO 31. Regla General de interpretación  

1. Un tratado deberá interpretarse de buena fe conforme al sentido 

corriente que haya de atribuirse a los términos del tratado en el 

contexto de éstos y teniendo en cuenta su objeto fin.  

2. Para los efectos de la interpretación de un tratado, el contexto 

comprenderá además del texto, incluidos su preámbulo y anexos:  

a) Todo acuerdo que se refiera al tratado y haya sido concertado entre 

todas las partes con motivo de la celebración del tratado;  

b) Todo instrumento formulado por una o más partes con motivo de la 

celebración del tratado y aceptado por las demás como instrumento 

referente al tratado.  

3. Juntamente con el contexto, habrá de tenerse en cuenta: 

a) Todo acuerdo ulterior entre las por partes acerca de la interpretación 

del tratado o la aplicación de sus disposiciones;  

b) Toda práctica ulteriormente seguida en la aplicación del tratado por 

la cual conste el acuerdo de las partes acerca de la interpretación del 

tratado.  

c) Toda norma pertinente de derecho internacional aplicable en las 

relaciones entre las partes. 4. se dará a un término un sentido especial 

si consta que tal fue la intención de las partes.  

 

ARTICULO 32. Medios de Interpretación complementarios  

Se podrá acudir a medios de interpretación complementario, en particular 

a los trabajos preparatorios del tratado y a las circunstancias de su 

celebración, para confirmar el sentido resultante de la aplicación del 

artículo 31, o para determinar el sentido cuando la interpretación dada 

de conformidad con el artículo 31:  

a) Deje ambiguo u oscuro el sentido; o  

b) Conduzca a un resultado manifestante absurdo o irrazonable.  
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ARTICULO 33. Interpretación de tratados autenticados en dos 

o más idiomas  

1. Cuando un tratado haya sido autenticado en dos ó más idiomas, el texto 

hará igualmente fe en cada idioma, a menos que el tratado disponga o las 

partes convengan que en caso de discrepancia prevalecerá uno de los 

textos.  

2. Una versión del tratado en idioma distinto de aquel que haya sido 

autenticado el texto será considerada como texto auténtico únicamente si 

el tratado así lo dispone o las partes así lo convienen.  

3. Se presumirá que los términos del tratado tienen en cada texto 

auténtico igual sentido.  

4. Salvo en el caso en que prevalezca un texto determinado conforme a lo 

previsto en el párrafo 1, cuando la comparación de los textos auténticos 

revele una diferencia de sentido que no pueda resolver con la aplicación 

de los artículos 31 y 32, se adopta el sentido que mejor concilie esos 

textos, habida cuenta del objeto y del fin del tratado.  

 

 

SECCION 4: LOS TRATADOS Y LOS TERCEROS ESTADOS 

 

ARTICULO 34.  

Norma general concerniente a terceros Estados  

Un tratado no crea obligaciones ni derechos para un tercer Estado sin su 

consentimiento. 

  

ARTICULO 35. Tratados en que se prevén obligaciones para 

terceros Estados  

Una disposición de un tratado dará origen a una obligación para un tercer 

Estado si las partes en el tratado tienen la intención de que tal 

disposición sea el medio de crear la obligación y si el tercer Estado 

acepta expresamente por escrito esta obligación.  

 

ARTICULO 36. Tratados en que se prevén derechos para 

terceros Estados  

1. Una disposición de un tratado dará origen a un derecho para un tercer 

Estado si con ella las partes en el tratado tienen la intención de 

conferir ese derecho al tercer Estado o un grupo de Estados al cual 

pertenezca, o bien a todos los Estados y si el tercer Estado asistente a 

ello. S u asentamiento se presumirá mientras no haya indicación en 

contrario, salvo que el tratado disponga.  

2. Un Estado que ejerza un derecho con arreglo al párrafo 1 deberá 

cumplir las condiciones que para su ejercicio estén prescritas en el 

tratado o se establezcan conforme a éste.  
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ARTICULO 37. Revocación o modificación de obligaciones de 

derechos de terceros Estados  

1. Cuando de conformidad con el artículo 35 se haya originado una 

obligación para un tercer Estado, tal obligación no podrá ser revocada no 

modificada sin el consentimiento de las partes en el tratado y del tercer 

Estados a menos que conste que habían convenido otra cosa al respecto.  

2. Cuando de conformidad con el artículo 36 se haya originado un derecho 

para un tercer Estado, tal derecho no podrá ser revocado no modificado 

por las partes si consta que se tuvo la intención de que el derecho no 

fuera revocable no modificable sin el consentimiento del tercer Estado.  

 

ARTICULO 38. Normas de un tratado que lleguen a ser 

obligatorias para terceros Estados en virtud de una 

costumbre internacional  

Lo dispuesto en los artículos 34 al 37 no impedirá que una norma 

enunciada en un tratado llegue a ser obligatoria para un tercer Estado 

como norma consuetudinaria de derecho internacional reconocida como tal.  

 

 

PARTE IV. ENMIENDA Y MODIFICACION DE LOS TRATADOS 

 

ARTICULO 39. Norma general concerniente a la enmienda de los 

tratados  

Un tratado podrá ser enmendado por acuerdo entre las partes. Se aplicarán 

a tal acuerdo las normas enunciadas en la Parte II, salvo en la medida en 

que el tratado disponga OTRA COSA  

 

ARTICULO 40. Enmienda de los tratados multilaterales  

1. Salvo que el tratado disponga otra cosa, la enmienda de los tratados 

multilaterales se regirá por los párrafos siguientes.  

2. Toda propuesta de enmienda de un tratado multilateral en las 

relaciones entre todas las partes habrá de ser notificada a todos los 

Estados contratantes, cada uno de los cuales tendrá derecho a participar.  

a) En la decisión sobre las medidas que haya que adoptar con relación a 

tal propuesta. 

b) En la negociación y la celebración de cualquier acuerdo que tenga por 

objeto enmendar el tratado.  

3. Todo Estado facultado para llegar a ser parte en el tratado estará 

también facultado para llegar a ser parte en el tratado en su forma 

enmendada.  

4. El acuerdo en virtud del cual se enmiende el tratado no obligará a 

ningún Estado que sea ya parte en el tratado pero no llegue a serlo en 

este acuerdo, con respecto a tal Estado se aplicará el apartado b) del 

párrafo 4 del artículo 30.  



 

Dirección General de Política Pública de Derechos Humanos. 
Dinamarca no. 84, primer piso, Col. Juárez Del. Cuauhtémoc. México, Distrito Federal  

 

5. Todo Estado que llegue a ser parte del tratado después de la entrada 

en vigor del acuerdo en virtud del cual se enmiende el tratado será 

considerado, de no haber manifestado ese Estado una intención diferente:  

a) Parte en el tratado en su forma enmendada; y  

b) Parte en el tratado no enmendado con respecto a toda parte en el 

tratado que no esté obligada por el acuerdo en virtud del cual se 

enmiende el tratado.  

 

ARTICULO 41. Acuerdos para modificar tratados multilaterales 

entre algunas de las partes únicamente  

1. Dos o más partes en un tratado multilateral podrá celebrar un acuerdo 

que tenga por objeto modificar el tratado únicamente en sus relaciones 

mutuas:  

a) Si la posibilidad de tal modificación está prevista por el tratado; o  

b) Si tal modificación no está prohibida por el tratado, a condición de 

que:  

i) no afecte al disfrute de los derechos que a los demás partes 

correspondan en virtud del tratado ni al cumplimiento de sus 

obligaciones; y  

ii) No se refiera a ninguna disposición cuya modificación sea 

incompatible con la consecución efectiva del objeto y del fin del tratado 

en su conjunto.  

2. Salvo que en el caso previsto en el apartado a) del párrafo 1 el 

tratado disponga otra cosa, las partes interesadas deberán notificar a 

las demás partes su intención de celebrar el acuerdo y la modificación 

del tratado que en ese acuerdo se disponga.  

 

 

PARTE V. NULIDAD, TERMINACION Y SUSPENSION DE LA APLICACION 

DE LOS TRATADOS 

 

SECCION 1; DISPOSICIONES GENERALES 

 

ARTICULO 42. Validez y continuación en vigor de los tratados  

1. La Validez de un tratado o del consentimiento de un Estado en 

obligarse por un tratado no podrá ser impugnada sino mediante la 

aplicación de la presente Convención.  

2. La terminación de un tratado, su denuncia o el retiro de una parte no 

podrán tener lugar sino como resultado de la aplicación de las 

disposiciones del tratado o de la presente Convención. La misma norma se 

aplicará a la suspensión de la aplicación de un tratado.  

 

ARTICULO 43. Obligaciones impuestas por el derecho 

internacional independientemente de un tratado  
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La nulidad, terminación o denuncia de un tratado, el retiro de una de las 

partes o la suspensión de la aplicación del tratado, cuando resulten de 

la aplicación de la presente Convención o de las disposiciones de la 

presente Convención o de las disposiciones del tratado, no menoscabarán 

en nada el deber de un Estado de cumplir toda obligación enunciada en el 

tratado a la que esté sometido en virtud del derecho internacional 

independientemente de ese tratado.  

 

ARTICULO 44. Divisibilidad de las disposiciones de un 

tratado  

1. El derecho de una parte, previsto, en un tratado o emanado del 

artículo 56, a denunciar ese tratado, retirarse de él o suspender su 

aplicación no podrá ejercerse sino con respecto a la totalidad del 

tratado, a menos que el tratado disponga o las partes convengan otra cosa 

al respecto.  

2. Una causa de nulidad o terminación de un tratado, de retiro de una de 

las partes o de suspensión de la aplicación de un tratado reconocida en 

la presente Convención, no podrá alegarse sino con respecto a la 

totalidad del tratado, salvo en los casos previstos en los párrafos 

siguientes o en el artículo 60.  

3. Si la causa se refiere sólo a determinadas cláusulas, no podrá 

alegarse sino con respecto a esas cláusulas cuando:  

a) Dichas cláusulas sean separables del resto del tratado ¿en lo que 

respecta a su aplicación;  

b) Se desprenda del tratado o conste de otro modo que la aceptación de 

esas cláusulas no haya constituido para la otra parte o las partes en el 

tratado una base esencial de su consentimiento en obligarse por el 

tratado en su conjunto; y  

c) La continuación del cumplimiento del resto del tratado no sea injusta.  

4. En los casos previstos en los artículos 49 y 50, el Estado facultado 

para alegar el dolo o la corrupción podrá hacerlo en lo que respecta a la 

totalidad del tratado, o en el caso previsto en el párrafo 3, en lo que 

respecta a determinadas cláusulas únicamente,  

5. En los casos previstos en los artículos 51, 52 y 53 se admitirá la 

división de las disposiciones del tratado.  

 

ARTICULO 45. Pérdida del derecho o alegar una causa de 

nulidad, terminación, retiro o suspensión de la aplicación 

de un tratado.  

Un Estado no podrá ya alegar una causa para anular un tratado, darlo por 

terminado, retirarse de él o suspender su aplicación con arreglo a lo 

dispuesto en los Art. 46 a 50 o en los Art. 60 y 62 , si, después de 

haber tenido conocimiento de los hechos, ese Estado:  

a) Ha convenido expresamente en que el tratado es válido permanece en 

vigor o continua en aplicación, según el caso; o  
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b) Se ha comportado de tal manera que debe considerarse que ha dado su 

aquiescencia a la Validez del tratado de su continuación en vigor o en 

aplicación, según el caso.  

 

 

SECCION 2: NULIDAD DE LOS TRATADOS 

 

ARTICULO 46. Disposiciones de derecho interno concernientes 

a la competencia para celebrar tratados  

1. El hecho de que el conocimiento de un Estado en obligarse por un 

tratado haya sido manifestado en violación de una disposición de su 

derecho interno concerniente a la competencia para celebrar tratados no 

podrá ser alegado por dicho Estado como vicio de su consentimiento, a 

menos que esta violación sea manifiesta y afecte a una norma de 

importancia fundamental de su derecho interno.  

2. Una violación es manifiesta si resulta objetivamente evidente para 

cualquier Estado que proceda en la materia conforme a la práctica usual y 

de buena fe.  

 

ARTICULO 47. Restricción específica de los poderes para 

manifestar el consentimiento de un Estado.  

Si los poderes de un representante para manifestar consentimiento de un 

Estado en obligarse por un tratado determinado ha sido objeto de una 

restricción específica, la inobservancia de esa restricción por tal 

representante no podrá alegarse como vicio del consentimiento manifestado 

por él, a menos que la restricción haya sido notificadas, con 

anterioridad a la manifestación de ese consentimiento, a los demás 

Estados negociadores.  

 

ARTICULO 48. Error  

1. Un Estado podrá alegar un error en un tratado como vicio de su 

consentimiento en obligarse por el tratado si el error se refiere a un 

hecho o a una situación cuya existencia diera por supuesta ese Estado en 

el momento de la celebración del tratado y constituyera una base esencial 

de su conocimiento en obligarse por el tratado.  

2. El párrafo I no se aplicará si el Estado de que se trate contribuyó 

con su conducta al error o si las circunstancias fueron tales que hubiera 

quedado advertido de la posibilidad de error.  

3. Un error que concierna sólo a la redacción del texto de un tratado, no 

afectará a la Validez de éste, en tal caso se aplicará el artículo 79.  

 

ARTICULO 49. Dolo 

Si un Estado ha sido inducido a celebrar un tratado por la conducta 

fraudulenta de otro Estado negociador, podrá alegar el dolo como vicio de 

su consentimiento en obligarse por el tratado.  
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ARTICULO 50. Corrupción del representante de un Estado  

Si la manifestación del consentimiento de un Estado en obligarse por un 

tratado ha sido obtenida mediante a la corrupción de su representante, 

efectuada directa o indirectamente por otro Estado negociador, aquel 

Estado podrá alegar esa corrupción como vicio de su consentimiento en 

obligarse por el tratado.  

 

ARTICULO 51. Coacción sobre el representante de un Estado  

La manifestación del consentimiento de un Estado en obligarse por un 

tratado que haya sido obtenida por coacción sobre su representante 

mediante actos o amenazas dirigidos contra él carecerá de todo efecto 

jurídico.  

 

ARTICULO 52. Coacción sobre un Estado por la amenaza o el 

uso de la fuerza  

Es nulo todo tratado cuya celebración se haya obtenido por la amenaza o 

el uso de la fuerza en violación de los principios de derechos 

internacional incorporados en la Carta de las Naciones Unidas.  

 

ARTICULO 53. Tratados que estén en oposición con una norma 

imperativa de derecho internacional general (jus cogens)  

Es nulo todo tratado que en el momento de su celebración, este en 

oposición con una norma imperativa de derecho internacional general. Para 

los efectos de la presente Convención, una norma imperativa de la 

presente Convención, una norma imperativa de derecho internacional 

general es una norma aceptada y reconocida por la comunidad internacional 

de Estados en su conjunto como norma que no admite acuerdo en contrario y 

que sólo puede ser modificada por una norma ulterior de derecho 

internacional general que tenga el mismo carácter. 

  

 

SECCION 3: TERMINACION DE LOS TRATADOS Y SUSPENSION DE SU 

APLICACION 

 

ARTICULO 54. Terminación de un tratado o retiro de él en 

virtud de sus disposiciones o por consentimiento de las 

partes  

La terminación de un tratado o el retiro de una parte podrán tener lugar:  

a) Conforme a las disposiciones del tratado; o  

b) En cualquier momento, por consentimiento de todas las partes después 

de consultar a los demás Estados contratantes.  
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ARTICULO 55. Reducción del número de partes en un tratado 

multilateral a un número inferior al necesario para su 

entrada en vigor  

Un tratado multilateral no terminará por el solo hecho de que el número 

departes llegue a ser inferior al necesario para su entrada en vigor, 

salvo que el tratado disponga otra cosa. 

 

ARTICULO 56. Denuncia o retiro en el caso de que el tratado 

no contenga disposiciones sobre la terminación, la denuncia 

o el retiro  

1. Un tratado que no contenga disposiciones sobre su determinación ni 

prevea la denuncia o retiro del mismo no podrá ser objeto de denuncia o 

de retiro a menos:  

a) Que conste que fue intención de las partes admitir la posibilidad de 

denuncia o de retiro; o  

b) Que el derecho de denuncia o de retiro pueda inferirse de la 

naturaleza del tratado.  

2. Una parte deberá notificar con doce meses por lo menos de antelación 

su intención de denunciar un tratado o de retirarse de él conforme al 

párrafo I. 

 

ARTICULO 57. Suspensión de la aplicación de un tratado en 

virtud de sus disposiciones o por consentimiento de las 

partes.  

La aplicación de un tratado podrá suspenderse con respecto a todas las 

partes o a una parte determinada:  

a) Conforme a las disposiciones del tratado; o  

b) En cualquier momento, por consentimiento de todas las partes previa 

consulta con los demás Estados contratantes.  

 

ARTICULO 58. Suspensión de la aplicación de un tratado 

multilateral por acuerdo entre algunas de las partes 

únicamente.  

1. Dos o más partes en un tratado multilateral podrá 

celebrar un acuerdo que tenga por objeto suspender la 

aplicación de disposiciones del tratado, temporalmente y 

sólo en sus relaciones mutuas:  

a) Si la posibilidad de tal suspensión está prevista por el 

tratado; o  

b) Si tal suspensión no está prohibida por el tratado, a 

condición de que:  
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i) No afecte al disfrute de los derechos que a las demás 

partes correspondan en virtud del tratado ni el cumplimiento 

de sus obligaciones; y  

ii) No sea incompatible con el objeto y el fin del tratado.  

2. Salvo que en caso previsto en el apartado a) del párrafo 

I el tratado disponga otra cosa, las partes interesadas 

deberán notificar a las demás partes su intención de 

celebrar el acuerdo y las disposiciones del tratado cuya 

aplicación se proponen suspender.  

 

ARTICULO 59  

Terminación de un tratado o suspensión de su aplicación 

implícitas como consecuencia de la celebración de un tratado 

posterior.  

1. Se considera que un tratado ha terminado si todas las partes en el 

celebran ulteriormente un tratado sobre la misma materia; y  

a) se desprende del tratado posterior o consta de otro modo que ha sido 

intención de las partes que la materia se rija por ese tratado; o 

b) las disposiciones del tratado posterior son hasta tal punto 

incompatibles con las del tratado anterior que los dos tratados no pueden 

aplicarse simultáneamente.  

2. Se considera que la aplicación del tratado anterior ha quedado 

únicamente suspendida si se desprende del tratado posterior o consta de 

otro modo que tal ha sido la intención de las partes.  

 

ARTICULO 60  

Terminación de un tratado o suspensión de su aplicación como 

consecuencia de su violación  

1. Una violación grave de un tratado bilateral por una de las partes 

facultará a la otra parte para alegar la violación, como causa para dar 

por terminado el tratado o para suspender su aplicación total o 

parcialmente.  

2. Una violación grave de un tratado multilateral por una de las partes 

facultará:  

a) A las otras partes, procediendo por acuerdo unánime, para suspender la 

aplicación del tratado total o parcialmente o darlo por terminado, sea;  

i) En las relaciones entre ellas y el Estado autor de la violación; o  

ii) Entre todas las partes;  

b) A una parte especialmente perjudicada por la violación, para alegar 

ésta como causa para suspender, la aplicación del tratado total o 

parcialmente en las relaciones entre ella y el Estado autor de la 

violación;  
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c) A cualquier parte, que no sea el Estado autor de la violación, para 

alegar la violación como causa para suspender la aplicación del tratado 

total o parcialmente con respecto a si misma, si el tratado es de tal 

índole que una violación grave de sus disposiciones por una parte 

modifica radicalmente la situación de cada parte con respecto a la 

ejecución ulterior de sus obligaciones en virtud del tratado.  

3. Para los efectos del presente artículo, constituirán violación grave 

de un tratado:  

a) Un rechazo del tratado no admitió por la presente Convención; o  

b) La violación de una disposición esencial para la consecución del 

objeto o del fin del tratado.  

4. Los precedentes párrafos se entenderán sin perjuicio de las 

disposiciones del tratado aplicables en caso de violación.  

5. Lo previsto en los párrafos 1 a 3 no se aplicarán a las disposiciones 

del tratado aplicables en caso de violación.  

6. Lo previsto en los párrafos 1 a 3 no se aplicará a las disposiciones 

relativas a la protección de la persona humana contenidas en tratados de 

carácter humanitario, en particular a las disposiciones que prohíben toda 

forma de represalias con respecto a las personas protegidas por tales 

tratados.  

 

ARTICULO 61. Imposibilidad subsiguiente de cumplimiento  

1. Una parte podrá alegrar la imposibilidad de cumplir un tratado como 

causa, para darlo por terminado o retirarse de él si esta imposibilidad 

resulta de la desaparición o destrucción definitivas del tratado. Si la 

imposibilidad es temporal, podrá alegarse únicamente como causa para 

suspender la aplicación del tratado.  

2. La imposibilidad de cumplimiento no podrá alegarse por una de las 

partes como causa para dar por terminado un tratado, retirarse de él o 

suspender su aplicación si resulta de una violación, por la parte que la 

alegue, de una obligación nacida del tratado o de toda otra obligación 

nacida del tratado o de toda otra obligación internacional con respecto a 

cualquier otra parte del tratado.  

 

ARTICULO 62. Cambio fundamental en las circunstancias.  

1. Un cambio fundamental en las circunstancias ocurrido con respecto a 

las existentes en el momento de la celebración de un tratado y que no fue 

previsto por las partes no podrá alegarse como causa para dar por 

terminado el tratado o retirarse de él a menos que:  

a) La existencia de esas circunstancias constituyera una base esencial 

del consentimiento de las partes en obligarse por el tratado; y  

b) Ese cambio tenga por efecto modificar radicalmente al alcance de las 

obligaciones que todavía deben cumplirse en virtud del tratado.  

2. Un cambio fundamental en las circunstancias no podrá alegarse como 

causa para dar por terminado un tratado o retirarse de él:  

a) Si el tratado establece una frontera; o  



 

Dirección General de Política Pública de Derechos Humanos. 
Dinamarca no. 84, primer piso, Col. Juárez Del. Cuauhtémoc. México, Distrito Federal  

 

b) Si el cambio fundamental resulta de una violación por la parte que lo 

alega, de una obligación nacida del tratado o de otra obligación 

internacional con respecto a cualquier otra parte en el tratado.  

3. Cuando, con arreglo a lo dispuesto en los párrafos precedentes, una de 

las partes pueda alegar un cambio fundamental en las circunstancias como 

causa para dar por terminado un tratado o para retirarse de él, podrá 

también alegar ese cambio como causa para suspender la aplicación del 

tratado.  

 

ARTICULO 63. Ruptura de relaciones diplomáticas o consulares  

La ruptura de relaciones diplomáticas o consulares entre partes en un 

tratado no afectará a las relaciones jurídicas establecidas entre ellas 

por el tratado, salvo en la medida en que la existencia de relaciones 

diplomáticas o consulares sea indispensable para la aplicación del 

tratado.  

 

ARTICULO 64. Aparición de una nueva norma imperativa de derecho 

internacional general (jus cogens)  

Si surge una nueva norma imperativa de derecho internacional, general, 

todo tratado existente que esté en oposición con esa norma se convertirá 

en nulo y terminará.  

 

 

SECCION 4: PROCEDIMIENTOS 

 

ARTICULO 65. Procedimiento que deberá seguirse con respecto a la 

nulidad o terminación de un tratado, el retiro de una parte o la 

suspensión de la aplicación de un tratado.  

1. La parte que, basándose en las disposiciones de la presente 

Convención, alegue un vicio de su conocimiento en obligarse por un 

tratado o una causa para impugnar la validez de un tratado darlo por 

terminado, retirarse o suspender su aplicación deberá notificar a las 

demás partes su pretensión. En la notificación habrá de indicarse la 

medida que as proponga adoptar con respecto al tratado y las razones en 

que ésta se funde.  

2. Si después de un plazo que, salvo en casos de especial urgencia, no 

habrá de ser inferior a tres meses contados desde la recepción de la 

notificación, ninguna parte ha formulado objeciones, la parte que haya 

hecho la notificación podrá adoptar en la forma prescrita en el artículo 

67 la medida que haya propuesto.  

3. Si, por el contrario, cualquiera de las demás partes ha formulado una 

objeción, las partes deberán buscar una solución por los medios indicados 

en el Artículo 33 de la Carta de las Naciones Unidas.  

4. Nada de lo dispuesto en los párrafos procedentes afectará a los 

derechos y a las obligaciones de las partes que se deriven de 

cualesquiera disposiciones en vigor entre ellas respecto de la solución 

de controversias.  
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5. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 45, el hecho de que un 

Estado no haya efectuado la notificación prescrita en el párrafo 1 no le 

impedirá hacerla en respuesta a otra parte que pida el cumplimiento del 

tratado o alegue su violación.  

 

ARTICULO 66. Procedimientos de arreglo judicial, de 

arbitraje y de conciliación  

Si, dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que se haya 

formulado la objeción, no se ha llegado a ninguna solución conforme al 

párrafo 3 del artículo 65, se seguirán los procedimientos siguientes:  

a) Cualquiera de las partes en una controversia relativa a la aplicación 

o la interpretación del artículo 53 o el artículo 64 podrá, mediante 

solicitud escrita, someterla a la decisión de la Corte Internacional de 

Justicia a menos que las partes convengan de común acuerdo someter la 

controversia al arbitraje;  

b) Cualquiera de las partes en una controversia relativa a la aplicación 

o la interpretación de cualquiera de los restantes artículos de la parte 

V de la presente Convención podrá iniciar el procedimiento indicado en el 

Anexo de la Convención presentando al Secretario General de las Naciones 

Unidas una solicitud a tal efecto.  

 

ARTICULO 67. Instrumentos para declarar la nulidad de un 

tratado, darlo por terminado, retirarse de él o suspender su 

aplicación  

1. La notificación prevista en el párrafo I del artículo 65 habrá de 

hacerse por escrito. 

2. Todo acto encaminado a declarar la nulidad de un tratado, darlo por 

terminado, retirarse de él o suspender su aplicación de conformidad con 

las disposiciones del tratado o de los párrafos 2 o 3 del artículo 65 se 

hará constar en un instrumento que será comunicado a las demás partes. Si 

el instrumento no está firmado por el jefe del Estado, el jefe del 

gobierno o el ministro de relaciones exteriores, el representante del 

Estado que lo comunique podrá ser invitado a presentar sus plenos 

poderes.  

 

ARTICULO 68. Revocación de las notificaciones y de los 

instrumentos previstos en los artículos 65 y 67  

Las notificaciones o los instrumentos previstos en los artículos 65 y 67 

podrán ser revocados en cualquier momento antes de que surtan efecto.  

 

 

SECCION 5: CONSECUENCIAS DE LA NULIDAD. 

 

LA TERMINACION O LA SUSPENSION DE LA APLICACION DE UN 

TRATADO  
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ARTICULO 69. Consecuencias de la nulidad de un tratado  

1. Es nulo un tratado cuya nulidad quede determinada en virtud de la 

presente Convención. Las disposiciones de un tratado nulo carecen de 

fuerza jurídica.  

2. Si no obstante se han ejecutado actos basándose en tal tratado.  

a) Toda parte podrá exigir de cualquier otra parte que en la medida de lo 

disponible establezca en sus relaciones mutuas la situación que habrá 

existido si no se hubieran ejecutado esos actos.  

b) Los actos ejecutados de buena fe antes que se haya alegado la nulidad 

no resultarán ilícitos por el solo hecho de la nulidad del tratado.  

3. En los casos comprendidos en los artículos 49, 50, 51 ó 52, no se 

aplicará el párrafo 2 con respecto a la parte a la que sean imputables el 

dolo, el acto de corrupción o la coacción.  

4. En caso de que el consentimiento de un Estado determinado en obligarse 

por un tratado multilateral esté viciado, las normas precedentes se 

aplicarán a las relaciones entre ese Estado y las partes en el tratado.  

 

ARTICULO 70. Consecuencias de la terminación de un tratado  

1. Salvo que el tratado disponga o las partes convengan otra cosa al 

respecto, la terminación de un tratado en virtud de sus disposiciones o 

conforme a la presente Convención:  

a) Eximirá a las partes de la obligación de seguir cumpliendo el tratado;  

b) No afectará a ningún derecho, obligación o situación jurídica de las 

partes creados por la ejecución del tratado antes de su terminación.  

2. Si un Estado denuncia un tratado multilateral o se retira de él, se 

aplicará el párrafo I a las relaciones entre ese Estado y cada una de las 

demás partes en el tratado desde la fecha en que surta efectos tal 

denuncia o retiro. 

  

ARTICULO 71. Consecuencias de la nulidad de un tratado que 

esté en oposición con una norma imperativa de derecho 

internacional general  

1. Cuando un tratado sea nulo en virtud del artículo 53, de las partes 

deberán:  

a) eliminar en lo posible las consecuencias de todo acto que se haya 

ejecutado basándose en una disposición que esté en oposición con la norma 

imperativa de derecho internacional general; y  

b) ajustar sus relaciones mutuas a la norma imperativa de derecho 

internacional general; y  

2. Cuando un tratado se convierta en nulo y termine en virtud del 

artículo 64, la terminación del tratado:  

a) Eximirá a las partes de toda obligación de seguir cumpliendo el 

tratado;  
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b) No afectará a ningún derecho, obligación o situación jurídica de las 

partes creados por la ejecución del tratado antes de su terminación; sin 

embargo, esos derechos, obligaciones o situaciones podrán en adelante 

mantenerse únicamente en la medida en que su mantenimiento no esté por sí 

mismo en oposición con la nueva norma imperativa de derecho internacional 

general.  

 

ARTICULO 72. Consecuencias de la suspensión de la aplicación 

de un tratado  

1. Salvo que el tratado disponga o las partes convengan, otra cosa al 

respecto, la suspensión de la aplicación de un tratado basado las 

disposiciones o conforme a la presente Convención:  

a) Examinará a las partes entre las que se suspenda la aplicación del 

tratado de la obligación de cumplirlo en sus relaciones mutuas durante el 

período de suspensión:  

b) No afectará de otro modo a las relaciones jurídicas que el tratado 

haya establecido entre las partes.  

 

2. Durante el periodo de suspensión, las partes deberán abstenerse de 

todo acto encaminado a obstaculizar la reanudación de la aplicación del 

tratado.  

 

 

PARTE VI. DISPOSICIONES DIVERSAS 

 

ARTICULO 73. Casos de sucesión de Estados, de 

responsabilidad de un Estado o de ruptura de hostilidades  

Las disposiciones de la presente Convención prejuzgarán ninguna cuestión 

que con relación a un tratado pueda surgir como consecuencia de una 

sucesión de Estados, de la responsabilidad internacional de un Estado o 

de la ruptura de hostilidades entre Estados.  

 

ARTICULO 74. Relaciones diplomáticas o consulares y 

celebración de tratados  

La ruptura o la ausencia diplomáticas o consulares entre dos o más 

Estados no impedirán la celebración de tratados entre dichos Estados. Tal 

celebración por sí misma no prejuzgará acerca de la situación de las 

relaciones diplomáticas o consulares.  

 

ARTICULO 75. Caso de un Estado agresor  

Las disposiciones de la presente Convención se entenderán, sin perjuicio 

de cualquier obligación que pueda originarse con relación a un tratado 

para un Estado agresor como consecuencias de medias adoptadas conforme a 

la Carta de las Naciones Unidas con respecto a la agresión de tal Estado.  
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PARTE VII. DEPOSITARIOS, NOTIFICACIONES. CORRECCIONES Y 

REGISTRO 

 

ARTICULO 76. Depositarios de los tratados  

1. La designación del depositario de un tratado podrá efectuarse por los 

Estados negociadores en el tratado mismo o de otro modo. El depositario 

podrá ser uno o más Estados, una organización internacional o el 

principal funcionario administrativo de tal organización.  

2. Las funciones del depositario de un tratado son de carácter 

internacional y el depositario está obligado a actuar imparcialmente en 

el desempeño de ellas. En particular, el hecho de que un tratado no haya 

entrado en vigor entre algunas de las partes o de que haya surgido una 

discrepancia entre un Estado y un depositario acerca del desempeño de las 

funciones de éste no afectará a esa obligación del depositario.  

 

ARTICULO 77. Funciones de los depositarios  

1. Salvo que el tratado disponga o los Estados contratantes convengan 

otra cosa al respecto, las funciones del depositario comprenden en 

particular las siguientes:  

a) Custodiar el texto original del tratado y los plenos poderes que se le 

hayan remitido;  

b) Extender copias certificadas conformes del texto original y preparar 

todos los demás textos del tratado en otros idiomas que puedan requerirse 

en virtud del tratado y transmitirlos a las partes en el tratado y a los 

Estados facultados para llegar a serlo;  

c) Recibir las firmas del tratado y recibir y custodiar los instrumentos, 

notificaciones y comunicaciones relativos a éste;  

d) Examinar si una firma, un instrumento o una notificación o 

comunicación relativos al tratado están en debida forma y, de ser 

necesario, señalar el caso a la atención del Estado de que se trate;  

e) Informar a las partes en el tratado y a los Estados facultados para 

llegar a serlo de los actos, notificaciones y comunicaciones relativos 

al tratado están en debida forma y, de ser, necesario, señalar el caso a 

la atención del Estado de que se trate;  

f) Informar a los Estados facultados para llegar a ser partes en el 

tratado de la fecha en que se ha recibido o depositado el número de 

firmas o de instrumentos de  

ratificación, aceptación, aprobación o adhesión necesaria para la 

entrada en vigor del tratado;  

g) Registrar el tratado en la Secretaría de las Naciones Unida;  

h) Desempeñar las funciones especificadas en otras disposiciones de la 

presente Convención.  

2. De surgir alguna discrepancia entre un Estado y el Depositario acerca 

del desempeño de las funciones de éste, el depositario señalará la 

cuestión a la atención de los Estados signatarios y de los Estados 
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contratantes o, si corresponde, del órgano competente de la organización 

internacional interesada.  

 

ARTICULO 78. Notificaciones y comunicaciones  

Salvo cuando el tratado o la presente Convención dispongan otra cosa al 

respecto, una notificación o comunicación que deba hacer cualquier 

Estado en virtud de la presente Convención:  

a) Deberá ser transmitida, si no hay depositario, directamente a los 

Estados a que esté destinada, o, si hay depositario, a éste;  

b) Sólo se entenderá que ha quedado hecha por el Estado de que se trate 

cuando haya sido recibida por el Estado al que fue transmitida, o en su 

caso, por el depositario;  

c) Si ha sido transmitida a un depositario, solo se entenderá que ha 

sido recibida por el Estado al que estaba destinada cuando este haya 

recibido del depositario la información prevista en el apartado el del 

párrafo 1 del artículo 77.  

 

ARTICULO 79. Corrección de errores en textos o en copias 

certificadas conformes de los tratados  

1. Cuando, después de la autenticación del texto de un tratado, los 

Estados signatarios y los Estados contratantes advierten de común 

acuerdo que contiene un error, éste, a menos que tales Estados decidan 

proceder a su corrección de otro modo, será corregido:  

a) Introduciendo la corrección pertinente en el texto y haciendo que sea 

rubricada por representantes autorizados en debida forma;  

b) Formalizando instrumento o canjeando instrumentos en los que se haga 

constar la corrección que se haya acordado hacer; o  

c) Formalizando por el mismo procedimiento empleado para el texto 

original, un texto corregido de todo el tratado.  

2. En el caso de un tratado para el que haya depositario, éste 

notificará a los Estados signatarios y a los Estados contratantes el 

error y la propuesta de corregirlo y fijará un plazo adecuado para hacer 

objeciones a la corrección propuesta. A la expiración del plazo fijado: 

a) Si no se ha hecho objeción alguna, el depositario efectuará y 

rubricará la corrección en el texto, extenderá un acta de rectificación 

del texto y comunicará copia de ella a las partes en el tratado y a los 

Estados facultados para llegar a serlo;  

b) Si se ha hecho una objeción, el depositario comunicará la objeción a 

los Estados signatarios y a los Estados contratantes.  

3. Las disposiciones de los párrafos 1 y 2 se aplicarán también cuando 

el texto de un tratado haya sido autenticado en dos o más idiomas y se 

advierta una falta de concordancia que los Estados signatarios y los 

Estados contratantes convengan en que debe corregirse.  

4. El texto corregido sustituirá ab initio del texto defectuoso, a menos 

que los Estados signatarios y los Estados contratantes decidan otra cosa 

al respecto.  
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5. La corrección del texto de un tratado que haya sido registrado será 

notificada a la Secretaría de las Naciones Unidas.  

6. Cuando se descubra un error en una copia certificada conforme de un 

tratado, el depositario extenderá un acta en la que hará constar la 

rectificación y comunicará copia de ella a los Estados signatarios y a 

los Estados contratantes.  

 

ARTICULO 80. Registro y publicación de los tratados  

1. Los tratados, después de su entrada en vigor, se transmitirán a la 

Secretaría de las Naciones Unidas para su registro o archivo e 

inscripción, según el caso, y para su publicación.  

2. La designación un depositario constituirá la autorización para que 

este realice los actos previstos en el párrafo precedente.  

 

 

PARTE VIII. DISPOSICIONES FINALES 

 

ARTICULO 81. Firma  

La presente Convención estará abierta a la firma de todos los Estados, 

miembros de las Naciones Unidas o miembros de algún organismo 

especializado o del Organismo Institucional de Energía Atómica, así como 

de todo Estado parte en el Estatuto de la Corte Internacional de 

Justicia y de cualquier otro Estado invitado por la Asamblea General de 

las Naciones Unidas a ser parte en la Convención, de la manera 

siguiente: hasta el 30 de noviembre de 1969, en el Ministerio Federal de 

Relaciones Exteriores de la República de Austria, y después, hasta el 30 

de abril de 1970, en la Sede de las Naciones Unidas en Nueva York.  

 

ARTICULO 82. Ratificación  

La presente Convención está sujeta a ratificación. Los instrumentos de 

ratificación se depositarán en poder del Secretario General de las 

Naciones Unidas.  

 

 

ARTICULO 83. Adhesión 

La presente Convención quedará abierta a la adhesión de todo Estado 

perteneciente a una de las categorías mencionadas en el artículo 81. Los 

instrumentos de adhesión se depositarán en poder del Secretario General 

de las Naciones Unidas  

 

ARTICULO 84. Entrada en vigor  

1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de 

la fecha que haya sido depositado el trigésimo quinto instrumento de 

ratificación o de adhesión.  
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2. Para cada Estado que ratifique la Convención o se adhiera a ella 

después de haber sido depositado el trigésimo quinto instrumento de 

ratificación o adhesión, la Convención entrará en vigor el trigésimo día 

a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado su instrumento de 

ratificación o de adhesión.  

 

ARTICULO 85. Textos auténticos  

El original de la presente Convención, cuyos textos en español, 

francés, inglés y ruso son igualmente auténticos será depositado 

en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.  

 

EN TESTIMONIO DE LO CUAL, los plenipotenciarios instrascritos, 

debidamente autorizados por sus respectivos Gobiernos, han firmado la 

presente Convención.  

HECHA EN VIENA, el día veintitrés de mayo de mil novecientos setenta 
y nueve.  

 

 

ANEXO  

1. El Secretario General de las Naciones Unidas establecida y mantendrá 

una lista de amigables componedores integrada por juristas calificados. 

A tal efecto, se invitará a todo Estado que sea miembro de las Naciones 

Unidas o parte en la presente Convención a que designe dos amigables 

componedores; los nombres de las personas así designadas constituirán la 

lista. La designación de los amigables componedores, entre ellos los 

designados para cubrir una vacante accidental, se hará para un período 

de cinco años renovable. Al expirar el periodo para el cual hayan sido 

designados, los amigables componedores continuarán desempeñando a las 

funciones para los cuales hayan sido elegidos con arreglo al párrafo 

siguiente.  

2. Cuando se haya presentado una solicitud, conforme al artículo 66, al 

Secretario General, éste someterá la controversia a una comisión de 

conciliación compuesta en la forma siguiente:  

El Estado o los Estados que constituyan la otra parte en la controversia 

nombrarán dos amigables componedores de la misma manera. Los cuatro 

amigables componedores elegidos por las partes deberán ser nombrados 

dentro de los sesenta días siguientes a la fecha en que el Secretario 

General haya recibido la solicitud.  

Los cuatro amigables componedores, dentro de los sesenta días siguientes 

a la fecha en que se haya efectuado el último de sus nombramientos, 

nombrarán un quinto amigable componedor, elegido de la lista que sea 

presidente.  

Si el nombramiento del presidente o de cualquiera de los demás amigables 

componedores no se hubiere realizado en el plazo antes prescrito para 

ello, lo efectuará el Secretario General dentro de los sesenta días 

siguientes a la expiración  
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de ese plazo. El Secretario General dentro de los sesenta días 

siguientes a la expiración de ese plazo. El Secretario General podrá 

nombrar presidente a una de las personas de la lista o a uno de los 

miembros de la Comisión de Derecho Internacional. Cualquiera de los 

plazos en los cuales deberán efectuarse los nombramientos podrá 

prorrogarse por acuerdo de las partes en la controversia.  

Toda vacante deberá cubrirse en la forma prescrita para el nombramiento 

inicial.  

3. La Comisión de Conciliación fijará su propio procedimiento. La 

Comisión, previo consentimiento de las partes en la controversia, podrá 

invitar a cualquiera de las partes en el tratado a exponer sus opiniones 

verbalmente o por escrito. Las decisiones y recomendaciones de la 

Comisión se adoptarán por mayoría de votos de sus cinco miembros.  

4. La Comisión podrá señalar la atención de las partes en la 

controversia todas las medidas que puedan facilitar una solución 

amistosa.  

5. La Comisión oirá a las partes, examinará las pretensiones y 

objeciones, y hará propuestas a las partes con miras a que lleguen a una 

solución amistosa de la controversia.  

6. La Comisión presentará su informe dentro de los doce meses siguientes 

a la fecha de su constitución. El informe se depositará en poder del 

Secretario General y se transmitirá a las partes en la controversia. El 

informe de la Comisión, incluidas cualesquiera conclusiones que en él se 

indiquen en cuanto a los hechos y a las cuestiones de derecho, no 

obligará a las partes ni tendrá otro carácter para su consideración a 

fin de facilitar una solución amistosa de la controversia.  

7. El Secretario General proporcionará a la Comisión la asistencia y 

facilidades que necesite. Los gastos de la Comisión serán sufragados por 

la Organización de las Naciones Unidas.  

La presente es copia fiel y completa en español de la Convención de 

Viena sobre el Derecho de los Tratados, hecha en Viena, el día 

veintiséis del mes de mayo del año de mil novecientos setenta y nueve.  

Extiendo la presente en cuarenta y cuatro páginas útiles, en Tlatelolco, 

Distrito Federal, a los veintinueve días del mes de octubre del año mil 

novecientos setenta y cuatro, a fin de incorporarse al Decreto de 

Promulgación respectivo.- Téllez María Emilia.- Rúbrica. 
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CONVENCIÓN SOBRE EL ESTATUTO 

DE LOS APÁTRIDAS 
 

Reservas 
 

"El Gobierno de México está convencido de la importancia de que todos los 

apátridas puedan acceder a un empleo remunerado como medio de 

subsistencia, y afirma que los apátridas serán tratados, conforme a la 

ley, en las mismas condiciones que los extranjeros en general, sin 

perjuicio de la aplicación del artículo 7o. de la Ley Federal del Trabajo 

que establece la proporción de trabajadores extranjeros que los patrones 

están autorizados a emplear en México, así como otras prescripciones en 

materia de trabajo de los extranjeros en el país, por lo que el Gobierno 

de México hace reserva expresa al artículo 17 de la presente Convención". 

"El Gobierno de México hace reserva expresa al artículo 31 de la 

Convención, por lo que se refiere a la aplicación del artículo 33 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos". 

"El Gobierno de México no se considera obligado a garantizar a los 

apátridas mayores facilidades para su naturalización que aquellas que 

concede a los extranjeros en general, por lo que hace reserva expresa al 

contenido del artículo 32 de la presente Convención". 

El instrumento de adhesión, firmado por mí el dos de junio de dos mil, 

fue depositado ante el Secretario General de las Naciones Unidas, el 

siete de junio del propio año, de conformidad con lo dispuesto en el 

Artículo 35 de la Convención sobre el Estatuto de los Apátridas. Por lo 

tanto, para su debida observancia, en cumplimiento de lo dispuesto en la 

fracción I del artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, promulgo el presente Decreto, en la residencia del 

Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, el 

doce de junio de dos  mil.- Ernesto Zedillo Ponce de León.- Rúbrica.- La 

Secretaria del Despacho de Relaciones Exteriores, Rosario Green.- 

Rúbrica. 

CARMEN MORENO TOSCANO, SUBSECRETARIA DE RELACIONES EXTERIORES PARA 

NACIONES UNIDAS, ÁFRICA Y MEDIO ORIENTE, CERTIFICA: 

Que en los archivos de esta Secretaría obra copia certificada de la 

Convención sobre el Estatuto de los Apátridas, hecha en Nueva York, el 

veintiocho de septiembre de mil novecientos cincuenta y cuatro, cuyo 

texto en español es el siguiente: 

CONFERENCIA DE LAS NACIONES UNIDAS SOBRE EL ESTATUTO DE LOS APÁTRIDAS 

 

 

Preámbulo 
 

Las Altas Partes Contratantes, 
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Considerando que la Carta de las Naciones Unidas y la Declaración 

Universal de Derechos Humanos, aprobada el 10 de diciembre de 1948 por la 

Asamblea General de las Naciones Unidas, han afirmado el principio de que 

los seres humanos, sin discriminación alguna, deben gozar de los derechos 

y libertades fundamentales; 

 

Considerando que las Naciones Unidas han manifestado en diversas 

ocasiones su profundo interés por los apátridas y se han esforzado por 

asegurarles el ejercicio más amplio posible de los derechos y libertades 

fundamentales; 

 

Considerando que la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 28 

de julio de 1951 comprende sólo a los apátridas que son también 

refugiados, y que dicha Convención no comprende a muchos apátridas; 

 

Considerando que es deseable regularizar y mejorar la condición de los 

apátridas mediante un acuerdo internacional, 

Han convenido en las siguientes disposiciones: 

 

 

CAPÍTULO I: Disposiciones Generales 

 

ARTICULO 1: Definición del término "apátrida" 
1. A los efectos de la presente Convención, el término "apátrida" 

designará a toda persona que no sea considerada como nacional suyo por 

ningún Estado, conforme a su legislación. 

2. Esta Convención no se aplicará: 

i) A las personas que reciban actualmente protección o asistencia de un 

órgano u organismo de las Naciones Unidas distinto del Alto Comisionado 

de las Naciones Unidas para los Refugiados, mientras estén recibiendo tal 

protección o asistencia; 

ii) A las personas a quienes las autoridades competentes del país donde 

hayan fijado su residencia reconozcan los derechos y obligaciones 

inherentes a la posesión de la nacionalidad de tal país; 

iii) A las personas respecto de las cuales haya razones fundadas para 

considerar: 

a) Que han cometido un delito contra la paz, un delito de guerra o un 

delito contra la humanidad, definido en los instrumentos internacionales 

referentes a dichos delitos; 

b) Que han cometido un delito grave de índole no política fuera del país 

de su residencia, antes de su admisión en dicho país; 

c) Que son culpables de actos contrarios a los propósitos y principios de 

las Naciones Unidas. 

 

ARTICULO 2: Obligaciones generales 
Todo apátrida tiene, respecto del país donde se encuentra, deberes que, 

en especial, entrañan la obligación de acatar sus leyes y reglamentos, 

así como las medidas adoptadas para el mantenimiento del orden público. 

 

ARTICULO 3: Prohibición de la discriminación 
Los Estados Contratantes aplicarán las disposiciones de esta Convención a 

los apátridas, sin discriminación por motivos de raza, religión o país de 

origen. 
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ARTICULO 4: Religión 
Los Estados Contratantes otorgarán a los apátridas que se encuentren en 

su territorio un trato por lo menos tan favorable como el otorgado a sus 

nacionales en cuanto a la libertad de practicar su religión y en cuanto a 

la libertad de instrucción religiosa a sus hijos. 

 

ARTICULO 5 
Derechos otorgados independientemente de esta Convención 

Ninguna disposición de esta Convención podrá interpretarse en menoscabo 

de cualesquier derechos y beneficios otorgados por los Estados 

Contratantes a los apátridas independientemente de esta Convención. 

 

ARTICULO 6 
La expresión "en las mismas circunstancias" 

A los fines de esta Convención, la expresión "en las mismas 

circunstancias" significa que el interesado ha de cumplir todos los 

requisitos que se le exigirían si no fuese apátrida (y en particular los 

referentes a la duración y a las condiciones de estancia o de residencia) 

para poder ejercer el derecho de que se trate, excepto los requisitos 

que, por su naturaleza, no pueda cumplir un apátrida. 

 

ARTICULO 7: Exención de reciprocidad 
1. A reserva de las disposiciones más favorables, previstas en esta 

Convención, todo Estado Contratante otorgará a los apátridas el mismo 

trato que otorgue a los extranjeros en general. 

2. Después de un plazo de residencia de tres años, todos los apátridas 

disfrutarán, en el territorio de los Estados Contratantes, de la exención 

de reciprocidad legislativa. 

3. Todo Estado Contratante continuará otorgando a los apátridas los 

derechos y beneficios que ya les correspondieren, aun cuando no existiera 

reciprocidad, en la fecha de entrada en vigor de esta Convención para tal 

Estado. 

4. Los Estados Contratantes examinarán con benevolencia la posibilidad de 

otorgar a los apátridas, cuando no exista reciprocidad, derechos y 

beneficios más amplios que aquellos que les correspondan en virtud de los 

párrafos 2 y 3, así como la posibilidad de hacer extensiva la exención de 

reciprocidad a los apátridas que no reúnan las condiciones previstas en 

los párrafos 2 y 3. 

5. Las disposiciones de los párrafos 2 y 3 se aplicarán tanto a los 

derechos y beneficios previstos en los artículos 13, 18, 19, 21 y 22 de 

esta Convención, como a los derechos y beneficios no previstos en ella. 

 

ARTICULO 8: Exención de medidas excepcionales 
Con respecto a las medidas excepcionales que puedan adoptarse contra la 

persona, los bienes o los intereses de nacionales o ex nacionales de un 

Estado extranjero, los Estados Contratantes no aplicarán tales medidas a 

los apátridas únicamente por haber tenido la nacionalidad de dicho 

Estado. Los Estados Contratantes que en virtud de sus leyes no puedan 

aplicar el principio general expresado en este artículo, otorgarán, en 

los casos adecuados, exenciones en favor de tales apátridas. 

 

ARTICULO 9: Medidas provisionales 
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Ninguna disposición de la presente Convención impedirá que en tiempo de 

guerra o en otras  circunstancias graves y excepcionales, un Estado 

Contratante adopte provisionalmente, respecto a determinada persona, las 

medidas que estime indispensables para la seguridad nacional, hasta que 

tal Estado Contratante llegue a determinar que tal persona es realmente 

un apátrida y que, en su caso, la continuación de tales medidas es 

necesaria para la seguridad nacional. 

 

ARTICULO 10: Continuidad de residencia 
1. Cuando un apátrida haya sido deportado durante la segunda guerra 

mundial y trasladado al territorio de un Estado Contratante, y resida en 

él, el periodo de tal estancia forzada se considerará como de residencia 

legal en tal territorio. 

2. Cuando un apátrida haya sido deportado del territorio de un Estado 

Contratante durante la segunda guerra mundial, y haya regresado a él 

antes de la entrada en vigor de la presente Convención, para establecer 

allí su residencia el periodo que preceda y siga a su deportación se 

considerará como un periodo ininterrumpido, en todos los casos en que se 

requiera residencia ininterrumpida. 

 

ARTICULO 11: Marinos apátridas 
En el caso de los apátridas empleados regularmente como miembros de la 

tripulación de una nave que enarbole pabellón de un Estado Contratante, 

tal Estado examinará con benevolencia la posibilidad de autorizar a tales 

apátridas a establecerse en su territorio y de expedirles documentos de 

viaje o admitirlos temporalmente en su territorio, en particular con el 

objeto de facilitar su establecimiento en otro país. 

 

 

CAPÍTULO II: Condición Jurídica 

 

ARTICULO 12: Estatuto personal 
1. El estatuto personal de todo apátrida se regirá por la ley del país de 

su domicilio o, a falta de domicilio, por la ley del país de su 

residencia. 

2. Los derechos anteriormente adquiridos por el apátrida que dependan del 

estatuto personal, especialmente los que resultan del matrimonio, serán 

respetados por todo Estado Contratante, siempre que se cumplan, de ser 

necesario, las formalidades que exija la legislación de tal Estado, y 

siempre que el derecho de que se trate sea de los que hubiera reconocido 

la legislación de tal Estado, si el interesado no se hubiera convertido 

en apátrida. 

 

ARTICULO 13: Bienes muebles e inmuebles 
Los Estados Contratantes concederán a todo apátrida el trato más 

favorable posible y, en ningún caso, menos favorable que el concedido 

generalmente a los extranjeros en las mismas circunstancias, respecto a 

la adquisición de bienes muebles e inmuebles y otros derechos conexos, 

arrendamientos y otros contratos relativos a bienes muebles e inmuebles. 

 

ARTICULO 14: Derechos de propiedad intelectual e industrial 
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En cuanto a la protección a la propiedad industrial, y en particular a 

inventos, dibujos o modelos industriales, marcas de fábrica, nombres 

comerciales y derechos relativos a la propiedad literaria, científica o 

artística, se concederá a todo apátrida, en el país en que resida 

habitualmente, la misma protección concedida a los nacionales de tal 

país. En el territorio de cualquier otro Estado Contratante se le 

concederá la misma protección concedida en él a los nacionales del país 

en que tenga su residencia habitual. 

 

ARTICULO 15: Derecho de asociación 
En lo que respecta a las asociaciones no políticas ni lucrativas y a los 

sindicatos, los Estados Contratantes concederán a los apátridas que 

residan legalmente en el territorio de tales Estados, un trato tan 

favorable como sea posible y, en todo caso, no menos favorable que el 

concedido en las mismas circunstancias a los extranjeros en general. 

 

ARTICULO 16: Acceso a los tribunales 
1. En el territorio de los Estados Contratantes, todo apátrida tendrá 

libre acceso a los tribunales de justicia. 

2. En el Estado Contratante donde tenga su residencia habitual, todo 

apátrida recibirá el mismo trato que un nacional en cuanto al acceso a 

los tribunales, incluso la asistencia judicial y la exención de la cautio 

judicatum solvi. 

3. En los Estados Contratantes distintos de aquel en que tenga su 

residencia habitual, y en cuanto a las cuestiones a que se refiere el 

párrafo 2, todo apátrida recibirá el mismo trato que un nacional del país 

en el cual tenga su residencia habitual. 

 

 

CAPÍTULO III: Actividades Lucrativas 

 

ARTICULO 17: Empleo remunerado 
1. Los Estados Contratantes concederán a los apátridas que residan 

legalmente en el territorio de dichos Estados un trato tan favorable como 

sea posible y, en todo caso, no menos favorable que el concedido en las 

mismas circunstancias a los extranjeros en general, en cuanto al derecho 

a empleo remunerado. 

2. Los Estados Contratantes examinarán con benevolencia la asimilación, 

en lo concerniente a la ocupación de empleos remunerados, de los derechos 

de todos los apátridas a los derechos de los nacionales, especialmente 

para los apátridas que hayan entrado en el territorio de tales Estados en 

virtud de programas de contratación de mano de obra o de planes de 

inmigración. 

 

ARTICULO 18: Trabajo por cuenta propia 
Todo Estado Contratante concederá a los apátridas que se encuentren 

legalmente en el territorio de dicho Estado el trato más favorable 

posible y, en ningún caso, menos favorable que el concedido en las mismas 

circunstancias a los extranjeros en general, en lo que respecta al 

derecho de trabajar por cuenta propia en la agricultura, la industria, la 

artesanía y el comercio, y al de establecer compañías comerciales e 

industriales. 
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ARTICULO 19: Profesiones liberales 
Todo Estado Contratante concederá a los apátridas que residan legalmente 

en su territorio, que posean diplomas reconocidos por las autoridades 

competentes de tal Estado y que deseen ejercer una profesión liberal, el 

trato más favorable posible y, en ningún caso, menos favorable que el 

generalmente concedido en las mismas circunstancias a los extranjeros. 

 

 

CAPÍTULO IV: Bienestar 

 

ARTICULO 20: Racionamiento 
Cuando la población en su conjunto esté sometida a un sistema de 

racionamiento que regule la distribución general de productos que 

escaseen, los apátridas recibirán el mismo trato que los nacionales. 

 

ARTICULO 21: Vivienda 
En materia de vivienda y, en tanto esté regida por leyes y reglamentos o 

sujeta a la fiscalización de las autoridades oficiales, los Estados 

Contratantes concederán a los apátridas que residan legalmente en sus 

territorios el trato más favorable posible y, en ningún caso, menos 

favorable que el concedido en las mismas circunstancias a los extranjeros 

en general. 

 

ARTICULO 22: Educación pública 
1. Los Estados Contratantes concederán a los apátridas el mismo trato que 

a los nacionales en lo que respecta a la enseñanza elemental. 

2. Los Estados Contratantes concederán a los apátridas el trato más 

favorable posible y, en ningún caso, menos favorable que el concedido en 

las mismas circunstancias a los extranjeros en general, respecto de la 

enseñanza que no sea la elemental y, en particular, respecto al acceso a 

los estudios, reconocimientos de certificados de estudios, diplomas y 

títulos universitarios expedidos en el extranjero, exención de derechos y 

cargas y concesión de becas. 

 

ARTICULO 23: Asistencia pública 
Los Estados Contratantes concederán a los apátridas que residan 

legalmente en el territorio de tales Estados el mismo trato que a sus 

nacionales en lo que respecta a asistencia y a socorro públicos. 

 

ARTICULO 24: Legislación del trabajo y seguros sociales 
1. Los Estados Contratantes concederán a los apátridas que residan 

legalmente en el territorio de tales Estados el mismo trato que a los 

nacionales en lo concerniente a las materias siguientes: 

a) Remuneración, inclusive subsidios familiares cuando formen parte de la 

remuneración, horas de trabajo, disposiciones sobre horas extraordinarias 

de trabajo, vacaciones con paga, restricciones al trabajo a domicilio, 

edad mínima de empleo, aprendizaje y formación profesional, trabajo de 

mujeres y de adolescentes y disfrute de los beneficios de los contratos 

colectivos de trabajo, en la medida en que estas materias estén regidas 

por leyes o reglamentos, o dependan de las autoridades administrativas; 

b) Seguros sociales (disposiciones legales respecto a accidentes del 

trabajo, enfermedades profesionales, maternidad, enfermedad, invalidez, 
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ancianidad, fallecimiento, desempleo, responsabilidades familiares y 

cualquier otra contingencia que, conforme a las leyes o a los reglamentos 

nacionales, esté prevista en un plan de seguro social), con sujeción a 

las limitaciones siguientes: 

i) Posibilidad de disposiciones adecuadas para la conservación de los 

derechos adquiridos y de los derechos en vías de adquisición; 

ii) Posibilidad de que las leyes o reglamentos nacionales del país de 

residencia prescriban disposiciones especiales concernientes a los 

beneficios o partes de ellos pagaderos totalmente con fondos públicos, o 

a subsidios pagados a personas que no reúnan las condiciones de 

aportación prescritas para la concesión de una pensión normal. 

2. El derecho a indemnización por la muerte de un apátrida, de resultas 

de accidentes del trabajo o enfermedad profesional, no sufrirá menoscabo 

por el hecho de que el derechohabiente resida fuera del territorio del 

Estado Contratante. 

3. Los Estados Contratantes harán extensivos a los apátridas los 

beneficios de los acuerdos que hayan concluido o concluyan entre sí, 

sobre la conservación de los derechos adquiridos y los derechos en vías 

de adquisición en materia de seguridad social, con sujeción únicamente a 

las condiciones que se apliquen a los nacionales de los Estados 

signatarios de los acuerdos respectivos. 

4. Los Estados Contratantes examinarán con benevolencia la aplicación a 

los apátridas, en todo lo posible, de los beneficios derivados de 

acuerdos análogos que estén en vigor o entren en vigor entre tales 

Estados Contratantes y Estados no contratantes. 

 

 

CAPÍTULO V: Medidas Administrativas 

 

ARTICULO 25: Ayuda administrativa 
1. Cuando el ejercicio de un derecho por un apátrida necesite normalmente 

de la ayuda de autoridades extranjeras a las cuales no pueda recurrir, el 

Estado Contratante en cuyo territorio aquél resida tomará las medidas 

necesarias para que sus propias autoridades le proporcionen esa ayuda. 

2. Las autoridades a que se refiere el párrafo 1 expedirán o harán que 

bajo su vigilancia se expidan a los apátridas los documentos o 

certificados que normalmente serían expedidos a los extranjeros por sus 

autoridades nacionales o por conducto de éstas. 

3. Los documentos o certificados así expedidos reemplazarán a los 

instrumentos oficiales expedidos a los extranjeros por sus autoridades 

nacionales o por conducto de éstas, y harán fe, salvo prueba en 

contrario. 

4. A reserva del trato excepcional que se conceda a las personas 

indigentes, pueden imponerse derechos por los servicios mencionados en el 

presente artículo, pero tales derechos serán moderados y estarán en 

proporción con los impuestos a los nacionales por servicios análogos. 

5. Las disposiciones del presente artículo no se oponen a las de los 

artículos 27 y 28. 

 

ARTICULO 26: Libertad de circulación 
Todo Estado Contratante concederá a los apátridas que se encuentren 

legalmente en el territorio, el derecho de escoger el lugar de su 

residencia en tal territorio y de viajar libremente por él, siempre que 
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observen los reglamentos aplicables en las mismas circunstancias a los 

extranjeros en general. 

 

ARTICULO 27: Documentos de identidad 
Los Estados Contratantes expedirán documentos de identidad a todo 

apátrida que se encuentre en el territorio de tales Estados y que no 

posea un documento válido de viaje. 

 

ARTICULO 28: Documentos de viaje 
1. Los Estados Contratantes expedirán a los apátridas que se encuentren 

legalmente en el territorio de tales Estados, documentos de viaje que les 

permitan trasladarse fuera de tal territorio, a menos que se opongan a 

ello razones imperiosas de seguridad nacional o de orden público. Las 

disposiciones del anexo a esta Convención se aplicarán igualmente a esos 

documentos. Los Estados Contratantes podrán expedir dichos documentos de 

viaje a cualquier otro apátrida que se encuentre en el territorio de 

tales Estados; y, en particular, examinarán con benevolencia el caso de 

los apátridas que, encontrándose en el territorio de tales Estados, no 

puedan obtener un documento de viaje del país en que tengan su residencia 

legal. 

 

ARTICULO 29: Gravámenes fiscales 
1. Los Estados Contratantes no impondrán a los apátridas derecho, 

gravamen o impuesto alguno de cualquier clase que difiera o exceda de los 

que se exijan o puedan exigirse de los nacionales de tales Estados en 

condiciones análogas. 

2. Lo dispuesto en el precedente párrafo no impedirá aplicar a los 

apátridas las leyes y los reglamentos concernientes a los derechos 

impuestos a los extranjeros por la expedición de documentos 

administrativos, incluso documentos de identidad. 

 

ARTICULO 30: Transferencia de haberes 
1. Cada Estado Contratante, de conformidad con sus leyes y reglamentos, 

permitirá a los apátridas transferir a otro país, en el cual hayan sido 

admitidos con fines de reasentamiento, los haberes que hayan llevado 

consigo al territorio de tal Estado. 

2. Cada Estado Contratante examinará con benevolencia las solicitudes 

presentadas por los apátridas para que se les permita transferir sus 

haberes, donde quiera que se encuentren, que sean necesarios para su 

reasentamiento en otro país en el cual hayan sido admitidos. 

 

ARTICULO 31: Expulsión 
1. Los Estados Contratantes no expulsarán a apátrida alguno que se 

encuentre legalmente en el territorio de tales Estados, a no ser por 

razones de seguridad nacional o de orden público. 

2. La expulsión del apátrida únicamente se efectuará, en tal caso, en 

virtud de una decisión tomada conforme a los procedimientos legales 

vigentes. A no ser que se opongan a ello razones imperiosas de seguridad 

nacional, se deberá permitir al apátrida presentar pruebas en su 

descargo, interponer recursos y hacerse representar a este efecto ante la 

autoridad competente o ante una o varias personas especialmente 

designadas por la autoridad competente. 
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3. Los Estados Contratantes concederán, en tal caso, al apátrida un plazo 

razonable dentro del cual pueda gestionar su admisión legal en otro país. 

Los Estados Contratantes se reservan el derecho a aplicar durante ese 

plazo las medidas de orden interior que estimen necesarias. 

 

ARTICULO 32: Naturalización 
Los Estados Contratantes facilitarán en todo lo posible la asimilación y 

la naturalización de los apátridas. Se esforzarán, en especial, por 

acelerar los trámites de naturalización y por reducir en todo lo posible 

los derechos y gastos de tales trámites. 

 

 

CAPÍTULO VI: Cláusulas Finales 

 

ARTICULO 33 

Información sobre leyes y reglamentos nacionales 

Los Estados Contratantes comunicarán al Secretario General de 

las Naciones Unidas el texto de las leyes y los reglamentos 

que promulguen para garantizar la aplicación de esta 

Convención. 

 

ARTICULO 34: Solución de controversias 
Toda controversia entre las Partes en esta Convención respecto a su 

interpretación o aplicación, que no haya podido ser resuelta por otros 

medios, será sometida a la Corte Internacional de Justicia a petición de 

cualquiera de las Partes en la controversia. 

 

ARTICULO 35: Firma, ratificación y adhesión 
1. Esta Convención quedará abierta a la firma en la Sede de las Naciones 

Unidas hasta el 31 de diciembre de 1955. 

2. Estará abierta a la firma de: 

a) Todo Estado Miembro de las Naciones Unidas; 

b) Cualquier otro Estado invitado a la Conferencia de las Naciones Unidas 

sobre el Estatuto de los Apátridas; y 

c) Todo Estado al cual la Asamblea General de las Naciones Unidas 

dirigiere una invitación al efecto de la firma o de la adhesión. 

3. Habrá de ser ratificada y los instrumentos de ratificación se 

depositarán en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 

4. Los Estados a que se refiere el párrafo 2 podrán adherir a esta 

Convención. La adhesión se efectuará mediante el depósito de un 

instrumento de adhesión en poder del Secretario General de las Naciones 

Unidas. 

 

ARTICULO 36: Cláusula de aplicación territorial 
1. En el momento de la firma, de la ratificación o de la adhesión, todo 

Estado podrá declarar que esta Convención se hará extensiva a la 

totalidad o a parte de los territorios cuyas relaciones internacionales 

tenga a su cargo. Tal declaración surtirá efecto a partir del momento en 

que la Convención entre en vigor para el Estado interesado. 

2. En cualquier momento ulterior, tal extensión se hará por notificación 

dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas y surtirá efecto a 

partir del nonagésimo día siguiente a la fecha en que el Secretario 
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General de las Naciones Unidas haya recibido la notificación o a la fecha 

de entrada en vigor de la Convención para tal Estado, si esta última 

fecha fuere posterior. 

3. Con respecto a los territorios a los que no se haya hecho extensiva la 

presente Convención en el momento de la firma, de la ratificación o de la 

adhesión, cada Estado interesado examinará la posibilidad de adoptar, a 

la mayor brevedad posible, las medidas necesarias para hacer extensiva la 

aplicación de esta Convención a tales territorios, a reserva del 

consentimiento de los Gobiernos de tales territorios, cuando sea 

necesario por razones constitucionales. 

 

ARTICULO 37: Cláusula federal 
Con respecto a los Estados federales o no unitarios, se aplicarán las 

disposiciones siguientes: 

a) En lo concerniente a los artículos de esta Convención cuya aplicación 

dependa de la acción legislativa del poder legislativo federal, las 

obligaciones del Gobierno federal serán, en esta medida, las mismas que 

las de las Partes que no son Estados federales; 

b) En lo concerniente a los artículos de esta Convención cuya aplicación 

dependa de la acción legislativa de cada uno de los Estados, provincias o 

cantones constituyentes que, en virtud del régimen constitucional de la 

federación, no estén obligados a adoptar medidas legislativas, el 

Gobierno federal, a la mayor brevedad posible y con su recomendación 

favorable, comunicará el texto de dichos artículos a las autoridades 

competentes de los Estados, provincias o cantones. 

c) Todo Estado federal que sea Parte en esta Convención proporcionará, a 

petición de cualquier otro Estado Contratante que le haya sido 

transmitida por el Secretario General de las Naciones Unidas, una 

exposición de la legislación y de las prácticas vigentes en la Federación 

y en sus unidades constituyentes, en lo concerniente a una determinada 

disposición de la Convención, indicando en qué medida, por acción 

legislativa o de otra índole, se ha dado efecto a tal disposición. 

 

ARTICULO 38: Reservas 
1. En el momento de la firma, de la ratificación o de la adhesión, todo 

Estado podrá formular reservas con respecto a artículos de la Convención 

que no sean los artículos 1, 3, 4, 16 (1), y 33 a 42 inclusive. 

2. Todo Estado que haya formulado alguna reserva con arreglo al párrafo 1 

del presente artículo podrá retirarla en cualquier momento, mediante 

comunicación al efecto dirigida al Secretario General de las Naciones 

Unidas. 

 

ARTICULO 39: Entrada en vigor 
1. Esta Convención entrará en vigor el nonagésimo día siguiente a la 

fecha del depósito del sexto instrumento de ratificación o de adhesión. 

2. Respecto a cada Estado que ratifique la Convención o adhiera a ella 

después del depósito del sexto instrumento de ratificación o de adhesión, 

la Convención entrará en vigor el nonagésimo día siguiente a la fecha del 

depósito por tal Estado de su instrumento de ratificación o de adhesión. 
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ARTICULO 40: Denuncia 
1. Todo Estado Contratante podrá en cualquier momento denunciar esta 

Convención mediante notificación dirigida al Secretario General de las 

Naciones Unidas. 

2. La denuncia surtirá efecto para el Estado Contratante interesado un 

año después de la fecha en que el Secretario General de las Naciones 

Unidas la haya recibido. 

3. Todo Estado que haya hecho una declaración o una notificación con 

arreglo al artículo 36 podrá declarar en cualquier momento posterior, 

mediante notificación dirigida al Secretario General de las Naciones 

Unidas, que la Convención dejará de aplicarse a determinado territorio 

designado en la notificación. La Convención dejará de aplicarse a tal 

territorio un año después de la fecha en que el Secretario General haya 

recibido esta notificación. 

 

ARTICULO 41: Revisión 
1. Todo Estado Contratante podrá en cualquier momento, mediante 

notificación dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas, pedir 

la revisión de esta Convención. 

2. La Asamblea General de las Naciones Unidas recomendará las medidas 

que, en su caso, hayan de adoptarse respecto de tal petición. 

 

ARTICULO 42 
Notificaciones del Secretario General de las Naciones Unidas 

El Secretario General de las Naciones Unidas informará a todos los 

Estados Miembros de las Naciones Unidas y a los Estados no miembros a que 

se refiere el artículo 35, acerca de: 

a) Las firmas, ratificaciones y adhesiones a que se refiere el artículo 

35; 

b) Las declaraciones y notificaciones a que se refiere el artículo 36; 

c) Las reservas formuladas o retiradas, a que se refiere el artículo 38; 

d) La fecha en que entrará en vigor esta Convención, con arreglo al 

artículo 39; 

e) Las denuncias y notificaciones a que se refiere el artículo 40; 

f) Las peticiones de revisión a que se refiere el artículo 41. 

EN FE DE LO CUAL los infrascritos, debidamente autorizados, firman en 

nombre de sus respectivos Gobiernos la presente Convención. hecha en 

Nueva York el día veintiocho de septiembre de mil novecientos cincuenta y 

cuatro, en un solo ejemplar, cuyos textos en español, francés e inglés 

son igualmente auténticos, que quedará depositado en los archivos de las 

Naciones Unidas y del cual se entregarán copias debidamente certificadas 

a todos los Estados Miembros de las Naciones Unidas y a los Estados no 

miembros a que se refiere el artículo 35. 

 

 

ANEXO 

Párrafo 1 
1. En el documento de viaje a que se refiere el artículo 28 de la 

presente Convención, deberá indicarse que el portador es un apátrida 

según los términos de la Convención del 28 de septiembre de 1954. 

2. El documento estará redactado por lo menos en dos idiomas, uno de los 

cuales será el inglés o el francés. 
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3. Los Estados Contratantes examinarán la posibilidad de adoptar un 

documento conforme al modelo adjunto.  

Párrafo 2 
Con sujeción a los reglamentos del país de expedición, los niños podrán 

ser incluidos en el documento de  viaje del padre o de la madre o, en 

circunstancias excepcionales, en el de otro adulto. 

Párrafo 3 
Los derechos que se perciban por la expedición del documento no excederán 

de la tarifa más baja que se aplique a los pasaportes nacionales. 

Párrafo 4 

Salvo en casos especiales o excepcionales, el documento será 

válido para el mayor número posible de países. 

Párrafo 5 
La duración de la validez del documento no será menor de tres meses ni 

mayor de dos años. 

Párrafo 6 
1. La renovación o la prórroga de la validez del documento corresponderá 

a la autoridad que lo haya expedido mientras el titular no se haya 

establecido legalmente en otro territorio y resida legalmente en el 

territorio de dicha autoridad. La expedición de un nuevo documento 

corresponderá, en iguales  condiciones, a la autoridad que expidió el 

documento anterior. 

2. Los representantes diplomáticos o consulares podrán ser autorizados 

para prorrogar, por un plazo que no exceda de seis meses, la validez de 

los documentos de viaje expedidos por sus respectivos Gobiernos. 

3. Los Estados Contratantes examinarán con benevolencia la posibilidad de 

renovar o prorrogar la validez de los documentos de viaje o de expedir 

nuevos documentos a los apátridas que ya no residan legalmente en el 

territorio de tales Estados y no puedan obtener documentos de viaje del 

país de su residencia legal. 

Párrafo 7 
Los Estados Contratantes reconocerán la validez de los documentos 

expedidos con arreglo a las disposiciones del artículo 28 de esta 

Convención. 

Párrafo 8 
Las autoridades competentes del país al cual desee trasladarse el 

apátrida, si están dispuestas a admitirlo, visarán el documento que 

posea, si se requiere un visado. 

Párrafo 9 
1. Los Estados Contratantes se comprometen a expedir visados de tránsito 

a los apátridas que hayan obtenido visados para un territorio de destino 

definitivo. 

2. Podrá negarse la expedición del visado por los motivos que permitan 

justificar la negación de visado a cualquier extranjero. 

Párrafo 10 

Los derechos de expedición de visados de salida, de entrada o de 

tránsito, no excederán de la tarifa más baja que se aplique a los visados 

de pasaportes extranjeros. 

Párrafo 11 
Cuando un apátrida haya establecido legalmente su residencia en el 

territorio de otro Estado Contratante, la responsabilidad de la 

expedición de un nuevo documento incumbirá en adelante, conforme a los 
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términos y condiciones del artículo 28, a la autoridad competente de tal 

territorio, de quien podrá solicitarlo el apátrida. 

Párrafo 12 
La autoridad que expida un nuevo documento deberá retirar el antiguo y 

devolverlo al país que lo haya expedido, si el antiguo documento 

especifica que debe ser devuelto al país que lo expidió; en caso 

contrario, la autoridad que expida el nuevo documento retirará y anulará 

el antiguo. 

Párrafo 13 
1. Todo documento de viaje expedido con arreglo al artículo 28 de esta 

Convención, conferirá al titular, salvo indicación en contrario, el 

derecho de regresar al territorio del Estado que lo expidió, en cualquier 

momento durante el plazo de validez del documento. En todo caso, el plazo 

durante el cual el titular podrá regresar al país que ha expedido el 

documento no será menor de tres meses, excepto cuando el país al cual se 

propone ir el apátrida no exija que en el documento de viaje conste el 

derecho de readmisión. 

2. Con sujeción a las disposiciones del párrafo precedente, un Estado 

Contratante puede exigir que el titular de ese documento se someta a 

todas las formalidades que puedan imponerse a los que salen del país o a 

los que regresan a él. 

Párrafo 14 
Con la única reserva de las disposiciones del párrafo 13, las 

disposiciones del presente anexo en nada se  oponen a las leyes y los 

reglamentos que rigen en los territorios de los Estados Contratantes, las 

condiciones de admisión, tránsito, permanencia, establecimiento y salida. 

Párrafo 15 
Ni la expedición del documento ni las anotaciones que en él se hagan 

determinarán o modificarán la condición del titular, especialmente en 

cuanto a su nacionalidad. 

Párrafo 16 

La expedición del documento no da al titular derecho alguno a la 

protección de los representantes diplomáticos o consulares del país que 

expidió el documento, ni confiere ipso facto a tales representantes 

derechos de protección. 
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ESTATUTO DE LA CORTE 

INTERNACIONAL DE 

JUSTICIA 
Artículo 1 

LA CORTE INTERNACIONAL DE JUSTICIA establecida por la Carta de las 

Naciones Unidas, como órgano judicial principal de las Naciones Unidas, 

quedará constituida y funcionará conforme a las disposiciones del 

presente Estatuto. 

 

CAPÍTULO 1 

ORGANIZACION DE LA CORTE 

 

Artículo 2 

La Corte será un cuerpo de magistrados independientes elegidos, sin tener 

en cuenta su nacionalidad, de entre personas que gocen de alta 

consideración moral y que reúnan las condiciones requeridas para el 

ejercicio de las más altas funciones judiciales en sus respectivos 

países, o que sean jurisconsultos de reconocida competencia en materia de 

derecho internacional. 

 

Artículo 3 

1. La Corte se compondrá de quince miembros, de los cuales no podrá haber 

dos que sean nacionales del mismo Estado. 

2. Toda persona que para ser elegida miembro de la Corte pudiera ser 

tenida por nacional de más de un Estado, será considerada nacional del 

Estado donde ejerza ordinariamente sus derechos civiles y políticos. 

 

Artículo 4 

1. Los miembros de la Corte serán elegidos por la Asamblea General y el 

Consejo de Seguridad de una nómina de candidatos propuestos por los 

grupos nacionales de la Corte Permanente de Arbitraje, de conformidad con 

las disposiciones siguientes. 

2. En el caso de los Miembros de las Naciones Unidas que no estén 

representados en la Corte Permanente de Arbitraje, los candidatos serán 

propuestos por grupos nacionales que designen a este efecto sus 

respectivos gobiernos, en condiciones iguales a las estipuladas para los 

miembros de la Corte Permanente de Arbitraje por el Artículo 44 de la 

Convención de La Haya de 1907, sobre arreglo pacífico de las 

controversias internacionales. 

3. A falta de acuerdo especial, la Asamblea General fijará, previa 

recomendación del Consejo de Seguridad, las condiciones en que pueda 
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participar en la elección de los miembros de la Corte, un Estado que sea 

parte en el presente Estatuto sin ser Miembro de las Naciones Unidas. 

 

Artículo 5 

1. Por lo menos tres meses antes de la fecha de la elección, el 

Secretario General de las Naciones Unidas invitará por escrito a los 

miembros de la Corte Permanente de Arbitraje pertenecientes a los Estados 

partes en este Estatuto y a los miembros de los grupos nacionales 

designados según el párrafo 2 del Artículo 4 a que, dentro de un plazo 

determinado y por grupos nacionales, propongan como candidatos a personas 

que estén en condiciones de desempeñar las funciones de miembros de la 

Corte. 

2. Ningún grupo podrá proponer más de cuatro candidatos, de los cuales no 

más de dos serán de su misma nacionalidad. El número de candidatos 

propuestos por un grupo no será, en ningún caso, mayor que el doble del 

número de plazas por llenar. 

 

Artículo 6 

Antes de proponer estos candidatos, se recomienda a cada grupo nacional 

que consulte con su más alto tribunal de justicia, sus facultades y 

escuelas de derecho, sus academias nacionales y las secciones nacionales 

de academias internacionales dedicadas al estudio del derecho. 

 

Artículo 7 

1. El Secretario General de las Naciones Unidas preparará una lista por 

orden alfabético de todas las personas así designadas. Salvo lo que se 

dispone en el párrafo 2 del Artículo 12, únicamente esas personas serán 

elegibles. 

2. El Secretario General presentará esta lista a la Asamblea General y al 

Consejo de Seguridad. 

 

Artículo 8 

La Asamblea General y el Consejo de Seguridad procederán 

independientemente a la elección de los miembros de la Corte. 

 

Artículo 9 

En toda elección, los electores tendrán en cuenta no sólo que las 

personas que hayan de elegirse reúnan individualmente las condiciones 

requeridas, sino también que en el conjunto estén representadas las 

grandes civilizaciones y los principales sistemas jurídicos del mundo. 

 

Artículo 10 

1. Se considerarán electos los candidatos que obtengan una mayoría 

absoluta de votos en la Asamblea General y en el Consejo de Seguridad. 

2. En las votaciones del Consejo de Seguridad, sean para elegir 

magistrados o para designar los miembros de la comisión prevista en el 

Artículo 12, no habrá distinción alguna entre miembros permanentes y 

miembros no permanentes del Consejo de Seguridad. 
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3. En el caso de que más de un nacional del mismo Estado obtenga una 

mayoría absoluta de votos tanto en la Asamblea General como en el Consejo 

de Seguridad, se considerará electo el de mayor edad. 

 

Artículo 11 

Si después de la primera sesión celebrada para las elecciones quedan 

todavía una o más plazas por llenar, se celebrará una segunda sesión y, 

si necesario fuere, una tercera. 

 

Artículo 12 

1. Si después de la tercera sesión para elecciones quedan todavía una o 

más plazas por llenar, se podrá constituir en cualquier momento, a 

petición de la Asamblea General o del Consejo de Seguridad, una comisión 

conjunta compuesta de seis miembros, tres nombrados por la Asamblea 

General y tres por el Consejo de Seguridad, con el objeto de escoger, por 

mayoría absoluta de votos, un nombre para cada plaza aún vacante, a fin 

de someterlo a la aprobación respectiva de la Asamblea General y del 

Consejo de Seguridad. 

2. Si la comisión conjunta acordare unánimemente proponer a una persona 

que satisfaga las condiciones requeridas, podrá incluirla en su lista, 

aunque esa persona no figure en la lista de candidatos a que se refiere 

el Artículo 7. 

3. Si la comisión conjunta llegare a la conclusión de que no logrará 

asegurar la elección, los miembros de la Corte ya electos llenarán las 

plazas vacantes dentro del término que fije el Consejo de Seguridad, 

escogiendo a candidatos que hayan recibido votos en la Asamblea General o 

en el Consejo de Seguridad. 

4. En caso de empate en la votación, el magistrado de mayor edad decidirá 

con su voto. 

 

Artículo 13 

1. Los miembros de la Corte desempeñarán sus cargos por nueve años, y 

podrán ser reelectos. Sin embargo, el periodo de cinco de los magistrados 

electos en la primera elección expirará a los tres años, y el periodo de 

otros cinco magistrados expirará a los seis años. 

2. Los magistrados cuyos periodos hayan de expirar al cumplirse los 

mencionados periodos iniciales de tres y de seis años, serán designados 

mediante sorteo que efectuará el Secretario General de las Naciones 

Unidas inmediatamente después de terminada la primera elección. 

3. Los miembros de la Corte continuarán desempeñando las funciones de sus 

cargos hasta que tomen posesión sus sucesores. Después de reemplazados, 

continuarán conociendo de los casos que hubieren iniciado, hasta su 

terminación. 

4. Si renunciare un miembro de la Corte, dirigirá la renuncia al 

Presidente de la Corte, quien la transmitirá al Secretario General de las 

Naciones Unidas. Esta última notificación determinará la vacante del 

cargo. 

 

Artículo 14 

Las vacantes se llenarán por el mismo procedimiento seguido en la primera 

elección, con arreglo a la disposición siguiente: dentro de un mes de 

ocurrida la vacante, el Secretario General de las Naciones Unidas 
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extenderá las invitaciones que dispone el Artículo 5, y el Consejo de 

Seguridad fijará la fecha de la elección. 

 

Artículo 15 

Todo miembro de la Corte electo para reemplazar a otro que no hubiere 

terminado su periodo desempeñará el cargo por el resto del periodo de su 

predecesor. 

 

Artículo 16 

1. Ningún miembro de la Corte podrá ejercer función política o 

administrativa alguna, ni dedicarse a ninguna otra ocupación de carácter 

profesional. 

2. En caso de duda, la Corte decidirá. 

Artículo 17 

1. Los miembros de la Corte no podrán ejercer funciones de agente, 

consejero o abogado en ningún asunto. 

2. No podrán tampoco participar en la decisión de ningún asunto en que 

hayan intervenido anteriormente como agentes, consejeros o abogados de 

cualquiera de las partes, o como miembros de un tribunal nacional o 

internacional o de una comisión investigadora, o en cualquier otra 

calidad. 

3. En caso de duda, la Corte decidirá. 

 

Artículo 18 

1. No será separado del cargo ningún miembro de la Corte a menos que, a 

juicio unánime de los demás miembros, haya dejado de satisfacer las 

condiciones requeridas. 

2. El Secretario de la Corte comunicará oficialmente lo anterior al 

Secretario General de las Naciones Unidas. 

3. Esta comunicación determinará la vacante del cargo. 

 

Artículo 19 

En el ejercicio de las funciones del cargo, los miembros de la Corte 

gozarán de privilegios e inmunidades diplomáticos. 

 

Artículo 20 

Antes de asumir las obligaciones del cargo, cada miembro de la Corte 

declarará solemnemente, en sesión pública, que ejercerá sus atribuciones 

con toda imparcialidad y conciencia. 

 

Artículo 21 

1. La Corte elegirá por tres años a su Presidente y Vicepresidente; éstos 

podrán ser reelectos. 

2. La Corte nombrará su Secretario y podrá disponer el nombramiento de 

los demás funcionarios que fueren menester. 
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Artículo 22 

1. La sede de la Corte será La Haya. La Corte podrá, sin embargo, 

reunirse y funcionar en cualquier otro lugar cuando lo considere 

conveniente. 

2. El Presidente y el Secretario residirán en la sede de la Corte. 

Artículo 23 

1. La Corte funcionará permanentemente, excepto durante las vacaciones 

judiciales, cuyas fechas y duración fijará la misma Corte. 

2. Los miembros de la Corte tienen derecho a usar de licencias 

periódicas, cuyas fechas y duración fijará la misma Corte, teniendo en 

cuenta la distancia de La Haya al domicilio de cada magistrado. 

3. Los miembros de la Corte tienen la obligación de estar en todo momento 

a disposición de la misma, salvo que estén en uso de licencia o impedidos 

de asistir por enfermedad o por razones graves debidamente explicadas al 

Presidente. 

 

Artículo 24 

1. Si por alguna razón especial uno de los miembros de la Corte 

considerare que no debe participar en la decisión de determinado asunto, 

lo hará saber así al Presidente. 

2. Si el Presidente considerare que uno de los miembros de la Corte no 

debe conocer de determinado asunto por alguna razón especial, así se lo 

hará saber. 

3. Si en uno de estos casos el miembro de la Corte y el Presidente 

estuvieren en desacuerdo, la cuestión será resuelta por la Corte. 

 

Artículo 25 

1. Salvo lo que expresamente disponga en contrario este Estatuto, la 

Corte ejercerá sus funciones en sesión plenaria. 

2. El Reglamento de la Corte podrá disponer que, según las circunstancias 

y por turno, se permita a uno o más magistrados no asistir a las 

sesiones, a condición de que no se reduzca a menos de once el número de 

magistrados disponibles para constituir la Corte. 

3. Bastará un quórum de nueve magistrados para constituir la Corte. 

 

Artículo 26 

1. Cada vez que sea necesario, la Corte podrá constituir una o más Salas 

compuestas de tres o más magistrados, según lo disponga la propia Corte, 

para conocer de determinadas categorías de negocios, como los litigios de 

trabajo y los relativos al tránsito y las comunicaciones. 

2. La Corte podrá constituir en cualquier tiempo una Sala para conocer de 

un negocio determinado. La Corte fijará, con la aprobación de las partes, 

el número de magistrados de que se compondrá dicha Sala. 

3. Si las partes lo solicitaren, las Salas de que trate este Artículo 

oirán y fallarán los casos. 

 

Artículo 27 

Se considerará dictada por la Corte la sentencia que dicte cualquiera de 

las Salas de que tratan los Artículos 26 y 29. 
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Artículo 28 

La Salas de que tratan los Artículos 26 y 29 podrán reunirse y funcionar, 

con el consentimiento de las partes, en cualquier lugar que no sea La 

Haya. 

 

Artículo 29 

Con el fin de facilitar el pronto despacho de los asuntos, la Corte 

constituirá anualmente una Sala de cinco magistrados que, a petición de 

las partes, podrá oír y fallar casos sumariamente. Se designarán además 

dos magistrados para reemplazar a los que no pudieren actuar. 

 

Artículo 30 

1. La Corte formulará un reglamento mediante el cual determinará la 

manera de ejercer sus funciones. Establecerá, en particular, sus reglas 

de procedimiento. 

2. El Reglamento de la Corte podrá disponer que haya asesores con asiento 

en la Corte o en cualquiera de sus Salas, pero sin derecho a voto. 

 

Artículo 31 

1. Los magistrados de la misma nacionalidad de cada una de las partes 

litigantes conservarán su derecho a participar en la vista del negocio de 

que conoce la Corte. 

2. Si la Corte incluyere entre los magistrados del conocimiento uno de la 

nacionalidad de una de las partes, cualquier otra parte podrá designar a 

una persona de su elección para que tome asiento en calidad de 

magistrado. Esa persona deberá escogerse preferiblemente de entre las que 

hayan sido propuestas como candidatos de acuerdo con los Artículos 4 y 5. 

3. Si la Corte no incluyere entre los magistrados del conocimiento ningún 

magistrado de la nacionalidad de las partes, cada una de éstas podrá 

designar uno de acuerdo con el párrafo 2 de este Artículo. 

4. Las disposiciones de este Artículo se aplicarán a los casos de que 

tratan los Artículos 26 y 29. En tales casos, el Presidente pedirá a uno 

de los miembros de la Corte que constituyen la Sala, o a dos de ellos, si 

fuere necesario, que cedan sus puestos a los miembros de la Corte que 

sean de la nacionalidad de las partes interesadas, y si no los hubiere, o 

si estuvieren impedidos, a los magistrados especialmente designados por 

las partes. 

5. Si varias partes tuvieren un mismo interés, se contarán como una sola 

parte para los fines de las disposiciones precedentes. En caso de duda, 

la Corte decidirá. 

6. Los magistrados designados según se dispone en los párrafos 2, 3 y 4 

del presente Artículo, deberán tener las condiciones requeridas por los 

Artículos 2, 17 (párrafo 2), 20 y 24 del presente Estatuto, y 

participarán en las decisiones de la Corte en términos de absoluta 

igualdad con sus colegas. 

 

Artículo 32 

1. Cada miembro de la Corte percibirá un sueldo anual. 

2. El Presidente percibirá un estipendio anual especial. 

3. El Vicepresidente percibirá un estipendio especial por cada día que 

desempeñe las funciones de Presidente. 
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4. Los magistrados designados de acuerdo con el artículo 31, que no sean 

miembros de la Corte, percibirán remuneración por cada día que desempeñen 

las funciones del cargo. 

5. Los sueldos, estipendios y remuneraciones serán fijados por la 

Asamblea General, y no podrán ser disminuidos durante el periodo del 

cargo. 

6. El sueldo del Secretario será fijado por la Asamblea General a 

propuesta de la Corte. 

7. La Asamblea General fijará por reglamento las condiciones para 

conceder pensiones de retiro a los miembros de la Corte y al Secretario, 

como también las que rijan el reembolso de gastos de viaje a los miembros 

de la Corte y al Secretario. 

8. Los sueldos, estipendios y remuneraciones arriba mencionados estarán 

exentos de toda clase de impuestos. 

 

Artículo 33 

Los gastos de la Corte serán sufragados por las Naciones Unidas de la 

manera que determine la Asamblea General. 

 

 

CAPITULO II: COMPETENCIA DE LA CORTE 

 

Artículo 34 

1. Sólo los Estados podrán ser partes en casos ante la Corte. 

2. Sujeta a su propio Reglamento y de conformidad con el mismo, la Corte 

podrá solicitar de organizaciones internacionales públicas información 

relativa a casos que se litiguen ante la Corte, y recibirá la información 

que dichas organizaciones envíen a iniciativa propia. 

3. Cuando en un caso que se litigue ante la Corte se discuta la 

interpretación del instrumento constitutivo de una organización 

internacional pública, o de una convención internacional concertada en 

virtud del mismo, el Secretario lo comunicará a la respectiva 

organización internacional pública y le enviará copias de todo el 

expediente. 

 

Artículo 35 

1. La Corte estará abierta a los Estados partes en este Estatuto. 

2. Las condiciones bajo las cuales la Corte estará abierta a otros 

Estados serán fijadas por el Consejo de Seguridad con sujeción a las 

disposiciones especiales de los tratados vigentes, pero tales condiciones 

no podrán en manera alguna colocar a las partes en situación de 

desigualdad ante la Corte. 

3. Cuando un Estado que no es Miembro de las Naciones Unidas sea parte en 

un negocio, la Corte fijará la cantidad con que dicha parte debe 

contribuir a los gastos de la Corte. Esta disposición no es aplicable 

cuando dicho Estado contribuye a los gastos de la Corte. 

 

Artículo 36 
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1. La competencia de la Corte se extiende a todos los litigios que las 

partes le sometan y a todos los asuntos especialmente previstos en la 

Carta de las Naciones Unidas o en los tratados y convenciones vigentes. 

2. Los Estados partes en el presente Estatuto podrán declarar en 

cualquier momento que reconocen como obligatoria ipso facto y sin 

convenio especial, respecto a cualquier otro Estado que acepte la misma 

obligación, la jurisdicción de la Corte en todas las controversias de 

orden jurídico que versen sobre: 

a. La interpretación de un tratado; 

b. Cualquier cuestión de derecho internacional; 

c. La existencia de todo hecho que, si fuere establecido, constituiría 

violación de una obligación internacional; 

d. la naturaleza o extensión de la reparación que ha de hacerse por el 

quebrantamiento de una obligación internacional. 

3. La declaración a que se refiere este Artículo podrá hacerse 

incondicionalmente o bajo condición de reciprocidad por parte de varios o 

determinados Estados, o por determinado tiempo. 

4. Estas declaraciones serán remitidas para su depósito al Secretario 

General de las Naciones Unidas, quien transmitirá copias de ellas a las 

partes en este Estatuto y al Secretario de la Corte. 

5. Las declaraciones hechas de acuerdo con el Artículo 36 del Estatuto de 

la Corte Permanente de Justicia Internacional que estén aún vigentes, 

serán consideradas, respecto de las partes en el presente Estatuto, como 

aceptación de la jurisdicción obligatoria de la Corte Internacional de 

Justicia por el periodo que aún les quede de vigencia y conforme a los 

términos de dichas declaraciones. 

6. En caso de disputa en cuanto a si la Corte tiene o no jurisdicción, la 

Corte decidirá. 

 

Artículo 37 

Cuando un tratado o convención vigente disponga que un asunto sea 

sometido a una jurisdicción que debía instituir la Sociedad de las 

Naciones, o a la Corte Permanente de Justicia Internacional, dicho 

asunto, por lo que respecta a las partes en este Estatuto, será sometido 

a la Corte Internacional de Justicia. 

 

Artículo 38 

1. La Corte, cuya función es decidir conforme al derecho internacional 

las controversias que le sean sometidas, deberá aplicar: 

a. las convenciones internacionales, sean generales o particulares, que 

establecen reglas expresamente reconocidas por los Estados litigantes; 

b. la costumbre internacional como prueba de una práctica generalmente 

aceptada como derecho; 

c. los principios generales de derecho reconocidos por las naciones 

civilizadas; 

d. las decisiones judiciales y las doctrinas de los publicistas de mayor 

competencia de las distintas naciones, como medio auxiliar para la 

determinación de las reglas de derecho, sin perjuicio de lo dispuesto en 

el Artículo 59. 

2. La presente disposición no restringe la facultad de la Corte para 

decidir un litigio ex aequo et bono, si las partes así lo convinieren. 
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CAPITULO III: PROCEDIMIENTO 

 

Artículo 39 

1. Los idiomas oficiales de la Corte serán el francés y el inglés. Si las 

partes acordaren que el procedimiento se siga en francés, la sentencia se 

pronunciará en este idioma. Si acordaren que el procedimiento se siga en 

inglés, en este idioma se pronunciará la sentencia. 

2. A falta de acuerdo respecto del idioma que ha de usarse, cada parte 

podrá presentar sus alegatos en el que prefiera, y la Corte dictará la 

sentencia en francés y en inglés. En tal caso, la Corte determinará al 

mismo tiempo cuál de los dos textos hará fe. 

3. Si lo solicitare una de las partes, la Corte la autorizará para usar 

cualquier idioma que no sea ni el francés ni el inglés. 

 

Artículo 40 

1. Los negocios serán incoados ante la Corte, según el caso, mediante 

notificación del compromiso o mediante solicitud escrita dirigida al 

Secretario. En ambos casos se indicarán el objeto de la controversia y 

las partes. 

2. El Secretario comunicará inmediatamente la solicitud a todos los 

interesados. 

3. El Secretario notificará también a los Miembros de las Naciones Unidas 

por conducto del Secretario General, así como a los otros Estados con 

derecho a comparecer ante la Corte. 

 

Artículo 41 

1. La Corte tendrá facultad para indicar, si considera que las 

circunstancias así lo exigen, las medidas provisionales que deban tomarse 

para resguardar los derechos de cada una de las partes. 

2. Mientras se pronuncia el fallo, se notificarán inmediatamente a las 

partes y al Consejo de Seguridad las medidas indicadas. 

 

Artículo 42 

1. Las partes estarán representadas por agentes. 

2. Podrán tener ante la Corte consejeros o abogados. 

3. Los agentes, los consejeros y los abogados de las partes ante la Corte 

gozarán de los privilegios e inmunidades necesarios para el libre 

desempeño de sus funciones. 

 

Artículo 43 

1. El procedimiento tendrá dos fases: una escrita y otra oral. 

2. El procedimiento escrito comprenderá la comunicación, a la Corte y a 

las partes, de memorias, contramemorias y, si necesario fuere, de 

réplicas, así como de toda pieza o documento en apoyo de las mismas. 

3. La comunicación se hará por conducto del Secretario, en el orden y 

dentro de los términos fijados por la Corte. 

4. Todo documento presentado por una de las partes será comunicado 

a la otra mediante copia certificada. 
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5. El procedimiento oral consistirá en la audiencia que la Corte otorgue, 

a testigos, peritos, agentes, consejeros y abogados. 

 

Artículo 44 

1. Para toda modificación que deba hacerse a personas que no sean los 

agentes, consejeros o abogados, la Corte se dirigirá directamente al 

gobierno del Estado en cuyo territorio deba diligenciarse. 

2. Se seguirá el mismo procedimiento cuando se trate de obtener pruebas 

en el lugar de los hechos. 

 

Artículo 45 

El Presidente dirigirá las vistas de la Corte y, en su ausencia, el 

Vicepresidente; y si ninguno de ellos pudiere hacerlo, presidirá el más 

antiguo de los magistrados presentes. 

 

Artículo 46 

Las vistas de la Corte serán públicas, salvo lo que disponga la propia 

Corte en contrario, o que las partes pidan que no se admita al público. 

 

Artículo 47 

1. De cada vista se levantará un acta, que firmarán el Secretario y el 

Presidente. 

2. Esta acta será la única auténtica. 

 

Artículo 48 

La Corte dictará las providencias necesarias para el curso del proceso, 

decidirá la forma y términos a que cada parte debe ajustar sus alegatos, 

y adoptará las medidas necesarias para la práctica de pruebas. 

 

Artículo 49 

Aun antes de empezar una vista, la Corte puede pedir a los agentes que 

produzcan cualquier documento o den cualesquiera explicaciones. Si se 

negaren a hacerlo, se dejará constancia formal del hecho. 

 

Artículo 50 

La Corte podrá, en cualquier momento, comisionar a cualquier individuo, 

entidad, negociado, comisión u otro organismo que ella escoja, para que 

haga una investigación o emita un dictamen pericial. 

 

Artículo 51 

Las preguntas pertinentes que se hagan a testigos y peritos en el curso 

de una vista, estarán sujetas a las condiciones que fije la Corte en las 

reglas de procedimiento de que trata el Artículo 30. 

 

Artículo 52 

Una vez recibidas las pruebas dentro del término fijado, la Corte podrá 

negarse a aceptar toda prueba adicional, oral o escrita, que una de las 

partes deseare presentar, salvo que la otra de su consentimiento. 
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Artículo 53 

1. Cuando una de las partes no comparezca ante la Corte, o se abstenga de 

defender su caso, la otra parte podrá pedir a la Corte que decida a su 

favor. 

2. Antes de dictar su decisión, la Corte deberá asegurarse no sólo de que 

tiene competencia conforme a las disposiciones de los Artículos 36 y 37, 

sino también de que la demanda está bien fundada en cuanto a los hechos y 

al derecho. 

 

Artículo 54 

1. Cuando los agentes, consejeros y abogados, conforme a lo proveido por 

la Corte, hayan completado la presentación de su caso, el Presidente 

declarará terminada la vista. 

2. La Corte se retirará a deliberar. 

3. Las deliberaciones de la Corte se celebrarán en privado y permanecerán 

secretas. 

 

Artículo 55 

1. Todas las decisiones de la Corte se tomarán por mayoría de votos de 

los magistrados presentes. 

2. En caso de empate, decidirá el voto del Presidente o del magistrado 

que lo reemplace. 

Artículo 56 

1. El fallo será motivado. 

2. El fallo mencionará los nombres de los magistrados que hayan tomado 

parte en él. 

 

Artículo 57 

Si el fallo no expresare en todo o en parte la opinión unánime de los 

magistrados, cualquiera de éstos tendrá derecho a que se agregue al fallo 

su opinión disidente. 

 

Artículo 58 

El fallo será firmado por el Presidente y el Secretario, y será leído en 

sesión pública después de notificarse debidamente a los agentes. 

 

Artículo 59 

La decisión de la Corte no es obligatoria sino para las partes en litigio 

y respecto del caso que ha sido decidido. 

 

Artículo 60 

El fallo será definitivo e inapelable. En caso de desacuerdo sobre el 

sentido o el alcance del fallo, la Corte lo interpretará a solicitud de 

cualquiera de las partes. 
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Artículo 61 

1. Sólo podrá pedirse la revisión de un fallo cuando la solicitud se 

funde en el descubrimiento de un hecho de tal naturaleza que pueda ser 

factor decisivo y que, al pronunciarse el fallo, fuera desconocido de la 

Corte y de la parte que pida la revisión, siempre que su desconocimiento 

no se deba a negligencia. 

2. La Corte abrirá el proceso de revisión mediante una resolución en que 

se haga constar expresamente la existencia del hecho nuevo, en que se 

reconozca que éste por su naturaleza justifica la revisión, y en que se 

declare que hay lugar a la solicitud. 

3. Antes de iniciar el proceso de revisión la Corte podrá exigir que se 

cumpla lo dispuesto por el fallo. 

4. La solicitud de revisión deberá formularse dentro del término de seis 

meses después de descubierto el hecho nuevo. 

5. No podrá pedirse la revisión una vez transcurrido el término de diez 

años desde la fecha del fallo. 

 

Artículo 62 

1. Si un Estado considerare que tiene un interés de orden jurídico que 

puede ser afectado por la decisión del litigio, podrá pedir a la Corte 

que le permita intervenir. 

2. La Corte decidirá con respecto a dicha petición. 

 

Artículo 63 

1. Cuando se trate de la interpretación de una convención en la cual sean 

partes otros Estados además de las partes en litigio, el Secretario 

notificará inmediatamente a todos los Estados interesados. 

2. Todo Estado así notificado tendrá derecho a intervenir en el proceso; 

pero si ejerce ese derecho, la interpretación contenida en el fallo será 

igualmente obligatoria para él. 

 

Artículo 64 

Salvo que la Corte determine otra cosa, cada parte sufragará sus propias 

costas. 

 

 

CAPITULO IV: OPINIONES CONSULTIVAS 

 

Artículo 65 

1. La Corte podrá emitir opiniones consultivas respecto de cualquier 

cuestión jurídica, a solicitud de cualquier organismo autorizado para 

ello por la Carta de las Naciones Unidas, o de acuerdo con las 

disposiciones de la misma. 

2. Las cuestiones sobre las cuales se solicite opinión consultiva serán 

expuestas a la Corte mediante solicitud escrita, en que se formule en 

términos precisos la cuestión respecto de la cual se haga la consulta. 

Con dicha solicitud se acompañarán todos los documentos que puedan 

arrojar luz sobre la cuestión. 
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Artículo 66 

1. Tan pronto como se reciba una solicitud de opinión consultiva, el 

Secretario la notificará a todos los Estados que tengan derecho a 

comparecer ante la Corte. 

2. El Secretario notificará también, mediante comunicación especial y 

directa a todo Estado con derecho a comparecer ante la Corte, y a toda 

organización internacional que a juicio de la Corte, o de su Presidente 

si la Corte no estuviere reunida, puedan suministrar alguna información 

sobre la cuestión, que la Corte estará lista para recibir exposiciones 

escritas dentro del término que fijará el Presidente, o para oír en 

audiencia pública que se celebrará al efecto, exposiciones orales 

relativas a dicha cuestión. 

3. Cualquier Estado con derecho a comparecer ante la Corte que no haya 

recibido la comunicación especial mencionada en el párrafo 2 de este 

Artículo, podrá expresar su deseo de presentar una exposición escrita o 

de ser oído y la Corte decidirá. 

4. Se permitirá a los Estados y a las organizaciones que hayan presentado 

exposiciones escritas u orales, o de ambas clases, discutir las 

exposiciones presentadas por otros Estados u organizaciones en la forma, 

en la extensión y dentro del término que en cada caso fije la Corte, o su 

Presidente si la Corte no estuviere reunida. Con tal fin, el Secretario 

comunicará oportunamente tales exposiciones escritas a los Estados y 

organizaciones que hayan presentado las suyas. 

 

Artículo 67 

La Corte pronunciará sus opiniones consultivas en audiencia pública, 

previa notificación al Secretario General de las Naciones Unidas y a los 

representantes de los Miembros de las Naciones Unidas, de los otros 

Estados y de las organizaciones internacionales directamente interesados. 

 

Artículo 68 

En el ejercicio de sus funciones consultivas, la Corte se guiará además 

por las disposiciones de este Estatuto que rijan en materia contenciosa, 

en la medida en que la propia Corte las considere aplicables. 

 

 

CAPITULO V: REFORMAS 

 

Artículo 69 

Las reformas al presente Estatuto se efectuarán mediante el mismo 

procedimiento que establece la Carta de las Naciones Unidas para la 

reforma de dicha Carta, con sujeción a las disposiciones que la Asamblea 

General adopte, previa recomendación del Consejo de Seguridad, con 

respecto a la participación de Estados que sean partes en el Estatuto, 

pero no Miembros de las Naciones Unidas. 

 

Artículo 70 

La Corte estará facultada para proponer las reformas que juzgue 

necesarias al presente Estatuto, comunicándolas por escrito al Secretario 

General de las Naciones Unidas a fin de que sean consideradas de 

conformidad con las disposiciones del Artículo 69. 
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PACTO INTERNACIONAL DE 

DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS 
  

PREÁMBULO 
Los Estados Partes en el presente Pacto, 

Considerando que, conforme a los principios enunciados en la Carta de las 

Naciones Unidas, la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por 

base el reconocimiento de la dignidad inherente a todos los miembros de 

la familia humana y de sus derechos iguales e inalienables, 

Reconociendo que estos derechos se derivan de la dignidad inherente a la 

persona humana, 

Reconociendo que, con arreglo a la Declaración Universal de Derechos 

Humanos, no puede realizarse el ideal del ser humano libre en el disfrute 

de las libertades civiles y políticas y liberado del temor y de la 

miseria, a menos que se creen condiciones que permitan a cada persona 

gozar de sus derechos civiles y políticos, tanto como de sus derechos 

económicos, sociales y culturales, 

Considerando que la Carta de las Naciones Unidas impone a los Estados la 

obligación de promover el respeto universal y efectivo de los derechos y 

libertades humanos, 

Comprendiendo que el individuo, por tener deberes respecto de otros 

individuos y de la comunidad a que pertenece, tiene la obligación de 

esforzarse por la consecución y la observancia de los derechos 

reconocidos en este Pacto, 

Convienen en los artículos siguientes: 

 

 

Parte I 

 

Artículo 1 
1. Todos los pueblos tienen el derecho de libre determinación. En virtud 

de este derecho establecen libremente su condición política y proveen 

asimismo a su desarrollo económico, social y cultural. 

2. Para el logro de sus fines, todos los pueblos pueden disponer 

libremente de sus riquezas y recursos naturales, sin perjuicio de las 

obligaciones que derivan de la cooperación económica internacional basada 

en el principio del beneficio recíproco, así como del derecho 

internacional. En ningún caso podrá privarse a un pueblo de sus propios 

medios de subsistencia. 
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3. Los Estados Partes en el presente Pacto, incluso los que tienen la 

responsabilidad de administrar territorios no autónomos y territorios en 

fideicomiso, promoverán el ejercicio del derecho de libre determinación, 

y respetarán este derecho de conformidad con las disposiciones de la 

Carta de las Naciones Unidas. 

 

 

Parte II 

 

Artículo 2 
1. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a 

respetar y a garantizar a todos los individuos que se encuentren en su 

territorio y estén sujetos a su jurisdicción los derechos reconocidos en 

el presente Pacto, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, 

religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, 

posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 

2. Cada Estado Parte se compromete a adoptar, con arreglo a sus 

procedimientos constitucionales y a las disposiciones del presente Pacto, 

las medidas oportunas para dictar las disposiciones legislativas o de 

otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos los derechos 

reconocidos en el presente Pacto y que no estuviesen ya garantizados por 

disposiciones legislativas o de otro carácter. 

3. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a 

garantizar que: 

a) Toda persona cuyos derechos o libertades reconocidos en el presente 

Pacto hayan sido violados podrá interponer un recurso efectivo, aun 

cuando tal violación hubiera sido cometida por personas que actuaban en 

ejercicio de sus funciones oficiales; 

b) La autoridad competente, judicial, administrativa o legislativa, o 

cualquiera otra autoridad competente prevista por el sistema legal del 

Estado, decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga tal 

recurso, y desarrollará las posibilidades de recurso judicial; 

c) Las autoridades competentes cumplirán toda decisión en que se haya 

estimado procedente el recurso. 

 

Artículo 3 
Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar a 

hombres y mujeres la igualdad en el goce de todos los derechos civiles y 

políticos enunciados en el presente Pacto. 

 

Artículo 4 
1. En situaciones excepcionales que pongan en peligro la vida de la 

nación y cuya existencia haya sido proclamada oficialmente, los Estados 

Partes en el presente Pacto podrán adoptar disposiciones que, en la 

medida estrictamente limitada a las exigencias de la situación, suspendan 

las obligaciones contraídas en virtud de este Pacto, siempre que tales 

disposiciones no sean incompatibles con las demás obligaciones que les 

impone el derecho internacional y no entrañen discriminación alguna 

fundada únicamente en motivos de raza, color, sexo, idioma, religión u 

origen social. 

2. La disposición precedente no autoriza suspensión alguna de los 

artículos 6, 7, 8 (párrafos 1 y 2), 11, 15, 16 y 18. 
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3. Todo Estado Parte en el presente Pacto que haga uso del derecho de 

suspensión deberá informar inmediatamente a los demás Estados Partes en 

el presente Pacto, por conducto del Secretario General de las Naciones 

Unidas, de las disposiciones cuya aplicación haya suspendido y de los 

motivos que hayan suscitado la suspensión. Se hará una nueva comunicación 

por el mismo conducto en la fecha en que se haya dado por terminada tal 

suspensión. Observación general sobre su aplicación. 

 

Artículo 5 
1. Ninguna disposición del presente Pacto podrá ser interpretada en el 

sentido de conceder derecho alguno a un Estado, grupo o individuo para 

emprender actividades o realizar actos encaminados a la destrucción de 

cualquiera de los derechos y libertades reconocidos en el Pacto o a su 

limitación en mayor medida que la prevista en él. 

2. No podrá admitirse restricción o menoscabo de ninguno de los derechos 

humanos fundamentales reconocidos o vigentes en un Estado Parte en virtud 

de leyes, convenciones, reglamentos o costumbres, so pretexto de que el 

presente Pacto no los reconoce o los reconoce en menor grado. 

 

 

Parte III 

 

Artículo 6 
1. El derecho a la vida es inherente a la persona humana. Este derecho 

estará protegido por la ley. Nadie podrá ser privado de la vida 

arbitrariamente. 

2. En los países en que no hayan abolido la pena capital sólo podrá 

imponerse la pena de muerte por los más graves delitos y de conformidad 

con leyes que estén en vigor en el momento de cometerse el delito y que 

no sean contrarias a las disposiciones del presente Pacto ni a la 

Convención para la Prevención y Sanción del Delito de Genocidio. Esta 

pena sólo podrá imponerse en cumplimiento de sentencia definitiva de un 

tribunal competente. 

3. Cuando la privación de la vida constituya delito de genocidio se 

tendrá entendido que nada de lo dispuesto en este artículo excusará en 

modo alguno a los Estados Partes del cumplimiento de ninguna de las 

obligaciones asumidas en virtud de las disposiciones de la Convención 

para la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio. 

4. Toda persona condenada a muerte tendrá derecho a solicitar el indulto 

o la conmutación de la pena de muerte. La amnistía, el indulto o la 

conmutación de la pena capital podrán ser concedidos en todos los casos. 

5. No se impondrá la pena de muerte por delitos cometidos por personas de 

menos de 18 años de edad, ni se la aplicará a las mujeres en estado de 

gravidez. 

6. Ninguna disposición de este artículo podrá ser invocada por un Estado 

Parte en el presente Pacto para demorar o impedir la abolición de la pena 

capital. 

 

Artículo 7 
Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o 

degradantes. En particular, nadie será sometido sin su libre 

consentimiento a experimentos médicos o científicos. 
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Artículo 8 
1. Nadie estará sometido a esclavitud. La esclavitud y la trata de 

esclavos estarán prohibidas en todas sus formas. 

2. Nadie estará sometido a servidumbre. 

a) Nadie será constreñido a ejecutar un trabajo forzoso u obligatorio; 

b) El inciso precedente no podrá ser interpretado en el sentido de que 

prohíbe, en los países en los cuales ciertos delitos pueden ser 

castigados con la pena de prisión acompañada de trabajos forzados, el 

cumplimiento de una pena de trabajos forzados impuesta por un tribunal 

competente; 

c) No se considerarán como "trabajo forzoso u obligatorio", a los efectos 

de este párrafo: 

i) Los trabajos o servicios que, aparte de los mencionados en el inciso 

b), se exijan normalmente de una persona presa en virtud de una decisión 

judicial legalmente dictada, o de una persona que habiendo sido presa en 

virtud de tal decisión se encuentre en libertad condicional; 

ii) El servicio de carácter militar y, en los países donde se admite la 

exención por razones de conciencia, el servicio nacional que deben 

prestar conforme a la ley quienes se opongan al servicio militar por 

razones de conciencia. 

iii) El servicio impuesto en casos de peligro o calamidad que amenace la 

vida o el bienestar de la comunidad; 

iv) El trabajo o servicio que forme parte de las obligaciones cívicas 

normales. 

 

Artículo 9 
1. Todo individuo tiene derecho a la libertad y a la seguridad personal. 

Nadie podrá ser sometido a detención o prisión arbitrarias. Nadie podrá 

ser privado de su libertad, salvo por las causas fijadas por ley y con 

arreglo al procedimiento establecido en ésta. 

2. Toda persona detenida será informada, en el momento de su detención, 

de las razones de la misma, y notificada, sin demora, de la acusación 

formulada contra ella. 

3. Toda persona detenida o presa a causa de una infracción penal será 

llevada sin demora ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley 

para ejercer funciones judiciales, y tendrá derecho a ser juzgada dentro 

de un plazo razonable o a ser puesta en libertad. La prisión preventiva 

de las personas que hayan de ser juzgadas no debe ser la regla general, 

pero su libertad podrá estar subordinada a garantías que aseguren la 

comparecencia del acusado en el acto del juicio, o en cualquier momento 

de las diligencias procesales y, en su caso, para la ejecución del fallo. 

4. Toda persona que sea privada de libertad en virtud de detención o 

prisión tendrá derecho a recurrir ante un tribunal, a fin de que éste 

decida a la brevedad posible sobre la legalidad de su prisión y ordene su 

libertad si la prisión fuera ilegal. 

5. Toda persona que haya sido ilegalmente detenida o presa, tendrá el 

derecho efectivo a obtener reparación. 

 

 

Artículo 10 
1. Toda persona privada de libertad será tratada humanamente y con el 

respeto debido a la dignidad inherente al ser humano. 



 

Dirección General de Política Pública de Derechos Humanos. 
Dinamarca no. 84, primer piso, Col. Juárez Del. Cuauhtémoc. México, Distrito Federal  

 

a) Los procesados estarán separados de los condenados, salvo en 

circunstancias excepcionales, y serán sometidos a un tratamiento 

distinto, adecuado a su condición de personas no condenadas; 

b) Los menores procesados estarán separados de los adultos y deberán ser 

llevados ante los tribunales de justicia con la mayor celeridad posible 

para su enjuiciamiento. 

3. El régimen penitenciario consistirá en un tratamiento cuya finalidad 

esencial será la reforma y la readaptación social de los penados. Los 

menores delincuentes estarán separados de los adultos y serán sometidos a 

un tratamiento adecuado a su edad y condición jurídica. 

 

Artículo 11 
Nadie será encarcelado por el solo hecho de no poder cumplir una 

obligación contractual. 

 

Artículo 12 
1. Toda persona que se halle legalmente en el territorio de un Estado 

tendrá derecho a circular libremente por él y a escoger libremente en él 

su residencia. 

2. Toda persona tendrá derecho a salir libremente de cualquier país, 

incluso del propio. 

3. Los derechos antes mencionados no podrán ser objeto de restricciones 

salvo cuando éstas se hallen previstas en la ley, sean necesarias para 

proteger la seguridad nacional, el orden público, la salud o la moral 

públicas o los derechos y libertades de terceros, y sean compatibles con 

los demás derechos reconocidos en el presente Pacto. 

4. Nadie podrá ser arbitrariamente privado del derecho a entrar en su 

propio país. 

 

Artículo 13 

El extranjero que se halle legalmente en el territorio de un 

Estado Parte en el presente Pacto sólo podrá ser expulsado de él 

en cumplimiento de una decisión adoptada conforme a la ley; y, a 

menos que razones imperiosas de seguridad nacional se opongan a 

ello, se permitirá a tal extranjero exponer las razones que lo 

asistan en contra de su expulsión, así como someter su caso a 

revisión ante la autoridad competente o bien ante la persona o 

personas designadas especialmente por dicha autoridad competente, 

y hacerse representar con tal fin ante ellas. 

 

Artículo 14 
1. Todas las personas son iguales ante los tribunales y cortes de 

justicia. Toda persona tendrá derecho a ser oída públicamente y con las 

debidas garantías por un tribunal competente, independiente e imparcial, 

establecido por la ley, en la substanciación de cualquier acusación de 

carácter penal formulada contra ella o para la determinación de sus 

derechos u obligaciones de carácter civil. La prensa y el público podrán 

ser excluidos de la totalidad o parte de los juicios por consideraciones 

de moral, orden público o seguridad nacional en una sociedad democrática, 

o cuando lo exija el interés de la vida privada de las partes o, en la 

medida estrictamente necesaria en opinión del tribunal, cuando por 

circunstancias especiales del asunto la publicidad pudiera perjudicar a 
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los intereses de la justicia; pero toda sentencia en materia penal o 

contenciosa será pública, excepto en los casos en que el interés de 

menores de edad exija lo contrario, o en las acusaciones referentes a 

pleitos matrimoniales o a la tutela de menores. 

2. Toda persona acusada de un delito tiene derecho a que se presuma su 

inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley. 

3. Durante el proceso, toda persona acusada de un delito tendrá derecho, 

en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas: 

a) A ser informada sin demora, en un idioma que comprenda y en forma 

detallada, de la naturaleza y causas de la acusación formulada contra 

ella; 

b) A disponer del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de 

su defensa y a comunicarse con un defensor de su elección; 

c) A ser juzgado sin dilaciones indebidas; 

d) A hallarse presente en el proceso y a defenderse personalmente o ser 

asistida por un defensor de su elección; a ser informada, si no tuviera 

defensor, del derecho que le asiste a tenerlo, y, siempre que el interés 

de la justicia lo exija, a que se le nombre defensor de oficio, 

gratuitamente, si careciere de medios suficientes para pagarlo; 

e) A interrogar o hacer interrogar a los testigos de cargo y a obtener la 

comparecencia de los testigos de descargo y que éstos sean interrogados 

en las mismas condiciones que los testigos de cargo; 

f) A ser asistida gratuitamente por un intérprete, si no comprende o no 

habla el idioma empleado en el tribunal; 

g) A no ser obligada a declarar contra sí misma ni a confesarse culpable. 

4. En el procedimiento aplicable a los menores de edad a efectos penales 

se tendrá en cuenta esta circunstancia y la importancia de estimular su 

readaptación social. 

5. Toda persona declarada culpable de un delito tendrá derecho a que el 

fallo condenatorio y la pena que se le haya impuesto sean sometidos a un 

tribunal superior, conforme a lo prescrito por la ley. 

6. Cuando una sentencia condenatoria firme haya sido ulteriormente 

revocada, o el condenado haya sido indultado por haberse producido o 

descubierto un hecho plenamente probatorio de la comisión de un error 

judicial, la persona que haya sufrido una pena como resultado de tal 

sentencia deberá ser indemnizada, conforme a la ley, a menos que se 

demuestre que le es imputable en todo o en parte el no haberse revelado 

oportunamente el hecho desconocido. 

7. Nadie podrá ser juzgado ni sancionado por un delito por el cual haya 

sido ya condenado o absuelto por una sentencia firme de acuerdo con la 

ley y el procedimiento penal de cada país. 

 

Artículo 15 
1. Nadie será condenado por actos u omisiones que en el momento de 

cometerse no fueran delictivos según el derecho nacional o internacional. 

Tampoco se impondrá pena más grave que la aplicable en el momento de la 

comisión del delito. Si con posterioridad a la comisión del delito la ley 

dispone la imposición de una pena más leve, el delincuente se beneficiará 

de ello. 

2. Nada de lo dispuesto en este artículo se opondrá al juicio ni a la 

condena de una persona por actos u omisiones que, en el momento de 

cometerse, fueran delictivos según los principios generales del derecho 

reconocidos por la comunidad internacional. 
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Artículo 16 
Todo ser humano tiene derecho, en todas partes, al reconocimiento de su 

personalidad jurídica. 

 

Artículo 17 
1. Nadie será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida 

privada, su familia, su domicilio o su correspondencia, ni de ataques 

ilegales a su honra y reputación. 

2. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas 

injerencias o esos ataques. 

 

Artículo 18 
1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia 

y de religión; este derecho incluye la libertad de tener o de adoptar la 

religión o las creencias de su elección, así como la libertad de 

manifestar su religión o sus creencias, individual o colectivamente, 

tanto en público como en privado, mediante el culto, la celebración de 

los ritos, las prácticas y la enseñanza. 

2. Nadie será objeto de medidas coercitivas que puedan menoscabar su 

libertad de tener o de adoptar la religión o las creencias de su 

elección. 

3. La libertad de manifestar la propia religión o las propias creencias 

estará sujeta únicamente a las limitaciones prescritas por la ley que 

sean necesarias para proteger la seguridad, el orden, la salud o la moral 

públicos, o los derechos y libertades fundamentales de los demás. 

4. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a respetar la 

libertad de los padres y, en su caso, de los tutores legales, para 

garantizar que los hijos reciban la educación religiosa y moral que esté 

de acuerdo con sus propias convicciones. 

 

Artículo 19 
1. Nadie podrá ser molestado a causa de sus opiniones. 

2. Toda persona tiene derecho a la libertad de expresión; este derecho 

comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas 

de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por 

escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro 

procedimiento de su elección. 

3. El ejercicio del derecho previsto en el párrafo 2 de este artículo 

entraña deberes y responsabilidades especiales. Por consiguiente, puede 

estar sujeto a ciertas restricciones, que deberán, sin embargo, estar 

expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para: 

a) Asegurar el respeto a los derechos o a la reputación de los demás; 

b) La protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o 

la moral públicas. 

 

Artículo 20 
1. Toda propaganda en favor de la guerra estará prohibida por la ley. 

2. Toda apología del odio nacional, racial o religioso que constituya 

incitación a la discriminación, la hostilidad o la violencia estará 

prohibida por la ley. 

 

Artículo 21 
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Se reconoce el derecho de reunión pacífica. El ejercicio de tal derecho 

sólo podrá estar sujeto a las restricciones previstas por la ley que sean 

necesarias en una sociedad democrática, en interés de la seguridad 

nacional, de la seguridad pública o del orden público, o para proteger la 

salud o la moral públicas o los derechos y libertades de los demás. 

 

Artículo 22 
1. Toda persona tiene derecho a asociarse libremente con otras, incluso 

el derecho a fundar sindicatos y afiliarse a ellos para la protección de 

sus intereses. 

2. El ejercicio de tal derecho sólo podrá estar sujeto a las 

restricciones previstas por la ley que sean necesarias en una sociedad 

democrática, en interés de la seguridad nacional, de la seguridad pública 

o del orden público, o para proteger la salud o la moral públicas o los 

derechos y libertades de los demás. El presente artículo no impedirá la 

imposición de restricciones legales al ejercicio de tal derecho cuando se 

trate de miembros de las fuerzas armadas y de la policía. 

3. Ninguna disposición de este artículo autoriza a los Estados Partes en 

el Convenio de la Organización Internacional del Trabajo de 1948, 

relativo a la libertad sindical y a la protección del derecho de 

sindicación, a adoptar medidas legislativas que puedan menoscabar las 

garantías previstas en él ni a aplicar la ley de tal manera que pueda 

menoscabar esas garantías. 

 

Artículo 23 
1. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y tiene 

derecho a la protección de la sociedad y del Estado. 

2. Se reconoce el derecho del hombre y de la mujer a contraer matrimonio 

y a fundar una familia si tienen edad para ello. 

3. El matrimonio no podrá celebrarse sin el libre y pleno consentimiento 

de los contrayentes. 

4. Los Estados Partes en el presente Pacto tomarán las medidas apropiadas 

para asegurar la igualdad de derechos y de responsabilidades de ambos 

esposos en cuanto al matrimonio, durante el matrimonio y en caso de 

disolución del mismo. En caso de disolución, se adoptarán disposiciones 

que aseguren la protección necesaria a los hijos. 

 

Artículo 24 
1. Todo niño tiene derecho, sin discriminación alguna por motivos de 

raza, color, sexo, idioma, religión, origen nacional o social, posición 

económica o nacimiento, a las medidas de protección que su condición de 

menor requiere, tanto por parte de su familia como de la sociedad y del 

Estado. 

2. Todo niño será inscrito inmediatamente después de su nacimiento y 

deberá tener un nombre. 

3. Todo niño tiene derecho a adquirir una nacionalidad. 

 

Artículo 25 
Todos los ciudadanos gozarán, sin ninguna de las distinciones mencionadas 

en el artículo 2, y sin restricciones indebidas, de los siguientes 

derechos y oportunidades: 

a) Participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por 

medio de representantes libremente elegidos; 
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b) Votar y ser elegidos en elecciones periódicas, auténticas, realizadas 

por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre 

expresión de la voluntad de los electores; 

c) Tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones 

públicas de su país. 

 

Artículo 26 
Todas las personas son iguales ante la ley y tienen derecho sin 

discriminación a igual protección de la ley. A este respecto, la ley 

prohibirá toda discriminación y garantizará a todas las personas 

protección igual y efectiva contra cualquier discriminación por motivos 

de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de 

cualquier índole, origen nacional o social, posición económica, 

nacimiento o cualquier otra condición social. 

 

Artículo 27 
En los Estados en que existan minorías étnicas, religiosas o 

lingüísticas, no se negará a las personas que pertenezcan a dichas 

minorías el derecho que les corresponde, en común con los demás miembros 

de su grupo, a tener su propia vida cultural, a profesar y practicar su 

propia religión y a emplear su propio idioma. 

 

 

Parte IV 

 

Artículo 28 
1. Se establecerá un Comité de Derechos Humanos (en adelante denominado 

el Comité). Se compondrá de dieciocho miembros, y desempeñará las 

funciones que se señalan más adelante. 

2. El Comité estará compuesto de nacionales de los Estados Partes en el 

presente Pacto, que deberán ser personas de gran integridad moral, con 

reconocida competencia en materia de derechos humanos. Se tomará en 

consideración la utilidad de la participación de algunas personas que 

tengan experiencia jurídica. 

3. Los miembros del Comité serán elegidos y ejercerán sus funciones a 

título personal. 

 

Artículo 29 
1. Los miembros del Comité serán elegidos por votación secreta de una 

lista de personas que reúnan las condiciones previstas en el artículo 28 

y que sean propuestas al efecto por los Estados Partes en el presente 

Pacto. 

2. Cada Estado Parte en el presente Pacto podrá proponer hasta dos 

personas. Estas personas serán nacionales del Estado que las proponga. 

3. La misma persona podrá ser propuesta más de una vez. 

 

Artículo 30 
1. La elección inicial se celebrará a más tardar seis meses después de la 

fecha de entrada en vigor del presente Pacto. 

2. Por lo menos cuatro meses antes de la fecha de la elección del Comité, 

siempre que no se trate de una elección para llenar una vacante declarada 

de conformidad con el artículo 34, el Secretario General de las Naciones 
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Unidas invitará por escrito a los Estados Partes en el presente Pacto a 

presentar sus candidatos para el Comité en el término de tres meses. 

3. El Secretario General de las Naciones Unidas preparará una lista por 

orden alfabético de los candidatos que hubieren sido presentados, con 

indicación de los Estados Partes que los hubieren designado, y la 

comunicará a los Estados Partes en el presente Pacto a más tardar un mes 

antes de la fecha de cada elección. 

4. La elección de los miembros del Comité se celebrará en una reunión de 

los Estados Partes en el presente Pacto convocada por el Secretario 

General de las Naciones Unidas en la Sede de la Organización. En esa 

reunión, para la cual el quórum estará constituido por dos tercios de los 

Estados Partes en el presente Pacto, quedarán elegidos miembros del 

Comité los candidatos que obtengan el mayor número de votos y la mayoría 

absoluta de los votos de los representantes de los Estados Partes 

presentes y votantes. 

 

Artículo 31 
1. El Comité no podrá comprender más de un nacional de un mismo Estado. 

2. En la elección del Comité se tendrá en cuenta una distribución 

geográfica equitativa de los miembros y la representación de las 

diferentes formas de civilización y de los principales sistemas 

jurídicos. 

 

Artículo 32 
1. Los miembros del Comité se elegirán por cuatro años. Podrán ser 

reelegidos si se presenta de nuevo su candidatura. Sin embargo, los 

mandatos de nueve de los miembros elegidos en la primera elección 

expirarán al cabo de dos años. Inmediatamente después de la primera 

elección, el Presidente de la reunión mencionada en el párrafo 4 del 

artículo 30 designará por sorteo los nombres de estos nueve miembros. 

2. Las elecciones que se celebren al expirar el mandato se harán con 

arreglo a los artículos precedentes de esta parte del presente Pacto. 

 

Artículo 33 
1. Si los demás miembros estiman por unanimidad que un miembro del Comité 

ha dejado de desempeñar sus funciones por otra causa que la de ausencia 

temporal, el Presidente del Comité notificará este hecho al Secretario 

General de las Naciones Unidas, quien declarará vacante el puesto de 

dicho miembro. 

2. En caso de muerte o renuncia de un miembro del Comité, el Presidente 

lo notificará inmediatamente al Secretario General de las Naciones 

Unidas, quien declarará vacante el puesto desde la fecha del 

fallecimiento o desde la fecha en que sea efectiva la renuncia. 

 

Artículo 34 
1. Si se declara una vacante de conformidad con el artículo 33 y si el 

mandato del miembro que ha de ser sustituido no expira dentro de los seis 

meses que sigan a la declaración de dicha vacante, el Secretario General 

de las Naciones Unidas lo notificará a cada uno de los Estados Partes en 

el presente Pacto, los cuales, para llenar la vacante, podrán presentar 

candidatos en el plazo de dos meses, de acuerdo con lo dispuesto en el 

párrafo 2 del artículo 29. 
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2. El Secretario General de las Naciones Unidas preparará una lista por 

orden alfabético de los candidatos así designados y la comunicará a los 

Estados Partes en el presente Pacto. La elección para llenar la vacante 

se verificará de conformidad con las disposiciones pertinentes de esta 

parte del presente Pacto. 

3. Todo miembro del Comité que haya sido elegido para llenar una vacante 

declarada de conformidad con el artículo 33 ocupará el cargo por el resto 

del mandato del miembro que dejó vacante el puesto en el Comité conforme 

a lo dispuesto en este artículo. 

 

Artículo 35 
Los miembros del Comité, previa aprobación de la Asamblea General de las 

Naciones Unidas, percibirán emolumentos de los fondos de las Naciones 

Unidas en la forma y condiciones que la Asamblea General determine, 

teniendo en cuenta la importancia de las funciones del Comité. 

 

Artículo 36 
El Secretario General de las Naciones Unidas proporcionará el personal y 

los servicios necesarios para el desempeño eficaz de las funciones del 

Comité en virtud del presente Pacto. 

 

Artículo 37 
1. El Secretario General de las Naciones Unidas convocará la primera 

reunión del Comité en la Sede de las Naciones Unidas. 

2. Después de su primera reunión, el Comité se reunirá en las ocasiones 

que se prevean en su reglamento. 

3. El Comité se reunirá normalmente en la Sede de las Naciones Unidas o 

en la Oficina de las Naciones Unidas en Ginebra. 

 

Artículo 38 
Antes de entrar en funciones, los miembros del Comité declararán 

solemnemente en sesión pública del Comité que desempeñará su cometido con 

toda imparcialidad y conciencia. 

 

Artículo 39 
1. El Comité elegirá su Mesa por un período de dos años. Los miembros de 

la Mesa podrán ser reelegidos. 

2. El Comité establecerá su propio reglamento, en el cual se dispondrá, 

entre otras cosas, que: 

a) Doce miembros constituirán el quórum; 

b) Las decisiones del Comité se tomarán por mayoría de votos de los 

miembros presentes. 

 

Artículo 40 
1. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a presentar 

informes sobre las disposiciones que hayan adoptado y que den efecto a 

los derechos reconocidos en el Pacto y sobre el progreso que hayan 

realizado en cuanto al goce de esos derechos: 

a) En el plazo de un año a contar de la fecha de entrada en vigor del 

presente Pacto con respecto a los Estados Partes interesados; 

b) En lo sucesivo, cada vez que el Comité lo pida. 

2. Todos los informes se presentarán al Secretario General de las 

Naciones Unidas, quien los transmitirá al Comité para examen. Los 
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informes señalarán los factores y las dificultades, si los hubiere, que 

afecten a la aplicación del presente Pacto. 

3. El Secretario General de las Naciones Unidas, después de celebrar 

consultas con el Comité, podrá transmitir a los organismos especializados 

interesados copias de las partes de los informes que caigan dentro de sus 

esferas de competencia. 

4. El Comité estudiará los informes presentados por los Estados Partes en 

el presente Pacto. Transmitirá sus informes, y los comentarios generales 

que estime oportunos, a los Estados Partes. El Comité también podrá 

transmitir al Consejo Económico y Social esos comentarios, junto con 

copia de los informes que haya recibido de los Estados Partes en el 

Pacto. 

5. Los Estados Partes podrán presentar al Comité observaciones sobre 

cualquier comentario que se haga con arreglo al párrafo 4 del presente 

artículo. 

 

Artículo 41 
1. Con arreglo al presente artículo, todo Estado Parte en el presente 

Pacto podrá declarar en cualquier momento que reconoce la competencia del 

Comité para recibir y examinar las comunicaciones en que un Estado Parte 

alegue que otro Estado Parte no cumple las obligaciones que le impone 

este Pacto. Las comunicaciones hechas en virtud del presente artículo 

sólo se podrán admitir y examinar si son presentadas por un Estado Parte 

que haya hecho una declaración por la cual reconozca con respecto a sí 

mismo la competencia del Comité. El Comité no admitirá ninguna 

comunicación relativa a un Estado Parte que no haya hecho tal 

declaración. Las comunicaciones recibidas en virtud de este artículo se 

tramitarán de conformidad con el procedimiento siguiente: 

a) Si un Estado Parte en el presente Pacto considera que otro Estado 

Parte no cumple las disposiciones del presente Pacto, podrá señalar el 

asunto a la atención de dicho Estado mediante una comunicación escrita. 

Dentro de un plazo de tres meses, contado desde la fecha de recibo de la 

comunicación, el Estado destinatario proporcionará al Estado que haya 

enviado la comunicación una explicación o cualquier otra declaración por 

escrito que aclare el asunto, la cual hará referencia, hasta donde sea 

posible y pertinente, a los procedimientos nacionales y a los recursos 

adoptados, en trámite o que puedan utilizarse al respecto. 

b) Si el asunto no se resuelve a satisfacción de los dos Estados Partes 

interesados en un plazo de seis meses contado desde la fecha en que el 

Estado destinatario haya recibido la primera comunicación, cualquiera de 

ambos Estados Partes interesados tendrá derecho a someterlo al Comité, 

mediante notificación dirigida al Comité y al otro Estado. 

c) El Comité conocerá del asunto que se le someta después de haberse 

cerciorado de que se han interpuesto y agotado en tal asunto todos los 

recursos de la jurisdicción interna de que se pueda disponer, de 

conformidad con los principios del derecho internacional generalmente 

admitidos. No se aplicará esta regla cuando la tramitación de los 

mencionados recursos se prolongue injustificadamente. 

d) El Comité celebrará sus sesiones a puerta cerrada cuando examine las 

comunicaciones previstas en el presente artículo. 

e) A reserva de las disposiciones del inciso c, el Comité pondrá sus 

buenos oficios a disposición de los Estados Partes interesados a fin de 

llegar a una solución amistosa del asunto, fundada en el respeto de los 
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derechos humanos y de las libertades fundamentales reconocidos en el 

presente Pacto. 

f) En todo asunto que se le someta, el Comité podrá pedir a los Estados 

Partes interesados a que se hace referencia en el inciso b que faciliten 

cualquier información pertinente. 

g) Los Estados Partes interesados a que se hace referencia en el inciso 

obtendrán derecho a estar representados cuando el asunto se examine en el 

Comité y a presentar exposiciones verbalmente, o por escrito, o de ambas 

maneras. 

h) El Comité, dentro de los doce meses siguientes a la fecha de recibido 

de la notificación mencionada en el inciso b), presentará un informe en 

el cual: 

i) Si se ha llegado a una solución con arreglo a lo dispuesto en el 

inciso e, se limitará a una breve exposición de los hechos y de la 

solución alcanzada: 

ii) Si no se ha llegado a una solución con arreglo a lo dispuesto en el 

inciso e, se limitará a una breve exposición de los hechos y agregará las 

exposiciones escritas y las actas de las exposiciones verbales que hayan 

hecho los Estados Partes interesados. 

En cada asunto, se enviará el informe los Estados Partes interesados. 

2. Las disposiciones del presente artículo entrarán en vigor cuando diez 

Estados Partes en el presente Pacto hayan hecho las declaraciones a que 

se hace referencia en el párrafo 1 del presente artículo. Tales 

declaraciones serán depositadas por los Estados Partes en poder del 

Secretario General de las Naciones Unidas, quien remitirá copia de las 

mismas a los demás Estados Partes. Toda declaración podrá retirarse en 

cualquier momento mediante notificación dirigida al Secretario General. 

Tal retiro no será obstáculo para que se examine cualquier asunto que sea 

objeto de una comunicación ya transmitida en virtud de este artículo; no 

se admitirá ninguna nueva comunicación de un Estado Parte una vez que el 

Secretario General de las Naciones Unidas haya recibido la notificación 

de retiro de la declaración, a menos que el Estado Parte interesado haya 

hecho una nueva declaración. 

 

Artículo 42 

1.  

a) Si un asunto remitido al Comité con arreglo al artículo 41 no se 

resuelve a satisfacción de los Estados Partes interesados, el Comité, con 

el previo consentimiento de los Estados Partes interesados, podrá 

designar una Comisión Especial de Conciliación (denominada en adelante la 

Comisión). Los buenos oficios de la Comisión se pondrán a disposición de 

los Estados Partes interesados a fin de llegar a una solución amistosa 

del asunto, basada en el respeto al presente Pacto. 

b) La Comisión estará integrada por cinco personas aceptables para los 

Estados Partes interesados. Si, transcurridos tres meses, los Estados 

Partes interesados no se ponen de acuerdo sobre la composición, en todo o 

en parte, de la Comisión, los miembros de la Comisión sobre los que no 

haya habido acuerdo serán elegidos por el Comité, de entre sus propios 

miembros, en votación secreta y por mayoría de dos tercios. 

2. Los miembros de la Comisión ejercerán sus funciones a título personal. 

No serán nacionales de los Estados Partes interesados, de ningún Estado 

que no sea parte en el presente Pacto, ni de ningún Estado Parte que no 

haya hecho la declaración prevista en el artículo 41. 
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3. La Comisión elegirá su propio Presidente y aprobará su propio 

reglamento. 

4. Las reuniones de la Comisión se celebrarán normalmente en la Sede de 

las Naciones Unidas o en la Oficina de las Naciones Unidas en Ginebra. 

Sin embargo, podrán celebrarse en cualquier otro lugar conveniente que la 

Comisión acuerde en consulta con el Secretario General de las Naciones 

Unidas y los Estados Partes interesados. 

5. La secretaría prevista en el artículo 36 prestará también servicios a 

las comisiones que se establezcan en virtud del presente artículo. 

6. La información recibida y estudiada por el Comité se facilitará a la 

Comisión, y ésta podrá pedir a los Estados Partes interesados que 

faciliten cualquier otra información pertinente. 

7. Cuando la Comisión haya examinado el asunto en todos sus aspectos, y 

en todo caso en un plazo no mayor de doce meses después de haber tomado 

conocimiento del mismo, presentará al Presidente del Comité un informe 

para su transmisión a los Estados Partes interesados: 

a) Si la Comisión no puede completar su examen del asunto dentro de los 

doce meses, limitará su informe a una breve exposición de la situación en 

que se halle su examen del asunto; 

b) Si se alcanza una solución amistosa del asunto basada en el respeto a 

los derechos humanos reconocidos en el presente Pacto, la Comisión 

limitará su informe a una breve exposición de los hechos y de la solución 

alcanzada; 

c) Si no se alcanza una solución en el sentido del inciso b, el informe 

de la Comisión incluirá sus conclusiones sobre todas las cuestiones de 

hecho pertinentes al asunto planteado entre los Estados Partes 

interesados, y sus observaciones acerca de las posibilidades de solución 

amistosa del asunto; dicho informe contendrá también las exposiciones 

escritas y una reseña de las exposiciones orales hechas por los Estados 

Partes interesados; 

d) Si el informe de la Comisión se presenta en virtud del inciso c, los 

Estados Partes interesados notificarán al Presidente del Comité, dentro 

de los tres meses siguientes a la recepción del informe, si aceptan o no 

los términos del informe de la Comisión. 

8. Las disposiciones de este artículo no afectan a las funciones del 

Comité previstas en el artículo 41. 

9. Los Estados Partes interesados compartirán por igual todos los gastos 

de los miembros de la Comisión, de acuerdo con el cálculo que haga el 

Secretario General de las Naciones Unidas. 

10. El Secretario General de las Naciones Unidas podrá sufragar, en caso 

necesario, los gastos de los miembros de la Comisión, antes de que los 

Estados Partes interesados reembolsen esos gastos conforme al párrafo 9 

del presente artículo. 

 

Artículo 43 
Los miembros del Comité y los miembros de las comisiones especiales de 

conciliación designados conforme al artículo 42 tendrán derecho a las 

facilidades, privilegios e inmunidades que se conceden a los expertos que 

desempeñen misiones para las Naciones Unidas, con arreglo a lo dispuesto 

en las secciones pertinentes de la Convención sobre los privilegios e 

inmunidades de las Naciones Unidas. 
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Artículo 44 

Las disposiciones de la aplicación del presente Pacto se aplicarán 

sin perjuicio de los procedimientos previstos en materia de 

derechos humanos por los instrumentos constitutivos y las 

convenciones de las Naciones Unidas y de los organismos 

especializados o en virtud de los mismos, y no impedirán que los 

Estados Partes recurran a otros procedimientos para resolver una 

controversia, de conformidad con convenios internacionales 

generales o especiales vigentes entre ellos. 

 

Artículo 45 
El Comité presentará a la Asamblea General de las Naciones Unidas, por 

conducto del Consejo Económico y Social, un informe anual sobre sus 

actividades. 

 

 

Parte V 

 

Artículo 46 
Ninguna disposición del presente Pacto deberá interpretarse en menoscabo 

de las disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas o de las 

constituciones de los organismos especializados que definen las 

atribuciones de los diversos órganos de las Naciones Unidas y de los 

organismos especializados en cuanto a las materias a que se refiere el 

presente Pacto. 

 

Artículo 47 
Ninguna disposición del presente Pacto deberá interpretarse en menoscabo 

del derecho inherente de todos los pueblos a disfrutar y utilizar plena y 

libremente sus riquezas y recursos naturales. 

 

 

Parte VI 

 

Artículo 48 
1. El presente Pacto estará abierto a la firma de todos los Estados 

Miembros de las Naciones Unidas o miembros de algún organismo 

especializado, así como de todo Estado Parte en el Estatuto de la Corte 

Internacional de Justicia y de cualquier otro Estado invitado por la 

Asamblea General de las Naciones Unidas a ser parte en el presente Pacto. 

2. El presente Pacto está sujeto a ratificación. Los instrumentos de 

ratificación se depositarán en poder del Secretario General de las 

Naciones Unidas. 

3. El presente Pacto quedará abierto a la adhesión de cualquiera de los 

Estados mencionados en el párrafo 1 del presente artículo. 

4. La adhesión se efectuará mediante el depósito de un instrumento de 

adhesión en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 

5. El Secretario General de las Naciones Unidas informará a todos los 

Estados que hayan firmado el presente Pacto, o se hayan adherido a él, 

del depósito de cada uno de los instrumentos de ratificación o de 

adhesión. 
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Artículo 49 
1. El presente Pacto entrará en vigor transcurridos tres meses a partir 

de la fecha en que haya sido depositado el trigésimo quinto instrumento 

de ratificación o de adhesión en poder del Secretario General de las 

Naciones Unidas. 

2. Para cada Estado que ratifique el presente Pacto o se adhiera a él 

después de haber sido depositado el trigésimo quinto instrumento de 

ratificación o de adhesión, el Pacto entrará en vigor transcurridos tres 

meses a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado su 

instrumento de ratificación o de adhesión. 

 

Artículo 50 
Las disposiciones del presente Pacto serán aplicables a todas las partes 

componentes de los Estados federales, sin limitación ni excepción alguna. 

 

Artículo 51 
1. Todo Estado Parte en el presente Pacto podrá proponer enmiendas y 

depositarlas en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. El 

Secretario General comunicará las enmiendas propuestas a los Estados 

Partes en el presente Pacto, pidiéndoles que le notifiquen si desean que 

se convoque a una conferencia de Estados Partes con el fin de examinar 

las propuestas y someterlas a votación. Si un tercio al menos de los 

Estados se declara en favor de tal convocatoria, el Secretario General 

convocará una conferencia bajo los auspicios de las Naciones Unidas. Toda 

enmienda adoptada por la mayoría de los Estados presentes y votantes en 

la conferencia se someterá a la aprobación de la Asamblea General de las 

Naciones Unidas. 

2. Tales enmiendas entrarán en vigor cuando hayan sido aprobadas por la 

Asamblea General de las Naciones Unidas y aceptadas por una mayoría de 

dos tercios de los Estados Partes en el presente Pacto, de conformidad 

con sus respectivos procedimientos constitucionales. 

3. Cuando tales enmiendas entren en vigor, serán obligatorias para los 

Estados Partes que las hayan aceptado, en tanto que los demás Estados 

Partes seguirán obligados por las disposiciones del presente Pacto y por 

toda enmienda anterior que hayan aceptado. 

 

Artículo 52 
Independientemente de las notificaciones previstas en el párrafo 5 del 

artículo 48, el Secretario General de las Naciones Unidas comunicará 

todos los Estados mencionados en el párrafo 1 del mismo artículo: 

a) Las firmas, ratificaciones y adhesiones conformes con lo dispuesto en 

el artículo 48; 

b) La fecha en que entre en vigor el presente Pacto conforme a lo 

dispuesto en el artículo 49, y la fecha en que entren en vigor las 

enmiendas a que hace referencia el artículo 51. 

Artículo 53 

1. El presente Pacto, cuyos textos en chino, español, francés, inglés y 

ruso son igualmente auténticos, será depositado en los archivos de las 

Naciones Unidas. 
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2. El Secretario General de las Naciones Unidas enviará copias 

certificadas del presente Pacto a todos los Estados mencionados en el 

artículo 48. 
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PACTO INTERNACIONAL DE 

DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES 

Y CULTURALES 
 

PREÁMBULO 
 

Los Estados partes en el presente Pacto, 

 

Considerando que, conforme a los principios enunciados en la Carta de las 

Naciones Unidas, la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por 

base el reconocimiento de la dignidad inherente a todos los miembros de 

la familia humana y de sus derechos iguales e inalienables, 

 

Reconociendo que estos derechos se desprenden de la dignidad inherente a 

la persona humana, 

 

Reconociendo que, con arreglo a la Declaración Universal de Derechos 

Humanos, no puede realizarse el ideal del ser humano libre, liberado del 

temor y de la miseria, a menos que se creen condiciones que permitan a 

cada persona gozar de sus derechos económicos, sociales y culturales, 

tanto como de sus derechos civiles y políticos, 

 

Considerando que la Carta de las Naciones Unidas impone a los Estados la 

obligación de promover el respeto universal y efectivo de los derechos y 

libertades humanos, 

 

Comprendiendo que el individuo, por tener deberes respecto de otros 

individuos y de la comunidad a que pertenece, está obligado a procurar la 

vigencia y observancia de los derechos reconocidos en este Pacto, 

Convienen en los artículos siguientes: 

 

 

PARTE 1 

 

ARTÍCULO 1 
1. Todos los pueblos tienen el derecho de libre determinación. En virtud 

de este derecho establecen libremente su condición política y proveen 

asimismo a su desarrollo económico, social y cultural. 

2. Para el logro de sus fines, todos los pueblos pueden disponer 

libremente de sus riquezas y recursos naturales, sin perjuicio de las 

obligaciones que derivan de la cooperación económica internacional basada 

en el principio de beneficio recíproco, así como del derecho 

internacional. En ningún caso podrá privarse a un pueblo de sus propios 

medios de subsistencia. 

3. Los Estados Partes en el presente Pacto, incluso los que tienen la 

responsabilidad de administrar territorios no autónomos y territorios en 

fideicomiso, promoverán el ejercicio del derecho de libre determinación, 
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y respetarán este derecho de conformidad con las disposiciones de la 

Carta de las Naciones Unidas.  

 

 

Parte II 

 

ARTÍCULO 2 
1. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a 

adoptar medidas, tanto por separado como mediante la asistencia y la 

cooperación internacionales, especialmente económicas y técnicas, hasta 

el máximo de los recursos de que disponga, para lograr progresivamente, 

por todos los medios apropiados, inclusive en particular la adopción de 

medidas legislativas, la plena efectividad de los derechos aquí 

reconocidos. 

2. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar el 

ejercicio de los derechos que en él se enuncian, sin discriminación 

alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión 

política o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, 

nacimiento o cualquier otra condición social. 

3. Los países en desarrollo, teniendo debidamente en cuenta los derechos 

humanos y su economía nacional, podrán determinar en qué medida 

garantizarán los derechos económicos reconocidos en el presente Pacto a 

personas que no sean nacionales suyos. 

 

ARTÍCULO 3 
Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a 

asegurar a los hombres y a las mujeres igual título a gozar de 

todos los derechos económicos, sociales y culturales enunciados 

en el presente Pacto 

 

ARTÍCULO 4 

Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que, en ejercicio de 

los derechos garantizados conforme al presente Pacto por el Estado, éste 

podrá someter tales derechos únicamente a limitaciones determinadas por 

ley, sólo en la medida compatible con la naturaleza de esos derechos y 

con el exclusivo objeto de promover el bienestar general en una sociedad 

democrática. 

 

ARTÍCULO 5 

1. Ninguna disposición del presente Pacto podrá ser interpretada en el 

sentido de reconocer derecho alguno a un Estado, grupo o individuo para 

emprender actividades o realizar actos encaminados a la destrucción de 

cualquiera de los derechos o libertades reconocidos en el Pacto, o a su 

limitación en medida mayor que la prevista en él. 

2. No podrá admitirse restricción o menoscabo de ninguno de los derechos 

humanos fundamentales reconocidos o vigentes en un país en virtud de 

leyes, convenciones, reglamentos o costumbres, a pretexto de que el 

presente Pacto no los reconoce o los reconoce en menor grado.  

 

 

Parte III 
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ARTÍCULO 6 

1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho a 

trabajar, que comprende el derecho de toda persona a tener la oportunidad 

de ganarse la vida mediante un trabajo libremente escogido o aceptado, y 

tomarán medidas adecuadas para garantizar este derecho. 

2. Entre las medidas que habrá de adoptar cada uno de los Estados Partes 

en el presente Pacto para lograr la plena efectividad de este derecho 

deberá figurar la orientación y formación técnico profesional, la 

preparación de programas, normas y técnicas encaminadas a conseguir un 

desarrollo económico, social y cultural constante y la ocupación plena y 

productiva, en condiciones que garanticen las libertades políticas y 

económicas fundamentales de la persona humana. 

 

ARTÍCULO 7 

Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda 

persona al goce de condiciones de trabajo equitativa y satisfactoria que 

le aseguren en especial: 

a) Una remuneración que proporcione como mínimo a todos los trabajadores: 

i) Un salario equitativo e igual por trabajo de igual valor, sin 

distinciones de ninguna especie; en particular, debe asegurarse a las 

mujeres condiciones de trabajo no inferiores a las de los hombres, con 

salario igual por trabajo igual; 

ii) Condiciones de existencia dignas para ellos y para sus familias 

conforme a las disposiciones del presente Pacto; 

b) La seguridad y la higiene en el trabajo; 

c) Igual oportunidad para todos de ser promovidos, dentro de su trabajo, 

a la categoría superior que les corresponda, sin más consideraciones que 

los factores de tiempo de servicio y capacidad; 

d) El descanso, el disfrute del tiempo libre, la limitación razonable de 

las horas de trabajo y las variaciones periódicas pagadas, así como la 

remuneración de los días festivos. 

 

ARTÍCULO 8 

1. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar: 

a) El derecho de toda persona a fundar sindicatos y a afiliarse al de su 

elección, con sujeción únicamente a los estatutos de la organización 

correspondiente, para promover y proteger sus intereses económicos y 

sociales. No podrán imponerse otras restricciones al ejercicio de este 

derecho que las que prescriba la ley y que sean necesarias en una 

sociedad democrática en interés de la seguridad nacional o del orden 

público, o para la protección de los derechos y libertades ajenos; 

b) El derecho de los sindicatos a formar federaciones o confederaciones 

nacionales y el de éstas a fundar organizaciones sindicales 

internacionales o a afiliarse a las mismas; 

c) El derecho de los sindicatos a funcionar sin obstáculos y sin otras 

limitaciones que las que prescriba la ley y que sean necesarias en una 

sociedad democrática en interés de la seguridad nacional o del orden 

público, o para la protección de los derechos y libertades ajenos; 

d) El derecho de huelga, ejercido de conformidad con las leyes de cada 

país. 

2. El presente artículo no impedirá someter a restricciones legales el 

ejercicio de tales derechos por los miembros de las fuerzas armadas, de 

la policía o de la administración del Estado. 
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3. Nada de lo dispuesto en este artículo autorizará a los Estados Partes 

en el Convenio de la Organización Internacional del Trabajo de 1948 

relativo a la libertad sindical y a la protección del derecho de 

sindicación a adoptar medidas legislativas que menoscaben las garantías 

previstas en dicho Convenio o a aplicar la ley en forma que menoscabe 

dichas garantías. 

 

ARTÍCULO 9 

Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda 

persona a la seguridad social, incluso al seguro social. 

 

ARTÍCULO 10 

Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que: 

1. Se debe conceder a la familia, que es el elemento natural y 

fundamental de la sociedad, la más amplia protección y asistencia 

posibles, especialmente para su constitución y mientras sea 

responsable del cuidado y la educación de los hijos a su cargo. El 

matrimonio debe contraerse con el libre consentimiento de los 

futuros cónyuges. 

2. Se debe conceder especial protección a las madres durante un 

período de tiempo razonable antes y después del parto. Durante 

dicho período, a las madres que trabajen se les debe conceder 

licencia con remuneración o con prestaciones adecuadas de 

seguridad social. 

3. Se deben adoptar medidas especiales de protección y asistencia 

en favor de todos los niños y adolescentes, sin discriminación 

alguna por razón de filiación o cualquier otra condición. Debe 

protegerse a los niños y adolescentes contra la explotación 

económica y social. Su empleo en trabajos nocivos para su moral y 

salud, o en los cuales peligre su vida o se corra el riesgo de 

perjudicar su desarrollo normal, será sancionado por la ley. Los 

Estados deben establecer también límites de edad por debajo de los 

cuales quede prohibido y sancionado por la ley el empleo a sueldo 

de mano de obra infantil. 

 

ARTÍCULO 11 

1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda 

persona a un nivel de vida adecuado para sí y su familia, incluso 

alimentación, vestido y vivienda adecuados, y a una mejora continua de 

las condiciones de existencia. Los Estados Partes tomarán medidas 

apropiadas para asegurar la efectividad de este derecho, reconociendo a 

este efecto la importancia esencial de la cooperación internacional 

fundada en el libre consentimiento.  

2. Los Estados Partes en el presente Pacto, reconociendo el derecho 

fundamental de toda persona a estar protegida contra el hambre, 

adoptarán, individualmente y mediante la cooperación internacional, las 

medidas, incluidos los programas concretos, que se necesitan para: 

a) Mejorar los métodos de producción, conservación y distribución de 

alimentos mediante la plena utilización de los conocimientos técnicos y 

científicos, la divulgación de principios sobre nutrición y el 

perfeccionamiento o la reforma de los regímenes agrarios de modo que se 
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logren la explotación y la utilización más eficaces de las riquezas 

naturales; 

b) Asegurar una distribución equitativa de los alimentos mundiales en 

relación con las necesidades, teniendo en cuenta los problemas que se 

plantean tanto a los países que importan productos alimenticios como a 

los que los exportan. 

 

ARTÍCULO 12 

1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda 

persona al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental. 

2. Entre las medidas que deberán adoptar los Estados Partes en el Pacto a 

fin de asegurar la plena efectividad de este derecho, figurarán las 

necesarias para: 

a) La reducción de la mortinatalidad y de la mortalidad infantil, y el 

sano desarrollo de los niños; 

b) El mejoramiento en todos sus aspectos de la higiene del trabajo y del 

medio ambiente; 

c) La prevención y el tratamiento de las enfermedades epidémicas, 

endémicas, profesionales y de otra índole, y la lucha contra ellas; 

d) La creación de condiciones que aseguren a todos asistencia médica y 

servicios médicos en caso de enfermedad. 

 

ARTÍCULO 13 

1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda 

persona a la educación. Convienen en que la educación debe orientarse 

hacia el pleno desarrollo de la personalidad humana y del sentido de su 

dignidad, y debe fortalecer el respeto por los derechos humanos y las 

libertades fundamentales. Convienen asimismo en que la educación debe 

capacitar a todas las personas para participar efectivamente en una 

sociedad libre, favorecer la comprensión, la tolerancia y la amistad 

entre todas las naciones y entre todos los grupos raciales, étnicos o 

religiosos, y promover las actividades de las Naciones Unidas en pro del 

mantenimiento de la paz. 

2. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que, con objeto de 

lograr el pleno ejercicio de este derecho: 

a) La enseñanza primaria debe ser obligatoria y asequible a todos 

gratuitamente; 

b) La enseñanza secundaria, en sus diferentes formas, incluso la 

enseñanza secundaria técnica y profesional, debe ser generalizada y 

hacerse accesible a todos, por cuantos medios sean apropiados, y en 

particular por la implantación progresiva de la enseñanza gratuita; 

c) La enseñanza superior debe hacerse igualmente accesible a todos, sobre 

la base de la capacidad de cada uno, por cuantos medios sean apropiados, 

y en particular por la implantación progresiva de la enseñanza gratuita; 

d) Debe fomentarse o intensificarse, en la medida de lo posible, la 

educación fundamental para aquellas personas que no hayan recibido o 

terminado el ciclo completo de instrucción primaria; 

e) Se debe proseguir activamente el desarrollo del sistema escolar en 

todos los ciclos de la enseñanza, implantar un sistema adecuado de becas, 

y mejorar continuamente las condiciones materiales del cuerpo docente. 

3. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a respetar la 

libertad de los padres y, en su caso, de los tutores legales, de escoger 

para sus hijos o pupilos escuelas distintas de las creadas por las 

autoridades públicas, siempre que aquéllas satisfagan las normas mínimas 
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que el Estado prescriba o apruebe en materia de enseñanza, y de hacer que 

sus hijos o pupilos reciban la educación religiosa o moral que esté de 

acuerdo con sus propias convicciones. 

4. Nada de lo dispuesto en este artículo se interpretará como una 

restricción de la libertad de los particulares y entidades para 

establecer y dirigir instituciones de enseñanza, a condición de que se 

respeten los principios enunciados en el párrafo 1 y de que la educación 

dada en esas instituciones se ajuste a las normas mínimas que prescriba 

el Estado. 

 

ARTÍCULO 14 

Todo Estado Parte en el presente Pacto que, en el momento de hacerse 

parte en él, aún no haya podido instituir en su territorio metropolitano 

o en otros territorios sometidos a su jurisdicción la obligatoriedad y la 

gratuidad de la enseñanza primaria, se compromete a elaborar y adoptar, 

dentro de un plazo de dos años, un plan detallado de acción para la 

aplicación progresiva, dentro de un número razonable de años fijado en el 

plan, del principio de la enseñanza obligatoria y gratuita para todos. 

 

ARTÍCULO 15 

1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda 

persona a: 

a) Participar en la vida cultural; 

b) Gozar de los beneficios del progreso científico y de sus aplicaciones; 

c) Beneficiarse de la protección de los intereses morales y materiales 

que le correspondan por razón de las producciones científicas, literarias 

o artísticas de que sea autora. 

2. Entre las medidas que los Estados Partes en el presente Pacto deberán 

adoptar para asegurar el pleno ejercicio de este derecho, figurarán las 

necesarias para la conservación, el desarrollo y la difusión de la 

ciencia y de la cultura. 

3. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a respetar la 

indispensable libertad para la investigación científica y para la 

actividad creadora. 

4. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen los beneficios que 

derivan del fomento y desarrollo de la cooperación y de las relaciones 

internacionales en cuestiones científicas y culturales. 

 

 

PARTE IV 

 

ARTÍCULO 16 

1. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a presentar, en 

conformidad con esta parte del Pacto, informes sobre las medidas que 

hayan adoptado, y los progresos realizados, con el fin de asegurar el 

respeto a los derechos reconocidos en el mismo. 

2. a) Todos los informes serán presentados al Secretario General de las 

Naciones Unidas, quien transmitirá copias al Consejo Económico y Social 

para que las examine conforme a lo dispuesto en el presente Pacto; 

b) El Secretario General de las Naciones Unidas transmitirá también a los 

organismos especializados copias de los informes, o de las partes 

pertinentes de éstos, enviados por los Estados Partes en el presente 
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Pacto que además sean miembros de estos organismos especializados, en la 

medida en que tales informes o partes de ellos tengan relación con 

materias que sean de la competencia de dichos organismos conforme a sus 

instrumentos constitutivos. 

 

ARTÍCULO 17 

1. Los Estados Partes en el presente Pacto presentarán sus informes por 

etapas, con arreglo al programa que establecerá el Consejo Económico y 

Social en el plazo de un año desde la entrada en vigor del presente 

Pacto, previa consulta con los Estados Partes y con los organismos 

especializados interesados. 

2. Los informes podrán señalar las circunstancias y dificultades que 

afecten el grado de cumplimiento de las obligaciones previstas en este 

Pacto. 

3. Cuando la información pertinente hubiera sido ya proporcionada a las 

Naciones Unidas o a algún organismo especializado por un Estado Parte, no 

será necesario repetir dicha información, sino que bastará hacer 

referencia concreta a la misma. 

 

ARTÍCULO 18 

En virtud de las atribuciones que la Carta de las Naciones Unidas le 

confiere en materia de derechos humanos y libertades fundamentales, el 

Consejo Económico y Social podrá concluir acuerdos con los organismos 

especializados sobre la presentación por tales organismos de informes 

relativos al cumplimiento de las disposiciones de este Pacto que 

corresponden a su campo de actividades. Estos informes podrán contener 

detalles sobre las decisiones y recomendaciones que en relación con ese 

cumplimiento hayan aprobado los órganos competentes de dichos organismos. 

 

ARTÍCULO 19 

El Consejo Económico y Social podrá transmitir a la Comisión de Derechos 

Humanos, para su estudio y recomendación de carácter general, o para 

información, según proceda, los informes sobre derechos humanos que 

presenten a los Estados conforme a los artículos 16 y 17, y los informes 

relativos a los derechos humanos que presenten los organismos 

especializados conforme al artículo 18. 

 

ARTÍCULO 20 

Los Estados Partes en el presente Pacto y los organismos especializados 

interesados podrán presentar al Consejo Económico y Social observaciones 

sobre toda recomendación de carácter general hecha en virtud del artículo 

19 o toda referencia a tal recomendación general que conste en un informe 

de la Comisión de Derechos Humanos o en un documento allí mencionado. 

 

ARTÍCULO 21 

El Consejo Económico y Social podrá presentar de vez en cuando a la 

Asamblea General informes que contengan recomendaciones de carácter 

general, así como un resumen de la información recibida de los Estados 

Partes en el presente Pacto y de los organismos especializados acerca de 

las medidas adoptadas y los progresos realizados para lograr el respeto 

general de los derechos reconocidos en el presente Pacto. 
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ARTÍCULO 22 

El Consejo Económico y Social podrá señalar a la atención de otros 

órganos de las Naciones Unidas, sus órganos subsidiarios y los organismos 

especializados interesados que se ocupen de prestar asistencia técnica, 

toda cuestión surgida de los informes a que se refiere esta parte del 

Pacto que pueda servir para que dichas entidades se pronuncien, cada una 

dentro de su esfera de competencia, sobre la conveniencia de las medidas 

internacionales que puedan contribuir a la aplicación efectiva y 

progresiva del presente Pacto. 

 

ARTÍCULO 23 

Los Estados Partes en el presente Pacto convienen en que las medidas de 

orden internacional destinadas a asegurar el respeto de los derechos que 

se reconocen en el presente Pacto comprenden procedimientos tales como la 

conclusión de convenciones, la aprobación de recomendaciones, la 

prestación de asistencia técnica y la celebración de reuniones regionales 

y técnicas, para efectuar consultas y realizar estudios, organizadas en 

cooperación con los gobiernos interesados. 

 

ARTÍCULO 24 

Ninguna disposición del presente Pacto deberá interpretarse en menoscabo 

de las disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas o de las 

constituciones de los organismos especializados que definen las 

atribuciones de los diversos órganos de las Naciones Unidas y de los 

organismos especializados en cuanto a las materias a que se refiere el 

Pacto. 

 

ARTÍCULO 25 

Ninguna disposición del presente Pacto deberá interpretarse en menoscabo 

del derecho inherente de todos los pueblos a disfrutar y utilizar plena y 

libremente sus riquezas y recursos naturales. 

 

 

PARTE V 

 

ARTÍCULO 26 

1. El presente Pacto estará abierto a la firma de todos los Estados 

Miembros de las Naciones Unidas o miembros de algún organismo 

especializado, así como de todo Estado Parte en el Estatuto de la Corte 

Internacional de Justicia y de cualquier otro Estado invitado por la 

Asamblea General de las Naciones Unidas a ser parte en el presente Pacto. 

2. El presente Pacto está sujeto a ratificación. Los instrumentos de 

ratificación se depositarán en poder del Secretario General de las 

Naciones Unidas. 

3. El presente Pacto quedará abierto a la adhesión de cualquiera de los 

Estados mencionados en el párrafo 1 del presente artículo. 

4. La adhesión se efectuará mediante el depósito de un instrumento de 

adhesión en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 

5. El Secretario General de las Naciones Unidas informará a todos los 

Estados que hayan firmado el presente Pacto, o se hayan adherido a él, 
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del depósito de cada uno de los instrumentos de ratificación o de 

adhesión. 

 

ARTÍCULO 27 

1. El presente Pacto entrará en vigor transcurridos tres meses a partir 

de la fecha en que haya sido depositado el trigésimo quinto instrumento 

de ratificación o de adhesión en poder del Secretario General de las 

Naciones Unidas. 

2. Para cada Estado que ratifique el presente Pacto o se adhiera a él 

después de haber sido depositado el trigésimo quinto instrumento de 

ratificación o de adhesión, el Pacto entrará en vigor transcurridos tres 

meses a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado su 

instrumento de ratificación o de adhesión. 

 

ARTÍCULO 28 

Las disposiciones del presente Pacto serán aplicables a todas las partes 

componentes de los Estados federales, sin limitación ni excepción alguna. 

 

ARTÍCULO 29 

1. Todo Estado Parte en el presente Pacto podrá proponer enmiendas y 

depositarlas en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. El 

Secretario General comunicará las enmiendas propuestas a los Estados 

Partes en el presente Pacto, pidiéndoles que le notifiquen si desean que 

se convoque una conferencia de Estados Partes con el fin de examinar las 

propuestas y someterlas a votación. Si un tercio al menos de los Estados 

se declara en favor de tal convocatoria, el Secretario General convocará 

una conferencia bajo los auspicios de las Naciones Unidas. Toda enmienda 

adoptada por la mayoría de Estados presentes y votantes en la conferencia 

se someterá a la aprobación de la Asamblea General de las Naciones 

Unidas. 

2. Tales enmiendas entrarán en vigor cuando hayan sido aprobadas por la 

Asamblea General de las Naciones Unidas y aceptadas por una mayoría de 

dos tercios de los Estados Partes en el presente Pacto, de conformidad 

con sus respectivos procedimientos constitucionales. 

3. Cuando tales enmiendas entren en vigor serán obligatorias para los 

Estados Partes que las hayan aceptado, en tanto que los demás Estados 

Partes seguirán obligados por las disposiciones del presente Pacto y por 

toda enmienda anterior que hayan aceptado. 

 

ARTÍCULO 30 

Independientemente de las notificaciones previstas en el párrafo 5 del 

artículo 26, el Secretario General de las Naciones Unidas comunicará a 

todos los Estados mencionados en el párrafo 1 del mismo artículo: 

a) Las firmas, ratificaciones y adhesiones conformes con lo dispuesto en 

el artículo 26; 

b) La fecha en que entre en vigor el presente Pacto conforme a lo 

dispuesto en el artículo 27, y la fecha en que entren en vigor las 

enmiendas a que hace referencia el artículo 29. 

 

ARTÍCULO 31 

1. El presente Pacto, cuyos textos en chino, español, francés, inglés y 

ruso son igualmente auténticos, será depositado en los archivos de las 

Naciones Unidas. 
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2. El Secretario General de las Naciones Unidas enviará copias 

certificadas del presente Pacto a todos los Estados mencionados en el 

artículo 26. 
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PROTOCOLO ADICIONAL A LA 

CONVENCION AMERICANA 

SOBRE DERECHOS HUMANOS 

EN MATERIADE DERECHOS 

ECONOMICOS, SOCIALES Y 

CULTURALES "PROTOCOLO DE 

SAN SALVADOR" 
 

Los Estados Partes en la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos "Pacto de San José de Costa Rica",  

Reafirmando su propósito de consolidar en este Continente, dentro del 
cuadro de las instituciones democráticas, un régimen de libertad personal 

y de justicia social, fundado en el respeto de los derechos humanos 

esenciales del hombre;  

 

Reconociendo que los derechos esenciales del hombre no nacen del hecho de 

ser nacional de determinado Estado, sino que tienen como fundamento los 

atributos de la persona humana, razón por la cual justifican una 

protección internacional, de naturaleza convencional coadyuvante o 

complementaria de la que ofrece el derecho interno de los Estados 

americanos;  

 

Considerando la estrecha relación que existe entre la vigencia de los 

derechos económicos, sociales y culturales y la de los derechos civiles y 

políticos, por cuanto las diferentes categorías de derechos constituyen 

un todo indisoluble que encuentra su base en el reconocimiento de la 

dignidad de la persona humana, por lo cual exigen una tutela y promoción 

permanente con el objeto de lograr su vigencia plena, sin que jamás pueda 

justificarse la violación de unos en aras de la realización de otros;  

 

Reconociendo los beneficios que derivan del fomento y desarrollo de la 

cooperación entre los Estados y de las relaciones internacionales; 

Recordando que, con arreglo a la Declaración Universal de los Derechos 

Humanos y a la Convención Americana sobre Derechos Humanos, sólo puede 

realizarse el ideal del ser humano libre, exento del temor y de la 

miseria, si se crean condiciones que permitan a cada persona gozar de sus 



 

Dirección General de Política Pública de Derechos Humanos. 
Dinamarca no. 84, primer piso, Col. Juárez Del. Cuauhtémoc. México, Distrito Federal  

 

derechos económicos, sociales y culturales, tanto como de sus derechos 

civiles y políticos;  

 

Teniendo presente que si bien los derechos económicos, sociales y 

culturales fundamentales han sido reconocidos en anteriores instrumentos 

internacionales, tanto de ámbito universal como regional, resulta de gran 

importancia que éstos sean reafirmados, desarrollados, perfeccionados y 

protegidos en función de consolidar en América, sobre la base del respeto 

integral a los derechos de la persona, el régimen democrático 

representativo de gobierno, así como el derecho de sus pueblos al 

desarrollo, a la libre determinación y a disponer libremente de sus 

riquezas y recursos naturales, y  

 

Considerando que la Convención Americana sobre Derechos Humanos establece 

que pueden someterse a la consideración de los Estados Partes reunidos 

con ocasión de la Asamblea General de la Organización de los Estados 

Americanos proyectos de protocolos adicionales a esa Convención con la 

finalidad de incluir progresivamente en el régimen de protección de la 

misma otros derechos y libertades,  

Han convenido en el siguiente Protocolo Adicional a la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos "Protocolo de San Salvador": 

 

 

Artículo 1: Obligación de adoptar medidas 
Los Estados Partes en el presente Protocolo Adicional a la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos se comprometen a adoptar las medidas 

necesarias tanto de orden interno como mediante la cooperación entre los 

Estados, especialmente económica y técnica, hasta el máximo de los 

recursos disponibles y tomando en cuenta su grado de desarrollo, a fin de 

lograr progresivamente, y de conformidad con la legislación interna, la 

plena efectividad de los derechos que se reconocen en el presente 

Protocolo. 

 

Artículo 2: Obligación de adoptar disposiciones de derecho 

interno 
Si el ejercicio de los derechos establecidos en el presente Protocolo no 

estuviera ya garantizado por disposiciones legislativas o de otro 

carácter, los Estados Partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus 

procedimientos constitucionales y a las disposiciones de este Protocolo 

las medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para 

hacer efectivos tales derechos. 

 

Artículo 3: Obligación de no discriminación 
Los Estados Partes en el presente Protocolo se comprometen a garantizar 

el ejercicio de los derechos que en él se enuncian, sin discriminación 

alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones 

políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición 

económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 

 

Artículo 4: No admisión de restricciones 
No podrá restringirse o menoscabarse ninguno de los derechos reconocidos 

o vigentes en un Estado en virtud de su legislación interna o de 
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convenciones internacionales, a pretexto de que el presente Protocolo no 

los reconoce o los reconoce en menor grado. 

 

Artículo 5: Alcance de las restricciones y limitaciones 
Los Estados Partes sólo podrán establecer restricciones y limitaciones al 

goce y ejercicio de los derechos establecidos en el presente Protocolo 

mediante leyes promulgadas con el objeto de preservar el bienestar 

general dentro de una sociedad democrática, en la medida que no 

contradigan el propósito y razón de los mismos. 

 

Artículo 6: Derecho al trabajo 
1. Toda persona tiene derecho al trabajo, el cual incluye la oportunidad 

de obtener los medios para llevar una vida digna y decorosa a través del 

desempeño de una actividad lícita libremente escogida o aceptada. 

2. Los Estados Partes se comprometen a adoptar las medidas que garanticen 

plena efectividad al derecho al trabajo, en especial las referidas al 

logro del pleno empleo, a la orientación vocacional y al desarrollo de 

proyectos de capacitación técnico-profesional, particularmente aquellos 

destinados a los minusválidos. Los Estados Partes se comprometen también 

a ejecutar y a fortalecer programas que coadyuven a una adecuada atención 

familiar, encaminados a que la mujer pueda contar con una efectiva 

posibilidad de ejercer el derecho al trabajo. 

 

Artículo 7: Condiciones justas, equitativas y satisfactorias 

de trabajo 
Los Estados Partes en el presente Protocolo reconocen que el derecho al 

trabajo al que se refiere el artículo anterior, supone que toda persona 

goce del mismo en condiciones justas, equitativas y satisfactorias, para 

lo cual dichos Estados garantizarán en sus legislaciones nacionales, de 

manera particular: 

a. Una remuneración que asegure como mínimo a todos los trabajadores 

condiciones de subsistencia digna y decorosa para ellos y sus familias y 

un salario equitativo e igual por trabajo igual, sin ninguna distinción; 

b. El derecho de todo trabajador a seguir su vocación y a dedicarse a la 

actividad que mejor responda a sus expectativas y a cambiar de empleo, de 

acuerdo con la reglamentación nacional respectiva; 

c. El derecho del trabajador a la promoción o ascenso dentro de su 

trabajo, para lo cual se tendrán en cuenta sus calificaciones, 

competencia, probidad y tiempo de servicio; 

d. La estabilidad de los trabajadores en sus empleos, de acuerdo con las 

características de las industrias y profesiones y con las causas de justa 

separación. En casos de despido injustificado, el trabajador tendrá 

derecho a una indemnización o a la readmisión en el empleo o a 

cualesquiera otra prestación prevista por la legislación nacional; 

e. La seguridad e higiene en el trabajo; 

f. La prohibición de trabajo nocturno o en labores insalubres o 

peligrosas a los menores de 18 años y, en general, de todo trabajo que 

pueda poner en peligro su salud, seguridad o moral. Cuando se trate de 

menores de 16 años, la jornada de trabajo deberá subordinarse a las 

disposiciones sobre educación obligatoria y en ningún caso podrá 

constituir un impedimento para la asistencia escolar o ser una limitación 

para beneficiarse de la instrucción recibida; 
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g. La limitación razonable de las horas de trabajo, tanto diaria como 

semanal. Las jornadas serán de menor duración cuando se trate de trabajos 

peligrosos, insalubres o nocturnos; 

h. El descanso, el disfrute del tiempo libre, las vacaciones pagadas, así 

como la remuneración de los días feriados nacionales. 

 

Artículo 8: Derechos sindicales 
1. Los Estados Partes garantizarán: 

a. El derecho de los trabajadores a organizar sindicatos y a afiliarse al 

de su elección, para la protección y promoción de sus intereses. Como 

proyección de este derecho, los Estados Partes permitirán a los 

sindicatos formar federaciones y confederaciones nacionales y asociarse a 

las ya existentes, así como formar organizaciones sindicales 

internacionales y asociarse a la de su elección. Los Estados Partes 

también permitirán que los sindicatos, federaciones y confederaciones 

funcionen libremente; 

b. El derecho a la huelga. 

2. El ejercicio de los derechos enunciados precedentemente sólo puede 

estar sujeto a las limitaciones y restricciones previstas por la ley, 

siempre que éstas sean propias a una sociedad democrática, necesarias 

para salvaguardar el orden público, para proteger la salud o la moral 

públicas, así como los derechos y las libertades de los demás. Los 

miembros de las fuerzas armadas y de policía, al igual que los de otros 

servicios públicos esenciales, estarán sujetos a las limitaciones y 

restricciones que imponga la ley. 

3. Nadie podrá ser obligado a pertenecer a un sindicato. 

 

Artículo 9: Derecho a la seguridad social 
1. Toda persona tiene derecho a la seguridad social que la proteja contra 

las consecuencias de la vejez y de la incapacidad que la imposibilite 

física o mentalmente para obtener los medios para llevar una vida digna y 

decorosa. En caso de muerte del beneficiario las prestaciones de 

seguridad social serán aplicadas a sus dependientes. 

2. Cuando se trate de personas que se encuentran trabajando, el derecho a 

la seguridad social cubrirá al menos la atención médica y el subsidio o 

jubilación en casos de accidentes de trabajo o de enfermedad profesional 

y, cuando se trate de mujeres, licencia retribuida por maternidad antes y 

después del parto. 

 

Artículo 10: Derecho a la salud 
1. Toda persona tiene derecho a la salud, entendida como el disfrute del 

más alto nivel de bienestar físico, mental y social. 

2. Con el fin de hacer efectivo el derecho a la salud los Estados Partes 

se comprometen a reconocer la salud como un bien público y 

particularmente a adoptar las siguientes medidas para garantizar este 

derecho: 

a. La atención primaria de la salud, entendiendo como tal la asistencia 

sanitaria esencial puesta al alcance de todos los individuos y familiares 

de la comunidad; 

b. La extensión de los beneficios de los servicios de salud a todos los 

individuos sujetos a la jurisdicción del Estado; 

c. La total inmunización contra las principales enfermedades infecciosas; 

d. La prevención y tratamiento de las enfermedades endémicas, 

profesionales y de otra índole; 
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e. La educación de la población sobre la prevención y tratamiento de los 

problemas de salud, y a la satisfacción de las necesidades de salud de 

los grupos de más alto riesgo y que por sus condiciones de pobreza sean 

más vulnerables. 

 

Artículo 11: Derecho a un medio ambiente sano 
1. Toda persona tiene derecho a vivir en un medio ambiente sano y a 

contar con servicios públicos básicos. 

2. Los Estados Partes promoverán la protección, preservación y 

mejoramiento del medio ambiente. 

 

Artículo 12: Derecho a la alimentación 
1. Toda persona tiene derecho a una nutrición adecuada que le asegure la 

posibilidad de gozar del más alto nivel de desarrollo físico, emocional e 

intelectual. 

2. Con el objeto de hacer efectivo este derecho y a erradicar la 

desnutrición, los Estados Partes se comprometen a perfeccionar los 

métodos de producción, aprovisionamiento y distribución de alimentos, 

para lo cual se comprometen a promover una mayor cooperación 

internacional en apoyo de las políticas nacionales sobre la materia. 

 

Artículo 13: Derecho a la educación 
1. Toda persona tiene derecho a la educación. 

2. Los Estados Partes en el presente Protocolo convienen que la educación 

deberá orientarse hacia el pleno desarrollo de la personalidad humana y 

del sentido de su dignidad y deberá fortalecer el respeto por los 

derechos humanos, el pluralismo ideológico, las libertades fundamentales, 

la justicia y la paz. Convienen, asimismo, en que la educación debe 

capacitar a todas las personas para participar efectivamente en una 

sociedad democrática y pluralista, lograr una subsistencia digna, 

favorecer la comprensión, la tolerancia y la amistad entre todas las 

naciones y todos los grupos raciales, étnicos o religiosos y promover las 

actividades en favor del mantenimiento de la paz. 

3. Los Estados Partes en el presente Protocolo reconocen que, con objeto 

de lograr el pleno ejercicio del derecho a la educación: 

a. La enseñanza primaria debe ser obligatoria y asequible a todos 

gratuitamente; 

b. La enseñanza secundaria en sus diferentes formas, incluso la enseñanza 

secundaria técnica y profesional, debe ser generalizada y hacerse 

accesible a todos, por cuantos medios sean apropiados, y en particular 

por la implantación progresiva de la enseñanza gratuita; 

c. La enseñanza superior debe hacerse igualmente accesible a todos, sobre 

la base de la capacidad de cada uno, por cuantos medios sean apropiados, 

y en particular, por la implantación progresiva de la enseñanza gratuita; 

d. Se deberá fomentar o intensificar, en la medida de lo posible, la 

educación básica para aquellas personas que no hayan recibido o terminado 

el ciclo completo de  instrucción primaria; 

e. Se deberán establecer programas de enseñanza diferenciada para los 

minusválidos a fin de proporcionar una especial instrucción y formación a 

personas con impedimentos físicos o deficiencias mentales. 

4. Conforme con la legislación interna de los Estados Partes, los padres 

tendrán derecho a escoger el tipo de educación que habrá de darse a sus 

hijos, siempre que ella se adecue a los principios enunciados 

precedentemente. 
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5. Nada de lo dispuesto en este Protocolo se interpretará como una 

restricción de la libertad de los particulares y entidades para 

establecer y dirigir instituciones de enseñanza, de acuerdo con la 

legislación interna de los Estados Partes. 

 

Artículo 14: Derecho a los beneficios de la cultura 
1. Los Estados Partes en el presente Protocolo reconocen el derecho de 

toda persona a: 

a. Participar en la vida cultural y artística de la comunidad; 

b. Gozar de los beneficios del progreso científico y tecnológico; 

c. Beneficiarse de la protección de los intereses morales y materiales 

que le correspondan por razón de las producciones científicas, literarias 

o artísticas de que sea autora. 

2. Entre las medidas que los Estados Partes en el presente Protocolo 

deberán adoptar para asegurar el pleno ejercicio de este derecho, 

figurarán las necesarias para la conservación, el desarrollo y la 

difusión de la ciencia, la cultura y el arte. 

3. Los Estados Partes en el presente Protocolo se comprometen a respetar 

la indispensable libertad para la investigación científica y para la 

actividad creadora. 

4. Los Estados Partes en el presente Protocolo reconocen los beneficios 

que se derivan del fomento y desarrollo de la cooperación y de las 

relaciones internacionales en cuestiones científicas, artísticas y 

culturales, y en este sentido se comprometen a propiciar una mayor 

cooperación internacional sobre la materia. 

 

Artículo 15: Derecho a la constitución y protección de la 

familia 
1. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y debe 

ser protegida por el Estado quien deberá velar por el mejoramiento de su 

situación moral y material. 

2. Toda persona tiene derecho a constituir familia, el que ejercerá de 

acuerdo con las disposiciones de la correspondiente legislación interna. 

3. Los Estados Partes mediante el presente Protocolo se comprometen a 

brindar adecuada protección al grupo familiar y en especial a: 

a. Conceder atención y ayuda especiales a la madre antes y durante un 

lapso razonable después del parto; 

b. Garantizar a los niños una adecuada alimentación, tanto en la época de 

lactancia como durante la edad escolar; 

c. Adoptar medidas especiales de protección de los adolescentes a fin de 

garantizar la plena maduración de sus capacidades física, intelectual y 

moral; 

d. Ejecutar programas especiales de formación familiar a fin de 

contribuir a la creación de un ambiente estable y positivo en el cual los 

niños perciban y desarrollen los valores de comprensión, solidaridad, 

respeto y responsabilidad. 

 

Artículo 16: Derecho de la niñez 
Todo niño sea cual fuere su filiación tiene derecho a las medidas de 

protección que su condición de menor requieren por parte de su familia, 

de la sociedad y del Estado. Todo niño tiene el derecho a crecer al 

amparo y bajo la responsabilidad de sus padres; salvo circunstancias 

excepcionales, reconocidas judicialmente, el niño de corta edad no debe 

ser separado de su madre. Todo niño tiene derecho a la educación gratuita 
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y obligatoria, al menos en su fase elemental, y a continuar su formación 

en niveles más elevados del sistema educativo. 

 

Artículo 17: Protección de los ancianos 
Toda persona tiene derecho a protección especial durante su ancianidad. 

En tal cometido, los Estados Partes se comprometen a adoptar de manera 

progresiva las medidas necesarias a fin de llevar este derecho a la 

práctica y en particular a: 

a. Proporcionar instalaciones adecuadas, así como alimentación y atención 

médica especializada a las personas de edad avanzada que carezcan de ella 

y no se encuentren en condiciones de proporcionársela por sí mismas; 

b. Ejecutar programas laborales específicos destinados a conceder a los 

ancianos la posibilidad de realizar una actividad productiva adecuada a 

sus capacidades respetando su vocación o deseos; 

c. Estimular la formación de organizaciones sociales destinadas a mejorar 

la calidad de vida de los ancianos. 

 

Artículo 18: Protección de los minusválidos 
Toda persona afectada por una disminución de sus capacidades físicas o 

mentales tiene derecho a recibir una atención especial con el fin de 

alcanzar el máximo desarrollo de su personalidad. Con tal fin, los 

Estados Partes se comprometen a adoptar las medidas que sean necesarias 

para ese propósito y en especial a: 

a. Ejecutar programas específicos destinados a proporcionar a los 

minusválidos los recursos y el ambiente necesarios para alcanzar ese 

objetivo, incluidos programas laborales adecuados a sus posibilidades y 

que deberán ser libremente aceptados por ellos o por sus representantes 

legales, en su caso; 

b. Proporcionar formación especial a los familiares de los minusválidos a 

fin de ayudarlos a resolver los problemas de convivencia y convertirlos 

en agentes activos del desarrollo físico, mental y emocional de éstos; 

c. Incluir de manera prioritaria en sus planes de desarrollo urbano la 

consideración de soluciones a los requerimientos específicos generados 

por las necesidades de este grupo; 

d. Estimular la formación de organizaciones sociales en las que los 

minusválidos puedan desarrollar una vida plena. 

 

Artículo 19: Medios de protección 
1. Los Estados Partes en el presente Protocolo se comprometen a 

presentar, de conformidad con lo dispuesto por este artículo y por las 

correspondientes normas que al efecto deberá elaborar la Asamblea General 

de la Organización de los Estados Americanos, informes periódicos 

respecto de las medidas progresivas que hayan adoptado para asegurar el 

debido respeto de los derechos consagrados en el mismo Protocolo. 

2. Todos los informes serán presentados al Secretario General de la 

Organización de los Estados Americanos quien los transmitirá al Consejo 

Interamericano Económico y Social y al Consejo Interamericano para la 

Educación, la Ciencia y la Cultura, a fin de que los examinen conforme a 

lo dispuesto en el presente artículo. El Secretario General enviará copia 

de tales informes a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. 

3. El Secretario General de la Organización de los Estados Americanos 

transmitirá también a los organismos especializados del sistema 

interamericano, de los cuales sean miembros los Estados Partes en el 

presente Protocolo, copias de los informes enviados o de las partes 
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pertinentes de éstos, en la medida en que tengan relación con materias 

que sean de la competencia de dichos organismos, conforme a sus 

instrumentos constitutivos. 

4. Los organismos especializados del sistema interamericano podrán 

presentar al Consejo Interamericano Económico y Social y al Consejo 

Interamericano para la Educación, la Ciencia y la Cultura informes 

relativos al cumplimiento de las disposiciones del presente Protocolo, en 

el campo de sus actividades. 

5. Los informes anuales que presenten a la Asamblea General el Consejo 

Interamericano Económico y Social y el Consejo Interamericano para la 

Educación, la Ciencia y la Cultura contendrán un resumen de la 

información recibida de los Estados Partes en el Presente Protocolo y de 

los organismos especializados acerca de las medidas progresivas adoptadas 

a fin de asegurar el respeto de los derechos reconocidos en el propio 

Protocolo y las recomendaciones de carácter general que al respecto se 

estimen pertinentes. 

6. En el caso de que los derechos establecidos en el párrafo a) del 

artículo 8 y en el artículo 13 fuesen violados por una acción imputable 

directamente a un Estado Parte del presente Protocolo, tal situación 

podría dar lugar, mediante la participación de la Comisión Interamericana 

de Derechos Humanos, y cuando proceda de la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos, a la aplicación del sistema de peticiones individuales 

regulado por los artículos 44 a 51 y 61 a 69 de la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos. 

7. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior, la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos podrá formular las observaciones y 

recomendaciones que considere pertinentes sobre la situación de los 

derechos económicos, sociales y culturales establecidos en el presente 

Protocolo en todos o en algunos de los Estados Partes, las que podrá 

incluir en el Informe Anual a la Asamblea General o en un Informe 

Especial, según lo considere más apropiado. 

8. Los Consejos y la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en 

ejercicio de las funciones que se les confieren en el presente artículo 

tendrán en cuenta la naturaleza progresiva de la vigencia de los derechos 

objeto de protección por este Protocolo. 

 

Artículo 20: Reservas 
Los Estados Partes podrán formular reservas sobre una o más disposiciones 

específicas del presente Protocolo al momento de aprobarlo, firmarlo, 

ratificarlo o adherir a él, siempre que no sean incompatibles con el 

objeto y el fin del Protocolo. 

 

Artículo 21: Firma, ratificación o adhesión. Entrada en vigor 
1. El presente Protocolo queda abierto a la firma y a la ratificación o 

adhesión de todo Estado Parte de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos. 

2. La ratificación de este protocolo o la adhesión al mismo se efectuará 

mediante el depósito de un instrumento de ratificación o de adhesión en 

la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos. 

3. El Protocolo entrará en vigor tan pronto como once Estados hayan 

depositado sus respectivos instrumentos de ratificación o de adhesión. 

4. El Secretario General informará a todos los Estados Miembros de la 

Organización de la entrada en vigor del Protocolo. 
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Artículo 22: Incorporación de otros derechos y ampliación de 

los reconocidos 
1. Cualquier Estado Parte y la Comisión Interamericana de Derechos 

Humanos podrán someter a la consideración de los Estados Partes, reunidos 

con ocasión de la Asamblea General, propuestas de enmienda con el fin de 

incluir el reconocimiento de otros derechos y libertades, o bien otras 

destinadas a extender o ampliar los derechos y libertades reconocidos en 

este Protocolo. 

2. Las enmiendas entrarán en vigor para los Estados ratificantes de las 

mismas en la fecha en que se haya depositado el respectivo instrumento de 

ratificación que corresponda al número de los dos tercios de los Estados 

Partes en este Protocolo. En cuanto al resto de los Estados Partes, 

entrarán en vigor en la fecha en que depositen sus respectivos 

instrumentos de ratificación. 

La presente es copia fiel y completa en español del Protocolo Adicional a 

la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales "Protocolo de San Salvador", adoptado 

en la ciudad de San Salvador, el diecisiete de noviembre de mil 

novecientos ochenta y ocho. 

Extiendo la presente, en trece páginas útiles, en la Ciudad de México, 

Distrito Federal, el veintitrés de marzo de mil novecientos noventa y 

ocho, a fin de incorporarla al Decreto de Promulgación respectivo.- 

Conste.- Rúbrica. 
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PROTOCOLO FACULTATIVO 

DEL PACTO INTERNACIONAL 

DE DERECHOS CIVILES Y 

POLÍTICOS 
Considerando que para asegurar el mejor logro de los propósitos del Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos (en adelante denominado el 

Pacto) y la aplicación de sus disposiciones sería conveniente facultar al 

Comité de Derechos Humanos establecido en la parte IV del Pacto (en 

adelante denominado el Comité) para recibir y considerar, tal como se 

prevé en el presente Protocolo, comunicaciones de individuos que aleguen 

ser víctimas de violaciones de cualquiera de los derechos enunciados en 

el Pacto,  

Han convenido en lo siguiente: 

 

Artículo 1  

Todo Estado Parte en el Pacto que llegue a ser parte en el presente 

Protocolo reconoce la competencia del Comité para recibir y considerar 

comunicaciones de individuos que se hallen bajo la jurisdicción de ese 

Estado y que aleguen ser víctimas de una violación, por ese Estado Parte, 

de cualquiera de los derechos enunciados en el Pacto. El Comité no 

recibirá ninguna comunicación que concierna a un Estado Parte en el Pacto 

que no sea parte en el presente Protocolo.  

 

Artículo 2  

Con sujeción a lo dispuesto en el artículo 1, todo individuo que alegue 

una violación de cualquiera de sus derechos enumerados en el Pacto y que 

haya agotado todos los recursos internos disponibles podrá someter a la 

consideración del Comité una comunicación escrita.  

 

Artículo 3  

El Comité considerará inadmisible toda comunicación presentada de acuerdo 

con el presente Protocolo que sea anónima o que, a su juicio, constituya 

un abuso del derecho a presentar tales comunicaciones o sea incompatible 

con las disposiciones del Pacto.  
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Artículo 4  

1. A reserva de lo dispuesto en el artículo 3, el Comité pondrá toda 

comunicación que le sea sometida en virtud del presente Protocolo en 

conocimiento del Estado Parte del que se afirme que se ha violado 

cualquiera de las disposiciones del Pacto.  

2. En un plazo de seis meses, ese Estado deberá presentar al Comité por 

escrito explicaciones o declaraciones en las que se aclare el asunto y se 

señalen las medidas que eventualmente haya adoptado al respecto. 

 

Artículo 5  

1. El Comité examinará las comunicaciones recibidas de acuerdo con el 

presente Protocolo tomando en cuenta toda la información escrita que le 

hayan facilitado el individuo y el Estado Parte interesado.  

2. El Comité no examinará ninguna comunicación de un individuo a menos 

que se haya cerciorado de que:  

a) El mismo asunto no ha sido sometido ya a otro procedimiento de examen 

o arreglo internacionales;  

b) El individuo ha agotado todos los recursos de la jurisdicción interna. 

No se aplicará esta norma cuando la tramitación de los recursos se 

prolongue injustificadamente.  

3. El Comité celebrará sus sesiones a puerta cerrada cuando examine las 

comunicaciones previstas en el presente Protocolo.  

4. El Comité presentará sus observaciones al Estado Parte interesado y al 

individuo. 

 

Artículo 6  

El Comité incluirá en el informe anual que ha de presentar con arreglo al 

artículo 45 del Pacto un resumen de sus actividades en virtud del 

presente Protocolo.  

 

Artículo 7  

En tanto no se logren los objetivos de la resolución 1514 (XV) de la 

Asamblea General de las Naciones Unidas, de 14 de diciembre de 1960, 

relativa a la Declaración sobre la concesión de la independencia a los 

países y pueblos coloniales, las disposiciones del presente Protocolo no 

limitarán de manera alguna el derecho de petición concedido a esos 

pueblos por la Carta de las Naciones Unidas y por otros instrumentos y 

convenciones internacionales que se hayan concertado bajo los auspicios 

de las Naciones Unidas o de sus organismos especializados.  

 

Artículo 8  

1. El presente Protocolo estará abierto a la firma de cualquier Estado 

que haya firmado el Pacto.  
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2. El presente Protocolo está sujeto a ratificación por cualquier Estado 

que haya ratificado el Pacto o se haya adherido al mismo. Los 

instrumentos de ratificación se depositarán en poder del Secretario 

General de las Naciones Unidas.  

3. El presente Protocolo quedará abierto a la adhesión de cualquier 

Estado que haya ratificado el Pacto o se haya adherido al mismo.  

4. La adhesión se efectuará mediante el depósito de un instrumento de 

adhesión en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.  

5. El Secretario General de las Naciones Unidas informará a todos los 

Estados que hayan firmado el presente Protocolo, o se hayan adherido a 

él, del depósito de cada uno de los instrumentos de ratificación o de 

adhesión. 

 

Artículo 9  

1. A reserva de la entrada en vigor del Pacto, el presente Protocolo 

entrará en vigor transcurridos tres meses a partir de la fecha en que 

haya sido depositado el décimo instrumento de ratificación o de adhesión 

en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.  

2. Para cada Estado que ratifique el presente Protocolo o se adhiera a él 

después de haber sido depositado el décimo instrumento de ratificación o 

de adhesión, el presente Protocolo entrará en vigor transcurridos tres 

meses a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado su propio 

instrumento de ratificación o de adhesión. 

 

Artículo 10  

Las disposiciones del presente Protocolo serán aplicables a todas partes 

componentes de los Estados federales, sin limitación ni excepción alguna.  

 

Artículo 11  

1. Todo Estado Parte en el presente Protocolo podrá proponer enmiendas y 

depositarlas en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. El 

Secretario General comunicará las enmiendas propuestas a los Estados 

Partes en el presente Protocolo, pidiéndoles que le notifiquen si desean 

que se convoque una conferencia de Estados Partes con el fin de examinar 

las propuestas y someterlas a votación. Si un tercio al menos de los 

Estados se declara en favor de tal convocatoria, el Secretario General 

convocará una conferencia bajo los auspicios de las Naciones Unidas. Toda 

enmienda adoptada por la mayoría de los Estados presentes y votantes en 

la conferencia se someterá a la aprobación de la Asamblea General de las 

Naciones Unidas.  

2. Tales enmiendas entrarán en vigor cuando hayan sido aprobadas por la 

Asamblea General y aceptadas por una mayoría de dos tercios de los 

Estados Partes en el presente Protocolo, de conformidad con sus 

respectivos procedimientos constitucionales.  
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3. Cuando tales enmiendas entren en vigor serán obligatorias para los 

Estados Partes que las hayan aceptado, en tanto que los demás Estados 

Partes seguirán obligados por las disposiciones del presente Protocolo y 

por toda enmienda anterior que hubiesen aceptado. 

 

Artículo 12  

1. Todo Estado Parte podrá denunciar el presente Protocolo en cualquier 

momento mediante notificación escrita dirigida al Secretario General de 

las Naciones Unidas. La denuncia surtirá efecto tres meses después de la 

fecha en que el Secretario General haya recibido la notificación.  

2. La denuncia se hará sin perjuicio de que las disposiciones del 

presente Protocolo sigan aplicándose a cualquier comunicación presentada, 

en virtud del artículo 2, antes de la fecha de efectividad de la 

denuncia. 

 

Artículo 13  

Independientemente de las notificaciones formuladas conforme al párrafo 5 

del artículo 8 del presente Protocolo, el Secretario General de las 

Naciones Unidas comunicará a todos los Estados mencionados en el párrafo 

1 del artículo 48 del Pacto:  

a) Las firmas, ratificaciones, y adhesiones conformes con lo dispuesto en 

el artículo 8;  

b) La fecha en que entre en vigor el presente Protocolo conforme a lo 

dispuesto en el artículo 9, la fecha en que entren en vigor las enmiendas 

a que hace referencia el artículo 11;  

c) Las denuncias recibidas en virtud del artículo 12. 

 

Artículo 14  

1. El presente Protocolo, cuyos textos en chino, español, francés, inglés 

y ruso son igualmente auténticos, será depositado en los archivos de las 

Naciones Unidas.  

2. El Secretario General de las Naciones Unidas enviará copias 

certificadas del presente Protocolo a todos los Estados mencionados en el 

Artículo 48 del Pacto. 
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SEGUNDO PROTOCOLO FACULTATIVO 

DEL PACTO INTERNACIONAL DE 

DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS 

DESTINADO A ABOLIR LA PENA DE 

MUERTE 
 

Los Estados Partes en el presente Protocolo,  

 

Considerando que la abolición de la pena de muerte contribuye a elevar la 

dignidad humana y desarrollar progresivamente los derechos humanos,  

Recordando el artículo 3 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, 

aprobada el 10 de diciembre de 1948, y el artículo 6 del Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos, aprobado el 16 de 

diciembre de l966,  

 

Observando que el artículo 6 del Pacto Internacional de Derechos Civiles 

y Políticos se refiere a la abolición de la pena de muerte en términos 

que indican claramente que dicha abolición es deseable,  

 

Convencidos de que todas las medidas de abolición de la pena de muerte 

deberían ser consideradas un adelanto en el goce del derecho a la vida,  

 

Deseosos de contraer por el presente Protocolo un compromiso 

internacional para abolir la pena de muerte,  

Han convenido en lo siguiente: 

 

Artículo 1  

1. No se ejecutará a ninguna persona sometida a la jurisdicción de un 

Estado Parte en el presente Protocolo.  

2. Cada uno de los Estados Partes adoptará todas las medidas necesarias 

para abolir la pena de muerte en su jurisdicción. 

 

Artículo 2  
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1. No se admitirá ninguna reserva al presente Protocolo, con excepción de 

una reserva formulada en el momento de la ratificación o la adhesión en 

la que se prevea la aplicación de la pena de muerte en tiempo de guerra 

como consecuencia de una condena por un delito sumamente grave de 

carácter militar cometido en tiempo de guerra.  

2. El Estado Parte que formule esa reserva deberá comunicar al Secretario 

General de las Naciones Unidas, en el momento de la ratificación o la 

adhesión, las disposiciones pertinentes de su legislación nacional 

aplicables en tiempo de guerra.  

3. El Estado Parte que haya formulado esa reserva notificará al 

Secretario General de las Naciones Unidas de todo comienzo o fin de un 

estado de guerra aplicable a su territorio. 

 

Artículo 3  

Los Estados Partes en el presente Protocolo deberán incluir en los 

informes que presenten al Comité de Derechos Humanos, en virtud del 

artículo 40 del Pacto, información sobre las medidas que han adoptado 

para poner en vigor el presente Protocolo.  

 

Artículo 4  

Respecto de los Estados Partes en el Pacto que hayan hecho una 

declaración en virtud del artículo 41, la competencia del Comité de 

Derechos Humanos para recibir y considerar comunicaciones en las que un 

Estado Parte alegue que otro Estado Parte no cumple con sus obligaciones 

se hará extensiva a las disposiciones del presente Protocolo, a menos que 

el Estado Parte interesado haya hecho una declaración en sentido 

contrario en el momento de la ratificación o la adhesión.  

 

Artículo 5  

Respecto de los Estados Partes en el primer Protocolo Facultativo del 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, aprobado el 16 de 

diciembre de 1966, la competencia del Comité de Derechos Humanos para 

recibir y considerar comunicaciones de personas que estén sujetas a su 

jurisdicción se hará extensiva a las disposiciones del presente 

Protocolo, a menos que el Estado Parte interesado haya hecho una 

declaración en sentido contrario en el momento de la ratificación o la 

adhesión.  

 

Artículo 6  

1. Las disposiciones del presente Protocolo serán aplicables en carácter 

de disposiciones adicionales del Pacto. 2. Sin perjuicio de la 

posibilidad de formular una reserva con arreglo al artículo 2 del 

presente Protocolo, el derecho garantizado en el párrafo 1 del artículo 1 
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del presente Protocolo no estará sometido a ninguna suspensión en virtud 

del artículo 4 de Pacto.  

 

Artículo 7  

1. El presente Protocolo está abierto a la firma de cualquier Estado que 

haya firmado el Pacto.  

2. El presente Protocolo está sujeto a ratificación por cualquier Estado 

que haya ratificado el Pacto o se haya adherido a él. Los instrumentos de 

ratificación se depositarán en poder del Secretario General de las 

Naciones Unidas.  

3. El presente Protocolo quedará abierto a la adhesión de cualquier 

Estado que haya ratificado el Pacto o se haya adherido a él.  

4. La adhesión se efectuará mediante el depósito del instrumento 

correspondiente en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.  

5. El Secretario General de las Naciones Unidas informará a todos los 

Estados que hayan firmado el presente Protocolo, o se hayan adherido a 

él, del depósito de cada uno de los instrumentos de ratificación o 

adhesión. 

 

Artículo 8  

1. El presente Protocolo entrará en vigor transcurridos tres meses a 

partir de la fecha en que haya sido depositado el décimo instrumento de 

ratificación o de adhesión en poder del Secretario General de las 

Naciones Unidas.  

2. Respecto de cada Estado que ratifique el presente Protocolo o se 

adhiera a él después de haber sido depositado el décimo instrumento de 

ratificación o adhesión, el presente Protocolo entrará en vigor una vez 

transcurridos tres meses a partir de la fecha en que tal Estado haya 

depositado su propio instrumento de ratificación o de adhesión. 

 

Artículo 9  

Las disposiciones del presente Protocolo serán aplicables a todas partes 

componentes de los Estados federales, sin limitación ni excepción alguna.  

 

Artículo 10  

El Secretario General de las Naciones Unidas comunicará a todos los 

Estados mencionados en el párrafo 1 del artículo 48 del Pacto:  

a) Las reservas, comunicaciones y notificaciones conforme a lo dispuesto 

en el artículo 2 del presente Protocolo;  

b) Las declaraciones hechas conforme a lo dispuesto en los artículos 4 o 

5 del presente Protocolo;  

c) Las firmas, ratificaciones y adhesiones conformes a lo dispuesto en el 

artículo 7 del presente Protocolo;  
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d)  La fecha en que entre en vigor el presente Protocolo conforme a lo 

dispuesto en el artículo 8 del mismo. 

 

Artículo 11  

1. El presente Protocolo, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, 

inglés y ruso son igualmente auténticos, será depositado en los archivos 

de las Naciones Unidas.  

2. El Secretario General de las Naciones Unidas enviará copias 

certificadas del presente Protocolo a todos los Estados mencionados en el 

artículo 48 del Pacto. 
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CONVENCIÓN SOBRE EXTRADICIÓN 
 

RESERVAS 
México suscribe la Convención sobre Extradición con la declaración 

respecto del artículo 3, fracción f, que la legislación interna de México 

no reconoce los delitos contra la religión. No suscribirá la cláusula 

opcional de esta Convención. 

 

ARTÍCULO 1 
Cada uno de los Estados signatarios se obliga a entregar, de acuerdo con 

las estipulaciones de la presente Convención, a cualquiera de los otros 

Estados que los requiera, a los individuos que se hallen en su territorio 

y estén acusados o hayan sido sentenciados, siempre que concurran las 

circunstancias siguientes: 

a) Que el Estado requirente tenga jurisdicción para juzgar el hecho 

delictuoso que se imputa al individuo reclamado. 

b) Que el hecho por el cual se reclama la extradición tenga el carácter 

de delito y sea punible por las leyes del Estado requirente y por las del 

Estado requerido con la pena mínima de un año de privación de la 

libertad. 

 

ARTÍCULO 2 
Cuando el individuo fuese nacional del Estado requerido, por lo que 

respecta a su entrega, ésta podrá o no ser acordada según lo que 

determine la legislación o las circunstancias del caso a juicio del 

Estado requerido. 

Si no entregare al individuo, el Estado requerido queda obligado a 

juzgarlo por el hecho que se le imputa, si en él concurren las 

condiciones establecidas por el inciso b) del artículo anterior, y a 

comunicar al Estado requirente la sentencia que recaiga. 

 

ARTÍCULO 3 
El Estado requerido no estará obligado a conceder la extradición: 

a) Cuando estén prescritas la acción penal o la pena, según las leyes del 

Estado requirente y del requerido, con anterioridad a la detención del 

individuo inculpado. 

b) Cuando el individuo inculpado haya cumplido su condena en el país del 

delito o cuando haya sido amnistiado o indultado. 

c) Cuando el individuo inculpado haya sido o esté siendo juzgado en el 

Estado requerido por el hecho que se le imputa y en el cual se funda el 

pedido de extradición. 

d) Cuando el individuo inculpado hubiere de comparecer ante tribunal o 

juzgado de excepción del Estado requirente, no considerándose así a los 

tribunales del fuero militar. 

e) Cuando se trate de delito político o de los que le son conexos. No se 

reputará delito político el atentado contra la persona del Jefe de Estado 

o de sus familiares. 
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f) Cuando se trate de delitos puramente militares o contra la religión. 

 

 

 

 

ARTÍCULO 4 
La apreciación del carácter de las excepciones a que se refiere el 

artículo anterior corresponde exclusivamente al Estado requerido. 

 

ARTÍCULO 5 
El pedido de extradición debe formularse por el respectivo representante 

diplomático, y a falta de éste por los agentes consulares o directamente 

de gobierno a gobierno, y debe acompañarse de los siguientes documentos, 

en el idioma del país requerido. 

a) Cuando el individuo ha sido juzgado y condenado por los tribunales del 

Estado requirente, una copia auténtica de la sentencia ejecutoriada. 

b) Cuando el individuo es solamente un acusado, una copia auténtica de la 

orden de detención, emanada de juez competente, una relación precisa del 

hecho imputado, una copia de las leyes penales aplicables a ésta, así 

como de las leyes referentes a la prescripción de la acción o de la pena. 

c) Ya se trate de condenado o de acusado, y siempre que fuera posible, se 

remitirá la filiación y demás datos personales que permitan identificar 

al individuo reclamado. 

 

ARTÍCULO 6 
Cuando el individuo reclamado se hallare procesado o condenado en el 

Estado requerido, por delito cometido con anterioridad al pedido de 

extradición, la extradición podrá ser, desde luego, concedida, pero la 

entrega al Estado requirente deberá ser diferida hasta que se termine el 

proceso o se extinga la pena. 

 

ARTÍCULO 7 
Cuando la extradición de un individuo fuere pedida por diversos Estados 

con referencia al mismo delito, se dará preferencia al Estado en cuyo 

territorio éste se haya cometido. 

Si se solicita por hechos diferentes, se dará preferencia al Estado en 

cuyo territorio se hubiere cometido el delito que tenga pena mayor, según 

la ley del Estado requerido. 

Si se tratare de hechos diferentes que el Estado requerido reputa de 

igual gravedad, la preferencia será determinada por la prioridad del 

pedido. 

 

ARTÍCULO 8 

El pedido de extradición será resuelto de acuerdo con la 

legislación interior del Estado requerido, y, ya corresponda, 

según ésta, al poder judicial o al poder administrativo. El 

individuo cuya extradición se solicite podrá usar todas las 

instancias y recursos que aquella legislación autorice. 

 

ARTÍCULO 9 
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Recibido el pedido de extradición en la forma determinada por el artículo 

5o., el Estado requerido agotará todas las medidas necesarias para 

proceder a la captura del individuo reclamado. 

 

ARTÍCULO 10 
El Estado requirente podrá solicitar, por cualquier medio de 

comunicación, la detención provisional o preventiva de un individuo 

siempre que exista, a lo menos, una orden de detención dictada en su 

contra y ofrezca pedir oportunamente la extradición. El Estado requerido 

ordenará la inmediata detención del inculpado. Si dentro de un plazo 

máximo de dos meses, contados desde la fecha en que se notificó al Estado 

requirente el arresto del individuo, no formalizara aquél su pedido de 

extradición, el detenido será puesto en libertad y no podrá solicitarse 

de nuevo su extradición, sino en la forma establecida por el artículo 5o. 

Las responsabilidades que pudieran originarse de la detención provisional 

o preventiva corresponden exclusivamente al Estado requeriente. 

 

ARTÍCULO 11 

Concedida la extradición y puesta la persona reclamada a 

disposición del agente diplomático del Estado requirente, si 

dentro de dos meses, contados desde la comunicación en ese 

sentido, no hubiera sido aquélla enviada a su destino, será 

puesta en libertad, no pudiendo ser de nuevo detenida por el 

mismo motivo. 

El plazo de dos meses se reducirá a cuarenta días si se 

tratare de países limítrofes. 

 

ARTÍCULO 12 
Negada la extradición de un individuo no podrá solicitarse de nuevo por 

el mismo hecho imputado. 

 

ARTÍCULO 13 
El Estado requirente podrá nombrar agentes de seguridad para hacerse 

cargo del individuo extraditado; pero la intervención de aquellos estará 

subordinada a los agentes o autoridades con jurisdicción en el Estado 

requerido o en los de tránsito. 

 

ARTÍCULO 14 

La entrega del individuo extraditado al Estado requirente se 

efectuará en el punto más apropiado de la frontera o en el puerto 

más adecuado si su traslación hubiera de hacerse por la vía 

marítima o fluvial. 

 

ARTÍCULO 15 
Los objetos que se encontraren en poder del individuo requerido, 

obtenidos por la perpetración del delito que motiva el pedido de 

extradición, o que pudieran servir de prueba para el mismo, serán 

secuestrados y entregados al país requirente aun cuando no pudiera 

verificarse la entrega del individuo por causas extrañas al 

procedimiento, como fuga o fallecimiento de dicha persona. 
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ARTÍCULO 16 
Los gastos de prisión, custodia, manutención y transporte de la persona, 

así como de los objetos a que se refiere el artículo anterior, serán por 

cuenta del Estado requerido, hasta el momento de su entrega, y desde 

entonces quedarán a cargo del Estado requirente. 

 

ARTÍCULO 17 
Concedida la extradición, el Estado requirente se obliga: 

a) A no procesar ni a castigar al individuo por un delito común cometido 

con anterioridad al pedido de extradición y que no haya sido incluido en 

él, a menos que el interesado manifieste expresamente su conformidad. 

b) A no procesar ni a castigar al individuo por delito político, o por 

delito conexo con delito político, cometido con anterioridad al pedido de 

extradición. 

c) A aplicar al individuo la pena inmediata inferior a la pena de muerte, 

si, según la legislación del país de refugio, no correspondiera aplicarle 

pena de muerte. 

 

d) A proporcionar al Estado requerido una copia auténtica de la sentencia 

que se dicte. 

 

ARTÍCULO 18 
Los Estados signatarios se obligan a permitir el tránsito por su 

territorio de todo individuo cuya extradición haya sido acordada por otro 

Estado a favor de un tercero, sin más requisito que la presentación, en 

original o en copia auténtica, del acuerdo por el cual el país de refugio 

concedió la extradición. 

 

ARTÍCULO 19 
No podrá fundarse en las estipulaciones de esta Convención ningún pedido 

de extradición por delito cometido antes del depósito de su ratificación. 

 

ARTÍCULO 20 
La presente Convención será ratificada mediante las formalidades legales 

de uso en cada uno de los Estados signatarios, y entrará en vigor, para 

cada uno de ellos, treinta días después del depósito de la respectiva 

ratificación. El ministerio de Relaciones Exteriores de la República 

Oriental del Uruguay queda encargado de enviar copias certificadas 

auténticas a los Gobiernos para el referido fin. Los instrumentos de 

ratificación serán depositados en los archivos de la Unión Panamericana, 

en Washington, que notificará dicho depósito a los Gobiernos signatarios; 

tal notificación valdrá como canje de ratificaciones. 

 

ARTÍCULO 21 
La presente Convención no abroga ni modifica los tratados bilaterales o 

colectivos que en la fecha del actual estén en vigor entre los Estados 

signatarios. 

No obstante, si alguno de aquellos dejara de regir, entrará a aplicarse 

de inmediato la presente Convención entre los Estados respectivos, en 

cuanto cada uno de ellos hubiere cumplido con las estipulaciones del 

artículo anterior. 
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ARTÍCULO 22 
La presente Convención regirá indefinidamente, pero podrá ser denunciada 

mediante aviso anticipado de un año a la Unión Panamericana, que la 

transmitirá a los demás Gobiernos signatarios. Transcurrido este plazo, 

la Convención cesará en sus efectos para el denunciante, quedando 

subsistente para las demás Altas Partes Contratantes. 

 

ARTÍCULO 23 
La presente Convención quedará abierta a la adhesión y accesión de los 

Estados no signatarios. Los instrumentos correspondientes serán 

depositados en los archivos de la Unión Panamericana que los comunicará a 

las Altas Partes Contratantes. 

 

EN FE DE LO CUAL, los Plenipotenciarios que a continuación se indican, 

firman y sellan la presente Convención en español, inglés, portugués y 

francés, en la ciudad de Montevideo, en la República Oriental del 

Uruguay, este vigésimo sexto día del mes de diciembre del año de mil 

novecientos treinta y tres. 


